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(DEMANDA JE LA COMISiÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS
'~ ANT,E LA CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS

./ CONTRA LA REPÚBLICA DE ARGENTINA
~._-"./"

CASO 12,533
IVÁN ELADIO TORRES

INTRODUCCiÓN

1. La Comisión lnteramerlcana de Derechos Humanos (en adelante "la Comisión
lnteramericana ll

, l'la Comisión", o "la CIDH'I), somete ante la Corte lnteramerlcana de Derechos
Humanos (en adelante lila Corte lnteramerlcana" o "la Corte") la demanda en el caso No, 12.533,
/ván Eladlo Torres y otros, en contra de la Republica de Argentina (en adelante el "Estado", el
"Estado argentino" I o ., Argentina") por su responsabilidL'ld en la detención arbitraria, la tortura y la
desaparición forzada de lvan Eladio Torres (en adelante "la vfctimoo,), ocurrida él partir del 3 de
octubre de 2003 en la Ciudad de Comodoro Rivadavia, Provincia del Chubut, y la posterior faita de
debida diligencia en la investigación de los hechos. asl como la denegación de justicia en perjuicio de
Jos familiares de la vfctima

2. La Comisión lnteramericana solicita El la Corte que establezca Il'l responsabilidad
internacional del Estado argentino, el cual ha incumplido con sus obligaciones internacionales al
incurrir en la violación de los artrculas:

7, 5,4, 3. 8.1 Y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en relación con
el artículo 1.' del citado instrumento internadonal, en perjuicio de lván Eladio Torres,

o 1, 111 Y XI de la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada y de los artlculos 1, B
Y 8 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura, en perjuicio de
Iván Eladio Torres

ti 5, 8 Y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en perjuicio de los
famJliares de Ivan Eladio Torres, en relación con el articulo 1 1 del citado instrumento
internacional.

El Estado argentino incumplió su obligación de adecuar su derecho interno a la Convención,
según el artículo 2 de la misma, en relación con los artículos 3, 4, 5, 7, 8 1/ 25 Y 1.1 del
mismo trat<Jdo.

3. El presente caso ha sido tramitado de acuerdo con lo dispuesto por la Convención
Americana sobre Derechos HtJmanos (en adelante "la Convención Americana" o "la Convención") y
se presenta ante la Corte lnteramericana de conformidad con la disposición transitoria contenida en
el artículo 79.2 y demás pertinentes del Reglamento vigente de la Corte. Asimismo, se adjunta a
esta demanda, como apéndice. una copia del Informe No, 114/09\ el cual fue tldoptado por la
Comisión el 28 de octubre de 2009.

4, La remisión del caso ante la Corte está basada en la necesidad de realizar una
investigación diligente con el objeto de obtener verdad, justicia y reparación del daño causado por
las violaciones perpetradas contra Iván Eladiu Torres y sus familiares. La desaparición forzada de

1 CIDr!. Informr. (Ir. Fondo No 114109. Cuso 12 G33. lvnn ElucHo Torres, 28 do ocwbre de 2009 Apéndice 1
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¡van Eladio Torres es una violación continuada de múltiples de sus derechos esenciales de esracter
inderogable que se prolonga hasta la fecha. Asimismo, la Comisión considera que el presente caso
refleja los abusos cometidos por agentes pollciales provinciales COnrra jóvenes en estado de
vulnerabilidad I aer como la falta de acceso a la justicia él nivel provincial. Por otra parte, la falta de
conocimiento de la verdad V de juzgamíento de los perpetradores de los hechos del presente caso
oontribuye a prolongar el sufrimiento causado por la víolación de los derechos fundamentales en
perjuicio de lván E/adlo Torres y sus f'amíliaros a pesar del deber del Estado de pro[)orcionar una
respuesHl judicial y una reparación adecuada

11, OBJETO OE LA DEMANDA

5 El obje10 de la presente demanda consiste en solicitar respetuosamente a la Corte
que concluya y declare que:

• El Estado de Argentina es responsable de la violación del derecho a la libertad personal, a la
integridad personal. a la vida, al reconocimiento de la personalídad jurfdica, El las garantías
judiciales y a la protección judicial consagrados en los artículos 7, 5, 4, 3, 81 Y 25 de la
Convención Americana, en relación con el artículo 1,1 de la misma, en perjuicio de Iván
Elaclio Torres,

a El Estado es responsable de la violación de los artfculas 1, ni y Xl de la Convención
Interamericana sobre Desaparición Forzada y de los anfcu10s 1, G Y 8 de la Convenció n
lnteramericana para Prevenir y Sancionar la Tortura, en perjuicio de 1van Eladio Torres

a Argentina es responsable de la violación de los derechos a la integridad personal, a las
garantías judiCiales y a la protección judicial, consagrados en los artfclJlos 5, 8 Y 25 de la
Convención Americana, en relación con el artfculo 1,1 de la misma, en perjuicio de los
familiares de Ivan Eladio Torres.

o El Estado argentino incumplió su obligación de adecuar su derecho interno a la Convención,
segun el articulo 2 de la misma. en relación con los artfculos 3, 4, 5, 7, 8 1, 25 Y 1 1 del
¡n'lsmo tratado

6. Como consecuencia de Jo anterior, fa Comisión lnteramericana solicita él la Corte que
ordene al Estado:

... Investigar de manera completa, imparcial y efectiva el destino o paradero de lván Eladio
Torres En CélSO que llegase a establecerse que la víctima no se encuentra con vida, adoptar
¡'3S medidas necesarias para entregar sus restos él los familiares.

1) Realizar una investigación completa, imparcial, efectiva y pronta de los hechos, con el objeto
de establecer y sancionar la responsabilidad intelectual y material de todas las personas que
participaron en los hechos relacionados con la detención arbitraria. la tortura y la
desaparición ¡'orzada de lván Eladio Torres.

Q RealizDr una investigación completa, imparcial, efectiva y pronta respeCl0 de las personas
adscritas a los diferentes órganos estatales que han estado involucradas en las
investig9.ciones y procesos llevados él cabo con ocasión de los heChos del presente caso, él

fin de dé'terminar la responsabilidad (administrativa, disciplinaria, penal o de otra rndole que
aplique) por los detícíencias en la I'nvestigación y procesamiento de los hechos. que ha
derivado en la impunidad,

···l
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/) Realizar un acto publico de reconocimiento de su responsabilidad en relación con los hechos
de este caso y de desagravio de la victima y sus laminares, asl como dar oHcialmente el
nombre de lván Eladio Torres a una plaza o calle de la ciudad de Comodoro Rivadavia.
destinado a la recuperación de la memoria histórica

/) Adoptar las medidas legislativas correspondientes, a fin de que la Ley 815 "Ley Organica de
Policía" de la provincia del Chubut se adecue a los estándares cons()grados por In
Convenclón Americana.

/) Adoptar las medidas legislativas que fueren necesarias para tipificar como delito la
desaparición torzaela de personas en Argentina.

/) Otorgar una reparaclón plena a los familiares de Ivcín Eladlo Torres que incluya, no sólo una
indemnización por los daños materiales y morales y las costas y costos del litigio, él nivel
nacional e internacional, sino también la celebración de ciertos actos de imponancia
simbólica que garanticen la no reiteración de los delitos cometidos en el presente caso

111 REPRESENTACiÓN

7. Conforme a lo dispuesto en el articulo 24 del Reglamento de la Corte, la Comisión ha
designado a la Comisionada Luz Patricia Mejía, y a su Secretario Ejecutivo, Samiago A Cantan.
como sus delegados en el presente caso- La Secretaria Ejecutiva Adjunta, Elizabeth Abi·Mershed, y
las abogadas María Claudia Pulido. Paulina Corominas y Karla l· Quintana Osuna, especialistas de la
Secretaria Ejecutiva de ia CIDH, han sido designadas para actuar como asesoras iegales.

IV JURISDICCiÓN DE LA CORTE

8. De acuerdo con el artrculo 62,3 de la Convención Amerlcana, la Corte
lnteramericana es compelente para conocer de cualquier caso relativo a la interpretación y
aplicación de las disposiciones de la Convención que le sea sometido, siempre que los Estados Parte
en el caso hayan reconocido o reconozcan la competencia de la Corte.

9. La Corte es competente para conocer el presente caso· El Estado argentino ratificó la
Convención Americana el 14· de agosto de 1984 y aceptó la jurisdicción contenciosa de ia Corte ei 5
de septiembre de 1984

10. Además, la Corte es competente para conocer del presente caso en virtud de Que
Argentina depositó el instrumento de ratificación de la Convención sobre Desaparición Forzada de
Personas e.i 28 de febrero de 1996 De conformidad con los artlculos 111 y VII de dicho instrumento,
el deOto de desaparición forzada "será considerado como continuado o permanente mientras no se
establezca el destino o paradero de la vrctima" y la acción penal respectiva no estará sujeta a
prescripción. Oc similar manera la Corte hCi intorpretado el carácter continuo del fenómeno de la
desaparición forzada, al establecer que;

ldlesde su primera sentencia en el caso Velásquez Rodrfguez I ' l. la Corte ha reiterado que la
desaparición {-or7ñda de persomlS constituye un hecho ilícito de naturaleza cominua o
permanente l. 11 Por su ccmícier permanonte. mientras no so establezca el destino o paradero

:' Corle ¡DH C,w;o T(/l TO¡iíl. Fonrfo. Repnr{1cion(!s y CO-SNW. Sontcnci¡¡ da 2G de noviembre de 2008 Serie e No
190 pún 52
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de la victjm~L la desaparición lorzada continlia en Gjecur;ión~,

v.. TRÁMITE ANTE LA COMISiÓN INTERAMERICANA

11. El 14 de noviembre de 2003 la Comisión JntBramericana recibió una petición
presentada por la señora María Leontina Millacura Uaipén y la Asociadón Grupo Pro~Derechosde Jos
Niños. El 19 de abril ele 2004 se presentó información aclicional. la elDH procedió a dar trámite a
la petición identificada bajo el No 960/03. y transmitió las partes pertinentes de la denuncia al
Estado el 22 de abril de 2004,/ con un plazo de 2 meses para presenlar observaclones

12 El 26 de mayo de 2004 el Estado envió una comunicación solicitando prórroga ele Un
mas, la cual fue concedida por la CIDH el 8 de junio de 2004. El 22 de noviembre de 2004 la CIDH
~nvío una nota reiterando la solicil'ud de información al Estada para ser enviada a la mayor brevedad
posible

13. EllO de enero de 2005 la señora LeOl1llna Mil/acura Lialpen y las abogadas Silvia de
los Santos y Verónica Heredia presentaron una solicitud de medidas cautelares a favor de David
Alberto Hayes, familiares y lestigos relacionados con la denunciada desaparición de ¡viln Eladio
Torres (a saber, María Leontina Milfacura L/a/pen, Gerardo Atilio Colin, Luis Patricio OJiva, Tamera
Bolivar, Waller MansilJa, Silvía de los Santos. Verónica Heredia y los demás familiares de Jván Eladio
Torres) a la que se le "signó el No Me 9-05 El 18 de enero de 2005 la CIDH otorgó las medidas
cautelares y estableció un plazo de 7 dras para que el Estado presentara información sobre las
medidas adoptndéJs,

14 El 19 de enero de 2005 los peticionarios solicitaron ampliación de las medidas
cautelares a favor de Juan Pablo Caba y Miguel Ángel Sánchez y el 24 de enero de 2005 sollcittlron
ampliación de las medidas cautelares a favor de los integrantes de la familia Hayes L~ CIDH otorgó
dichas ampliaciones y trasladó la información al Estado con fecha 21 Y 25 de anero de 2005
respectivamente, estableciendo un plazo de 5 dfas para que el Estado presente información sobre las
medidas adoptadas.

15. El 28 de enero de 2005 el Estado presentó información sobre las medidas otorgadas
por la Comisión, la cual fue transmitida a los peticionarios el 4 de febrero de 2005 con un plazo de
7 diélS para presentar sus observaciones

16. El 11 de febrero de 2005 los peti.clonarios enviaron sus observaciones solicitando a
IEl Comisión que otorgara medidas provisionales a los beneficiarlos, Gomunicación que fue
transmitida al Estado el 15 de febrero de 2005 con un plazo de 5 días para informar al respecto

17. El 8 ele marlO de 2005 el Estado presentó información a la Comisión respecto de la
solicitud de medidas provisionales y en este contexto adjuntó información relacionada con la
invesfrgación, sin pronunciarse respecto de la admisIbilidad de la petición. Dicha Información fue
transmitida a los petlr;ionarios el 31 de marzo de 2005 junto con un pliego de preguntas,
estableciendo un plazo de 10 días para responder y presentar observaciones

18 Los peticionarios respondieron con notas de 12 de abril y 3 de mayo de 2005
presentando sus observaciones· Dichas respuestas fueron trasladadas sr Estado el 8 de junio de
2005 con un piazo de 15 dfas para presentar ob,ervaclones Ef 5 de Julio de 2005 el Estado
presentó sus observaciones El las respuestas ele los peticionarios Las partes se han reunido en una

~ ¡(Jall). pi'm 84
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mesa de diálogo en varias oportunidades durante la tramitación con el fin de analizar cuestiones
relativas tanto a las met1idas cautelares, como a la investigación de los hechos denunciados

19. La Comisión adoptó su informe de admisibilidad No. 69105 el 13 de octubre de
2005", en el cual declaró admisible la petición en relación con los articulas 2, 4, 5, 7, 8.1 Y 25 de la
Convención Americana, en relación con el artículo 1.' de la misma, así como con los articulas 1/ II Y
Xl de la Convención intoramericana sobre Desaparición Forzada de Personas, V los artículos l. 6 V 8
de la Convención lnteramericana para Prevenir y Sancionar la Tortura.

20. El 6 de diciembre de 2005 el informe fue remitido al Estado. De conformidad con el
Articulo 48.1 (r¡ de la Convención Americana, la Comisión se puso a disposición de las partes a l'in
de iacilitar una solución amistosa y solicitó al Estado una respuesta a dicho ohecimíento él la
brevedad posible El 7 de diciembre de 2005 la CIDH remitió el informe a los peticionarios y les
solicitó que presentaren sus observaciones sobre el fondo en el plazo de 2 meses

21. Mediante comunicaciones de 14 y 27 de diciembre de 2005, los petiCionarios
presentaron SUs observaciones referentes al informe No 69/05. Asimismo, expresaron su interés en
iniciar un proceso de solución amistosa y, [ll respecto, refirieron que el 26 de enero de 2006
presentaron al Estado una propuesta de soluclón amistosa, la cual, debido a que lván Eladio Torres
llevaría 28 meses desaparecido, consisUe en algun.as medidas con plazo cierto de cumplimiento para
el 3 de lebrero de 2006 Sin embargo, mediante escrito de 6 de febrero de 2006, puesto que el
Estado no habría actuado de manera alguna, consideraron que habría declinado la etapa de solución
amistosa, por lo que solicitaron a la Comisión que se siguiera el trámite dentro de la etapa de rondo
De dicha información se dio traslado al Estado a través de comunicación del 10 de febrero de 2006

22. El 8 de marzo de 2006, dentro del 124 0 perlado de sesiones de la Comisión, se llevó
a cabo una reunión de trabajo en la que participaron representantes de la señora Maria Leontina
MiIlacura Llaipén, así Gamo representantes del Gobierno PrOVincial y del Gobierno Federal. Con
motlvo de dicha reunión, el Estado remitió la notD OEA 73 del 10 de merzo de 2006, mediante la
cual presentó un informe sobre los desarrollos de la causa en que se investigaba la desaparición de
Iván Eladio Torres, expediente caratulado "MILLACURA LLAIPÉN, Maria Leontina si Desaparición de
Persona", anexando un cerificado de la denuncia que el Gobernador de la Provincia del Chubut y el
Fiscal del Estado elevaron al Superior Tribunal de .Justicia de le Provincia del Chubut, en relación con
la apertura de causa de enjuiciamiento al Juez de instrucción de la ciudad de Comodoro Rivadavia
"por mal desempeño de SUs funciones 1... 1 en la instrucción de causas 1".J, entre las que se
encuentra el expediente Millacura L1aipén, María Leontina s/Denuncia Desaparición de personas (N°
1138/03) en la que se Investiga la desaparición de lviln Eladio Torres"

23. Mediante comunicación de 20 de marzo de 2006, la Comisión dio traslado al Estado
de las observaciones de fondo realizadas por los peticionarios en {echas 14 de diciembre de 2005,
i 6 de lebrero y 6 de marzo de 2006, otorgándole el plazo de un mes para presentar las
observaciones correspondientes,

24. El 9 de mayo de 2006, los peticionarios solicitaron una prórroga a fin de presentar
sus alegatos finales El 15 de mayo de 2006, se recibió la nota OEA 141, mediante la cual el Estado
sollchó una prórroga de un mes para presentar observaciones a la información proporcionada por los
peticionarios

~ C1DH, Intorn;0 do Admisibilidnd No 69/05, Coso 12 533, I\lón Elnrllo Torros, 13 de oqUbfo Llf! 2005 Apündice
2
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25. MediAnte comunicación de 29 de junio de 2006 la Comisión dio traslado a los
peticionarios de. la información proporcionada por el Estado el 10 de marlO de 2006, solicitando que
presentaran observaciones dentro del plazo de Un mes

26. El 11 do julio de 2006, el Centro de Estudios Legales y Sociales ICELSI remitió a la
Comisión un informe que elaboré sobre la desaparicIón de Iván Eladio Torres, con motivo de una
visita que hiciera personal del CELS a la ciudad de Comodoro Rivadavia el 30 de octubre y 4· de
noviembre de 2005, habiendo realizado diversas entrevistos y un análisis del expediente judicial

27, El 26 de julio de 2006, la Comisión envió al Estado una nota reiterando la solicitud
que se le hiciera mediante comunicación del 20 de marZo de 2006, a fin de que se sirviera enviar
sus observaciones sobre el fondo. olorgándole un plazo de dos meses, de conformidad con el
artículo 38. J de su ReglaJl1ento

28 Mediante comunicación de 31 de agosto de 2006, el Estado informó que se
cont'lnuoban los esfuerzos de diálogo con Jos peticionarios, con el objeto de evaluar la posibilidad de
arribar él una solución amistosa del caso, como habría quedado establecido en el acta del 9 de
agosto de 2006, suscrita con motivo de la reunión de trabajo celebrada El efectos de consensuélr la
adopción de las medidCls provisionales dJctadas por la Corte lnteramericana

29. Mediante nota 286 de 14 de septiembre de 2006, el Eslado solicitó una prórroga de
un mes para presentar las olJservac'lones sobre el fondo, El 3 de octubre de 2006 la ComIsión
otorgó la prórrogo por el plazo de 12 días.

30, Mediante nota üEA 331 de 24 de octubre de 2006, el Estado reiteró el interés en
arribar a una solución amistosa con los peticionarios respecto del caso, solicitando la cooperación de
la Comisión para logr(-]( un acuerdo a! respecto De dicha información se corrió traslado a los
peticionarios mediante comunicación de 20 de noviembre de 2006

31. A travós de coniunicación de 1 0 de diciembre de 2006, se informó a los
peticionarios que la Comisión e1ectuarla una visita de trabajo a la Argenlina de! 3 éll 8 de dicienibre
de 2006, convocando <) las partes a una reunión de trabajo que se llevada a cabo el 7 de diciembre
de 2006

32. El 6 de diciembre de 2006 se recibió Una not8 de los peticíonarios informando que
no podrJan presenlarso a lrl reunión de trabajo convocada¡ en razón de que estimaron que el Estado
nO habla organjf!ado con tiempo el traslado de la mBdre de Iván Eladio Torres, ni de sus
representantes.

33 El 21 de diciembre de 2006 se recibió un escrito de la parte peticionaria mediante el
cual contestaron el traslado que se les hiciera el 20 de noviembre de 2000. Dicha información se
transmitió al Estado mediante comunicación de 30 de enero de 2007, En la misma fecha se envió
tanto a los petiCionarios como al Estado, para su conociniJento, Una copia del informe elaborado por
el CEl.S sobre "la desaparición do Iván Eladio Torres".

;]

l

..\..

34 El 14 de agosto de 2007 la Com',sión envió tanto a los petiCionarios como al Estado,
una solicitud de información actualizada. En la misma comunicación se informó al E1:itado que la
Comisión contaba con copia de diversas documentales que formaban parte de los expedientes
judiciales relacionados con la desaparición de Iván Eladio Torres. El 6 de septiembre de 2007, a
solicitud del Estado, la Con1isión le remitió copia de dicha documentación, otorgimdole el plazo de
un mes para presentar las observaciones correspondientes. Mediante nota OEA 255 de 13 de
septiembre de 2007, el Estado solicitó una prórroga que le fue olorgada el :3 de octubre de 2007,
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35. Mediant{~ correo electrónico de 14 de noviembre de 2007, los peticionarios hicieron
llegm a la Comisión copla de la sentencia emitida el 15 de octubre de 2007 por la .Juez Federal Eva
L, Parcio de Seleme, dentro de la causa No7020 /lMillacura Llaipén Marra Leontina s/Denuncie
Desaparición Forzada de persol1a". El 26 de noviembre de 2007 se dio traslado al Estado.

36· El 11 do enero de 2008, la Comisión recibió copia del escrito presentado por los
peticionarios ante la .,Juez Federal Pareio manifestando Que no harrao uso de su facultad de recurrir la
sentencia

.37. Mediante nota OEA 29 de 17 de enero de 2008, el Estado envió respuesta a la
solicitud de iní'orrnación actualizada que le fUera requerida por la Comisión, misma que fue remitida
el 26 de marzo de 2008 a los peticionarios, para su conocimiento.

38 A través de comunicación de 23 de enero de 2009, la Comisión remitió tanto a los
pelicionarios como al Estado uno serie de preguntas específicas El fin eJe completar el análisis del
Cí:)SO

39 Mediante comunicación de 23 de lebrero de 2009, los peticionarios enviaron
respuesta El las preguntas de la Comisión aportando, a su vez, información adicionaL El 6 de mSf7.0

de 2009, la Comisión trasladó dicho escrito al Estado. El Estado! por su parte, envió su respuesta a
través de la nota OEA 280 de 10 de julio de 2009.

40. En el mareo de su 137 0 Período Ordinerio de Sesiones, el 28 ~9,c,tYllJ;.e de 2009, la_." ,.'~"'"
Comisión aprobó el Informe de Fondo 114/09, elaborado en observancia del artículo 50 de la
Convención. En el mismo concluyó que '"'

01 Estado de Argentina es responsable de la violación del derecho al reconocimiento ele la
pClrsonalidCld jurrdic<l, o la UbcrtDd personal, a In integridad personal. ti la vicia, a I<lS garantías
judiciales y a la pro,ección jl.ldicial, consagrados en los ar'trculos 7,5, 4. 3, 8{1l y 25.
respectivamente, (Je la Convención Americana. en relación con los artlculos 1(ll Y 2 del citado
instrumento internacional en perjuicio dI) lván Eladio Torres· 19ualrnenle, concluye que el
Estado es responsable por la violación de los derechos a la integridad personel, El las garamras
judiciales y El la protección judicial, consagrados en los articulas 5, 8 Y 25 de la Convención
Americana Cf\ perjuicio de los famlliares de la vlcUma: en específico, de la madre. el hermano.
la hermana y sobrlna. en relaclón col1el artfculo'l (1} Y 2 del cItado Instrumento intem8cional

Adicionalmente, la Comisión concluye que el Estado es responsable de la violación eje los
artfculos 1, 111 Y XI de la Convención Interarnericana sobre Des()parición Fonada y de los
articulos 1, 6 Y 8 de la Convención lnteramericana para Prevenir y Sancionar la Tortura, en
perjuicio de lván Eladio Torras

Por Olfa parte. la Comisión considera qua. de las presentaciones do las partes y del material
presentado en DI oxpedlento del CiJSo. no cuentn con elementos r.uficiemes psrs probar
violaciones (~los articulas 10, 11, 17. 19 y 24 de la Convención Americana, alegadas por los
peticionarios

41. En el mencionado Informe. la Comisión efectuó las siguientes
recomendaciones al Estado argentino

Realizar un acto publico de reconocimiento de su responsabilidad en relación
con 105 hechos ele este csso y de desagravio de la vlcl"íma y sus familiares. asl como dar
oficialmente el nombre de lvan Eladio Torres a un(1 plaza o caUe de la ciudad de Comodoro
Rivadaví8. destinado a la recuperación de la memoda histórica
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2 lnvestlg¡:¡r de mAnera completa. imparcial y electiva el des lino o paradoro de
Iván Eladio Torres En caso que llegase a establecerse que la vfclinla no se encuentra con
vida, adoptar las medidas necesarias para entregar sus restos <l los fflmH¡ares

3 Aealizar una investigación completa. imparcial, efectiva y pronta de los
hechos. con el objeto de establecer y sancionar la responsabilidad intelectual y material de
todas las personéIs que participaron cm los hechos relacíonados con la detenclón arbitraria, la
tortura y la desapar'tclón forzada de Ivfm Eladio Torres

4, Realllur una investigación completa. imparcial. efectiva y pronta respecto de
lilS personas aóscritas 1I los diferentes órganos eSHHareS que han estado involucradas en Ins
investigaciones y procesos IJevadas a cabo con ocasión de los hechos del presente caso. a ¡in
de determinar la responsabilidad {administrativa. disciplinaria, penar o de otla (ndole que
aplique) por las defíciencias en la investigación y procesamiento de los hechos. que h;;
derivado en la impunidad

5 Reparar adecuadamentCl ti los famillares de IVán Eladio Tortes. incluyendo
tanto el aspecto rnoral como el material, por las violaciones de SUs derechos humanos.

6 Adoptar las medidas legislativas correspondientes, a fin de que la Ley 8 J5
VLey OrgÁnica de Policía", de la provincia del Chubut, se adecue a los estándares consflgrados
por la Convención Americana.

7, Adoptar las medidas legislativas que fueren necesarias para tipificar como
delho lo dQsnpnrlclón ¡orlüda de personas en Argentiml

42 El Intorme fue notificado al Estado el 18 de noviembre de 2009, concediéndoselo un
pla7-o de dos meses para que informara sobre las acciones emprendidas con el propósito de
implementar las recomendaciones en él contenidas, de conformidad con lo dispuesto por el entonces
arriculo 43 2 del Reglamento de la Comisión

43 En la misma fecha, de conformidad con lo dispuesto por el entollces artículo 43-3 de
su Reglamento, la Comisión informó a los peticionarios sobre la adopción del informe de fondo y su
transmIsión al Estado; y les solicitó que expresaran, en el plazo do un mes, su posición respecto al
eventual sometimiento del caso a la COrle rnrerarnericana

44· Mediante comunicacíón de 18 de diciembre de 2009, recibida el mismo día, los
peticionarios manifestaron su intencíón de que el caso ¡-uera elevado a la Corte Interamericana de
Oerechos Humanos

45. Mediante nota del) 8 de enero de 2010 el Estado solicitó a la Comisión la concesión
de un plazo adicional al otorgado en el Informe 114/09 para cumpnr con las recomendaciones
formuladas en el mismo En su comunicación, el Estado renunció expresamente El interponer
excepciones pr'eliminares respecto del cumplimiento del plazo previsto en el artículo 51 de la
Convención Americana mientras se encontrara vigente el nuevo término. El 2 de febrero de 2010 la
Comisión otorgó al Estado una prórroga de dos meses adicionales

46. Median(c nota del 18 de marzo de 2010, el Estado presentó un informe sobre el
estado de cumplimiento de las recomendaciones y solicitó una segunda prórroga aduciendo que se
estarlan evaluando otras acciones a llevarse él coba en miras al cabal cumplimiento de las
recomendaciones emitidns por la Comisión en el Informe 114/09 Dicha información fIJe trasladada a
los peticionarlos mediante comunicación del 25 de marzo de 2010, solicitando que presentaran las
observaciones que consideraran oportunas, dentro del plazo de 5 días Los peticionarios enviaron
sus observaciones mediül1to comunicación dol 31 de marzo de 2010.

J
~,:~d

j
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47 Tras considerar la intormación aponada por ICls partes en relación con !ft
implementación de las. recomendaciones contenidas en el informe de fondo, y tomando en
consideración la falta de avances sustantivos en el efectivo cumplimiento eje las mismas, la
ComisIón decidió someter el presente caso a la Corte Interamericana.

A _ Medidas Cautelares

48 EllO eJe enero de 2005 1 los peticionarios presentaron a la Comisión una solicitud de
medidas cautelares a favor de David Hayes. quien se encontraba cumpliendo pena privativa de
libertad en la Comisaría Seccional Primera de Comodoro Rivadavia¡ Chubut. el día que desapareció
lván EJadio Torres. Los peticionarios argumentaron que DElvld Hayos habría declarado como testigo
en la investigación por la desaparición de lvan Eladío Torres, y que su vieJa estar{a en peligro puesto
que, por ello, habrfa sido amenazado de muerte por personal de la misma Comisaria Seccional
Primera"

49, De igual manera, los peticionarios alegaron que Gerardo Colin y Patricio Oliva -
ambos de 17 años - habrfan visto por ultima vez a lván Eladio Torres en una plaza del centro ele I(J
ciudad y habrían denunciado ante los fiscales de la causa que se sigue por la desaparición que la
policía los hostiga permanentemente, por lo cual se enconlraban temerosos por su integridad física y
por su grupo familiar. Los peticionarios señalaron que no obstante haber presentado la denuncia, no
se habrían tomé.ldo medidas de protección para ninguno de 105 dos.

50, Los peticionarios también hicieron re1erencia al caso de la sci'iorita Tamara Bolívar
quien, segl.Jn lo relatado, habrla sido violada por un policía que le preguntó si era la hermana de lván
Torres YI Juego de violarla le dijo "te espero en la Seccional Primera para que hagas la denunciau
Los peticionarios seiialan además que Walter Mansilla, otro testigo de lo sucedido a lviln Eléldio
Torres, sufrió varias amonazas de la policia desde que declaró en autos

51. De igual manera, señalaron que los miembros de la familia de Iván Eladio Torres -
madre, hermana, hermano y sus respectIvas familias - habdan sido constantemente hostigados,
amenazados y que algunos habrían sido detenidos por oíiciales de policía.

52. Mediante comunicación telefónica de 18 de enero de 2005, 105 peticionarios
inl'ormaron que David Hoyes habrla muerto el 17 de enero de 2005, apUlialado en una riña dentro de
la Alcaidia de Comodoro Rivadavia, bajo custodia de agentes del Estado Asimismo. las
representantes legales de la señora Maria Leontina Mlllacura Lloipén solicitaron que se otorgaran
medidas cautelares a su favor, en razón de temor por su seguridad e integridad personal. De Igual
manera, informaron ele otro testigo involucrado en la desaparición de lván Eladio Torres, Miguel
Ángel S¿nchez, quien habda manifestado a la madre de Iviln lemor por su integridad física

53. El 18 de enero de 2005 la Comisión solicitó al Estado argentino la adopción de
medidas cautelares para proteger la vida y la integridad personal de Marla Leontina Millacura Llaipén,
rnadro ele lván Eladio Torres, Gorardo Colín, Patricio Oliva, Tamara Salivar, Walter Mansilla, Silvia de
los Samos, Verónica Heredla y los familiares de lván Eladio Torres. Asimismo, la Comisión instó al
Estaclo él concertar con los beneficiarios y los peticionarios las medidas a adoptarse y adoptar
mecJicJ(1s (1 fin de escl8recer judicialmonte los hechos

54. El 21 de enero de 2005, la Comisión solicitó al Estado que se ampliaran las medidas
cautelares a favor de .Juan Pablo Caba, yerno de Maria Millacura L1aipén, quien presuntarnente
habría presenciado lo ocurrido a David Hayes y por ello habria recibido amenazas, as! como a favor
de Miguel Súnchez, quien habría sido objeto de amenazas por su condición de testigo en el proceso
seguido por la desaparición de Iván Eladlo Torres,
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55 El 25 do enero de 2005, la Comisión solicitó al ESlado que ampliara la vigencia de
[as medidas cautelares él favor de todos los integrantes de la familia de David Hayes

56. El 11 de lebrero de 2005, los peticionarios pidieron a la Comisión que solicitara a la
Cone Jnteramerícana medidas provisionales a favor de los beneficiarios de las medidas cautelares,
comunicación que fue transmitida n! Estado el 15 de Jebrero de 2005 con un plazo de 5 días para
informar respecto de la situación de los beneficiarios de las medidas cautelares Mediante nota
recibida el 2 de marzo eJe 2005, el Estado envió la informacJón respectiva de.la cual se dio traslado
a Jos peticionarios el 31 de marzo de 2005 y se les solicitó información adicional.

57. El 3 de mayo de 2005, Jos peticionarios enviaron sus observaciones respecto de los
informes ¡)resentados por el Estado y remitieron sus propuestas sobre las medidas que consideraban
que debía tomar el Estado para cumplir con lo indicado por la Comisión,

58, Del análisis realizado El la Información proporcionada tanto por los petioionarios.
como por el Estado, 18 Comisión advirtió que las medldéls cautelares habrlan sido implementadas en
cierta medidiJ por el Gobierno Federal, por lo que el 1 0 de julJo de 2005, la Comisión determinó
rechazsr la solicitud de medidas provisionales y mantener vigentes las medidas cautelares

B. Medidas Provisionales

59. El 13 de marzo de 2006, en el marco de las medidas cautelares, los peticionarios
remitieron una comunicHción mediante la cual solicitaron nuevamente a la Comisión que presen1ara
a la Corte Interamerictll18 una solicitud de medidas provisionales. El 21 de marzo de 2006, la
Comisión envió tanto al Estado como a los peticionarios solicitudes de información respecto de las
medidas cautelares, Los peticionarios remitieron la información mediante comunicación de 25 de
abril de 2006 y el Estado respondió mediante nola OEA/53 de 8 ele mayo ele 2006

60. El 20 de junio de 2006, la Comisión presentó anle la Corte una solicitud ele medielas
provisionales él fin de que ArgentJna tomara las acciones necesarias para proteger la vida y la
integridad física de los beneficiarios do las modidas cautelares, por existir un riesgo de daño
irreparable, acrecentado en los meses anteriores. La Comisión manHestó que las medidas cautelares
no habrfan producido los efectos de protección requeridos, toda vez que con posterioridad al
otorgamiento de las mismas, habrían continuado las amenazas hacia los beneficiarios y, en iJbril de
2006, la hermana del desaparecido lvón Eladlo Torres, VDloria Torres, habría sido objeto de una
presunta golpiza por parte de funcionarios de la Comisarfa Seccional Tercera de Comodoro
Rivadavia

61. El 21 de junio de 2006, el Presidente de ia Corte interamericana solicitó al Estado
argentino que adoptara "de forma inmediata, todas las medidas que sean necesarias para proteger
los derechos {I la vida y a la integridad personal de MarIa Leontina MiIlacura Uaipén, Marcos y
Valeria Torres, Juan Pablo Caba, Gerardo Colrn, Patricio Oliva, Tamara Bolívar, Walter Mansllla,
Miguel Ángel Sánchez, SilVia de los Santos y Verónica Hereclia, y Vivian8 y Sonia Hayas, para lo
cual torne en consideración la gravedad de la situación y las circunstancias particulares de riesgo", y
convocó El laS partes El una audiencia pública a celebrarse el 6 de julio de 2006

62, El 26 de junio de 2006, los peticionarios presentaron sus observaciones respecto de
las medidas de protección Al respecto, solicitaron que se 'Incluyera también como beneficiario a
Iván Eladio Torres y solicitaron que se dispusiera la realización de una pericia en investigación y
criminalfstica a fin de encontrarlo. Asimismo, solicitaron que se protegiera la vida e integridad de las
personas ülcanzl.'.ldas por las medidas cautelares¡ en especIal, la de Miguel Ángel Sánchez, a quien

1

1\
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pidieron se le trasladara a una unidad de detención en Río Grande, en la Provincia de Ticrro de
Fuego, De igual manera, solícítaron el traslado de Juan Pablo Caba a un lugar seguro; que se
continuara con la custodia domiciliara para María Leontina Millacufa" Uaipén y su grupo familiar; que
se asistiera económiCClmente a la señora Millacura L1aipén y se dispusieran fondos para que
continuara el trámite ante el sistema interamoricano. Requirieron que se continuara con la custodia
domiciliarla parel 18 farnllia Hayas; que se otorga-ran fondos para la colocación de sistemas de
seguridad en los domicilios de las abogadas de los beneficiarios: Silvia de los Santos y Verónica
Heredia; se elaborara un programa de protección a testigos a favor de Gerardo Colín/ Patricio Oliva,
Tamara Bolívar y Walter Mans'rlla, así como se requidera al Estado argentino que garantizara el
acceso el la jurisdicción internacional de Marra Millacura L1aipén y de las representantes legales de
los beneficiarlos de las medidas, en especial para Que plJdieran acudir a la audiencia convocada por
la Corto

63 El 6 de julio de 2006, la Corte Interamericana celebró la audiencia pública y, ese
mismo día. emitió una resolución declarando '/que a pesar ele las medidas adopte¡das por el Estado
tendientes a proteger los derechos (,1 la vida y el 1i:1 integridad personal de los benefIciarlos, persiste
una situación de extrema gnlVedad y urgencia y de posible irreparabilidad de daños a los derechos a
la vida e integridad personal de los beneficiarios de las medidas." por ello. la Corte determinó
ratificar en todos sus terminas la resolución del Presidente de la Corte Interamericana de Derechos
Hum¿:lnos del 21 de junio ele 2006

64, Mediantl' escrito de 28 de juiio de 2006, ias representantes de ios beneJiciarios
indicaron a la Corte que el Estado no habría llevado a cabo ninguna acción tendente El cumplir con lo
ordenado por la Corte en su resolución del 6 de julio de 2006, ni con el acta de compromiso
levantada en esa misma fecha,

65. Mediante comunicación de 3 de agosto de 2006, la Corte remitió a la Comisión
inlormnción proveniente del Estado, así como una copia dal escrito de 27 de )UI'IO de 2006,
mediante el cual el Dlrector Ejecutivo del CELS presentó, en calidad de amíctls curiae, el "Informe
sobre la desaparición de ¡van Eladio Torres"

66. El 19 eJo septiembre de 2006, se recibió en la Comisión una comunicación de la
Pflfte peticionaria, en la Que se informó que el 9 de agosto de 2006 se habrít1 llevado a cabo una
reunión con representantes dol Estado, en la que habrían llegado fI varios acuerdos \endemes al
cumplimienlo de las medidas solicitadas por la Corte.

67, El 28 de septiembro de 2006, la Corte remitió a la Comisión y él las representantes
de los beneficiarios, el informe presentado por el Estado en torno a las actuaciones realizadas para
dar cumplimiento a las medidas provisionales, Ei Estado informó que el traslado de Miguel Ángei
Sánchez a la Unidad de Detenoión No 1 de Río Grande, Provincia de Tierra de Fuego, se habría
efectivizado el 17 de agosto de 2006, El 12 de octubre de 2006 las representantes de los
beneficiaríos enviaron a la Corte sUS obl:iurvaciones El dicho informe estatal y la Comisión lo hizo el
21 de noviembre de 2006 Mediante el escrito de observaciones de 14 de junio de 2007, las
representantes informaron él la Corte sobre el fallecimiento del benef'iciarlo Walter Mansílla. quien.
según información extraoficial brindada a lo señora Millacura Llaipén, habrfa muerto a causa de un8
rilia

68 Mediante comunicaclon de 20 de octubre de 2008, las representantes rcmltloron
información adicional en la que se refirieron a una presuma arnenaL8 dG muerte que habría recibIdo
la s0110ra María Leontina MilJacurfl Ualpén por parte de un hombre no identificado El las a¡-ueras de la
Comisaría Seccional Primera de Policía de Comodoro Rivadavia, sobre lo cual la Corte solicitó
iniormación al Estado el 23 de octubre de 2008
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69. El 29 ele octubre de 2008, las representantes de los beneficiarios presentaron ante la
Corte lnteramsricana sus observaciones al informe estatal del 17 de septiembre de 2008 V
remitieron copia de la sentenoia de la Cámara FedemJ de Ape:lacionos de Comodoro Rívadavia, de 15
de octubre de 2007; de una foja del libro de defuncIones, referente al fallecimiento de Walter
MansiJla; asf corno de un am,-cus cunee presentado en julio de 2008 por la organización no
gubernamental Clínica Jvrfdica y Social Patagónica ante el Grupo de trabajo de Desaparición Forzada
o Involuntaria de Naciones Unidas

70. El Estado, las representantes de los beneficiarios y la Comisión Ihteramericana han
continuado presentando sus respectivos informes y observaciones, en relación con la
implementación de las medidas provisionales. Cabe resaltar que el Estado ha solicitado el
levantamiento de medidas provisionales/ respecto de lo cual la Comisión ha mantenido que la
información aportada por las partes refleja que la situación de riesgo continua vigente, razón por la
cIJal las medidas provisionales tienen asidero para continuar vigentes Por otro lado, las
representantes recientemente reiteraron su solicitud de ampliar las medidas provisionales a favor de
¡van Efadio Torres. Las medidas provisionales se encuentran vigentes

VI. FUNDAMENTOS DE HECHO

IV. VALORACiÓN DE PRUEBAS

71. En el Sistema Interamericano de Protección de ros Derechos Humanos se han
establecido criteríos menos formales para la valoración de los diferentes medios probatorios que los
existentes en las legislaciones internas En este sentido, fa Corte lnteramericana ha subrayado de
manerB consistente que no es aplicabfe una rfgídEl determinoción dol quantum de la prueba necesaria
para fundar un fallo, teniendo en cuenta que los tribunales internaclonales tienen la potestad de
apreciar y valorar las pruebas según las reglas de la sana crfOca s,

72. En efecto, además de la prueba directa, sea testimonial, pericial o documental,
resulta de especial importancia, para el casO bajo estudio, la valoración y alcance del conjunto de
presuncione.s que surgen de los hechos y que, de acuerdo con la experiencia, resultan validas y
lógicas cuando no hay prueba directa de los mismosú

, más aún en casos de desaparición forzada,
cuyo propósito es borrar toda huella malerial del crimen_ Corresponde señ(:llar que la Cone
lnteramericana se ha valido de la "prueba circunstancial o indirecta, o ambas, o por inferencias
lógic(ls pertinentes" p<:1ra eslablecer las violaciones 7

ul

...~

j

73
probatorio un

En igual forma, la jurisprudencia de la Corte lnteramericana ha otorgado CO/l10 medio
valor significativo a los recortes de periódicos, especialmente en casos de

r, Corte IDH. Caso de los H(HmllnOS Gómez Pnquiy¡¡uri vs Perú, Sentencia de 8 da julio de 2004. Serie C N° 110.
póa 41 < citando Caso Mllrl\7.1J Urrulin Sentencio de 27 do noviembre de 2003. SlHic e No 103, pórr 48: C¡¡Sf) Myrnll Milcll
Ch;II1Y Senlenclil dc 25 de noviembre de 2003 Serie e No. 101. pitrr 120; CilSO 8ulncio Sontencio eJe 18 de septiembre do.
2003 SeriCc e No" 100, pilrr 42; Coso ,Juan Humberto Sónchez, Inlerpreluclón de Senlenciü sotHe Excepciones Preliminares,
Fondo y Rt!IHlriH~iono$ {mI G7 de la Convención Arnl?ricuna sobrt! Derechos Humnnosl SCH\lOnci¡:¡ de 28 úa noviembre ele
2003 $rHie e No 102, pÁrr ll2

ro C()rt~ l.D H C,lIW Ctm(or,'¡1 Banavidt)t, Sontencia tia 18 dé agosto do 2000. plirr 117; (".,so de los Nrrio;,,' de 1;)
C,1IM IVilJngrun Mor¡¡lus y Otru$j. Sentonciu de 19 de noviumbm I.Jt~ noviornbre do 1999. p':ur 69; C<~$O C¡J$(illo Perrwm V
0(r05, Snnlcnt:ln Últ 30 tle tnnyr> dr~ 1999. [)(m 62; V Cosu al C{¡mema, Sl.ln\onclfl ele Aeporuciones. 29 do <tgostCl de 2002.
pürr 55

? Corte lDH CtlS~¡ Velilsque., RodrigulH. Sentencio de 29 de julio de 1988 Serie e No 11. parr 131, liobre lil
importnllci" de In prueba indiciarln o prnsuntiv"
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desaparición lorzadaB
, destacando que, aun cuando éstos no constituyan prueba documental

propiamente dicha, pueden ser valorados "cuando recojan hechos públicos o notorios, declaraciones
de funcionarios del Estndo o corroboren lo establecido en otros documentos o testimonios recibidos
en el proceso"Y.

V fONDO

A. Consideraciones iniciales de hecho

1. Respecto de la desaparición forzada de Iván Eladio Torres

74 Iv';" Eladio Torres nació en' Castro, Chile, el 24 de "ovlembre de 1976 y, antes do su
desaparición, vivía con su madre, Marra Leontina Millacura Llaipén, su hermana Valería y la hija de
ésta, en una vivienda humilde en el centro de la ciudad de Comodoro Rlvadavia, Provincia de
Chubut. Argentina ¡van era el sostén económico de su madre. su hermana y de la hija de ésta Iván
nabnjaba en el área de la construcción haciendo diversas tareas, en ocasiones, junto con su hermano
Marcos, V solía reunirse con sus amigos y conocidos en calles y plazas del centro de la ciudad

75. Iván Elaclio Torres. al igual que sus amigos. era vigilado por la policía de Comodoro
Rivadavia 10 y, con frecuencia era detenido y llevado a comisarías de la Provincia de Chubut, en
especial, a la Comisaría Seccional Primera11. Segün consta en los expedientes judiciales, las
detenciones realizadas por los agentes policiales estaban basadas en la Ley 815 "Ley Orgánica de
PoHcla" l::l, relativa a la averiguación de antecedentes, conductas y medios de vida Tanto ¡viln Eladio
Torres como su grupo ele amigos, por ser Jóvenes de escasos recursos que sollan reunirse en plazas
de la ciudad, eran vigilados por la poliela y frecuentemente eran objeto de abusos por parte de
elementos do la mlsma\:I. Es1as prácticas por parte de agentes policiales han sido reportadas. desde
1995, en varios medios ir"lÍ'ormativos de lo región14,

S Corte lOH. Caso Juan Hurnber\o Sánchcz Sentonci<J de 7 da ¡unlo de 2003 Serie e W 99, pfHr 56 Caso Cuntos
vs Argenl'ina SenlGncii.\ d~ 28 dE:! noviembre óe 2002 S~rio e N" 97. p6:rr 39; Caso Baena Ricardo V OHos Senter,clEl de 2.
de 10broro do 2001 Serio e N" 72. pim, 78; Caso do lo Comunldod Mnyügna (Sumo) AWllS Til1gnl Sentencio de 31 do
¡¡gosto do 2001. Sede e NU 66. pim 94

~ Corte 1 O H CllSO (le los Hermano.>; GÓmc.<:' P,'JqUlYflUri vs PfHÚ. SenlCnci,'l de 8 de julJo de 200,1,. piur 51

I(l El Centro de E:studios Legales y Soclnle¡; ¡CELSl y lo úr~anll.üclón no gubcrnol11entül Humon Righl!J W'Heh (HRWj hlm
orni\l{jo inlormes sobrn 1« lnse!Jurldüd policiol en ArgOllllrHl y. Gn l.ls¡JtlcHico. el CElS se ha J.JlonundmJo sou(O l<ls amen/u.tls. las
dalencio/les orbitmríns y hl opficm:ión da apremios HeY(lhas. como pructlclIs habltuoles tic la polle/a da Comodoro Rivflclilvla· Ver
CI~rltro (h~ Estudios Leyal~s y Soelol!;!:>. HUlTIlIl' Riyh\}l Watch. "InsegurIdad Pellelal. Vlolenclo de los fuerzas de seguridad en la
ArgUII\irHl ~ Editorial Eutlubu. 199B ArlCXQ 1 Ver tml1bión. '·¡nforme sobre M Desaparición de Iwln Torras'· de 29 do junio de
ZOOG. Anex.o 2

r1 Dnc!arnción Ic(;{imonlnl dl~ los olicinles Sebnstión Florentino Sifuontes y ScrlJlo Omar Thier!;;. ombns del 11 do
!1ovinmbrc 00 2003:

··Si lo cono7.CO la Ivan Torrasl porque olllombrüdo hn cstndo profio en vMlos ocasiones por Ley 815" ¡SHuontcs)

··Huy (;1.1S05 qUG de manero provontlvo In policlu CUento 1:00 lel Ley Qrgónic¡'\ I'-Jro. 015 r)llt<l ¡'\vIHiguución de oot.ecet!cll\(1S y
medios lícitos de vidn; no obll\nntc. en In función policinl provontlvn so puede identificar en la vi<l público en distln\<1S
circunlHnoclos. o personos quu donmbulan en un lugar de\ormlnodo . tThiers)

Ver Explldlen1e do 111 c<tusu ·'MilI¡¡cur¡¡ Llnlpen. Morfa Leontina MIllacur;¡ L1aipén s/Ocio Desoparición de Porsono·· (Qn
adelante. ··expediente ele la causa judicial'·). lolios 123 y 126 del lomo 1. Anexo 3

\~ El articulo 10. inciso bl de lo Ley 815. señalo como atribuciones de la policfn ·'Detenor o toda ptHSona de la cuol
.!'{,Nl n(~ce5ario conocer sus Illlwcedentes y medios do vida en circunstoncias que lo justifiquen o cu,llldo se nieguen ;)
iÚOll1WCl1fllO. La demo/u () detención del causante no podni prolongarse más dol tJernpo imlispensublu j)nrn su identlllct:lción.
ólvtnlguoción do domicilio. ccmduc\ü y modios tic vidil. sin excedor el plazo de 24 horas" Ane;>¡:o '1

D lo ~iHltlción de viHllnncl¡:¡ y obusos ti j6vemes de escnsos recursos fue incluida en un inlorme imemo eltl])orado en
lobrow de 20011. por personal dc In Sccrettlrio de Dorechos Humonos del Minis\erio do Justici¡'\. Seguridad y Derechos HUnHlno!l' ele
del Estado .1rgon\ino, concluyendo que en Comodoro R.ivoclovln "los ¡óvenos de origen hUmilde loctl1C!'; sulren pllrm/.lnenlclnen\c elo
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76. En septiembre de 2003, pallcias de la Comlsarfa Secciona! Primera detuvieron a fván
Eladio Torres y lo llevaron a !.Jn paraje desolado de las afueras de la ciudad. conocido como km. 8,
donde lo sometieron a un simulacro de fusiJamiento l5

77. La señora Millacura Uaípén señaló en su denuncia penal que sospechaba de la policfa
porque:

I 1 aproximadamente un mes y modio lantes/' a mi hijo lo suben al patrullero y lo tiriln en ell<m 8.
Desconozco dc dónde lo subieron. lo llevaron ahl y Jo bajaron diciéndole "ahora le vamos a malar",
le pegaron y le :;;;¡caron las zapatillas. después le dispararon ¡nOmldándolo y mi hijo, segun me
COntó él después. se arrastró entre las matas para que no fo maten'li

78. Del part€! cliarlo de! Comnndo Radioeléctrico correspondiente a los tifas 25 y 26 de
septiembre de 2003" a las 3: 12 horas del 26 de septiembre y a raíz de un llamado telefónico
alertando sobre la presencia de dos personas sospechosas, se da intervención a la Seccional Primera
de Ponda concurriendo el móvil 469, llevando detenidos a Iván E!adio Torres y él Diego Álv8rez: En
sus comunicaciones, el Estado señaló que "respecto de esa detención, se ha constatado su efectiva
ocurrencia y que la misma no fue asentada en el parte diario {de la ComisaríaJ"11l

79. Aproximadamente a las 18:00 horas del 2 de octubre de 2003, Iván Eladio Torres se
encontró con sus amigos en la Plaza Espa¡'ia de la ciudad de Comodoro Rivadavía, donde
permanecieron hasta cerca de la medianoche, para después ir a la Plaza Brltto con dos de sus
amigos quienes. por unos momentos, entraron a una heladería y desde aJlí vieron pasar cerca de
/ván al patrullero 469, con tres policías en su interior. Pocos minutos después, al regresar a 18 plaza.
no encontraron a lván y no volvieron a verlo más l

!!

obusos por pono de la po!iClil y Jo,<; mnuislrndos locClle,<; - Este informe fue rc~.lUI(Odo d(~ lo il1Vt~!itifJadón Iltw;3cJn ¡¡ c<lbo por dicho
ncrsonnl ,<;obr~ el caso "Millor;tJrFl Uilipen. Milrin leontina si rJerll/f1cin dcr,oporición de- personos" realÍi:'l(lo uurunw 11lS dios 211,. 25, V
26 dp. febrero de 20Qt} Vr.r lnforn)(? inlerno de lubrera cl~ 2004 clabornao por persoJ1fll tI~ li] Se(;[ctélr/¡J de DerechoS' HllmanOs eJel
Ministerio (le .)ustil~jll. SODllridud y D~lllchos Humanos do! Enlodo orgrH'llinO Anexo 6

I~ Medinntc comunicación eJe 14 úe dlclembm de 2005. los peticionarios rernilieron divcrS¡1s copias rJQ notas
,.HuiotJISlic,¡s re/otivas il los 111<1ltr.110$ tic jóvenes por porte de fa policí¡¡ dQ lo provJnclil de ChublJt Annxo G Entre ¡Jichils
nOlOl,!; se enctJonlr<'ln lal> siguientes: Diario El ChublH. Comodoro Rivndavi;¡, Gmve.5 OCUSOC;c/f/fJ$ conlm poliCías. jlJElI'es JI
Intid¡eos de In Legr:r;/atum, JI' de oClUbre do 1998, E/ Potagónico. Cuatro madros denuncian brut"I/rlnr/ palie/oc 1']. 2 de mnn:o
de 1999. El P¡¡tagónico, P¡mJ los r<1mI7'~7ras de desnp"reddos "es Un<1 /,7110 de respero fJ nflesrro dolor cnr:/ma dijo r¡U() enl de
Url Indio" C/¡oú,Y. "el/uez mondó <J incinlJrar un,1 caf,7vam'; 21 de julio de 2002. Pollcioles. I¡¡(arpo! esf;¡rfl1 invosrigrmdo
nuevO!" dalo.) sobre UlW joven d(!$üp'1reclda (in Comodoro. (locha ilegible). Policiales. A~'esino!'" de Mónic" Acuña no $/J

il(;'UcrdtJl1 dónde!a enterraron (!~ch¡¡ HeglbleJ. El P,Hagóníco, AprGm;o~ llaga/es romu(~von n 3D o(¡einles. 2 de mayo de 2003.
/::1 POlf)gónlco, !nregronref: do! CéLS.. alarmados por las dasop{)riciones de perSon.7,'; en Comodoro, (Iechn ilegible), Crónico.
Caso Gran1t1/o prOec8IJrOn 111 o/kM/ Lagui?,7mÓn y al s,1ígenro C,1ro. 17 de febrero do 2004, El Palog6nico . .ti C'(/')111,7jo lo
(u!i~7arol1 cuando oswba arrod¡!fr¡do. 17 de febmro de 200 l j. Policioles. Dp.snpnmcido$ en Comodoro_ una deud,,, ptmdivnre con
/<1 .soellldo(/ una Iisr~7 dem,'si<ldo gr;mde e(J los últimu.s ID lIños con muel",.'> inr;ógmfi1S sobre e! pamr/ero (le personas, 11 du
llj}rH (10 2004. Crónica, An[JusrMrln madm denuncia violento I)Cr;/()n"r polielol contra sU hlj'o. 1 ¡ de julio do 2004, El
PatagDnlco, En ClJUbur denuncion nbuso pO/ldol JI d/sc;dminor.ión 2 de !lcptil?mbre d(~ 2004 .. El PI:l!(lgónico, El mismo [{rdo de
¡mee un (¡ño "qua flpllre.'?,Cfi /v;fn: 3 de OC1Ubr~ de 2004. y Crónico, A si'eW lJñas dI) ofNl rnisrerio,s ..'J (Ja!Nlpar/ción, /<7 de
Mónl'clJ Ellz,'JlJelh Acu/¡a. 20 dl! julio de 2005

I~ D(!l:lilf1)cJon~s tostimonloles eJe W<Jllet Morcos Mancillo. Mllurftlo Duv¡d Aguero, Ta(1)<lfil Eliztlbeth Sollvor. Cr1slÍon
Edlmrdo G<lln¡)n, Gerardo A¡mo Colín y Dnvid Alberto Hil)'OS, contenidas en 01 {l;¡,pcdionte de 1:; causo judiciol, Anexo 3

I'~ Copl .. (In la donuncia (l(8SB¡1¡ado por !;.l ¿;ci'¡oro Mario leontina MiUncuf(} lIulpén, folio 1. Tumo 1. del Cuerpo
Judicial del ¡;xpp-lllf,lflIO de In f;OluS¡¡ judicial. Anexo 3

11 Copiu del parte diorio del Com<mdo F\Hdioelóct.rlco cormspondiento D los rila!> 25 y 26 de sf1plie,,,bre de 2003.
cnvilldil por el ES1iJdo como anexo ti sus comunicaciol)os, Anexo 7

l~ l'Jo{¡¡ del ESlado SG 33'1- d!;! 7 dll noviembre de 2005, dirigida a li'l Cornjsjün In\l)(aO)(u!c,ln<'l. Aney,rJ 8

I~ Copl;;) dI'! las decl(lfoclofl¡;~ 1r~"limon¡oles de Wnll(jr Morco!> MOl\ciJJo, Crlstion [(juardo Gomin. Qf.:fiJtlJu AIWO CuH!)
y Luis Patricio OJiva GxplJ!rHenle d~ la cuus¡:¡ )urJidnl "I\r1HJ;,¡cura Mifll.lCur:l Uoip&n, Í\i1arin Leontina s/Ociü DtHHJJ)m!clún íit'

'l

1,
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80. Iván Eladia Torres ('ue visto por ultima vez entre las tíltimas horas del 2 de octubre y
las primeras del 3 de octubre de 2003 por Luis Patricio Oliva y Gerardo Atilio Colín en la "Plaza
BitiO" y por David Hayas, en la Comisaría Seccional PrImera, donde en esa fecha se encontraba
detenido:!O ,

81 ' Del parte (Hario de novedades de la Comisaria Seccional Primera se advierte que
Délvid Hayas se encontraba detenido el 3 de octubre de 2003 en dicha dependencia, junto con Luis
Alberto Gajardo V Miguel Ángel Sánchez11

82 El 9 de enero de 2005 David Hayas, encontrándose cumpliendo pena privativa de
libertad en la Comisarfa Secclonal Primera, escribió con su propio PUllO una carta qlJe entregó a la
señora Maria Leontina MilIacura Uaipdn, cuya copia consta en el expediente y que se transcribe él

continuación de manerél textual:

Bveno yo soy D¡wid Hayes y yo soy testigo del coso de Ivan Torres pero mi vida astiÍ en
peligro fuy ameni'.ado de muerte V cuando tomaron declaración no dije todo lo que lsel POI'

miedo a que me I1lElten pero estoy dispuesto a declarar en la Corte Norteamericana, yo bi
cuando ti Iban le pegaban desde una ventana que esl(¡ en un baño, le pegavan barios policias
en1re ellos es\aba el oficial Montesino, el comisario Teyarla el fue quien Ine ¡;¡menasó de
muerte, yo puedo identificar a los paliclas que estuvieron esa lloche y puedo J>8níJlar el lugar ¡)

donde Iban cayó deslnayado y 10 agarraron y lo sacaron a la rastra <Jsla una escarera que da a
la unidad regional y otro pOI1¡;iCl limpiaba la escalera de. la unidad reoloo<:l\ yeso fue a la
madrugada que yo bi cuando trajeron a Iban V le pegaron pero no le dije todo lo que bi pero
tambien le dije que si podra ampliar mi declaración y me dijo que yo estaba en todo mi derecho
pero él después estaba con el comisario Tiyeria y me miraban y se reran por eso me quede
cayado. D~lvid Hl1yes 28.45114.222 .

8.3. El 10 de enero de 2005, los peticionarios presentaron a Ia Comisión una solicitud de
medidas cautelares a favor de David Alberto Hayas, argumentando que éste era testi.go eJe que lván
Eladio Torres habla estado en la Comisaría Seccional Primera 01 3 de octubre de 2003 y que Su vida
estaría en peligro plJesto que habrla sido amenazado do mUerte por person<'ll ele la misma Comisaria
Seccional Primera (supra)~J

84, La Comisión lamenta profundamente el hecho de que el 17 de Bnero de 2005, un día
antes de que se solicitara al Estado argentino que tomara las medidas necesarias para salvaguardar
la vida e integridad de David Hayes, éste falleciera, apuñfllado, en las instalaciones de la SeccionElI
Primera de Comodoro Rjvadavia. donde se encontraba bajo custodia del propio Es1ado.

85. En sus primeras declaraciones, Luis Aiberto Gajardo, quien se encontraba detenido el
3 de octubre de 2003 en la Comisaría Secclonal Primera, refirió no haber escuchado nada el 3 de
octubre de 2003, ni haber visto o conocido a ¡van Eladio Torres. Sin embargo, el 14 de octubre de
2005 declaró sentirse perseguido por la poJicfa y tenerle mledo:?,j. El 11 de noviembre de 2005,

l'ertiun;:¡", Anexo 3

~\,\ Copln de ln¡,; deel¡¡racioncs d~ Luis POlriclo O!ivn y GrHnrdo Alilio Colln. en expedienlc de 11) eauso jutlicinl. Anexu
3 y enrta de DilVíd Hayes do 10 da enero da 2005, Anoxo 9

:11 Copiü del pí:lrla ¡Ji,'Hio de novcdndes de 3 de octubre de 2003 de lo Comisorl',) Secciorlnl Prinwrn, Anr¡xo 10

n enrta de David ¡-¡¡¡yes de 10 tlc enero de 2005, Anexo 9

:':! SolicHud do r'n{-l(Iidas c!lutelofss de 10 de enero de 2005 Anexo 11
:¡J Oocl¡:¡t;)cjonc.s eJe Luis Alborto Goj;¡reJo, en expodionto de 1<1 COUSIl jtJdiclnl, Anexo 3
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Miguel Ángel Sánchez se negó él declarar por encontrarse amonazado:l
5 Aslmismo, famHiarcs de lvÉln

Eladio Torres y testigos han recibido amenazas o han estado sujetos a actos de hostígamiento1G

86. lván EtacJio Torres no ha aparecido después de haber sido visto el 3 de octubre de 2003
por David ¡"'layes,

87. Con base en las anteriores consideraciones, la Comis'lón concluye que cuenla con
elementos suficientes para determinar que lván Eladio Torres fue víctima de desaparición forzada a
manos de agentes del Estado, sin perjuicIo del análisis de responsabilidad internacional que mas
adelante se efectuará, con base en las disposiciones relevantes de If.I Convención Americana

2, Respecto de fas averiguaciones judicíaJes

88, El 4 de octubre de 2003, al no tener noticias de su hijo. la señora Marra Leontina
MíJlncura Uaipón se cOlnlmicó o la Comisaría Seccional Primera de Comodoro Rivndavjo a fin de
averiguar si su hijo se encontraba deTenido, recibiendo una respuesta negativa. En ese sentido
manifestó que se "presentlól en esta Comisaria informando de ia desaparición de Isul hijo y liel
tomaron los d<:ltos de Isu] hijo y lIel dijeron que lo iban a buscar,,;?7. Los díAS 6 V B de octubre de
2003 la señora Millacuro Uoipén acudió nuevamente a la ComIsaria a preguntar por el pnradero de
lván, obteniendo la misma respuesta negativa y no fue receptflda su denuncia

89 El 14 de octubre de 2003, ia señora Maria Leontina Millaeura Liaipén compareció a ia
Comisaría Seccional Primera de Comodoro Rivadavia denunciando que "I'HlclfaJ aproximadamente
catorce días no tenlíal noticias de Isul hijo Iván Eladio Torres Iy quel aproximadamente a las 15:00
horas del i o (sic) de octubre de 2003 salió de casa solo, Irumbo) a la Plaza España y IIel dijo
mamila yo vengo temprano" La señora Mil/acura Uaipen agregó que WaJter Mansilla, amigo de su
hijo, le comenló que habra estado con Jván y con otros chicos ese¡ dra en la Plaza España, siendo la
última vez que Jo vio

90. Así, el 14 de octubre de 2003 se ¡¡¡ició la causa "Millacura Uaipen, María Leontina
Millacura Llaipén s/Dcji:) Desaparición de Persona", a cargo del Juez de Instrucción N° 2, Oscar
Ricardo Publio Herrera. En dicha caUSa fueron indagados los agentes Fabján AIcides Tilleria, Juan
Sandro Montecino, Marcelo Miguel Alberto Chemrn, .José Luis Bahamonde, Pablo Miguel Rulz, Mario
Alberto GÓl11eZ, Hernán Eliseo Leiva, Rosana Elisflbet Soler, Nicolás Alberto Fajardo. Sergio Ornar
Thiers, Sebastián Florehtino Sifuentes, Santiago Antonio Rodríguez, Héewr Enrique Concha y
Roberto Damián Soto, por su presunta participación en los hechos denunciados

91, Aunado El la denuncia interpuesta por la señora Millacura LJalpén, Valería Torres,
hermana de lván EJadio Torres, interpuso el 27 de octubre eJe 2003 un recurso de habeas corpus
ante el Juez de Instrucción No 2, Osear R. P, Herrera, que conocía de la causa por desaparíción:lll

92. El 15 de octubre de 2007 se emitió auto de sentencia interloeutoria 516/07 dentro
do la C8USfl "Mil/acura Uaipén, María Leontina s/Denuncia DesRparición Forzada de Persona", en lél
cual lo juez fe doral él cargo de la instrucción concluyó que no contaba con elementos suficientes Que

:!~ De¡;lun,H;lón úu Miguel Ángel Sfrnchez: "1 J no voy a proceder a declllrar debido j') que en la última semuna que
i:HltI1C~de, rt!uilJl mnnsule. timo y conciso del comIsario Sarmiento y Sub Cotnisorlo Bustos en mi calDbolO. nlirmElneJíJ quu yü
era "UIl tj¡~llmitJu qUI:l fwblul.HI 111<J¡;lIu" y 'Ilosotros: sübemos quién es G!l que hubl" de mlís. quién es el que S~ va de boco .
ExpotJientu eJe la Cl.lU:HJ jutllclnl AnOl\O 3

~Il Ver expedionte de modid¡¡~ nrovjsionaft!s
H Ver petición prnslmt:Jua por In Séñora MílItlcurn Unlpór1 nnle In elOH 01 14 da noviembre dI'.! 7.003. Anexo 12

)" Copi¡¡ di?1 rncurso presentado nor Vílhuia Torres el 27 do octubre C/u 2003, Anexo 13

~\
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permitieran encuadrar la ausencia de lván Eladío Torres en la 'figura de desaparición f'orz.ada de
personas. La juez resolvió el procesamiento¡ el) libertad, a los oficlales Fabión Alcides Tílleria y Juan
Sandro Montecillo en orden al delllo de privación ilegal de la libertad y al olicial Marcelo Miguel
Alberto Chemin, en cuanto al delito de violación de domicilio, por los hechos sucedidos en relación
Gon la detención de septiembre de 2003, anteriores a la desaparición de ¡van El odio Torres. Por otra
parte! resolvió sobres(!cr o los tres anteriores, lIsf como a .José Luis Bal1amonde. Rosana Ellsabet
Soler, Pablo Miguel Ruíz, Mario Alberto Gómez y Hernán Elíseo Leiva, "en cuanto al presunto delito
de desaparición forzada de persona, segün la Convención Americana":;!) Los demas indagados por
otros delitos, relacionados con los hechos de la causa, fueron tambión sobreseídos.

93. En dicha sentencia, la juez ordenó una pericia caligráfica, así como la localización ele
Luis Patricio Oliva y Luis Alberto Bolívar, con el objeto de reclbírseles declaración testimonial Por
ültimo. la juez resolvió que se continuara la causa para "profundizar la busqueda de lvan Eladio
Torres como aer también las averiguaciones respecto a cuáles serian las razones de su injustificada
ausencia l'lasta estos dras" 30

94, El Fiscal Federal de prlmera instancia apeló el fallo de 15 de octubre de 2007, lo que
motivó que ei Superior Tribunal mediante sentencia 42/2008" de 28 de febrero de 2008 revocara el
fallo en relación con los sobreseimientos, señalando que no existía falta de mérito y ordenó que so
siguiera con lar,;¡ Investigaciones en el marCO de la causa Entre las consideraciones vertidas por el
Tribunal se encuentran:

I .J Se advierte que para resolver la cuestión, la sentencia de grado gravita sobre varias premisas
de signo contradictorio. culminando por afectar el razonamiento que lleva a la conclusión en
estudio

l. 1 Otto dato a tener en consideración es que la manifestación inicial de la denunciante respecto
del Ilosligamiento de personal policíal para con Ivan, fue objeto de permanente conlirmación por
parte de distintos testigos de la causa.( .)los elemerltos reseñados alcanzan ti componer un
cundra que por lo menos impide el cierre definitivo de la causa respocto de los imputados
sobreseldos I .1

Si bien es cieno que no so ha ncreditado mediante prueba directa la particlpación tle funcionarios
de In Seccional Primera de policra en la tl13saparición de Torres. existen indicios racionales de que
las cosas pueden haber ocurrido de un modo sin1ílar a como lo planten la querella {Negritas fuera
de texto) n,

95. Así pues. el Tribunal en su resolutivo primero revocó los sobreseimientos de Fabian
Alcities TIlleda, Juan Sandro Montecino, MarceJo Miguel Alberto Chemin, .José Luis Bahamonde,
Rosana Elizabeth Soler. Pablo Miguel Rui7., Mario Alberto Gómez, Hernán Eliseo Lel·va . .Jorge
Alejandro Bahamonde, Nicolás Alfredo Fajardo, Sergio Ornar Thiers, Sebaslián Florentino Sífuentes,
Santiago Antonio Rodríguez, Héctor Enrique Concha y Roberto Oamián SolO. Asimismo, declaró que
no existe mérito para procesarlos o sobreseerlos, por lo que ordenó que se prosiguiera lA
investigación3

:'¡

.'!l Copia de In scnlenciu inlcrloc:u\oria 5 t 6107 de 15 de (1c:1Ub(fl dB 2007. Anexo 14

)¡ Copio r¡(! Ii! J>lll){(:lncio <12/2008 ua 28 (la lebrero de 200B, Anexo 1S.

n ldu-IO

1~ Copio Ut' In Mntfll'lcin 42/2008 de 7.8 de lebrero de 2008, Anexo 15 Ver lnmbien nol;1 eslolal tle 10 de julio do
2009 y GtlCXOB. en E>:IJedlcnto dt'! \r¡'¡milo 1.\n\!.! In CIOH. Apéndice "3

HORA (lE RECEPCIÓN ABR lB 11:57AM HORA OE IMPRESIóN ABR 18 12: 12PM



ICIIR

19

I

I

96, Del análisis realizado de la información que fue allegada ü la Comisión, se puede
advertir que desde el 4· de octubre de 2003 las autoridades argentinas tenfan conocimiento de la
desaparici6n de lván Eladla Torres, a través de la Información brindada por la señora Marfa Leontina
Mil/acura Uaipén quien, ese día y en diversas ocasiones hasta la fecha, se ha presentado ante la
Comisaría Seccional Primera de Comodoro Ii¡vadavia y ante otros autoridades para indagar sobre el
paradero de Su h',jo, la señora Millacura Llaipén y sus representantes legales se /)an mantenido
activos en la búsqueda de ¡van Efadio Torres, y han aportado pruebas y solicitado se realicen
diligencias tendientes él la resolución dal caso, En definitiva, han transcurrido 6 afios y medio sin que
fos hechos hé1yan sido esclarecidos por parte del Estado, no se ha dado con el paradero de IVÉln
Eladio Torres, ni hay persona alguna sancionada por su desaparición

VII. FUNDAMENTOS DE DERECHO

J

1. CONSIDERACIONES GENERALES

A, Consideraciones generales sobre desapariciones forzadas

97, El anfculo r de la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de
Personas, de 9 de junio de 1994, establece que los estados partes se comprometen ü:

a No practicar. no permitir, ni tolerar la dGsapariclón (orlñda de personas, ni aUn en estado
de emergencia. excepción o suspensión de gartlntfas individuales;

b S¡i/lclonar en el ambilo de su jurisdicción ;;J los autores. cómplices y encubridores del
delito de desaparición fon:ñda de personas, as( como la lentntlva de comisión del mismo

e Coopero;r entre sí para contríbuir él prevenir. sancionar y errndicar Ja desaparición for"lada
de personas,' y

d, Tomar las rnedldrss de carácter legisl.nlvo. administrativo, judicial o de cualquier otra
fndo/e. neceselrias pmfl cumplir COn los compromisos asumidos en la presente Convención

98 Al ratificar dicha Convención, el 28 de febrero de 1996, er Estado eJe Argentina
asumió el compromiso de cumplir con ello

99, La Corte se ha referido a la práctica de las desapariciones forzadas señalando que:

la desaparición forzó:lcia o involuntaria constituye una de las más graves y crueles violDciones
de los derechos huma1los, pues no s610 produce unC! privación arbitraria de la llbertad sino que
pone en peligro lo integridad ¡;ersonal. la seguridad y la propia vida del detenido Adamas, le
coloca en un estado de completa indefensión, acarreando otros delitos conexOs De· ahf la
importancia de que el Estado tome todas las medidas necesarias para evi1i:Jr dichos hechos.
los investigue y sancione a los responsabJes y además informe a los famlllares el paradero del
desaparecido y los indemnice en su caso 3·

1
•

'100. En la jurisprudenCIa del sistema se h a establecido que la desaparición forza(ja de
personas constituye un hecho ilícito que genera una violación múltiple y contInuada de varios
derechos protegidos en la Convención Además, supone el desconocimiento del deber de organizar
el aparato del Estado para garantizar los derechos reconocidos en la Convención 35 Al efectuar
dírectDmente o tolerar acciones dirigidas a reélHzar desapariciones forzadas o involuntarias, al no
investlgarlas de manera adecuada y al no sancionar, en SU caso, a los responsables, el Estado viola

:1" Cor1li' ¡OH . C~1S0 f;I'/:Jke. E,'(cepeiol1o~' Prel/minoras. Senlencia de 2 ve julio de 1996 Seria e No ?7; porr 6G

·,s Ct>n~ fDH. C<lSO 19 C()rno.rcinnll.lS vs CQlombiü . Sl;t'l~nci¡¡ de 5 do julio do 2004, S¡;rie C No 109. p¡jrr 1t¡.2

I
I
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el deber de respetar los derechos reconocidos por la Convención Americana y de garantizar su libre
y pleno ejercici Q 36

101, La Convención lnteramericana sobre Desaparición Forzada de Personas incluye los
el{:l'mentos esenciales que di'ferencian la desaparición 'forZtldu de otras modalidades delictivas como
el secuestro, la detención ilegal o el abuso de aUToridad. El artrculo 11 de la Convención
Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas, incorpora el concepto de ·'desaparición
lorzada" desMrollado en la jurisprudencia ele la Comisión y la Corte IrHeramericamls de Derechos
Humanos, en los siguientes términos:

Para los efectos de la presente Convención, se considera desaparición forzadi'l ID privación de
la libertad a una o mas personas, cualquiera que fuere su torma, cometida por agentes del
r:sttldo o por personas o grupos de personas que actuen con la autorización, el apoyo o la
flqulescení:ia del Estado, seguida de la falta de inf'ormaclón o de la negativa ti reconocer dicha
privflción de libertad o de informar sobre el paradero de la persona, con lo cual se impiúe GI
ojercicio de los recursos legales y de las garant[1!S procesales pertinentes

10.2 De conformidad con los artículos ill V VII de dicho instrumento, el delito de
cJes;:¡parición forzada "será considorado como continuado o permanente mientras no se establezca el
destino o paradero de la víctima" y la acción penal respectiva no estará sujeta a prescripción. De
similar manera ha in1erpretado la Corte 131 carácter continuo del fenómeno de la desaparición
forzada, al establecer Que,

lilmplica la violación de varios derechos reconocidos en los tratados internacionales de
derechos hUI11ClncJs, entre ellos la Convención Americana, y que los el,ectos de estüs
infracciones, aún cuando algunas, como en este caso, se hubiesen consumado, pueden
prolongarse de manera continua o permanente hasta el momento en que se establezca el
destino o paradero de la v!ct'ima S1

.

103. Si bien (~stas disposiciones reafirman obligaciones que el Estado argentino ya habra
contraido en cuanto Estado parte de la Convención Americana, su importancia para el presente caso
radIca en la especil'icidad que la primera otorga a la obligación estatal de investigar en el ámbito
concreto de las desapariciones f'orzadas y en el énfasis que impone la segunda en la necesidad de
\.lna adecuada lipificación uel delito¡ como se analizará más adelante

104 Asf. la Corte ha establecido que, '¡ante la particular gravedad dc estos delitos y la
n01LJfDleza de los derechos lesionados, la prohibición de desaparición forzada de personas y el
correlativo deber de investigarlas y sancionar a sus responsables han alcanzado carácter de ;us
cogens"'J~

105. De ,¡cuerdo con su jurisprudencia consondada, la Comisión considera que la
desaparicióI"\ i'orzada es una violación de derochos humanos compleja que continúa en el tiempo
hasta tanto el paradero de la vlctlma o de sus restos continua desconocido~9. Debe tomarse en
consideración que, paro In familia y la sociedad en general, la experiencia vivida es la de una

1'; Cone IDH C"J$O P,.múlgulJ Morn/es J' o/ros. Sentenciu de l3 de marzo de 1998, Serle e N" 37, párr 90

~'I Cone ¡DH Caso BI;¡ke, !:.r.CClPc:iones PrGlimimuos. Sontoncill do 2 de julio d~ 1996 Serie e No. 27: pórr 39

~II Cene 101·1 Caso GoHwru y airas vs· Paragu¡¡y Sentencia sobre Fondo, Ropnri1cioncs y C05WS Senlcncia do 22
ele swt¡cmbH~ de 2006 Serie e No 153. ¡JaU 84

:1n CIDH CilSQ 12,588 y ll\lDS lsabalü Vcl<\squt!7. vaHos Argcnlina. Inlorme 40/00 de lechü 13 tlc r¡bril de 2000,
p<in 61\ Anexo 16 CIDH, Demanda tlnttl l<l Cone 10H, fiAINER !BSéN CARDENA5 ¡-- ,IO$É /.uf:. IBSf!N PENA V.!I BOL/VIA,
12 de mayo (jo 2009 Disponible en !.l!..W.;,;~~ .. c1dll.o¡];¡.orl:1Ic.!p.lnflndas,dcrnal)dil5ESP2.9~ Anexo 1G
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desaparición forzada, con todas sus consecuencias, hasta tanto el paradero de In víctima o sus
restos son ubicados e identificados

106. La Comisión considera que cuenta con suficientes elementos de juicio poru conolulr
que en la desaparición de lvan Eladio Torres participaron agentes del Estado En particular, /8
Comisión considera relevantes las declaraciones de amigos, famíliares y de agentes policiales que
obran en el expediente judicial y que dan cuenta de que Iván E/adio Torres era permanentemente
controlado por la policía, así como de fas anteriores detenciones de que fue objeto por parte de fa
misma, especialmente la ocurrida en septiembre de 2003

107. Al respecto, es de resaltar la declaración del 16 de octubre de 2003 de Walter
Marcos MansilJa, quien señaló:

IlvilnJ una ve?: me comentó que lo hn¡'ían levantado en un parrullero y Jo llevaron al km 8. Que
después de ello lo cargaron a palos y se lOvo que venir caminando en patas hasta sU casat:o

J 08 En la declaración que el 21 de octubre de 2003. emitió Tamara EJizabeth Bollvar ante
la Comisaría Seccional Primera de Cornadoro Rivadavifl, ref'irió que a lván:

J . I en una oportunIdad Jo hablan levantado y llevado al km 8 I ! lo dejaron descalzo. todo
ramillado. golpeado, y me habla dicho que Je habfan lirado un par de tiros y Juego al ¡vijn lo
!labran dejado en el km 8 en cerc<Jnia de un cruce. habiéndole sacado la ropa y tambIén el
cal7.ado 1._,J~l

109. El 22 eJe octubre de 2003 compareció ante la Comisada Seccional PrilTlera de
Comodoro Rivadavia, Cristian Eduardo Garni/1, quien al respecto señaló que Iván le habla comentado
"en alguna oportunidad I l que lo habia agarrado la policía y lo dejó en el km B. a pata pelada, sin
i!.üpntillos 1 1'1 2 11

110. El 23 de octubre de 2003, el entonces menor de edad, Gerardo Atllio eoiln, prestó
su declaración Y, a la pregunta que se le hiciera de si Con anterioridad a su desaparición, lvfm Eladio
Torres le mani1est6 que tuviera olgun problema o miedo, el declarante respondió:

¡Sil, con anterioridad, dos o tres dfas antes de su des~lpar1c1ón. me manifestó que la policfa lo
molestaba. incluso las veces que yo andaba con él lo amenazaba siempre la policla, una V8l

que es1ábamos en las piedras de la playa y llegó un patrullero de fa Seccion¡:¡) 10 y nos
empezaron fl tomar Jos datos y cuando lo ven a Ivan dijeron vamos a agarrilr al otro. y .El

nosotros nos dejaron que nos fuéramos Con posterioridad Ivén Torres me con1ó que lo hablan
llevado al km 8 y que le pegaron y le !lacran el juego de tiro, yo recuerdo que en esa
oportunidad andaba un polleia de apeHído Bahamonde. es morocho, gordito. más bajo qu~ yo.
lo conozco porque siempre me pegaba' rt3

11 'J. El mismo 23 de octubre de 2003, el también entonces menDr de edad, Luis Patricio
Oliva. declaró;

l' Copin do 1(3 decfartlción testimonial de W¡J!wr Morcas Mansllla. en expedienle de lo causü Judiciol. lolio 11. Torno
r Allel.;¡) 3

.11 Copill de fa declMilción teslimonilll de Tnmart.l E!imbeth Sclivar de 21 de oclubre de :WO:J. en Iilxpl!úiente de /11
¡;uusa judicial. !oHo 26. Tomo J. Anexo 3

.\, Copio do ID declaración lostimoniol de Cris\inn Eduurdo G¡¡mfn. dal 22 de oc\ullro de 2003. en expodionte dI!! 113
cau~D. judicial. (olio 31. Tomo J, Anexo 3

.\:1 Copio rlo la decfart.lcfón les¡Jmonlol de Gcr¡lfdo Atilio CoUn, del 23 da octubre de 7.003. en t!xpedienle de J¡J (¡IJUSi!
judicial./olio 47. Tomo 1, Anexo 3

-1
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¡DIos o tres días antes \lvánJ me dijo que estaba amenazado y siempm por li) gemB de la
Seccional Primera. incluso El mí en cuatro oportunidades policlas de la Seccional Primera. uno
de ellos de nombm Btlhamonde 1 . 1 Me declan que le diga a lván Torres que se cuide( J, que
a mi me ibiJ n pnsar lo mismo que él, en el sentido en que me iban a llevar y pegarl I aparte,
yo he visto que a lvim Torres se 10 Ilevob,w por nadar _rl~

112. En el n)ismo sentido, Maurício David Aguera declaró que "en Una oportunidad Walter
ME.1nsllla y los chicos elijeron que a lván lo había levantado la poHcíEl. dejándolo en el km OChO"·15

1 -13. En cuanto a la participación de agentes del Estéldo en la desaparición de lván Eladio
Torres, la Comisión considera como un elemento de particular valor probatorio la carta, de fecha 9
de enero eJe 2005, escritlJ a mano por David Hayes (supra), quien se encontraba detenido en la
Comisaria Seccional Primera el dia de los hechos, 3 de octubre de 2003, y que al respecto señala:

Bueno yo soy David Hayes V yo soy testigo del caso de lvan Torres pero mi vida está 1311

peligro fuy amenz<ldo de muerte y cuando tomaron declaración no dije todo lo que [séJ por
miedo a que me maten poro estoy dispuesto a declarar en la Corte Norteamericana, yo bi
cuando ti lbflll le pl.:lgaban desde una ventana que está en un bnño. le pegavan b~Hios policias
el1tro ellos estaba el oHcial Montesino, el comisado Teyeria el fue quien me ülnonasó de
muerte. yo pueclo Identificar a los policras que estuvieron esa noche y puedo senalar el lugar a
donde Iban cayó desmayado V lo agarraron y lo sacaron a la raslra as1a una escalera que dfl a
lA unidad rcgiol)al y otro po licia limpiaba la escalera de lEl unidad regional yeso fue el la
madrugada que yo bi cuando trajeron a Iban y le pegaron pero no le dije todo lo que bi pero
tambien le dije que SI podía ampliar mi declaración y me dilo que yo estaba en todo mi derecho
pero él después estaba C(ln el comisnrlo Tlyeria y me miraban y se relan por eso me quede
cayado. David Hayes 28 451142

1 14. Dicha carta afirma que lván Eladio Torres estuvo en la Comisaría Seccional Primera,
despues de haber sido detenido por agentes de la policía provincial de Chubut, así como que David
Alberto Hayes, ultima persona que lo habría visto antes de su desaparición, no habríél manifestado
lodo lo que sabra en su declaración testimonial por encontrarse amenazado de muerte

115. En su Informe de 1ondo, \a Comisión, con base en lo revisión del expediente, tomó
nota de que m¡antrEl!:S el Estado se había reterido a tres posibles hipótesis pera explicar la no
aparición de lvan ElacBo Torres. no aportó pruebas o indicios que pocJrían explicar o tunelamontar las
distintas hipótesis de In desaparición mientras lviln Eladio Torres estuvo en manos de la policía,

116 Encontrándose todos los elementos de desaparición lorzada presentes en el caso,
corresponde señalar que al ratificar la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de
Personas¡ el 28 de febrero de 1996, el Estado argentino asumió el compromiso de "no practicar, no
permitir, ni tolerar la desaparición forzada de personas, ni aun en estado de emergencia, excepción o
suspensión de garantlas individuales", de con1ormidaQ con el artículo Ha) de dicho instrumento. En
segundo tórmino, el delito de desaparición forzada es de carácter continuado o permanente Sus
ef'ectos se prolongan en el tiempo mientras no se establezca el destino o paradero de la vfctima.
Entre las características distintivas de una desaparición se encuentran los medios al través de la cual
se lleva a ~abo para ocultar toda evidencia de los hechos, de la correspondiente responsabilidad y
del destino de la víctima. Asimismo, se encuentra la 10rma en la cual la falta de esclarecimiento de
los hechos V de determinación de responsabilidades. inflige terror no sólo en 1(\ víctima directa, sino

~1 Copia de 1,1 tleclnrución tesllmonin! cl~ Luis Plltricio Oliv(-I. dol 23 do oClubre de 2003. on expetlj(:!nto de la cllusn
¡u,licia\. l~)!io 50. Tomo lo A¡,(:!x') 3

.~~ Copin de la declrHi.lción Icslimoní,d dn M'Juricio Dflvid AgLiara. eJel 20 de OC\\Jbrc de 2003, en oxpediento de Ii,)
CllUl>1'\ judic1ol. folio 18. Tomo l. Anexf} :!
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también en sus familiares y en la sociedad en general. Estas característicéls colocan al Estado en una
situación de viofación continua de sus obligaciones internacionales, por /0 cual la Convención
lnteramericana sobre Desaparición Forzada de Personas es aplicable ar presente C(lSO.

117. Por todo lo anterior, la Comisión concluye que mediante la desapar'lción forzada de
lván Eladio Torres, el Estado Argentino ha incumplido con las ol)/igaciones establecidas en el artículo
I de la Convención Int"eramericana sobre Desaparición Forzada de Personas,

B. Derecho a la libertad personal {Articulo 7 de la Convend6n Americana)

1 18. El artículo 7 de la Convención Americana consagra el derecho a la libertad personal

Dicho artículo establece que

Toda persona tiene derecho a la Jlbl3rltld y a la seguridad personal

2 NadIe puede ser privado de su libertad física. salvo por las causas y en las condiciones
n¡fldas de antemano por las Constituciones PoJitícas de los Estados pnrtcs o por las leyes
dicradas conioTme t'l ellns

3 Nadie puede ser sometido a detención o encarcelamiento arbiu<lfios.

4 Toda pe:rsoDil detenida o retenida debe ser informada de las razones de su delención y
notHicada. sin demora. del cargo o cargos formulados con1'ra eIJa

5 Toda person<l detenida o retenida debe ser llevada. sin demoril, ante un jue% u otrO

funcionario autorizado por la ley para ejercer funciones judiciales y tendrá derecho a ser
juzgada dentro de un plazo razonable o a ser puesta en libertad, sin perjuicio de que continua
el proceso. Su libertad podrá estar condicionads él garantías que aseguren sU comparecencia
en el juicio

6 Toda persona pr'lvada de libertad tlene derecho a recurrir ante un juez o tribunol
competente. B fin de que éste docida, sin demora, sobro la legalidad de sU arresto o
detonción y ordene su libertad sí el arresto o la detención fu aran ilegales En los Estados
partes cuyas leyes prevén que toda persona que se viera amem.i7.E1da de ser privada de su
libenad tiene derecho a recurrir a un juez o tribunal competente a fin de que éste decida
sobre la legalidad de tal amenaza. dicho recurso no puede ser restringido ní abolido Los
recursos podran interponerse por si o por otra persona

1 '19. La Corte Interarnericana ha señalado que los numerales 2 y .3 del ar1fculo 7
establecen límites al poder público que prohíben expresamente tanto las detenciones ilegales como
las arbitrarias Al respecto, la Corte ha sostenido que

!sJegún el prin1ero de HIles supueslos normativos. nadie puede verse privado de la libertad
sino por las causas, casos o circunstancias expresamente tIpIficadas en la ley {aspecto
material;, pero. además, con estricta sujeCión a los procedJmientos objetivamente definidos en
la misma {aspeclo formal}, En el segundo supuesto. se está en pmsencia de una condir:.ión
según la cual nadie puede ser sometido a detención o encarcelamiento por causas y métodos
que -aún c;,Iificfldos de legales- puedan reputarse como incompatibles Con el respeto a los
dCfI)chos f'undnmel''ll'ales del individuo por ser, entre otras cosas. irrazonables. imprevisibles o
faltos de proporclonalid<:ld~u

~'.i Corte I D,H . Cr;$O .)u¡m Humbcrro 5r1f1c:IICir Senlcncia de 7 de Junio de 2003 Serie e No 99. pórr 713, COrte
ID H . C,7S0 de los Hermano.';; Gdmru P,7qu;yaUrI, Sentencia de B do julio de 200tl Serio e No 11 Q. párr 83

I

I

I

HORA [lE RECEPCióN ABR lB 11 :57AM HORA [lE IMPRESIóN ABR 18 12: 12PM



IClm

24

265/058

120. En el rnismo orden de ideas, la Comisión 11a establecido que el anális'ls de la
compatibilidad de una privación de libertad con los l''1llmerales 2 y 3 del artIculo 7 de la Convención
Americana debe efectuarse siguiendo tres pasos:

El primero de ellos consiste en la determinación de la legalidad de la detención en semldo
material y formal, a cuyo efecto se debe constatar si es compatible con la legislación interna del
Estado en cuestit,!'1. El segunda paso se cumple mediante el análisis de dichas normas lnternCls a
la luz de las g,u<lnltas establecidas en la Convención Americana, a Hn de establecer sí aqllóllas
son arbitrarl¡ls Finalmente. ante una detención que cumpla los requisitos de Una norma de
derecho interno comp,Hible con la Convención Americana. corresponde delennlnar si la
aplicación de la ley al caso concreto ha [¡ido mbitrori,:fl')

1, Respecto a las detenciones al11erlores a la desaparición de lván Eladio Torres

121, Con anterioridad a su desaparición, Iván Eladio Torres fue privado de su libertad en
mas de una ocasión y sin las órdenes de detención correspondientes. Las declaraciones
testimoniales de Maria Leontina Mlllacura Llalpen, Walter Marcos Mansllla. Tamara Ellzabeth Salivar.
Luis Patricio Oliva y Gerardo AtiBo CoHn así lo demuestran Las mismas declaraciones de personal
policial refieren que Iván era frecuentemente detenido con "fines identific8torios", con base en la
Ley 815 Asimismo, los testimonios de familiares y amigos de lván Eladio Torres han hecho
referencia a la detención de que meses antes de su desaparición habría sido objeto y, mediante la
cual, fue llevado al popularmente conocido Km. 8, donde agentes policiales lo habrían sometido a un
sinlulacro de fusilamiento

122. De igUé11 manera, consta la declaración del funcionario pandal Marlln Batbede quien
informó que en septiembre de 2003 tván ElfJdio Torres fue trasladado junto con otros lres jóvenes
con fines identíficatorios, de conformiclad Con la Ley 815, y recuperaron la libertad poco tiempo
dcspuésllu

123. Por otra parte, en los informes presentados por el Estado él la Comisión, se informó
que. del Parte Diario del Comando Radioeléctrico correspondiente a los dias 25 y 26 de septiembre
de 2009. surge que siendo las 3: 12 horas y él ralz de un llamado telefónico alertando sobre la
presencia de dos personas sospechosos se dio intervención a la Secclonal Primera de Policía
concurriendo el móvil 469 llevando detenidos a lván Eladio Torres y a Diego Álvarez {supra). En sus
comunicaciones, el Estado admitió que respecto de esa detención¡ se habría constatado su efectiva
ocurrencia y que la misma no fue asentada en el parte diario

124. Al respecto, el Comisario Fabién Alcides Tillería declaró dentro eJe la causa
judiclal'19y , a la pregunta de si conocia él 1van Eladio Torres y si sabía o le constaba que el mismo fue
detenido o demorado en la Seccional Primera durante los meses de septiembre y octubre de 2003,
contestó:

Oue conoce a lvim Tonos Que respecto de In detención o demora, si le consta qlle fue traldo
iJ la dependencia el día 26 de septiembre del corriente año a las 3 horas aproximadamente <m
compañfa de otro individuo [ J respecto de Torres no hobfn nadn pendiente en su contra, nI
rnotivos o mérito pura su detención. de modo que dispuse su retiro de la dependencia 1" J Que

11 CIDH. lnlormt:l No 53/0'1, Caso 11 565 AfI{J, f;JelU(lZ y Ce/m Gont¡Uez Pdro;( México, <\- d~ <1bril de 2001. parr
23 Anexo 16

.IS Copla da la cloc{¡u¡wión laslimtmiol ual o!icinl M¡¡r\ln OrnM Betbede. dol 11 do novIembre de 2003. on t)¡.:podicnl'J
de la causo judicial. folio 124, Tomo 1. Anexo 3

~!' Copla do In Ood¡¡r¡H;lón leslhnon¡al del Cornisarle robl;in Alcióús Ti!1crlu del 11 du dicil!lmbre dc 2003, en
exp<.ltli(:nte de l<l cnusn ¡utIiCi,ll. folio 298. Tomo 11. Anexo 3
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el dia 26·9-03 Ivál1 Eladio Torres ingresó a la Comisaria y no se asentó en el Libro Pmte
Diario, por criterio del oflci¡)l de guardia. no s<lbe por qué no 10 asentó, pero debió haberlo
hecho

125. Asimismo, consta la declaración testimonial del oficial inspector de policía .Juan Sandro
Montesino, quien refirió:

OUe en fecha 26 de septiembre se anotició que I . 1existfan dos personas de actitud sospechosa
encapuchadas 1 J sobre las 3: 1O horas aproximadamente, [ I no intervine en forma personal
en la demora practicada da lüs dos personEls [ J se me informa que uno resultada sor de
apellido Álvarez y el restante Torres. De forma inmediata anoticio n! Jefe de Comisaria Tc!lerra,
mediante vla telefónica él su domicHio particular a las 3:30 horas (.. J disponiendo sU superior
que.El Torres a quien conoce el misrno Comisario, se lo identifique y se lo largue .. es decir, que se
retire de la ComisadaS')

126, Por otra parte, consta que el 6 de noviembre de 2003, la Brigada de Investigaciones
de Comodoro Rivtldavia. de la Palicra de la Provincia de Chubut emitió un informe dirigido al .Jefe de la
Unidad Regional, en el que refiere:

Me d'lrijo a Ud {l fin de dar cumplimiento a lo dispuesto e informarte que en relación o ja
desaparición de Ivan Eladlo Torres y respecto a las dec!émtciones efectuadas por testigo de
identidad reservada, Se ha podido determinar que efectivamente la detención de esta persona
llván Torres] se produjo el 26~09·03 el) horas de la madrugado

LiJ inf'orrnflción sr. confirma ¡:¡ [)artir del informe del Comando Radioeléctrico de ese día 1 I!>r

127. As! pues, la Comisión advierte que Iván Eladlo Torres era privado de su libertad sin
las órdenes de detención correspondientes y con fines identificatorios, de conformidad con la Ley
815 En específico, de las mismas declaraciones de personal policial de la provincia del Chubut se
desprende que, efectivamente, el 26 de septiembre de 2003 fue detenido por personal que circulaba
en el móvil 469 y llevado él la Comisarfa Socciona! Prrmera, de donde ose mismo dla fue liberado, sin
que se hubiera asen1ado en el Parte Diario de la Comisaria, como correspondía

I
I

\

2, Respecto a la detención que originó su desaparición

128" Iván Eladio Torres fue detenido en la madrugada del 3 de octubre de 2003 por
agentes de la policía provincial de Chubut, quienes circulaban en el patrullero 469 por lo zonD de lo
Plaza Sitte. Fue viste por ultima vez en la Comisaría Secclonal Primera El Estado se limitó a señalar
que se han seguido tfes hipótesis acerca de la desaparición de lván Eladio Torres: a) que personal
policial se encuentre involucrado. b) que el hecho pueda atribuirse a "los GalJardo"r,,-. y el que Iván
Torres Se f1aya ido de IEI ciudad por sus propios medlos53

~!J CopjE! d1.'! la dockuacióh testimonial d1.'!1 inspector de polido JWi'ln S¡¡lldro MonlOsino, df~l 13 de enero de 2004, en
expecHen!tl tJe la causo JudiclnL folio 413. Tomo 11 Anexo 3

~l Informe de () de noviembre de 2003, elaborodo por la Brlgoda de Invesliglwiones de Comodoro mvndDvin de In
Policín de la Provir)cin de ChublJt. en expedjen!l~ de lil COUSll ludicio!. folio 425, Torno 1/. AnE!Xo :3

~7 Dc los constanciü':> que ohm" en el expediente. so advierte que on su declaración testimonial Tamara ElizubOlh
8olivor señaló qU(~ "convivió Con MiguCl! Goliardo, con quion tuvo un bebo; quo so seporílron por problemos de c()nv¡v~nci¡¡ y
fJ ~1I0 le QuiHmm el bebé y como no ten/a donde vlvír comenzó n quodarso on lu coso de FnbJoln Torre!: y que de nllí los
Gülf<Hdo comen:o:oron 11 tOl"lcr plOblcmos con Ivón'· VOl expediente de lél cousn judido!. Anexo 3

~~ Informe dI, In Brioadn de InWstínnciol)es de Comodoro RivodilVio. d~1 21 de octubre de 2003. on expcúitmle de lo
Cf.lUS3 judido). folio 423, Tomo 11, Anexo.

\
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129, En cuanto a los hochos dol 3 do octubre de 2003 os do destacar que Iván Eladio
Torres no se encontraba cometiendo hechos delictivos en f'iagrancia. Por el contrario. se ha
demostrado que la víctima se encontraba esperando i'l SllS arnigos en la zona de la Plaza Bitto,
cuando agontos estatales procedieron a su detención sin cantor con orden judicial.

130 Respecto do la arbitrariedad de la detención, en anteriores ocaslonos la Comisión ha
manifestado que el térrnino fiarbltrario" es sinónimo de "irregular, abusivo, contrario a derecho" y
que una detenclón es arbitraria cuando: "a) se efectúa por motivos o conforme a procedimientos
distintos a los prescritos por la ley, o b) conforme a una ley cuya Í'ÍnaljcJad fundamental sea
incompatible con el respeto del derecho eJel individuo a la libertad y seguridad "S'I Por su parte, el
Comité de Derechos Humanos de Naciones Unidas ha dicho que la noción de "arbitrario" no sólo
debe ser equiparada con Ucontrario a la ley" I sino también interpretada en forma mas amplia para
incluir elementos tales como inapropiado o injustoS!),

131 ' En ia especie, la Comisión considera que el Estado ha violado los numerales 2 y 3 del
articulo 7 de In Convención Americana, pues, como se ha evidenciado a través del expediente, Iván
Eladio Torres ('ue privado de su libertad ilegal y arbitrariamente, al margen de los motivos y
condl'clones establecidos en la legislación argentina y en los estándares internacionales

132, Al respecto, el párrafo primero del articulo XI de la Convención Interamericana sobre
Desaparición Forzada de Personas establece que "toda persona privada de libertad debe ser {. J

presentada sin demoro, conforme El lE'! legislación interna respectiva, a la autoridad judicial
competente" .

133 Ha quedado probado que la detención de la víctima no se realizó con el fin de llevarlo
ante un juez u otro funcionario autorizado por ley a fin de que éste decidiera sobre la legalidad de su
detención Ni siquiera fue asentada su detención en el Ubro de parte diario de la Comisarfa
Seccionol Primera de Comodoro Rívadavia. el cual a la vez. se comprobó que fue al1erado en 2003.

1.'34 Al respecto, consta la pericia que se realizó sobre el Libro de Parte Diario No. 10 del
8110 2003, a efec10s de determinar si presentaba adulteraciones. Los peritos de la policla científica
de Gendarmería Nacional dictaminaron que:

Del exhnusttvo (:ln6lisls a Que fuera sornetido el libro ··Reglstro Parte Diario" N° 10/03. surge en
primera instancia la falta de eorrelativldad regIstrada a fojas 184, luego de l~ cual la foliatura
vuelve al numero 177, sin que exista salvedad alguna asentada. A partir de este üUimo, la
eorrelatividad se mantiene hasta la loja número 200, con la que culmina el libro Asimismo, existe
un imponante deterioro en centro de encuadernación del libro, entre las fojas 186 y 187, V una
unión irrogulnr de los páginas El gráfico N° 19. demuestra que la foja nÚmero 186 se encuentra
cortüda y unidn de ex profeso con algún pegamen\Q a la foja siguiente, mientras que en otros
sectores, se observa corno cruza por debajo del cuadernlllo que contIene a las fojas 187 a 198.
y se adhiere sobre el folio número 199 Todos los cuadernillos del libro se componen de cuatro
póginas dobles costurad<ls con hilo blanco en el centro; sin embargo, el lugar donde se produce la
falta de correlatividad de la foliatura {fojas 184. seguida de la foja 177) da origen también El dos
cuadernillos que contienen solo dos páginas dobles cada uno. Respecto de los escritos de todo
el cuaderno. presGntan sobre trazados en alglmos de ellos que no revisten mayor relevancia, Sin
embmgo. a fojas 59, en las lineas numero 20 y 21. se observan enmiendas efectuadas sobre
escritos anteriores que fuaron obliterados con Hquldo corrector· Lo mismo ocurre en las lineas
número 21 al 24 del folio numero 60'· Para concluir "El libro "Registro Parte Diario" mimero

;,.\ ClDH lnlormli! 35;96, Caso 10832. Luis I.iza/do CobrCrl), Ropúblicll Dominicuna, 7 l1e llbril do 1998. p6rr 66
AnHl<U 16

...~ HRC. Comunir..iJciun N'-' 560/1993. A v 4//sfmh". 30 do abril de 1997. sección 9 2

HORA IJE RECEPCióN ABR 18 11;57AM HORA IJE IMPRESIóN ABR 18 12: 13PM



lCllH

27

10/03 d~ la Comisada Primera de Comodoro Aivadavia. presenta alteración en su
encuadernación, registrandose falta de correlatlvidad en la folintura luego de fojas número 184.
El libro mencionado en el punto anterlor, presenta obliteraciones reali;;:adas con liquido conector.
a fojas número 59 Wneas numero 20 y 21) Y fojas número 60 OIneas nUmero 21 al 241.
resultando Infructuosas las operaciones realiz.adas para dilucidar los escritos subyacenresSli

,

135. Lo anterior deja claro que personal de la Comisaría Secciona! Primera manipuló el
"Registro Porte Olarlo", cortando hojas y haciendo enmiendas, de 10 cual no se asentó explicación
en el mismo, como correspondía.

136 La Comisión considera, por último, que el Estado ha violado el articulo 7.6 de la
Convención al no haber permitido a lván Eladio Torres fa posibilidad de interponer por sus propios
medios un recurso rápido y efectívD que le permitiera definir la legalidad de su detención V, también.
al mantenerlo privado de la libertad en un lugar distinto a Jos sitios oficiales de detención o
habilitados para el efecto, sin ningün control institucional como registros o minutas que permitieran
establecer la fecha, forma y nondiciones de detención de la víctima

137. En ese sentido, la Comisión ha constatado que de igual manera se ha violado el
artículo Xl de la Convención Jnteramericana sobre Desaparición Forz:ada ele Personas. el cual
establece que;

Toda persona privada de libertad debe ser mantenida en lugares de detención oficialmonte
reconocidos y presemada sin demora. conforme a la legislación interna respectiva. a la
aUloridad judicial competente

Los Estados partes estableceran y mantendrán registros oficiales nctuali7.fldos sobre sus
detenIdos y, conforme a su !cgislnclón interna, los pondrán a disposición de ros familiares.
jueces, abogados, cualquier persona con interés legItimo y otras autoridados

1.'38 En suma, el artículo 7 de la Convención Americana establece obljgaciones de
carilcter positivo que imponen exigencias Gspecff'icas al Estado y a los terceros que actuan IJaja su
aquiescencia o tolerancia 57 Al respect.o, la Comisión considera que el Estado no ha respetado tales
exigencias La ausencia de este conjunto de protecciones legales mínimas, coincide además con
antecedentes de abuso por parte de la policfa de Comodoro Rivadavía, En efecto, como quedó
anteriormente asentado, la práctica de detenciones arbitrarios y maltrato a jóvenes en esa ciudad ha
sido denunciada por representantes de la sociedad c!vil y documentada por diversos medios
periodfsticos.

139. En ese sentido, l¡;l Corte Interarnericana ha considerado que las prácticas policiales
que incluyen detenciones por averiguaciones de identidad son incompatibles con el respeto a los
demchos fundamentales, entre otros, de Ja presunción de inocencia y de la existencia de orden
judlcial para detener ··solvo en hipótesis de flagrancia5lJ

.

140, La Comisión considera que los anteriores elementos son suficientes para concluir que
tanto las detenciones anteriores de Iván Eladio Torres, asl como aquella que generó su desaparición,
constituyeron un acto de abuso de poder, no fueron ordenadas por autoridad competente ni tuvieron

~~ PerJcln rJ!1 lu rolidu C¡!~n\¡flc¡¡ do Glmuütrnorfo Noclonnl sobro 01 libro do Pnr1'O Diado No 10 del "fio 2003 Ver
expüdionlc de lo calJso iucJicinl. Anexo 3

ro? Corte ¡OH. Cnso .Juiln Humbcrto Snnchez Sentol'ciü de 7 tic junio úo 2003 Serio e No 99. pprr 81

SIl Corto lDH Caso Bulm;io. r-onúo. ReraracioJ)Qs \' Costos Sentencio tle 18 da: Sef)ficmhff~ de 2003 Serie e No
100, p;!¡rr 137

'1

1
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por finalidad ponerlo a disposición de un juez u OHO funcionario autoriz.ado por la ley pelra que
decidiera acerca de la legalidad de la misma S9

.

141 . Por todas estas consideraciones, la Comisión declara que al Estado argentino violó el
articulo 7 de IEl Convención Americana, en concordancia con el ariículo 1.1 del mencionado
instrumento Internacional, en perjuicio de lván Eladio Torres, así como el artfculo Xl de la
Convención lnteramericana sobre Desaparición Forzada de Personas,

e, Derecho a la Integridad Personal (Artículo 5 de la Convención Americana) e incumplimiento
de las obligaciones de investigar y sancionar la tortura en los términos de la Convención
Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura

142· El artículo 5 de la Convención Americana establece que:

Toda per~oml tiene dorecho a que se respete su integridad Hslca. psfquica V moral

2 Nadie debe ser sometido a torturas ni a penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes
Toda porsona privada de libertad será lrntadil con el respeto debido a la dignidad inherente al
ser humano. 1, 1

143 Para fijm el contenido y alcance de la disposición general contenida en el artículo
5( 2) de la Convención Americana, la Corte ha tenido en cuenta la Convención lnteramericana para
Prevenir y Sancionar la TorturaGo

. La Corte ha puesto especial atención al artículo 2 de dicha
Convención que def¡n<~ la tortura como:

l. -1 todo acto realizado intencionalmente por el cual se inflijan El una persomJ penas o
sufrimientos ffslcos o mentales. con fines de investigación criminal. como medio ímimldatorlo.
como castigo person<ll, como medida preventiva, corno pena o COll cualquier OtrO fin. Se
entendení también como tortura la aplicación sobre una persona de métodos tendIentes a
~ll'lular 18 personalidad de la vfctima o a disminuir su capacidad frsicn o mentol. aunque: no
causen dolor l'isico o angustia psíquica 1 }0.\1

144. Estas garantías son inderogables y deben ser aplicadas en tocla circunstancia. Las
personas detenidas tienen el derecho a condiciones compatibles COn la dignidad humanfl y 01 Estado

es responsable de garantizar SU integridad personalll~. "La forma en que se trata a un detenido debe
estar sujeta al escrutinio mas estricto, tomando en cuenta la especial vulnerabilidad de aquél"úJ

145, En tal sentido, es importante recordar que el estado de detencíón ilegal y arbitraria,
de por sf, coloca a la vfctima en una situación de vulnerabllidacJ de la cual surge el riesgo de que se
violen otros derechos como el derecho a la 'Integridad persoot:ll y de ser tratado con dignidad 64 .

~;!I Corte 1D.H C,'i.,O L.1 C,nturfl SeOlcnr.i¡¡ de 29 de noviembre de 2006 Serie e No 162. Parr 109

()f) Cono I OH, Caso T¡bi vs Ecuodor, Sentencio de 7 de saptlembre de 200d, Serie e No 114. párr, 14,5

;,1 Convc.mciÓn In/oromericnn.1 pflrrJ PrcvtJnir l' Salle/Ollar /.7 Tor(u(¡), ALluptudll ~n Curtngcl1¡] de IndIos. Colombia, el
9 de diciembre de t985 el' el declll1oquh'to purlodo ordlnotlo de scsíonc!> dI! hl Asombleu Gcncríll Firmi:ldn por el Est¡¡(lo do
Arnenlinn ella de lebrero de 196G

<n Corte 1O 1'1 ¡ C,7s0 Bu/¡¡cÚJ Sentencia ele 1B de septlembm de 2003 Serie e hjn 100. párr!$ 126)' 138; C¡)SO d~

¡"¡üaire, COrM(;Jn(/ne y Bcnúlmlh JI orros Senlencia de 21 de junio de 2002 SrHie e No 94. 1)¡1¡rr 165: y el/so C"'lIoml
Brm<1l'ldlJs $cntonc¡;¡ de 18 de ü~¡l)SlO de 2000 Sedo e No_ GEL púrr 87

,¡:; Cone ID H, Cc'lSO Bulncio, supra. pórr, 126, que cílf) rrUL Couel H R, IWmlCituk e Poloni,1 {A[>p 251196'9111
SGOlf-ncla elel 15 de hloviembre de 2001. pilrr 53

M Cone 1D H , C.~'HO J¡;·'}IJ HllmlJer/o .$.7llchc:! Scnlcndn do 7 de junio de 2003 Serie e No 99. fJ;jrr .9G Cilt1lldl)

HORA DE RECEPCióN ABR. 18 11:57AM HORA DE IMPRESióN ABR lB 12: 13PM



lCIlH

29

146" Los artículos 1, 6 Y 8 de la Convención Intcramericana para Prevenir y Sancíonar la
Tortura establecen que:

Artfculo 1 Los ES1 actos partes se obligan a prevenir y a sancionar la tortura en los términos eJe
la 1 J Convención

Artrculo 6 De conformidad COn lo dispuesto en el artículo 1. los Estados partes tomarán
medidas efectivos para prevenir y sancionar la tortura en el ambíto de Sl/ jurisdicción

Los Estados partes SE! aseguraran de que todos los actos de tortura y los intentos de cometer
tales <lelos constituyan delitos conforme a su derecho penal. estableciendo para castigarlos
sanciones severas que tengan en cuenta su gravedad

Igualmente. los Estados partes tomaran medidas efectivDs para prevenir y sancionar. además,
otros tratos o penas cruetes. inhumanos o degradantes en el ambito de su jurisdicción.

Artrcu/o 8 Los Es1ndos partes garantizarón a lada persona que denuncie haber sido sometlda a
tortura en el nmbiTo de su jurisdicción el derecho <J que el caso sea examinado imparcialmente.

Asimismo. cuando exista denuncía o rfllón fundada para creer que se ha cometido un élcto de
tortura en el ámbito de su jurisdicción, jos Estados partes garantizaran que sus respectivas
autoridades proceden5n de oficio y de inmediato a reallzar una investigación sobre el caso y a
iniciar. cl/ando corresponda. el respectivo proceso penal

Una vez agotDdo el ordenamiento jurfdico interno del respectivo Estado y los recursos que éste
prevé, el caso podrá ser sometido il instancias internacionales nuya complHencfa haya sido
aceptada por ese Es tado

147, En el pr(~sente caso es importante tomar en consideración no sólo los hechos del 3
de octubre de 2003 que dieron lugar El la desaparición de Iván Eladio Torres y las circunstancias en
que se produjo su detención y desaparición, sino también la incertidumbre del desenlace de su
privación de libertad, que permiten suponer razonablemente que lván Eladio Torres experimentó
miedo, angustia, vulnerabi),¡dad e Indefensión durante el periodo de su detención Es razonable
presumir que la ¡nlegrídeld psíquica y moral de la víctima se vio afectada como consecuencia de su
detención, su incomunicación y finalmente su desaparición. También es importante considerar el
trato que las autoridades policiales le proferían en aquellas ocasiones en que fue detenido, como ha
sido establecido con las diferentes testimoniales de sus amigos y familiares y con la carta escrita por
David Alberto Hayes, en la que refiere haber presenciado la manera en que Iván fue maltratado por
personal policial dentro de la Comisaría Seccional Primera, el dia de su desaparición

148. En adición él lo anterior, la Comisión considera importante destacar que las
circunstancias en que se produjo la privación de !lbertad de lván Eladío Torres facilitaron la
vulneración él la integridfld personal de la víctima por el aislamiento y la incomunicación coactiva a la
que fue sometido65 en la Comisaría Secclonal Primera, lo que habrla generado lo afectación de su
integridad psíqulca y moraL

I

I
J
J

I

, \

Cone I D·H. C,7S-o Bfimncn Vc?ki-~quo~ Sontencia do 25 de novlt>mbre de 200D. Serie e No 70 pijrr 150; Corte ¡ D H. CasO
C;lnroml Br:m{/VidOs SonlGncin de 1B de agosto de 2000 Serie C No 69, párr 90i Corte J D H . C8.';O do los "Milos de M
C<?lle" (1/í11.1gr;Jn Mornles y otrosl Sentoncia de 19 da noviembre do 1999 Seri~ e, No 63. pÍlrr 166 Véose en igulll
sentído. ECHR, C~1si? 01 lreMnd JI Iha Un/rod Kingdom. .Judgmont of 18 )il.nuary 1978. Sorías A No 25 P¡:H¡) 167

t,5 ONU Derechos HUlMI)O¡; "Di:MJporic1oI1CS Forzados o Jnvoluntarius" Folleto inform1ltivo N° 6 Gi¡)~bro. 1993
P<i9s 1 y 2 Anexo 20
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149 Desde su primer caso contencioso, la Corte lnteramericana ha determinado que la
l1lcomunicacron coactiva representa, por si misma, una forma de tratamiento cruel e inhumano,
lesiva de la libertad psíquica y moral de la persona y del derecho de todo detenido al respeto debido
E'l la dignidad inherente al ser humano, Jo que constituye. por su lado, l/na violación del articulo 5 de
la Convención GG . Se ha establecido, además, que aun en los casos en que la privación de la libertad
es legítima,

¡u/na de !élS razones por las cl/ales la incomunicación es concebida como un inslrurrlcnto
excepcional es por los graves efectos qU~ tiena sobre el detenido En efecto, el aislamiento del
mundo exterior produce en cualquier persona sufrimientos morales y perturbaciones psrqulcéls,
In coloca en llna shuación de porticurar vulnerabilidéldij1

150, La Corte lnteramericana ha establecido igualmeme que:

!Lasl amenazas y el peligro real de someter a una lJersona a lesiones f(slcas produce, en
detc3fminndas cfrCUnSHlI1cias, una angustia moral de tal grado que puede ser considerada tortura
psicológicar,n r .. 1

Es propio de la naturaleza humana que toda persona sometida él agresiones y vejamenes, I l
(detención ilegal. tratos crueles, inhumanos V degradantes y muerte) experimenta dolores
corporales y un prOflH"ldo sufrimiento y angustia moraL por lo que este daiiu no requiere
prtlebasM .

151. Si bien no se cuenta con elementos prob¡:¡torios que permitan determinar COn

exactitud el tiempo que duró la privación de libertad de lván Eladio Torres, la Comisión considera
que basta que la detención haya durado tan sólo unos instantes para que se haya conOgurado una
vulneración a su integridad psfqulca y moral¡ de acuerdo con estándares del derecho internacional de
los derechos humanos, presumléndose ademas que el trato de que fue víctima durante el período
que permaneció incomunicado fue inhumano, degradante y agresivo7o

152, La Comis'tón observa además que la falta de debida diligencia del Estado ha quedado
de maniOesto al no haber realizado, a partir de las denuncias presentadas por los famillares de l~

víctima, una investigflc\ón sorío, imparcial y efectiva, dentro de un pl8%o razonable conforme El los
principios del debido proceso, para esclarecer los 11Gchos y, en particular, para identificar V sancionar
a los autores materiales e intelectuales de los mismos, en cumplimiento de su obligación estableoida
en el arHculo 1 1 de la Convención de garantizar el derecho él la integridad personal

153_ Con base en las consideraciones prGcedentes¡ la Comisión concluye que el Estado de
Argentina violó el mtlculo 5 de la Convención Americana, en relación con el artIculo 1 1 de la misma,
en perjuicio de Iván Eladio Torres, tanto en el trato que le erEl proferido por las autoridades en las
diferentes detenciones de que fue objeto, como en aquella que produjo su desaparición Asimismo,
el Estado vulneró los art!culos L 6 y 8 de la Convencíón lnteramerícana para Prevenir y Sancionar la
Tortura, en SI.l perju'¡cio,

11(, Corle IDH . Caso !/e!r1sQI/I!Z Rodr/guoz Sontencio del 29 de julio de 1988 Sarh~ e N" 11. parr 156

(,1 Corte IDH, C¡¡~"o SuórC-i' Rosero Sentt:lncia de 12 elo noviembro de 1997 Sede e NI) 36. púrr 90

(lB Cone IDH Coso rVlartlln Urrulia SGnlOnc:i<l do 27 do noviombre du 2003 Serie e No 103, PUf( 92

,,~ Cone IDH CUSQ "19 COffit:lrclantUs"" Senlcncin 00 5 de julio de 2004 Ser¡o e No 109. pnrr 248

,:) Corle IDH Cnso Jut)n Humborlo SónclllJ7" Sentencia de 7 de junio da 2003 Sorle e No. 99. rúrr 98 Caso
Ball1iJC¡¡ V(JI"l!H1UO;(, p';rrs 128 y 150: Caso C<:Iflloml 8enavldcs, piJrrs 82 y B:~; Cnso de los ··Niños de In Calle" (ViHilgrfm
Morolas y olros}, plim; 162 Y 163
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Derecho a la vida bajo (Artículo 4 de la Convención Americana}
]

154, El articulo 4 1 de la Convención Americana establece que "[U ada persona tiene
derecho a que se respete su vida. Este derecho estara protegido por la ley y, en general, a partir del
momento de la concepción Nadie puede ser privado de la vida arbitrariamente".

'155, En relación al derecho a la vida. la Corte Inte.ramerkana ha manifestado que:

El derecho a la vida jlJega un papol fundamental en la Convenclón Americana por ser al corolario
esencIal paré! Ja re<l!ización de los demás derechos Al no ser respetado el dereCho a la vida,
todos los derechos cmecen de sentido Los Estados tienen la obligación de garantizar la
creación de las condiciones que se requIeran para que no se produzcan violaciones de ese
derecho inalienable y, en partlcular, el deber de impedir que sus agen1as atenten contra 1M El
cumplimiento dal articulo 4, relacionado con el articulo 1 1 de la Convención Amoricanél no sólo
pmsupone qUe ninguna persona sea privada de su vida ilrbitrariarnente (obligación negativa),
sino que además mquiere que los Estados jomen rodas las medidas apropiadas para proteger y
preservar el derecho a la vida (obligación positIva), bajo su deber de garantizar el pleno y libre
ejercicio de los derechos de totlas las personas bajo sU jtJ(lsdiccíón 'l1

156. Como parte de la~ múltiples violaciones n la Convención que conlleva la desaparIción
rorzada de personas, la Corte ha manifestado que ósta incluye

lila eíecuclón de los detenidos, en secreto y sin fórmula de JUIcio, seguido de ocultflmiento
del cadáver con el objeto de borrar toda huella material del crimen y de procurar Ir¡ Impunidad
de quienes lo cometieron. fo que signlfica una brutal violación del derecho a In vida
reconocido en el articulo 4- de la Convonción n

157. Iván Eladio Torres fue detenido por agentes policiales en la madrugada del 3 de
octubre de 2003 y, hasta la fecha, se desconoce su paradero Al respocto, la Comisión estima que
el hecho de que lván Eladio Torres esté desaparecido desde hace mas de 6 años, tomando en

cUenta los antecedentes de amenazas, hostigamiento y abuso que oficiales de la Comisaría
Seccional Primera tenían para con lván Eladio Torres, es un indicio suficiente para concluir que se ha
creado una situación do evie/ente riesgo para su vida, por parte de agentes oficiales

158 La Comisión resalta que la jurisprudencia del Sistema Interamericano busca
precisamente eSTablecer el alcance completo de la responsabilidad internDcional en casos de
desaparición forzada en los cuales es fnnogable el riesgo intrfl1seco que implica para la vida de las

personas, AsimIsmo, se busca que los Estados adopten todas las medidas ti su alcance para
establecer el paradero de las víctimas y, de ser el caso, desvfrtuar la presunción de violación del
derecho él la vida

159. En su posición de garanle, el Estado debía ofrecer explicaciones sobre el paradero de
la víctima y realizar en forma expedita una investigación sobre los hechos73 En ese sentido, la
Comisión encuentra que el Estado no ha cumplido con su obligación de garantizar el derecho El IEl
vida a través de una investigación seria, diligente e imparcial. Del material probatorio se desprende
que pese la existencia de investigaciones, éstas han mostrado estar caracteri.~adas por
'lrregularldades, dilaciones y falta de efectividad.

11 Cone 10H, Coso 19 COllll:llchlntes l/S ColombifL páu 153; y Caso de los "Nii'los do la CoUc" IVi/ln~f{j/l Moroles y
OlfO!:!, f>árrs 144-145 En iguol semido, ComentMio GeMrnl ND 61Oúcimo sexln sesión. 1982J. plÍrr 3: María Fonny Su;írcl
de Guerroro v, Colombill, Comunico1cltJll N" A 11/45 (5 de lebrero uo 1979/, U N Doc Supp N" 40 IA137/tl-OI en 137
119B2!. pilg 137 Cilado por lo COrte ¡DH. el1 Caso S¡inch(u; vs Honduras. p1Jrr 110

I~ Corte! IOH. Caso VohíJ¡quuz RmlfÍgul3f:. Senlanci;t el!! 29 de julio de 198B. párr 157

n COrlf3 IDI-! Caso .Junn Humbcrto Sállche7.. Sentoncio de 7 de junio de 2003 SG'ria e No 99. pon 112
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'160 AunacJo a lo anterior es importante destacar que el recurso de habeas corpus,
interpuesto por la hermana de Iván Eladio Torres, resultó a toclas luces ineficaz, no obstante que
dicho recurso es uno de los remedios adecuados para la protección del derecho a la vida y "es el
recurso idóneo él agotar en los casos de desaparición forzada de personas1tltl

. Así, consta que dicha
acción fue archivmlo por las autoridades jurisdiccionales, sin llevar a cabo ninguna actuación,

161. Con respecto f} las personas e instituciones involucradas en esta obligación, la Corte
lnteramericana ha establecido que:

Esta protección integral del derecho ;;¡ la vida por parte del Estado no sólo involucra a SUS
legisladores, sino a toda institución estatal. y él quienes deben resguardar la seguridad, sean
éstas fuerzas do la polic/a o sus flJerzns armadas, En rOlzón de fo nntorior. los t:stados deben
ton18r lodas Iris medidas necesarias. no sólo para prevenir, juzgar y castigar la privación de la
vida como consecuencia de actos crlminales, en general, sino también para prevenir
ejecucione[l Ilrbítrarias por pana úe sus propios agentes de seguridad 711 •

162. La Comisión resalta que el objeto del proceso interno es determinar la
responsabilidad individual por la vulneración de derechos fundamentales cometidas ya sea por
agentes del Estado o por personas que no ostenten tal carácter l mientras que el objeto del proc?so
internadonal es establecer si existe responsabilidad internacional del Estado por la violación a
derechos humanos consagrados en tratCldos y otros instrumentos internacionales. De manera que
mientrCls en el proceso interno es imprescindible determinar el autor de la violación para poder
condenarlo, en el proceso internacional no es indispensable conocer la identidad del agente estatal
que cometió la violac'lón de derechos humanos. Basta que s8 haya determinado que 1" violación la
cometió un agente del Estado. aun cuando su identidad no se haya establecido, para que surja la
responsabilidad hltern.::Jclonal del Estado. Asimismo, aÚn cuando no se haya determinado el aulor
individual de la violación, corresponde al Estado indemnizar a la víctima, o a sus famHiaws, Si tal
violación fu~ cometida por un agente estatal.

163. Por otro pane, la Comisión considera importante mencionar que en su jurisprudencia,
la Corte lnteramericana ha expresado que:

El Estado debo respatar el derecho il la vida de toda persona bajo su j\Jflsdicción, consagrado
en 01 llrHcuto 4 de la Convención Americana 1 I La condición de garantt:l del Estado con
respectJ;l: ¡'l este derecho, le obliga a prevenir situaciones que pudieran conducir. por acción ti

omisión, a 1(1 af"ectvción de nquól Efectivamente, en stJ condición de 9ilHlI1te el Es1ado tiene
[(Into la responstlbilidad de garantizar los derechos del Individuo bn/o su ,ciJstodia como In de
proveer la inforll1<lción V las pruebas relacion1ldas r.on 10 que suceda al detenido7!>.

164. La Comisión considera que el Estado no 11a proveido a la misma de uno explicación
salisfactorla y convincente de lo sucedido a lván Eladio Torres, quien desf:lpareció a manos ele
agentes del Estado argentino el 3 de octubre de 2003, a pesar de que -como lo ha manifestado Is
Corte~ /len sU condición de garante tiene tanto la responsabilidad de garantizar los derechos del
individuo bajo su custodia como la de proveer la información y las pruebas relacionadas con el

11 COf\!! I OH, Cano Vul!lSQLu:l7, RoclflgUln, sentencio de londo dol 29 de julio du 1988. Serie e N" 4. piJtr 65

l~ Cort", I OH. C<;Jso de fos lIerm,7no5 Gdrne< PaqUlJ/ílud Sen1encla de: 8 dtJ julio di! 200''; Scrit! e No 110. parr
129

IU Corlr.! J D H. Cmm h'/Jlnc/o Senlencia tic RCPMocionGs de! 30 de septiembre de 2003 St!tia e N" lOO, pbrr
138 V~llSO ulIl\blún, Corto 1 l) H . Ci1S'O di} lu C¡JrC'c! de Urso 8(,1l1c:o. Medidas Provision¡llcs. Resolución del 22 de übrH eJe
2004. pUntO considerll1ivo G
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destino"'ll Por ello, la Comisión concluye que el Estado argentino incumplió Sll obligación de
respetar el derecho a la vida de Iván Eladio Torres, el1 violación del artIculo 4.1 de la Convención
Americana, en relación con el eniculo 1 1 de la misma

5_ Violación de los derechos a las gnrantías judidales y a la protección judíoí;:,l
{Articulos 8 y 25 de la Convención Americana)

i 65, La Comisión Interamericana considera que el Estado argentino incumplió su
obl'igación de investigar efectiva y adecuadamenle la detención ilegal y desaparición de lván E/adio
Torres, en violAción de los artrculos 8, 25 Y '1,1 de la Convención Amerícflna,

166 El artículo 8 de la Convención cstobJece que

ltlocJCI persona tiene derecho a ser arda, con las debidas garFlntías y dentro de un plazo
ra:wnable, por un juez o tribunal competente, independiente 0 imparcial, establecido con
anterioridad por la ley, en la sustanciación de cualquier acusación penal formulada contr<l ella,
o pan'! la determinación de sus derechos y obligaciones de orden civil, labornl, fiscal o de
cualquier otro caracter

167. A su vez, el artículo 25 de la Convención dispone que

/rIada persona lkme derecho a un recurso sencillo y rápido o a cualquier otro recurSo efectivo
flnte los jueces o tribunilles competentes, que la ampare contra actos que vIolen sus derechos
fundalllentales reconocJdos por la Constitución. la ley o la presente Convención, aun cuando
tal violación sea cometida por personas que actuen en ejercicio de sus funciones oficiales

168 Por su parte, el artículo 1.1 de la Convención Americana establece que,

Il/os Estüdos p~fles en esta Convendól1 se comprometen él respetar los derechos y libertades
reconocidos en ella ya gar<llltizar su libre y pleno ejercido a toda persona que esló suje1a él su
jurisdicción. sin cJíscrirninación alguna por motivos de ra7-a, color, sexo, idioma, religión.
opinion0s polfticas o de cualquier otra índole, origen nacional o social, poslclón económica.
ns¡::imiento o cualquier otra condición social

169, De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 1.1 de la Convención Americana, los
Estados parte del sistema interamericano de derechos humanos tienen la obligación de investigar y
sancionar El los responsElbles de violac'tones a derechos humanos, y en su caso, de indemnizar a las
víctimas de tales violaciones, o a sus familiares_ En relación con las normas convencionales
anteriormente transcritas, la Corte ha. explicado que,

lel articulo 25 con relación al artIculo 1(l} obliga al Estaúo a 9¡Jrantizar a toda persona e/
acceso a la administración de jUstJclrl Y, en particular, fi un recurso Hipido y sencillo pan.!
lograr que los responsüble:s de las violaciones de derechos humanos sean juzgados y para
obtener una reparpcíón del d':31io sufrido, Como ha dicho esta Corte, "el articulo 25 constituye
uno de los pUares bás'ICOS, no sólo de la Convención Americana sino del propio Estado da
Derecho en una sociedad democratica en el sentido de la Convención"/8.

11 Corte J D H . COfia Bu/ocia SGnlcnciH de Reporilciones del 30 de sp.pnembre ;.Jo 2003 Sor·!{'! e N tl 100. pflrr
138;; c,1'.iO Contom/ BenOl t¡QaS, p{lrr 55; CIJ':iO Bdm.7Cí'J Ve/{Isquel, púrrs 152·153 En este mismo sentiúo. la Corle ElIfopaí)
d~ Dernchos Hum¡mos hn forrnul;¡do Untl nxwnsl1 Jurisprudencia: E'ur Cour! Hf\, Aksoy l' Turhey, porr 51; Eur Coun H R"
Ribirish F Ausrri,7· púa 34· y Eur Cour! HR. CnsI1 01 Tom,1si v Fmnr:.e pnrr 108-111 CHodo por ID Corte ID H. e,lSO
Sd/lr:.luN! 1'S" H()ndl.Jrt}~, op eil . [)<írr 111

1~! Cone 1D H . C,15¡1 do !<I Comunidad M<1}f,1gna (Sumol AWIl:;- Tm!11lf Sentencio de. 31 de 3g0StO de 200 1 Sefi~ e
Hu 79. pfJrr 52: YCorte 1 D H , CfJSO flle/lor Bron.sraill Senwncia de 6 de lobrero de 2001 Serie C No, 74. pilrr 135
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170. En estE! sentido. el contenido del articulo 25 guarda estrecha relación con el artículo
8 1 que consagra el derecho de toda persona a ser olda con las debidas garantías dentro de Un plazo
razonable por un juez o tribunal independiente e imparcial y confiere a la v{ctimt1 el derecho a que las
violaciones él los derechos protegidos en la Convención Americana sean ehwtivamente investigadas
por lAs autoridades, 50 siga un proceso judicial contra los responsables, se impongan las sanciones
pertinentes y se reparen adecuadamente los perjuicios sufridos 7

!!, En ef'ecto, el art{culo 8 de la
Convención Americana establece una serie de requisitos que deben observarse en las diversas etapas
procesales a fin de que pueda hablarse de verdaderas y propias garantías judicíaleslJO

, Dicho articulo
comprende distintos derechos y garanlIas Que provienen de un valor o bien jurídicu común y que
considerados en su conjunto conforman un derecho único na definido específicamente, pero cuyo
inequívoco propósito es en definitiva asegurar el derecho de toda persona a un proceso justoíl1

.

171. Asimismo, tanto el artfculo 8 como el 25 de la Convención Americana "constituyen
condiciones necesarias para que los instrumentos procesales, regulados por la Convención, puedan
considerarse como garantfas judiciales"8:!. El artículo 25 1 de la Convención Americana incorpora el
principio reconocido en el clerecho internacionnl de los derechos humanos¡ de la efectividad de los
instrumentos o medios procesales destinados a garantizar tales derechosllJ Para que tal recurso
exista, la Convención requiere que sea realmente idóneo a fin de establecer si se ha incurrido en una
violación de los derechos establecidos en la Convención y proveer lo necesario para remedJarlalJ'l.
En este sentido¡ la Corte Interamericano ha concluido que "[n]o pueden considerarse efectivos
aquellos recursoS que, por las condlciones generales del país o incluso por las circunstancias
particulares de un caso dado. resulten ilusorios'dJ'=',

172. Al respecto¡ la jurisprudencia interamericana 11a establecido que toela vez que se
cometa un dellto perseguible de oficio, el Estado tiene la obligación de promover e impulsar el
proceso penal BIi y que, en 0S0S casos, éste consül:uye la vía idónea para esclarecer los hechos.
jW:.gi:H a los responsables y establecer las sanciones penales correspondientes, además de posibíUtm
otros modos de reparación

173: Aunado f.l lo anterior, la Corte ha entendido que de la obligación general de garantizar
los derechos humanos consagrados en la Convención, contenida en el articulo 1.1 de la misma,
deriva lel obligación de investigar los casos de v'lolaciones del derecho sustantivo que debe ser
amparado, protegido o garantizfldoU7

. Asf, en casos de ejecuciones extrojudiciales, desapariciones

15 Cone 1O.H . Cn'Jo dl1 In Comunidad MCJlw¡llIa Sentencia de 15 de junio do 2005 Serie e No 12'1. pon 205;
Cone 1OH. CaoSO Dumnd y Ugnfte, SenHmcll1 eJe 16 ¡le ugostO de 2000 Serie C No 68. p;lrr 130

ml Corte lDH . Gnrontlü$ .Judiciales en Elitndos dé Emergencia jarts 21 .? 25 y 8 tlo la Convonción, Amoricünn SObr0

Derechos Humanosl. Opinión Consultiva O~C 9/87 dol 6 d~ oClubre de' 1987. Serio A N" 9, pDrt 27

g: Corlo l:uropea de Drucchos Humanos. ClJ~O 6older, Senlenclo eJe! 21 de lebrero do 1975, Serios A. N" 18, ptHr. 28.
1m rolnciótl nI articulo 6 de In Convp.ndón Europcil de Derechos Humanos, el {jUe. sustancialmcnte cornpmnde los mismos
dcwchos y f1nrtH1\lo1<l oul ¡¡rticulo 8 de In Corwenclón Americonll

'J~ Corlo lDH . Opini¡)n ConsUlliva OC-g/S7. p(¡rt 30

/la IÚem. pilrr 24

»~ íiJlt1em

a.G ibidem

UI; Corte I O H,.. C<7.~t.l 8;;ldaón G,7rci.'¡ Sentcncin tlo 6 de abril de 2006 Serio e No 147: Corte. lO H (m;o do la
M,1silcre do Pueblo Bello Sentencia de 31 do enero de 2006. Serió e No 140; Véase Il1mbién ¡nlorme N" 52/97, CiJSO

11218. Argos SnquelriJ Mimgns.ln{otmo Anual de 1;; CID!'! 1997

1n C'Ir Cas() de la MU$8{fO ela Pue/JI" 8l,llo l/s. CDlomlJlu romlo, Repn((1GÍoOIJ5 y Co~rm; Senlcmcin dI! 31 (le anp.ro
clu 2006 Serie e !'lo t (10. !J¡Jlr 142: Cn5'D Zumbmno Vélo.' y olrD.~. suprn l)Ota 17. p5rr 88. V Cfl.<;O /-" C,7ntul,1. IiLJpm notiJ
1G. pt'¡(r 110
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forz.adas y otras graves violaciones él los derechos humanos, el Tribunal ha considerado que la
realización de una investigación e·'( officio¡ sin dilación, seria, imparcial y efectiva, es un elemento
fundamentol y condicJonante parGl la protección de ciertos derechos que se ven afectados o
emulados por eSéls sil uaclones, COmo los derechos a la libertad personal, integridad personal y vidaaa

174, La detención y desaparición de lván Eladio Torres por parte de agentes del Estado
eXlg¡a a las autoridades emplear todos los esfuerzos para realizar una busqueda 'rnmed"lata. con fas
pesquisas urgentes y necesarias, Jo cual no oCIJrrió, pese a los reclamos de la madre, hermanos y
amigos de la vfctima, desde las primeras horas de su desaparición El Estado fue omiso en investigar
debidamente las circunstancias del hecho d.&sde esos primeros momentosl}!l

175, Consta que las autoridades conocfan de la desaparición de Iván Eladio Torres desde
el dfa sigUiente de sucedjeJos los hechos, pues la madre de éste se presentó en varias ocasiones a la
Comisaría Seccional Primera a investigar sobre. el paradero de su hi)o. Sin embargo, ninguna acción
encaminada a su localización fue llevada El cabo En ese sentido. el Comisario Tellería declaró
respecto de su conocimiento de la desaparición de lo vlctima:

Que tolnÓ conucimiento de ello a través de la mama de lvtm Torros. quien pone en
conocimiento en la guardiD de la dependencia, que buscaba El su hijo. argumentando que no
llegaba a la cosa. a partir del 2 de octubre del corriente año Oue con posterioridad tomó
conocimiento que tlnteriormente tal señora habra andado por la guardia el) busca de su hijo.
preguntando sí estaba su hijo detenido en ésta tJ otra dependencia f. 1Que el dla sauado once
cuando 01 oficial Ruiz lo pasa la novedad, le manifiesta al mismo que se formalice la denuncia
de tal mujer y In manda a citar en tal1to, el domingo el tema tomó estado publico a través
de la prensa, donde ya se acusaba a la poliGfa de haberlo hecho desaparecer Después en el
expediente. ame esta acusación directa se le dio intervención al .Juez de Turno Herrera f. J

176. De las constancias que obmn en el expediente, la Comisión éldvierte que las
autoridades judiciales competentes fueron pronta y adecuadamente informadas sobre la desaparición
de !ván Eladio Torres, lo que las obligabEl a seguir una investigación efectiva Ninguna información
ha sido acompañada por el Estado, dentro del proceso ante la Comisión, que permita sei)alar que se
hubieran tomado medidas importantes en los dfas cruciales seguidos a la desaparición.

177. La Comisión recuerda que, lar como lo establec'ló la Corte recientemente en el caso
Radil1a Pacheco:

I J En casos de desaparición forzada de personas, Ja denuncia formal de los hechos no
descansa exclusivameme en los félmillElfes de Itls víctimas. sobre todo cuando es el propio
aparato gubernamental el que lo obstaculiza En el presente caso. es claro qtJe fueron
famiJi¡¡res I J quienes Inicialmente, por sus propios medios, realizaron diversas acciones
enc<:Jminadas a !lU busqueda. a pesm de las dificultüdtJs propias del contexto político
jmperallte~O

178, En el re·ferido marco normativo Irnernacionaf, corresponde señalar que la obligacfón
estalal de investigar y sancionar las violaciones a los derechos humanos debe ser emprendida por
los Estados de manera seria la Corto ha señalado al respecto que:

En ciertas circunstancias puede resultar dificil la investigación de hechos que atenten contra

«« Cone ¡ D H Cusa Heliocloro Portug;¡l vs P;¡namÓ Sentencio del 12 d~ ngos\u d~ 2008. párr 115

nll DCc!ür<Jción de la !ieñora Maria leonlin;l Millcura 1I/¡lpcn del 14 de oCluorr. de 2003, Anexo 3

!'ll Corle ¡OH Caso n/ldlUfl Pi:It:hcH.:Q V~ MéltíCD E:>::cepcionrJs Prelimin'Hes. Fondo. R~I)tlruC¡OlH'Sy CD~t/lS Sl~rHnncii'l

de 23 d~ Nuvitlmbre do 2009 Sorlo e No 209, parí 114
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dorechos do l~ persona, Lo do invostigar os, como IEl de prevonir. uno obligación de modio o
comportamiento que no es incumplida por el solo hacho de que la investigación no produlca
un resultado satisfactorio. Sin embargo, debe emprenders0 con seriedad y no como una
simple formalidad condenadíJ de antemano a ser infructuosa Debe tener un sentido y ser
asumida por el Estado como un deber jurídico propio y no como una simple gestión de
intereses particulares. que dependa de la itdciatlva procesal de la v[ctima o de sus familiAres o
de la aportación privada de elementos probatorIos. sin que la autoridad pública busque
efectivamonto l~ verdad· EstLl apreciaclón es válida cualquiera sea el 0gente al evol puedo
even1Ualmente C'ltribuirsc la violaclón. aun los particulares, pues, si sus hechos no son
investigados con seriedad, resultorran, en cierto modo, auxiliados por el poder público, 10 que
comprometerla la responsabilidad internacional del EstadoSl

179 Ahora bien, la obligación estatal de investigar no se incumple solamente porque no
eXista una persona condenada en la causa o por la circunstancia de que, pese a los esfuerzos
realizados, sea imposible la acreditación de los hechos. Para establecer en forma convincente y
crelble que este resultado no ha sido producto de la ejecución mocilnica de ciertas formalidades
procesales sin que el Estado busque efectivamente la verdad, éste debe demostrar que ha realizado
Ulla investigación inmediata, ex.haustiva, seria e imparcial!!:?

'180 Es importante seiialar que los oficiales que fueron encomc!ldados el 13 investigación
de la desaparición de ¡van Eladio Torres efan precisamente aquellos a los que se les imputaban los
hechos Mediante escrito presentado ello de diciembre de 2003!:!'J, IEl señora Maria Leontina
Miliacura L1aipén llamó la atención dei juaz local de instrucción No. 2 al respecto, y solicitó que se
arbitraran los medios para que la investigación sobre el paradero de su hijo la realizara personal qua
no perteneciera a la policla de la provincia de Chubut. Sin embargo, el juez inSHuctor no aprobó la
solicitlJd, con lo cual es posible afirmar que no se ha cumplido con la imparcialidad debida, durante
la investigación del caso

181. El 16 de febrero de 2004, el juez de instrucción No. 2, Osear R P Herrera, imentó
su eXCUS¡;¡Clon para seguir entendiendo en la causa, debido él que la señora MarIa MilIacura Uaipen
habría declarado dentro de la misma "que él ella le fueron a decir que el juez Herrera había mandado
a asesinar a su hijo lván Torres" !:'" Sin embargo, mediante resolución de 25 de febrero de 2004, la
Cámara Primera en lo Penol determinó rechazar la excusación del juez lierrara por no haberse
advertido Glementos que llevaran a presumir fundacJamente que existiera posibilidad de parcialidad,
aunado a que la actuación de dicho juez no habrfa sido cuestionada por el titular de la acción pública
ni. tampoco por la parte querellante91:i"

182. El Estado informó a la Comisión que el 26 de mayo de 2004 el Gobernador de la
Provincia y el Fiscal de Estado interpusieron ante el Consejo de la Magistratura Ufiél solicitud de ~Jury

de Enjuiciamiento en contra del juez Osear Ricardo Publio Herrera Segün el informe enviEldo por el
Estado, los fundamentos esgrimidos en la presentación f'ueron los ele mol desempeño eJe sus
funciones. imputándose cinco casos diferentes. dentro ele tos cuales se cuenta el de lvan Eladlo
Torres y, sobre el particular, el mayor reproche al juez Herrera se encuentra relacionado con haberle

nI Corlo ¡OH, Coso VchisqVOi! Rodrlgu!:z. Suntenc\1l úe. 29 de julio de 1988 Serie e No 11, pórr 177

ni Cl0H InlurmG Anual 1997, Informo No 55/97, Caso 11 137 (.Juno Carlos Abelln V otrost, Ar¡.¡r.n\il~¡¡. porr 4; 2
Sobre (.:JI mis!1)() lema. VCr tambicn: ClOH. Inlorme AnU¡ll 1997. Informe NO 52/97. Caso 11 218 IArY(ls Sequuir¡¡ Mnnglls).
NicnragtH). pan 9G y 97

,l~ Coplü d(~ escrito ele Maria Millocura Uo!prin, dal 1" (le dicilHnbre de 2003, t:'xpt:'dienH! dB In cuusa Judidn!, folio
211. 'Tomo 1, Anl)xQ 3

~.! Ver el':pcdícnlc de 1" COUstl judlci<ll, lolio GOI1. Tomo 11. Anoxo 3

'Jf, ResolUCión de 25 dn lebrero de 2004 de In C{¡mil(¡l Primeo'! un lo Pennl. axpetlientB de la CHUSiJ judida!. loHo 64·6.
lomo ll. Ane.xo 3
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encomendado durante largo tiempo la investigación de la denuncia de la madre de Jván Eladio Torres
al propio personal de la Comisaría Primero, sospechoso de ser responsable de los hechos. Asimismo,
el Superior Tribunal de ·Justicia de la Provincia de C/lubut, mediante Acordada 3382 solicitó el Jury
de Enjuiciamiento al juez Herrera pero con motivaciones diferentes: I~ morosidad en la resolución de
causas judiciales

183. Por otfE! parte, ha quedado constatado a lo largo de la presente demanda, que
personal policial de la prDvincía del Chubut manipuló el Registro Parte Dinrio de la Comisaría
Seccional Primera y ni siquiera asentó la detención de IvÉln Elad'lo Torres que ocurrió en septiembre
de 2003 Así mismo, ha quedado establecido que varías testigos se encontraban de una u otra
manera amenazados por el mísmo personal, lo que a lodas Juces obstaculizó una adecuada
invostigación de Jos hechos.

184 - Ltl obligación de investígar todo hecho que implique una violación de los derechos
protegidos por la Convención y la consiguiente sanción de sus responsables requiere que se
investigue. jU7.Que y sancione, nO sólo a los autores materiales de los hechos violatorios de derechos
humanos, sino tümbién El Jos a\Jtorcs intelectuales de tales hechos9Q

. En la especie, ni uno ni otros
han sido debidamente investigados por las autoridades argentinas,

185, En consecuencia, el Estado tiene el deber de investigar las violaciones de los
derechos humanos, procesar a fas responsables y evitar la impunidad, la cual ha sido definida como
"la falta en su conjunto de investigación, persecución, captura, enjuiciamiento y condena de los
responsables de las violaciones de los derechos protegidos por la Convención Americana"07. En ese
sentido, la Corte Jnt'ernmerlcana ha sei'lalado que "el Estado tiene la obligación de comballr tal
situación por todos los medios legales disponibles ya que la impunidad propicia la repetición crónicn
de las víolaciones de dorechos humanos y la total indefensión de las víctimas y sus famHiares"aa

186 Es de clestacar que se emitió sentencia del 15 de octubre de 2007, dentro de la
causa "MiJJacura Uaípén, Marra Leontina s/Denuncia Desaparición Forzada de Persona", en la Que ia
Juez Federal determinó dictflr procesam'lento, en libertad, a los oflc'lales Fanian AlclcJes THJeria y
Juan Sandro Montecino ell orden al delito de privación ¡legal de la libertad y sol)reseerlos a eUos y a
los oficiales Morcelo Miguel Alberto Chem-ll1, .José Lu'JS Baharnonde, Rosana EI¡sabet Soler, Pablo
Miguel Ruiz. Mario Alberto Gómez y Hernán Eliseo Leiva. en cuanto en orden al presunto delito de
desaparición fon'.acJa dl!J persona, según la Convención Americana y ordenó que continuara la causa
para pro-[undizar la búsquuda de lván Eladio Torres, así como las averiguaciones respecto a cuales
serian las razones de su injustificada ausencia hasta estos dfasl:!S

!JG Lo Cono ha soi'liJlmJo, por cJemplO. qUe "!lltl Convcnclón AmetlcllrlO tlürnnlil<l tl loda personfl el tlCCC!.lO a 1¡1
justk:io por;¡ h¡¡c~r ville¡ su::; tlurc(:hos. recl.lyendo sobre los Estados Portes Jos deberes de prevenir. invesligor, identif)cilr y
SnnciOf'lilr tl los QUlores int{!!twlu¡¡IBs y encubridoms de viol,:¡ciones de los derechos humanos" Cone LD H . Caso da! Tnbun,')!
Cons(ffl/ciona!. Slmlencio JuJ 29 de septiombre dm 1999 Serie? C N" 71, párr 123 Ver Hslmismo Corto I D.H, Coso MvrruJ
/l4I1cf..' C/wng Senlencin de 25 de noviembre úe 2003 Scrit: C NO· 101, p{m 275; C1S0 Ju¡¡n Htlmbcflo Sdnc;her:. Scntcnciü
de 7 de junio de. 2003. Seriu C NO 99. pórr 186; C",SO 8Ial(c. Reparaciones. $enter)cln de 22 dlZ! enero de 1999. Serie C NI>
'lB. pórr 65

91 Cone lDH. CM;O de los Hermanos Gomaz PoqUiYOUFi. Scnlcnr.in de 8 de julio úu 2004 Serie e No 110, parr
14·8; Corte ¡DH. Coso "19 CnmerdOl1les". SI?n!frt\Ciil do {) do juno do 2004 Serie e No 109, parr 175; Corle 1OH. Caso
13ómncn Velósqucz Repi.lrnciot1f:!s. (ar! 63.1 Convendón Amerlcl)t1iJ sobre Derechos HumrmosL Senwnr.h:l de 22 de leblOro
de 2002 Seria e No 91, p¡jrr 64

~l! Corte IDH. Ca!'iD Loayl.o Tflmnyo. Senlcncla sobre Reparacíones. 27 de noviembre do 1998. $¡!rio C. No (12.
pilrr 169 y J70

¡}!l CopIo ele In senlencin inturloculoril1 51 G/07 de 15 úe octubre de 2007, Anexo 14

I
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187. La Comisión advierte que la jueza a cargo del proceso penal resolvió el
sobreseimiento de los presuntos inculpados por insu'flciencia de prueba. En ese sentido, la Comisión
lnteramerlcana ha podido identificar deficiencIas evidentes en la investigación efectuada por las
autoridades: primero, la negativa a recibir la denuncia de desaparición de Iviln Eladio Torres;
segundo, la -falta de medidas inmediatas para establecer su paradero; y, entre olras, la asignación de
las diligencias indagatorias a los mismos agentes policiales señalados por familiares y amigos de
Iván como presuntos culpables de la desapariclón.

188, Por otra parte, se advierte el relardo en que incurrieron las autoridades, tanto en el
des~rrollo de cada medida u obtención de prueba, como en la sustanciación general del proceso que,
desde su denuncia, tardó más de 4 aí1Ds para que se dictara sentencia de primera instancia,
tratándose de un caso ele desaparición en el que la celeridad de las actuaciones resulta cruciaL

189. Dichas deficiencias obsl<Jculizaron la posibílidad de que el proceso se siguiera
con{-orme él los principios de la debida diligencié) Una mala o incompleté'l investigación de los hechos
l"wce dilícil esttlblecer responsabilidades y pueele conducir a la impunidad de los mismos Así lo ha
considerado el mismo Estado, cuando el Fiscal Federal de primera instancia apeló el I"(lllo de 15 de
octubre de 2007 con el argumento de que lAS circunstancias de la desaparición de lván Eladio
Torres no estaban debidamente acreditndas, lo que motivó que el Superior Tribunal mediante
senlencia 42/2008 del 28 de lebrero de 2008 revocara el lallo de 15 de octubre de 2007, en
relación con los sobres{'Iimíentos, señalando que no existía falta de mérito y ordenó que se siguiera
COli las investigaciones en el marco de la causa,

190. No obstante, la Comisión no ha recibido mayor iniormación por parte del Estado
respecto de las lineas de investigación que, posterior a dicha sentencia, se estarían siguiendo V,
advierte que, hasta el momento, ninguna persona ha sido sancionada, lo cllal ha generado, además,
irnpunidad.

191. Las investigaciones realizadas por la desaparición l'orzada de Iván Eladio Torres,
según se desprende de los elementos probatorios obrantes en el expediente de la Comisión, se han
caracterizodo por la negligencia de las autoridades judiciales en la recolección de la prueba, el
encaminamiento del proceso V, especialmente, en la tardanza en la conclUSión de aquél y el
consecuente enjuiciamiento de los presuntos responsables intelectuales V materiales.

192. Con relación a las garantias procesales, la Corte 11a establecido que "Iplara que en
Un proceso existan verdaderas garElOtías judiciales, conforme a las disposiciones del artIculo 8 de la
Convención, es preciso que se observen todos los requisitos que sirvan para proteger, asegurar o
hacer valer la titularidad o ejercicio de un derecho'ÜQ.',

193. En el caso especIfico de la desaparición forzada de personas, la Corte lnterDlTlericClna
ha eSlablecido que:

Este fenómeno supone. además. ·'el desconocimiento del deber de organiZClr el aparato del
Estado para garéll1tilar los derechos reconocidos en la Convención ,. En razón de lo cual, al
llevar (\ cabo o tolerflr acciones dirigidas a realiz.ar desapariciones forzadas o involumnfÍas, al
1')0 investigarlas diZl manern adecuada y 01 no soncionnr, en su coso, a los responsables. el
Estado viola el deber de respetar los derechos reconocidos por la Convención y de garantizar
su libre y pleno ejBrciclo, lanto de la v{ctlrna como de sus familiares, ptlrD conocer el paradero
de aquella'Ol

wo Cono 11)1-1 .. Coso JUiln Humbcno S;ilichn7 Sfllilnncln dI! 7 c/u junio da 2003 Se TÍ!'! e No 99. pilr( 12i.l

'\'1 COrlO t D 1-1 . C,rl.~O Bnmaca \leMsr¡ue.r: Sonl~nci;) d~ 25 de noviembre de 2000 Serie e No. 70 p6rr 129
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194. De hecho, la Convención Intsramericana sobre Desaparición Forzada de Personas
establece en sU Elrtlculo IIb¡ que "lllos Estados partes en esta Convención se comprometen a: ¡ J

sancionar en el ámbito de su jurisdicción a los autores, cómplices y encubridores del delito de
desaparición forzada do personas, así como la tentativa de comisión del mismo r 1"

195 En efecto, los órganos interamericanos han entendido que el deber de investIgar con
debida diligencia, incluye la obligación de llevar El cabo lodas las actuaciones necesarias en un plazo
razonable 10.:!, Asimismo, se han establec'ldo tres cr'¡ter)os funuamentales para la delerminación de tal
razonabilidad: al complejidad del asunto, b) actividad procesal del interesado y c¡ conducta de las
autoridades judiciales 103

196. Preliminarmeme al análisis de Jos elementos señalados, la Comisión indica que el
análisis del plazo razonable en los procesos internos se entiende, en principio. desde el momento en
que las aut'oridadRs tuvieron conocimiento de Jos hech.os hasta que se dicte scntcnc'ta definitiva y
firme y, particulormente en materia pena/' el plazo razonable debe comprender todo el
proc~djmiento, incluyendo los recursos de instancia que pudieran eventualmente presentarse 1

')4

197. En cuarlto a la complejidad dcl presente asunto, la Comisión estima que frente a la
detención y posterior desaparición forzada de Iván Eladio Torres, el Estado no procuró de manera
pronta y efectiva Jos medios de prueba que permitieran la identificación de los responsables, no
obstante contar con la información brindada por los familiares de la víctima, amigos y conocidos, en
sus respectivas declaraciones Adicionalmente, la Comisión observa que el Estado no ha ofrecido
inf'Oflllar.;ión específica o concreta que señale que el presente caso Se caracterice por níveles de
complejidad que dificulten el esclarecimiento judIcial de las circunstancias denunciadas Por lo
lanto, tampoco ruede justificarse el retardo en este sentido, con el fundamento de una posible
complejidnd del asunto

198, Como ya se indicara, la Comisión considerR que la detención y posterior desaparición
de lván Eladío Torres constituyeron hechos realizados por agentes del Estado cuya actuación
flrbilraria e ¡legal constituyó un grave indicio de que habia ocurrído una desaparición {-orzada, Este
grave Indicio exigía que los fiscales, funcionarios policiales y demils autoridades pertinentes
emplearan todos los esfuerzos para realiZAr una búsqueda efectiva y una ¡nvestigacJón eficiente
acorde con la gravedad y la magnitud de los hechos denunciados, lo cual no ocurrió

J 99. De lo anterior se desprende que las inves1'igaclones impulsadas por la rama judicial
del Estado mostraron indicios de manipulación de la rocnbo de prueba, obstrucción de justicia, y
retardo procesal

200 De lo analizano, la Comisión concluye que Estado argentIno vloló la garantía de plazo
razonable y la debida diligencia en el desarrollo de las investigaciones relacionadas con la detención
y posterior desaparición forzada de lván Eléldio Torres Las contravenciones de los artfculos 1, B. 1 Y
25 de la Convención Americana, así como de la Convención lnteramericana sobre Desaparición

1M Cona IDH > ClISO do los Hcrnllll)OS Semmo Cruz Sen¡el)ciu de 01 de: rn<H"W UO 2005 Suri~ e No 120 Párr G5

U)j Corle IDI-! Coso de In COniUf,kJod Moiwiina $cr.lencin de 15 de junjo do 2005 Serie e No 124 r.l'árr 160 En
igut:ll ¡.:enlido r:uropclln Coun of Human Righls Wimrner v Gttrmnoy. no 60534/00 § 23, 24 Mny /005; P¡mcheJ\ko v
Rus$in, no 45100í98, § 129. 8 r~obfUOry 2005, y TodDrov v Bulgariil. no 39832'98. % 4!). 18 ,)nnu:Jry 2005

!to,j Cone IOH, Cuso '19 Comell~i(JI1tcs" $emenciu de & de julio de 2004 Serie e No 109. pilrr 189, citando
CUl\e r D H , Cnso .Nan HumlJeno S{rncIH~Z. Sontencia de 7 de: junio de: 2003 Serie e No 99, p¡\rr 120; Corte ID H , Caso
H¡I¡¡i¡~, CO!l¡;wmine V B~njamJn y otros Sentencio de 21 d¡. junio de 2002 Serio e No 94; y Corto ro H ellso Su¡jnn
Aos\':f!} SenlelH.:hJ do 12 ele noviombre di! 1997 Serk! e No 35. ptlrr 71
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Forzada de Personéis, se consumaron cuando el Estado argentino omitió llevar <:1 c~bo

investigaciones y procedimientos internos efectivos

Derecho El la verdad y la obligación de combatir la situación de impunidad

201, Lo jurisprudencia del sistema ha establecido que el derecho de acceso a la justicia
debe asegurar, en tiempo razonable, el derecho de las presuntas víctimas o sus familiares. a que se
conozca la verdad de lo sucedido y se sancione a los eventuales responsables)O!.i En efecto, la Corte
Interamericana ha estElblecido que el derecho El lo verdad se encuentra subsumido en el derecho de
la víctima 0, de sus familiares a obtener de los órganos competentes del Estado el esclarecimiento de
los hechos violatorros y las responsabilidades correspondientes. a través de la investigación y el
juzgamiento que previenen los art{culos 8 y 25 de la Convención 10G . Especfficamentc en los casos de
desaparición forzada, que se trata de violaciones de ejecución conlinuada'01, la jurisprudencia del
sistema inlernmericano ha establecido el deber del Estado de investigar los hechos mientras se
mantenga la incertidumbre sobre la suerte de la persona desaparecida, y la necesidad de brindar un
recurso sencillo y rápido para el caso. con las debidas garantías lOtt

.

202. Los funclamentos de este derecho se basan en la convicción de que el conocimiento
de la verdad es una de las medidas más eficaces pAra prevenir la recurrencia de graves violaciones a
los derechos humanos y de consolidación del sistema democrático en un Estado de Derecho Más
aún, el Estado tiene la obligación de poner a disposición de las v!ctimas y sus familiares, toela la
información t~ su disposición. y debe utilizar todos los medios a su alcance para producir dIcha
inf'ormación

203 Asimismo, de conformidad con la jurisprudencia del sistema interamerlcano, en
casos de graves violaciones a los derechos humanos, las obligaciones positivas Inherentes al
nerf!.cho a la verdad exigen la adopción de los diseños ins'tituciorlales que permitan que este derecho
se rcallce en la forma más idónea, participativa y completa posible y no enfrente Obsláculos legales
o prácticos que lo llagan ilusorio lO!!, Por lo tanto, se resalta que la satisfacción de la dimensión
colectiva elel derecho a la verdad exige la determinación procesal de la más completa verdad
histórica posible. lo cual incluye la determinación judicial de los patrones de actuación conjunta y de
todas las personas que de diversss {'ormas participaron en dicl18S violaciones y sus correspondientes
responsabilidades Oicl'w ilw8:stlgación debe ser asumida por el Estado comO un deber jurídico propio
y no como una simple gestión de intereses particulares que dependa de la iniciéltiva procosnl ele las
víctimas o de SUS familiares o de la aportación privada de elementos probatorios

204. La Comisión considera que el derecho a la verdad surge como consecuencia básica e
indispensable para todo Estado parte de la Convención Americantl, puesto q'ue el desconocimiento
de los hechos r0lacion<ldos con violaciones a los clerechos /lumanos significan en la práctica, contar
con un sistema de protección incapaz de garantizar la identificación y eventual sanción él los
responsables.

205. Tal como se advierte de la información suministrada tanto por los peticionarios como
por el Estado, héln transcurrido más de 6 años desde la desaparición forzada de lván Eladio Torres y,
a la lecha de elaboración de ta presente demanda aUn se desconoco su paradero y las circunstancias

lWi Corle IOH, Caso del Ponnl Miguul Castro Cmmo. Sentencio dal 25 do noviembre da 200G. pórr 382

\~,¡ COfia 101+1, CilSO Lil Cilnl"UI¡L SontcnGlil de 29 ¡Jf: noviambw (Jo 2006, purr 147

lIll Cona ¡OH, Coso f3;irn<lca VcJ;'¡squez.. lJcntcnciiJ de londo del 25 de nov'IClP!1rR. de ;:WOO. púrr 201

llm ldern, pnrr 197

'\l~ COfle lDH, Ctlso Lo Cun(u\¡l. $l.lntencia de 29 de noviembre de 200!>. pim 195
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de su desaparición y no se ha sancionado a persona alguna por los hechos. Ello, a criterio de la
Comisión, configura una situación de impunidad frente a la detención y la desaparición forzada de
¡van Eladio Tortes ocurrida en la madrugada del 3 de octubre de 2003.

206. La Comisión resalta que la falta de sanción a los perpetradores de las violaciones
aquJ analizadas contribuye a prolongar el sufrimiento de los familiares de /ván Eladio Torres, causado
por la violación de los derechos fundamentales y constituye un deber del Estado proporcionar una
respuesta judicial adecuada En el prBsemB caso, las declaraciones de la se¡'iora MarTa Leontina
Millacur8 Llalpén. madre de ¡viln Eladio "Torres, que obran en la causa judicial y en el expediente de
la Comisión, dan cuenta del sufrimiento y angustia causados tanto a la victima como a sus
familiares mediante las violaciones cometidas por mj~mbros del Estado argentino, las cuales han
causado un profundo daño moral cuyas secuelas persisten hasta el día de hoy

207. Es importante señalar que la señora MHlacura Llaipén aún espera a su hijo con
vida1lO lviin Eladlo Torres era el sustento de la familia; en especial de su madre, hermana y sobrina,
Segun información proporcionada por la seil0rn Millacure a la Secretaría Ejecutiva de la CIDH, ella se
encuentra "acampando" en las aIueras de la Comisaría Seccjonal Primera, desde hace más de cHio y
medio, esp~rando con eso obtener alguna ínformación sobre el paradero de su hijo

208. En tanto el sistema judicial se mantenga inactivo y encubridor mediante la omlSlOn o
falta de una investigación adecuada, los hechos permanecen en la impunidad La Jurisprudencia del
sistema inte-ramericallo ya ha establecido que la falta de sanción permite la repetición de las
violaciones investigadas. El juzgamiento y sanción de los auwres responsables tiene una función
preventiva para que hechos de esa misma naturaleza no vuelvan a suceder

209, En conclusión, la Comisión considera que el Estado argentino no ha cumplido su
obligación de proveer H la vfctima y sus familiares, un recurso judicial efectivo. tendente al
esclarecimiento de los hechos, la sanción de los responsables y la obtención eJe una eventual
reparación por los demos sufridos, en violación a los artículos 8 y 25 do la Convención Americana.
en rolaclón con el artículo 1.1 de 1m misma, así como en relcción con el artículo I(b) do la
Convención lnteramericana sobre Desaparición Forzada de Personas.

6. Derecho al reconocimiento de la personalidad jurídica (Articulo 3 de fo Convención
Americana)

210. El artículo 3 de la Convención Americana señala que toda persona tiene derecho al
reconocimiento de su personalidad jurídica. Este derecho es un requisito fundamental para el
disfrute de lodas las lillerlades básicas, lO da vez que confiere el reconocimlenl'o (Jel intJividuo ante la
ley Asimismo, el derecho el la personalidad jurídica se encuen1ra protegido por numerosos
instrumentos internacionales y, en njng\ín caso, debe ser suspendido 111

211. La desaparición fo"-ada que tUvo lugar en contra do Iván Eladlo Torres y la situación
de extrema vulnerabilidad en Que se encontraba, ocasionó su exclusión del orden jurídico e

¡l{l OUrlJnle ji) reunión tiPo 1mbnjo llevada tl Cubo el a de marzo de 200G. 1., soñor<l Mar!.. Leontina Míllocurll Uaipó¡,
informó iJ person¡¡1 de lo Secwtotlo Ejecutivo que toOos los dios espernbo que su hijo H!gresaro con vida 1) su hogar ar:!orandu
quú si elJo se ve/a en li] nccc;sidlJú de stllir de 1<J CAsa. siempre le deJobn unn nOla o Jvún indlcóndole a d¡'¡nde hilbia ido y ü Que
hor;¡ regre$i)rin paro en caso de Que él se i'lPfHecir.ro CtHHldo clla esluviom fuera

Il! Ver Decl<lfodó¡, Unlversol de Derechos Humnno.~. nrticulo 6; Plle\r) Inlernncion<ll de Derechos Civiles y polincos.
mliculo 16; D13c!¡¡rnción Amcricona de los Domchos y Debef0s del Hombre. ,lrljCU!(' XVlI. y Curta Alricílnil Uf;! Derechos d~1

Hombro y de IOH Pur:blo~. fin {culo 5

1

-1
I

''''j.".. ,.

I
\ I

\

HORA DE RECEPClóN ABR 18 11:57AM HORA DE iMPRESIóN ABR 18 12: 14PM I~



1ClIR ~~/058

institucional del Estado argentino. En este sentido, la desaparición forzada de personas implictl
negnción de la propia existencia como ser humano revestido de personalidad jurídica I1

:!.

21 2. La Corrüsián esüma que la conexión entre la desaparición forzada y [a violación del
reconocimiento n la personalidad jurídica redica en el hecho de que el objetivo preciso de la
desElparíción forzada es sustraer al individuo de la protección legal que le es debida; el objetivo de
quienes la ejecutan es operar al margen del imperio de la ley. ocultando toda evidencia del delito y
procurando escapar a su sanción, sumado a la intención clara y deliberada de eliminar la posibilidad
de que la persono interpongn acción legal alguna respecto del ejercicio de SUS derechos

213, La Comisión considera que la desaparición como violación de multíples derechos,
busca y produce la anulación de la porsonalidad jurldíca de la victima. El objetivo es mantener fuera
eJel mundo real y jurfdico a la persona desaparecida, ocultar su paradero e impedir que ésta Mmientras
se encuentra con vlda w pueda acudir ante un juez o bien, ejercer cualqu'ler derecho.

214. En este sentido, el derecho al reconocimiento de la personalidad jurídica está en la
base misma de la noción de sujeto de derecho, lo que determina su existencia efectiva ante la
sociedad y el Estado y que le permite ser titular de derechos y de obligaclones, ejercer SLlS derechos
élsi como tener capacidad de actuar

215. Al respecto, la Corte Interamericana ha afiflnado que

1 J toda persona tiene derecho n que se le reconozca en cualquier parte como sujeto de
derechos y obligaciones, y 11 gozar de los derechos civiles fundamentales El derecho al
reconocimiento de la personalidad jurjdlctt implica la capacidad de ser titular de derechos
{cap<lcid<.ld y goce} y de deberes: la violación de aquel reconocimiento supone desconocer en
términos absolutos la posibilidad de ser titular de esos derechos y deberes ll ).

2 '16, Recientemente, la Corte Interamerfcana ha reconocido que, dado su carácter múltiple
y complejo, la desaparición forzada da personas puede conllevar una violación específica del derecho
al reconocimiento de la personalidad jurldica. Específicamente, la Corte indicó que:

tMliís allá de que la persona desaparecida no pueda continuar goz<.lndo y ejercielldo otros, y
eventualmente todo:::, los derechos de los cuales tamb1én es titular. su desaparición busca no
sólo una de las mas graves formas de sustracción de una persona de todo ámbito del
ordenamiento jurídico, sino,. también negar su existencia misma y dejarla en una suerte de
limbo o situación de indeterminación jurldica ante la sociedad. el Es1'ado e inclusive la
comunidad internar:ional\ld

2 17. En el presente caso, el objetivo de quienes perpelfaron la desaparición forzada de
lvén Elaclio Torres consistió en actuar al margen de la ley, sembrar miedo, ocultar todas las prueb(ls
(le BUS delitos y escapar a toda sanción, La Comisión entiende que durante el tiempo ele su
desaparición, los perpetradores pretendieran crear un vacío jurídico, instrumentilndolo a través de la
negativa del Estado de reconocer que Iván Eladío Torres se encontraba bajo su custodia, provocando

\11 la DGcl1.lfl:lcióll sobre lu protGcclón dl3 todo~ las personas cootril las desaparlcíoneN !c)(7l'lr!ns. oniculo 1 2. define
o la dCSllPl:lrición corno "un¡¡ violación c.le Ins normas del úerecho internacional que lJonml¡l.an 8 todo !icr humano el derecho ul
reconocimier'to do lo ptH'sOJ\nliC!ild ;tJrJdlcD" Rosoluclóll de ID Asarnblea Gcnernl dll tDS N'lciones Unirlfl1': 47/133, 1B da
dicicJnbw d(!! 1992

1lJ Corte IDH CilSO de ¡¡JI'; Niñas Vean y Bosico vs Republic,¡ Domlrllconll Sentencio de 8 dc septiembre de 2005
Serie e No 130, pUlr 176 y Cone 10 H. Coso B<ímacñ Vchis("]ucz Sentencia {le 25 de Novlombre de 2000. Sode e No
70 p;'¡rr 179

1\~ Con~ 1 D H . C01;O Kennolh Ney Amu¡¡ldo, Sentancia do 22 d~ ')epUcmbro de 2009. pim 90
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en forma deliberada la imposibilidad de la víctima de ejercer sus derechos y manteniendo a sus
(HmiJiares en una complela incertidumbre respecto de su paradero o si1uaGÍón.

218, Con base en los argumentos de hecho y eJe derecho antes señalados, la Comisión
encuentra que el Estado de Argentina violó en perjuicio de Iván E/adio Torres el derecho al
reconocimiento de la personalidad jurfdica, consagrado en el articulo 3 de la Convención AmerlcEma.
cm relación con el artfculo 1.1 de la misma

7. Obligación de respetar y asegurar derechos protegidos (Articulo 1 .. 1 de la
Convención Americana)

2 '19, En el presente caso, el Estado Argentino no ha cumplido con su obligación respecto
del artfculo 1 1 de la Convención Americana de "respetar los derechos y libertades reconocidos en
ella y a garantizar su Hbre y pleno ejercicio a toda persona que este sujeta a su jurisdicción", dado
que violó los derechos f3stablecidos en el ar1Ículo 5, 7, 8 Y 25 de ese tratado,

220< la primera obligación de todo Estado Parte de la Convención Americana es la de
respetar los derechos y Hbertades prolegidas de aquellos sujetos a su jurisdicción, Como la Corte
Interamericana lo ha indicado, "es un principio de Derecho 'Internacional que el Estado responde por
¡os actos de sus agentes realizados al amparo de su carácter oficial y por las omisiones de los
mismos aun si actúan fuera de los límites de su competencia o en violación del derecho interno ll5. "
Asimismo, ha establecido que "en principio, es imputable al Estado toda violación a los derechos
reconocidos por la Convención cumplida por un acto elel poder püblico o de personas que actúan
prevalidas de los poderes que ostentan por su carácter oficiall/.

221. La segunda obligación establecida en el artículo 1.1 es la de asegurar el libre y tolal
ejercicio de los derechos y libertades reconocidas en la Convención. En este sentido, los Estados
partes tienen la obligación de "organizar todo el aparato gubernamenHJI y. en general, lodas las
estTucturas a rravés ele lus cuales se manifiesta el ejercicio del poder público, de manera tal que
sean capflces de asegurar juridicamente el libre y pleno ejercicio de los uerechos humanos Como
consecuencia de esta obligaclón los Estados deben prevenir, investigar y sancionar toda violación de
los cJerechos reconocidos por la Convención I J"110 La violación de un derecho protegido tamblón
genera la obligación de adoptar las medidas necesarias de reparación,

222, El Estado, frente a los alegatos de desaparición forzada, tiene la obligación de aclarar
los hechos y de idenUficf1r y sancionar a las personas responsables En el casO anafizado en la
presente demanda, osWs obligaciones esenciales no se cumplieron Es por eslo que la Comisión
concluye que el Estado ha violado el artfculo '1,.1 de la Convencióh porque no garantizó fa ejecución
de los derechos y garantías de lván Eladlo Torres V de su ('amilia

223, Resulta preciso manifestar que, con independencia del reparto interno de
competencias, el Estado argentino debió procurar que la Provincia de Chubut adoptara las medidflS
lendientes a asegurar el cumplimiento de los derechos establecidos en la Convención y, en especial,
debida diligencia e investigación de los hechos denunciados por los familiares de lván Eladío Torres

224. En este sentido, la fínalidad de salvaguarda de los Derechos Humanos impuesta por
la Convención Americana en general, y las disposiciones mendonadas en particular, prescinden de
cUDlquier referencia a la distribucióh interna de competencias u organi2.8Ción de las entidades

11~ COrte JOH Caso Vol/.lsquel. Roe/rlgue? Vs Hondu(as Fondo SenHlnc¡ü de 29 tlG iulio de 19B8 Serie e No 4,
p¡}rrs 170 Y 166

1P. (IJ prlH~ 166
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componentes de una federación A este respecto. no puede olvidarse que Jos Estados de la
federación, en lanto parte del Estado, se encuentran igualmente vinculados por lo dispuesto en los
tratados internacionales ratificados por el gobierno federal,

8, Deber de adoptar disposiciones de derecho interno (Artículo 2 de la Convención
Americana y artículo III de In Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada
de Personas)

225, Los Estados partes de la Convención Americana han asumido la obligaCIón de
respetar y garantizar todos los derechos y libertades estipulados en la Convención con respecto a
las personas comprendidas en su jurisdicción y de adoptar las medidas legislativas o de otro carÁcter
ele manera d.e permitir HI goce V ejercicio de esos derechos V libertades

226. El artfculo 2 de la Convención Americana establece lo siguiente:

Si en el ejercicIo de los derechos y libertades mencionados en el ~rtfclJlo 1 no estuviere ya
garnntlzado por disposiciones legislotivns o de otro carácter. los Estados parles se
comprometen a adoptar, con arreglo a st)S procedimientos constitucionales V a las
disposiciones ele esta Convención. las medidas legislativas o de otrO carácter que fueren
neces8(16s para hacer efectivos tales derechos y libertC1des,

227. Por Su parte, el artículo 111 de la Convención lnteramericana sobre Desaparición
Forzada establece lo siguiente:

Los Estados píln8s se comprometen a adoptar, con arreglo a sus procedimientos
constiHlcionales, las medidas legIslativas que fueren necesarias para tipi1¡ci'I( colnO delito la
desaparición forz<lda de personás, y a imponerle una pena apropiada que tenga en cuenta su
13xtrslTHI gravedad. Dicho delito será considerado con~o continuado o permanente mientras no
se establezca el destino o paradero de la victima

228. Estos artículos incluyen la obligación positiva de los Estados que han rotif'lcodo la
Convención Americano ele derogar la legislación que sea incompatlble con su objeto y fin.

229 Al respecto, la Corte Interamericana ha eSlablecido que:

El dober general elel articulo 2 de 1" Convención Americana sobre Derechos Humanos Implica
la adopcióh ú~ ¡nedidas. en dos vGrtientes. Por una parte. la supresión de las norm~s y
prt!cticas ,de cualquier naturaleza que entrañen violación <l las garantlas previstas en la
Convención Por la otra, la expedición de normas y el desnrrollo de prácticas conducentes a la
electIva observancia de dichas garamias '17

A nivel provincial

230_ De las constancias con que cuenta la Comisión y de 10 analizado previamente on la
presente demanda, Se advierte qLle la Ley 815 de la Provincia de Chubut, que regula la actividad
policial en la provincia y que se encuentra en plena vigencia¡ faculta a los aHciales El det.ener El las
personas que, según su arbitrio, requieran ele lIidentiticación", llevándolos a las comisarías, donde se
les toman fotograBas y !'le dejan asentados sus datos V las actividades que realizan para verificar
qlle éstas sean medlos lícitos de vida. Al respecto, la Comisión advierte que dicha normativa es
incol11patible con el objeto y fin de la Convención Americana, en especffico, COn lo que establece el
artículo 7 de dicho instrumento,

111 Curte I D H, Cnst"¡ Cilstillo Pelrul,Z! y Olros Sumel~cjCl de 30 de milyo oc 199!) Serie e No 52, piHr 207
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231. Cabe señalar que el 11 de octubre de 1995 se promul9ó en Argentina la ley 24556
mediante la cual el Es! aclo aprobó la Convención Interamericana sobre Desaparición FOr¿ada de
Personas, agregando su texto a dicha ley y otorgándole rango constitucional mediante la ley 24820

232 L.a Comisión observa que las autoridades judiciales que han conocido del presente
caso, en especial la -Jueza Federa! de Primera Instancia, prosiguió la investigación de los hechos y él

los presuntos implicados, respecto del delito de desaparición forzada de persona, siguiendo Jo
establecido en la Convención In1eramericana sobre Desaparición Forzada de Personas, aún cuando
dicho delito r~o se encuentra aun debidamente tipificado en la legislación penal nacional

233. La Comisión advierte que a la fecha de elaboración de la presente demanda. el
Estado de ArgDntinu no ha cumplido de mane re¡ concreta con lo establecido en el artículo 111 do la
Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada, en tanto que el delito de desaparición
forzada no se encuentra aún tipificado en la legislacIón argentina y, hasta el momento, no se ha
producido debate legislatlvo sobre el mismo.

234. En consecuencia, ¡ti Comisión concluye que el Estado argentino incumplió su
obligación de adecuar su derecho interno a la Convención, segun el artículo 2 de la misma, en
relación con los ar¡-¡culos 3, 4, 5, 7, 8 1, 25 Y 1.1 de! mismo tratado Asimismo, ha incurrido en el
incumplimiento de su obligaCión contenIda en el artfculo JlI de fa ConvencIón lnteramericana sobre
Desaparición Forzada de Personas, de adoptar las medidas necesarias para tipificar como deliro la
desaparición forzada de personas, imponerle una pena apropiada que tenga en cuenta su extrema
gravedad y considerarlo como delito continuado o permanente mientras no se establezca el destino
o pafEldero de la vfctima

9. Derecho a la Integridad Personal de los familiares de Iván Eladjo Torres {Artículo 5 de
la Convención Americana}

235. La Comisión también considera que los derechos protegidos por el articulo 5 de la
Convención Americana fueron violados con respecto a los familiares de la víctima lván Eladio
Torres l1U

, ya que como ha seflalado la Corte Interamericana:

flJa violación de IEl integridad psíquica y moral de (los) famillilres. es una cO/lsecuencia directa
de !Ial desaparición forzada Las circunstancias de dicha desaparición generan sufrimiento y
angustia. adernfJs de un sentimiento de inseguridad, frustración I~ impotencJa ante la
abstención de las autoridades publicas de irwestigar los hechos 1\9

236. Ha quedado demostrado que al acudir ia madre de Iván Eladio Torres ante las
autoridades para obtener información respecto de su hijo y, a fjn de presentar la denuncia de su
desaparición, ros funcionarios de la Comísaría Secciona! Primera negaron tener conocimiento de su
paradero V, lo que es peor. ni siquiera recibieron la denuncia de la señora Millacura Llaipén, síno
hosta que la noticia de la desaparición fue presentada por los medios de comunicación, el 14 de
octubre de 2003

11U [IH¡ flllTliflnre.s r.:onsh,JOf:H!OS como víctlmus del cm;o jncluy~n <l su ln<:Jdre. M¡jr!;) Leol,tlnu Mi!lacUftl L1alpén y
hcrrn;:¡t1/,l!L Vnlcrin y MnrCO!l Torres

11') Corto IDH. Caso !~[¡llce vs. República de Argentino Sc.nlenciól do 24 de ChOro de 1998. p¡jrf 114

1

j
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237. En efecto. el sufrimiento experimentado por los familiares de ¡van a ralr- de la
privación ilegal y arbitraria de la libertad de la víctima, del desconocimiento de su paradero, de su
desaparición y de la falta de investigación de lo ocurrido, ssf como la impotencia y angustia
soportadas durante años de inactividad por parte de las autoridades estatales para escléJrecer los
hechos y sancionar El los responsables, no obstante las reiteradas solicitudes y denuncias ante las
autoridades dUfélnte más de 6 años, constituyen razones por las cuales los familiares cleben ser
considerados víctimas de tratos crueles, inhumanos y degradantes 120

. A la fecha, la única respuesta
que ha obtenido la familia, por parte de las autoridades judiciales es que tlexistef1 indicios n:Jcionales
de Que las cosas pueden haber ocurrido de un modo similar a como 10 plantea la que:rel1a"l'l¡

238. La Corte ha considerado que

IHa frustrnclón de no contar con la ayuda y colaboración de las au\Oridades estatales para
determinar lo sucedido con \las vlctlrnasJ y. en su caso, castigar a los responsables, asf corno
determinar el péHiJdero de aquellas y lograr el reencuentro familiar, ha provocado gré\ves
afectaciones en la inlegridad ffslca y psicológica de los familiares l22

239. Asimismo, la Corte ha expresado en el pasado que es razonable concluir que las
aflicciones sufridas por la víctima se extiendan a los miembros más cercanos de la ('emitía,
particularmente aquéllos que tenían un contacto afectivo estrecho con eHa 123

•

240, La Comisi6n observa además que la faita de debida diiigencia dei Estado ha quedado
de mnniiiesto al no haber realizado, a partir de las denuncias presentadas por los familiares de la
vlctima. una investigación sería, imparcial y efectiva, dentro de un plazo razonable conforme a los
principios del debido proceso, para esclarecer los hechos y, el1 particular, para identificar y sancionar
a los autores maleriales e intelectuales de los mismos, en cumplimiento de su obllgación establecida
en el articulo 1 1 de la Convención de garantizar el derecho a la integridad personal.

241. Con base en las consideraciones precedentes, la Comisión concluye que el Estado de
Argentina violó el arUculo 5 de la Convención Americana on perjuicio de los familiares más cercanos
de Iván Eladio Torres, en concordancia con el artículo 1.1 del mencionado instrumento internacional

VIii REPARACiONES Y COSTAS

242. En razón de los hechos alegados en la presente demanda y de la jurisprudencia
constante de la Corte lnteramericana que establece "que es un principio de Derecho Internacional
que toda v'lolaclón a una obligación 'Internacional que haya causado un daño. genera una obligación
de proporcionar una repatecrón adecuada de dicho daño"12 1

, la Comisión presenta a Itl Corte sus

I~.O Corlo lDH.. Cuso .Juan HumberlO Sbnchez SelHenciCl de 7 de junio do 2003 Seria e No 99. parr 101: Vor
lambiúo. COrlc.IDH. Caso tle los Hormvno.!< Gómaz 11uqulyouri Sentenciü da 8 de Julio de 2004 Serie e No 110. piul 118

'7\ COpifl de la suntcflcia 42/2008 do 28 de lobroro do 2008. Anexo 15

m Corto 1D H. Caso de la':! Hormana.~ -Sermno Cruz Senlencia de 1 do montO de 2005 Stlrie e No 120. pfJrr
lltl.

',1 Colln 10H, CU$\l Til>i Sentenci:l de 7 de $eptiomlHe de 2004 Seria e No 114. pórr 160: Corte ¡DH Caso
··lns\i\ul0 de Rcoducnción tlül Menor." Sentencio de 2 (le septiembre de 2004 Serie e I-Jo 112. pórr 191; Corte ¡DH-, Coso
18 Comerci,Jn\Os" StmlUll(:iil de 5 (Jo julio do 2004 Serie e No 109, Pllrr, 249; Cone IDH. Coso MürltlO Urrutill

SC!f1tencin de 27 de novlc:ml>ffJ ve 2003 SerIe e No t03. parr 162; Corte ID H, Caso Bulilcl0 Scnlendi1 do lB de
Sl!Pt\e:tnbrc de 2003 .. Serie CIlio. 100, ptirr 913

1~1 CoflO 1D H CasO LtI C'n(UW Sentencia sobre londo. repM<lcloner. y costor, Sentencio Uf:J 29 dc noviembre de
2006 Serie C No lG2. pM( 199; Corle I O.H. Caso dal Penal !I11!luel CNstro C;l.Srro Son\onciü de 25 de noviembre d(~

?-006 Serie e No 160. pbrr 413: Cnne 1D H . Cn!lO Trab'i1jndore$' Cas{Jdos del Congrc,',}o fAgurJe/o AIft1to y otros/o Son\enclo
sobr(~ 8xcepdoM}l Prelimh;¡nlS, r-omJo. Ra-r>0fociones y COS\ilS Sentencia do 24 du Noviembre de 2006 Surie e No. 158.
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pretensiones sobre las reparaciones y cQSlas que el Estado argentino debe otorgar como
consecuencia de su responsabilidad por las viola clones de derechos humanos cometidas en perjuicio
de Iván Eladio Torres y sus familiares

243 Teniendo en cuenta el Reglamento de la Corte, que otorga representación autónoma
al individuo, la Comisión esbozará a continuación los criterios generales relacionados con las
reparaciones y costas que considera debería aplicar la Corte en el presente caso. La Comisión
entiende que compele a las vfctlmas y a sus representantes sustanciflf sus reivindicaclones, de
conformidad con el Articulo 63 de la COJ''lVenclón Americana y artTculos 25 y concordantes del
Reglamento de la Cone lnleramericana. En el eventual caso ql1e la parte lesionada no haga uso de
este derecho, la elDH solicita a la Corte que le otorgue una oportunidad procesal para cuantificar las
pretensiones pertinentes

A OBLlGACIDN DE REPARAR

1

-,.1

]
244, Una función esencial de la justicia es remediar el daño causado El la víctima Esta

función debe expresars(~ a través de una rectificación o restitución y no ünícamente a través de una
compensación l la cual no restablece el balance moral ni devuelve aquello que fue tomado

245 El artIculo 63 1 de la Convención Americana establece lo siguiente:

Cuando decida que hubo violación de un derecho o liberrad protegidos en liJa Convención. la
Corte dispondrá que se garanlke al lesionado en el goce de su d~recho o libertad
conculcados Díspondra l3!:imismo. si ello fuero procedente, que se reporcn las consecuencIas
de In medídfJ o situacIón que ha configurado la vulneración de esos derechos y el pago de unil
justa Indemnización a la parte (esionada.

246 TBmbién la Declaración sobre los Princlplos Fundamentales de Justicia para las
Victimas de Delito y del Abuso de Poder de Nacion8:s Unidas consagra amplias garantías para
aquellos que sufren pérdidas patrimoniales, daños ffsicos o mentales, y "un ataque grave él sus
derechos fundamentales" a través de actos u omisiones, incluido el abuso de poder. Las víctimas o
sus familiares tienen derecho a buscar una reparación y a ser informadas de tal derecho l25

247< Tal como ha indicado la Corte on su jurisprudencia Constante, "el artículo 63(1} de la
Convención Americana recoge una norma consuetudinaria que constituye uno de los princJpios
fundamentalt=::.s del derecho intcrnacionnl contemporáneo sobre la responsabilidad de los Estados
De esta manera, al producIrse un hecho ¡lícito imputable a un Estado, surge de inmediato la
responsabilidad internacional de éste por fa violación de una norma internacional, con el
consecuente d~ber eJe reparación y de hacer cesar las consecuencías de la violación'<17.6

248. Las reparaciones son cruciales para garantizar que se haga justicia en un caso
individual. y constituyen el mecanismo que eleva la decisión de la Corte más allá del ámbito de la
condena moral. Las reparaCiOl1GS consisten Cn las medidas que tienden a hacer desaparecer el
efecto de las violaciones cometidas. La reparación del daño ocasionado por la infracción de una

pbrr 141

l:!" U N A/RES/40/34 del 29 de noviernbro (le 1985. pMr 1,4- Y 5

1~r, Cone I D H . C"<7S() Lo C'mtu',1. Senlencia sobre londo. reparncionQs y COSI.1S Scnwn(;in de 29 de noviembre de
?.006 Serie e No 162. pbrr :200; Corte ID H.. CO$O def Pe/wf Migue( [;151rO Cfl.1Iro. Sontencia de 25 de noviembre de
200G Sorie e No 160. p(m. (l 14; Cone I OH" Caso Monrero Anmguren y Ofro.s (Retón do el/N..¡) SenlGncfu d~ G de ¡ulio do
¿OOS Serie e No 150. ptlrr 11 G

1
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obligación internacional requiere, siernpre que sea posible, la plena restitución (restttutio In

inregrum), la cual consiste en el restablecimiento de la situación anterior a la violación

249. De no ser posible la plena restitución, como en el presente caso, le corresponde El la
Corte lnteramericana ordenar que se adopten una serle de medidas para que, además de
garantizarse el respeto de los derechos conculcados, se reparen las consecuencias que produjeron
las infracciones y se efectúe el pago de una indemnización como compensación por los daños
oCElsionüdos en el caso pertinente 121

250. La obligación de reparar, que se regula en todos los aSpBctos por el derecho
internacional (alcance, naturaleza, modalidades y determinación de los beneficiarios), no puede ser
modificada o incumplida por el Estado obligado invocando para ello disposiciones de su derecho
interno,I7,1l pues "Id]on<le hay violación sin sanción o dai')o sin reparación, el derecho entra en crisis,
no sólo como instrum{mto para resolver cierto litigio¡ sino como método para resolverlos todos, es
decir, para asegurar la paz con justicia lt12

!l

8. MEDIDAS DE REPARACION

25·1 Algunos tratadistas consideran que en situaciones como la Que nos ocupa. pma
remediar la situación de la victima ylo sus iamiliares el Estado debe cumplir con las siguientes
Dbligaclones: "obligación de investigar y dar a conocer los hechos que se puedan establecer
fehacientemente (verdad); obligación de procesar V castigar a los responsables (justicia); obligación
de reparar Integralmente los daños morales y materiales ocasionados (reparación) y obligación de
extirpar de los cuerpos de seguridad a quienes se sepa han cometido, ordenado o tolerado eslos
abusos (creación de fuerzas de seguridad dignas de un Estado democratico) Estas obilgaclones no
son alternativas unas de las otras ni son optativas; el Estado responsable debe cumplir cada una de
ellas en la medida de sus posibilidades y de buena felino,

252. A su veZ el Relator Especial de Naciones Unidas sobre el Derecho de Restitución.
Indemnización y Rehabilitación de las Víctimas de Violaciones de los Derechos Humanos V Garantías
Fundamentales ha clasificado los componentes de tal derecho en 4 categorfas generales:
Restitución', compensación, rehabilitación, y medidas de satisfacción y garantfas de no repetición l31 ,

Esas medidas comprenden, en opinión del Relator Especial de Naciones Unidas Sobre la Cuestión de
lillmpunldad de los Perpetradores de Violaciones a los Derechos Humanos: la cesación de las

111 C~rlo 1 D H . CtlSO IJJ CtlntuUJ Serwmein sobre londo. repar,)cionos y cOStos Sonwncla clrJ 29 de noviembre de
2006 Serie e No 162. ptlH 201: Corte LD H. Cm;n del Pan,11 M/gvel Coti(ro Costro Semrmc:la de 25 de noviembre de
2006 Serie e No 160, pon 415: Cone I OH. C/J¡;-o Tm!l"f~1(i(Jle~ Ce.!wdos del COflgre.5o {Agundo Alfor(l y (ltros) Scntcr)cl;¡
sobre E:.:cep(:iones Preliminares. rondo. Heparaciones y Coslas Ser\\enciu de 24 de Noviembre l.h~ 2006 Se(Í(l e No 158
p<irr 1~3

12:J Corte 1 D H ' C',l,SO L l1 Cnntuft1 Sentent:ia :;obre fondo. reparaciones y coslas Sentoncia dv 29 de noviembre de
2006 Serie e No 162. pdrr 200: Corte I D H. Cl/SO del Penal Ml!/Uel Ci15rrO Cl1Srro. Scntel"io de 25 de noviembre do
?,006 Serie e N~; 160. párr 415; Corte J D H, Cr1S0 Tmb,7/'adore$ CE¡sodos d&1 Congreso fAgu"do AlfMO J' otros} Senlenciu
,sobre Exccnciones PretiminufCs, Fondo, Repl'lrnciones y COSiilS SontenciD tle 24 de Novicmhrn dI.! 2006 Serie C No 158.
párr 143

ll~ SERGIO GARclA AM/1IREZ, LAS nr:PAflACtONE5 EN El StSTEMA INTERAMr:nICAND DE PROTECCiÓN DE tal; Dt:RECHOS t,tUMANOS.

uill:!njo pltls~l'ltndo ~n el Seminario "EI sis\emo Interamericano da protecclón de los derechos humemos en el 11mbrnl del siglo
XXI. San ,Jase. CoslU Rlc;:\. llovlembre de 1999

J~{) .JUJlI~ r: MFNDFZ. El. DERECHO JI LA VFHI)I\D FnF,N'fF. A lAS GHAV{;S vt01AC10NF.S A LOS OFRFc:HO::; HUMANOS. Anir.ulo
pwblicndo cm Lo Afl¡¡(~ar.iól'l de los Tr¡Haclos ~obm Derechos HUmllMs por los TrIbunales Locnlcs. CELS. 1997. 11<\0 517

lJI Print;iplos y directrices sobre al derecho de lilS vlctimas de viol<lciones graves <l 105 rJerechos humonos y C11
derecho humnnllario ti r)bten~r rep<lración. documento prep<lr<Jdo por el Dr Thoo Van Bovem do conlonnidod con 1,1 Icsoludón
1995 117 de In Subcomisión {Je Derechos HUm¡lOoS E/eN 41 sub 211997/17

HORA [lE RECEPCióN ABR 18 1\ :57AM HORA [lE IMPRESióN ABR 18 12: 14PM



lCIIH

49

00/058

violaciones existentes, la verificación de los hechos, la difusión pública y amplia de la verdad de Jo
sucedido, una declaración oficial o decisión judicial restableciendo la dignidad, reputación y derechos
de la víctima y de las personas que tengan vínculo con ella, una disculpa que incluya el
reconocimiento público de los hechos V la aceptación de la responsabilidad, la aplicación de
sanciones judiciales o administrativas a los responsables de !as violaciones, la prevención de nuevas
violaciones, etc.

253. Por su parte, la Corte ha señalado que fas medidas de reparación l'ienden a hacer
desaparecer los efectos de las vlo/aciones eometldas l32

. Dichas medidas comprenden las diferentes
formas en que un Estricto puede hacer frente a la responsabilidad internacional en la que incurrió,
que conl'orme al derecho internacional consisten en medidas de restitución, indemniz8ci6n,
rehabilitación. satisfacción y medidas de no repetición 133.

254, Asimismo, la Comisión de Derechos Humanos de Nac'!ones Un'ldas ha determ'lnacJo
que:

De conformidad con el derecho internacionaL los Estados tienen el deber de adoptar, cU<:lndo
la situación lo reqlJiera, medidas especiales i} fin de permitir el otorgamiento de una reparación
rápida y plenamente eficaz. La reparación deberá lograr soluciones de justicia. eliminando o
reparando las consecuencias del perjuicio padecido. asi como evitando que se cometan nuevas
violaciones a través de la prevención y la disuasión La reparación deberá ser proporcionada a
la gravedad de las violaciones y del perjuicio sufrldo, y comprenderá lü rcstilUcióll,
compensación. rehabililación. satisfacción y goramfas de no repetlciónlJ~

255. En virtud de lo anteriormente expueslO. la ComIsión Inreramericana pre1ende qua la
Corte ordene medidas de reparación integraL las cuales representan a su vez, un mensaje en contra
de la impunidad que afecta a lo gran mayoría de las violaciones de los derechos humanos en Jos
Estados miembros de la Organización de Estados Americanos. Ello requiere que se establezcan y
mf'uarcen, cuando sea necesario, mecanismos judiciales y administrativos que permitan a las
víctimas obtener re.pM<icíón mediante procedimientos de oficio que sean expeditos, justos, poco
costosos y accesibles.

256. De conformidad con los elementos probatorios presentados en la presente demanda
y a la luz de los criterios establacidos por el Tribunal en Sll jurisprudencia, la Comisión
lnteramericana presenta sus conclusiones y pretensiones respecto de las medidas de reparación que
correspondEm en el caso de lván EJadío Torres y sus familiares, a saber, su madre María Millacura
Liaipén, su hermana Valería Torres y hermano Marcos Torres.

m Corln J D H . e.UD La Can/v/u Sentl3-McJa sobra fondo. rep<:lrtJc'lOnes y C0!.11DS Scmtcnc"¡¡; de 29 de novíllmbre de
2006 Surje e No 162. púrr 202; Corte I D H . Caso del Pene! Migual Castra c,'";Is/ro Sentencio do 25 do noviembre de
2006 Serie C No 160. p6fr IJ 16; Corla ¡ O H, C,.iSO Tflib'7J'r1dores Casado.s dal Congroso fAUfJodo A.I/oro V otro,'.>J Scntencin
SohrH E>:t:(~pclones Preliminares, Fondo, Roporucíonos y COSlu& Scnloncio tic 24 de Novíernbro de 200G Sede e No 1G8.
p;'lfr 144

In Ver Nélcioncs Unidns. Informe dof-lnJl!VD presenlildo por Theo Vnl) BOVM. Relator Especial Püffl In Rf~sli1Uci6n.

Compe.nsaclón y Rehabilitación de jos VfctínHJs de Gr<)ves VioJnciones n los Derechos Humilnos y al Derecho Humaníltjfio.
E/eN <t/Sub2/l9g0l10, 26 juliO de 1990 Ver Hlmblón: Corte 1D.H, Cnsb Blokc. Repurocloncs lan 631 Convenció,'
Americonn sobre Derechos HutTlonosJ ScntcncJ;¡ de 22 de enero de 1999 SerJe e No 48. párr 31; GilSO SufHe7. Ro!>eto.
Hf;paracioncs larl. 63 1 Conv~nci6n AmericnniJ sobtl3 Derechos Humanosl. Senlencio de 20 de enero tle 1999. Sude e No
4-4. pan 41

IJ·l Nociones Unidns. Cl'IlTIisiUti de Derechos Hurmlllos. St¡bcomlsión de Prevención ue DiscrimimH;ionas y Proler;ción
11 rus Minorins. F../CN <l/Sub 2i1996!17. La adm;r¡islr{iC;iórt de JLlsr/elá V los darec/¡os IWni<Jno$ de los detenidos .5;(m& mvis¡;da
de prlflclj)ltJ';l V dirc~(:(I"In?s su/}((! (!/ dt!fecho df? IrIS l,rcrünas da 1I101;)(.l(JrlIJS gmll{~s ,1 lo!: darf!c/Jo'5 humanOS y al deracho
hun¡iJlJ/(,7f¡O l~ o/)({Jncr mprrmCloII. fltl:'!pOrOdn por el Sr Theo V.H'l Bové'" do conformidad con la decisión 1995.'117 de In
Subcomisión. 2'1 de ,nayo de 1996. pill1 7

I
I
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Medidas de cesación. satisfacción y garantias de no repetición

257. La satisfacción ha sido entendida como toda medida que el aulor de una violación
debe adoptar conformo a los instrumentos internacionales o al derecho consuetudinario, que tiene
cOmo fin el reconocimiento de la comisión de un acto ilTc1to IJ5

. La satis'facción tiene lugar cuando se
llevan él cabo tres actos, generalmente en forma acumulativa: las disculpas o cualquier otro gesto
que demuestre el reconocimiento de la autoría del acto en cuestión, el juz.gamiento y castigo de los
individuos responsables, y la toma de medidas para evitar que se repita el daño 13(;.

258. El 29 de noviembre de 1985, la Asamblea Gener,,1 de ¡"S Naciones Unidas aprobó
por consenso la Declaración sobre los principios fundamentales de justicia para las víctimas de
delitos y del abuso de poderD7 , según la cual las vlctimas I'tendrán derecho al acceso a los
mocanismos de la justicia y a L¡na pronla reparación del daño que hayan sufrido" y para ello es
necesario que se permita "que las opiniones y preocupaciones de las vlctimas sean presentadas y
examinadas en etapas apropiadas de las actuaciones, siempre que estén en juego sus intereses, sin
perjuicio del acusado y ele acuerdo con el sistema nacional de Justicia penal correspondiente"

259. En el ámbito europeo, en cambio, en 1983 se redactó la Convención Europea para la
compensación de las víctimas de crfmenes violentos. que en esencia so ocupa de la situación de las
ví::tímas que hubieran sufrido daños corporales o menoscabo de salud y de las personas
d~!pendíentes de quienes mueran como resultado de estos delltos, pero donde también se hace
referencia a la obligación de proteger a las vfctimas y de otorgarles ciertos derechos a partiCipar en
el proceso penal'J!J

260. La CIDH expondrá a continuación su postura respecto de las medidas de cesaClOn,
setfs'facción y garanH8s de no repetición, requeridas en el presente caso, sin perjuicio de
posteriormente ampliar sus argumentos en relación con esta cuestión:

261, Un elemento fundamental que surge de la determinación de responsabilidad estatal
por violaciones de derechos humanos es el requisito de cesación de la conducta vioJatoría, aSI como
la ganHltía de que violaciones similares no ocurrirán de nUevo 139.

\:l!i Brownli(L Stiltc I1C¡¡POI1!:;ib1liW, Porl 1 Clurondon Press. Oxford. 1983. (Híg 208

13\\ ldern

'3/ AIRE.Sf40!34. Acr:eso ti la justlcin V ¡mto justO "tl L¡¡.s vJclimns s~rán lfalndus con compasión y respeto por su
dignidad Tendtijn r!rlrr;cho nI acceso a los mecanismos de In jtJslicia y 11 tina pronta rup!lrncl6n dol doña que h(lyan sufrido,
:>p.gün lo dispuesto en l<l legh;lnción nacíonn! 5 Se I'lstnblecerá y raforÍ(or;'!n. cunndo !1Cll neccs¡Hío, rncconismos judlCi¡¡lcs y
lIdminlslrallvos qtJe penn!t¡m u I,Hl vlclimnr. obtoner repnraclón mcdionte pmcodimienlos oficialas u oliclosos quc sean
expndilos. jtlstos. poco COS\o:-.os y accesibles Se inlormmll 13 Ins vlctimü!J de sus derechos puro obtenor rep1lrtlción lncdiunle
esos m(lcnnlsrnos. 6 Se locilil¡mi In adecuaci6n (.lo los procodlml(Jntos judiciales y administrativos (l los necesidades do Ins
vic\in1i1S: al lnlormundo a lils v¡climas do siJ papal V dnl nlcallce, el desorrollo cronológico Vlo mnrch/t de las actUi'lcitJIH~S. 1J$1
como uo ltl dQc\¡¡i6n tle sus C<lusas. espoci<llmentc cuant.lo se tr(Jto de delitos graves y cuando hnyan suliciwdo IlSIl
inlormución; bl Permitiendo que l<ls opiniones y pwocupociones de l(ls vlctim¡¡s sean prescntudils y cl<nm\nadus en eWp¡IS

IJpropiaclns de los aCluaciono" siempre qua están en juago sus Intereses. sin perjUicio del ocusl1do y dlJ ilClHUt.lO cun el
sistemlJ nacional dll ju:;¡icia p0nal l10rresl,ondicnlc; o) Prcslando oSlS1Cncl;¡ opropi1lda a las vic1hnlls tlvnm\l! tul.lo el proceso
iudicinl: dl At.laptilmlo medida!> paro mlnimilLlr 1m; molestios causados n los vlctiméls, proteger su hnilllitlllt.l. en caso
nt!cc:!s<lIio. y gnrantl7.ur su senurldacl. usl como la de sus familiares y la de los lesllgas cm su fnvOl. contra tuúo flcto de
in1\m\(j;:¡ci611 y ropresillia¡ al Evitando (.Icmortlr. inncccsnriOf; en lo ro.'wluciÓn da las cous"s y un 1<J ojcuuckin !J€! los
tn;m(Jnr1\ien\os o decretos que concedan indomniztlclenes ü Ins vlclimns

l~~ Convención Europao de 2'1 de novlcrnbr~ do 1983, sobre 1[1 compensllción 1l las vh:tlmas do. oelilnJ> violentos 1;1
Consejo d8 Europ¡¡ también ho eXI)(allldo normas V (ccomend;¡cionos rchnivüs ti los derechos de las víclimfl.<; rlr. los delitos

'3!1 Corte 1 D H . Caso Costlllo P<'lez Reparaciones (Ort 63 1 Corwonclón American,' sobre Derechos Humanos)
S!JfI\IjJlt.:ill U(! 27 t.Ie noviembre d~ 1998 Serie C No 43. p6rr b2
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262 _ La eoHe ha declarado consistente-mente que la individualización de los responsables
es una derivación natural de las obligaciones convencionales, y un requisito para la eliminación de
estados generalizados de impun¡dadj~O Asimismo. la Corte ha establecido que la impunJdad
constituye una infracción del deber del Estado que lesIona a la víctima, a sus familiares y al conjunto
de la sociedad y propicia la repetición crónica de las violaciones de los derechos 11umanos de que se
trata En palabras del Tribunal:

El Estado ~stá en el deber jurldico d~ prevenir, rtlzonablernente, las violncioncs de Ion dp-fechos
Ilwnanos, de investigar seriamente con los medios a su alcance las violaciones que Sl:! hayan
cometido dentro del ambiro de su jurisdicción él fin de identificar él los responsables [yl de
imponerles las sanciones pertinentes lol

263. En este sentido, la Comisión considera que ésta es una medida no sólo de
satisfacción, sino de cesación puesto que mientras el Estado no haya dado cumplimiento a su
obligación de investigar, acusar y castigar debidamente las violaciones de derechos humanos en el
presente cas'o, incurre en violación continua del derecho establecido en el artículo 25 V de la
obligación consagrada cm el artículo 1 de la Convención Americana

264. La Cor1e ha señalado en reiteradas ocasiones que cada individuo y la sociedad en su
conjunto tienen el derecho a ser informados de lo sucedJdo en relación con fas violaciones de
derecl10s humanos 1

.' 2 De igual forrna, la Comisión de Derechos Humanos de Naclones Unidas ha
reconocido que pora las víctimas de violaciones de los derechos humanos, el conocimiento publico
de su sufrimiento y de la verdad acerca de los perpetradores y sus cómplices, son pasos esenciales
parú una rehabilitación y reconciliación, en consecuencia, ha instado a los gobiernos a intensificar
sus esfuerzos para proveer a las v¡ctimas de violaciones él los derechos humanos un proceso justo y
equitativo a través del cual tales violaciones sean investigadas; y ha alentado a las victimas para
que particlpen en dicho proceso 1

t.
3 •

265. El Tribunal ha establecido además lo síguiente:

¡EH Estado debe remover todos los obstaculos y mecanismos de hecho y derecho que
mantienen la impunidad [ 1; otorgar lns gurnntf<:Js de segurióad suficientos a las autoridades
judiciiJles, fiscales. testigos. operadores de justicia y él las víctimas y utHizar lodas las medidas
a su alcance para diligenciar el proceso l

.
l
.'

266. En este sentido, los requisitos esenciales de [a reparación en este caso son la
conducción de una investigación seria, completa, efectiva y pronta de los hechos con el objeto de
establecer y. sancionar la responsabHidad intelectual y materíal de todas las personas que

H\.l lo Corte hu definido In ¡mpLmkJod como "lo 10110 en su conjunto de lnvo:.ligilción, persecución, cap!uril.
onjuif;illmicnlo y condeniJ de los responslJblos dc tos violilclones de Jos derechos protogidos por liJ Convenclón Amcric;lI)ü"
Vó/Jst! I1n este sentido, Cone r D,H Casa Blanco Romero y o((tJS, Senlencin úe 28 do novlombre do 2005 Soriu e No 138,
p~rr 9l1·; Corlo I D l-L Caso GónlCl Palomino. Sentenciil de 22 Útil noviembre de 2005 Serie C No 136. pórr 76

Hl C(¡f!C I D H, Ca.5o {/r:Msqucr Rodri{¡ulJ?. sentencla úa londo de 29 ele julio de 1988. Sorie C No 4. pfÍrr 17/1
Corte I D H.. OISO C"r-n;(¡jlo PlÍo.? Sentencia úe 3 ele noviembre de 1997 Serie e No 34. [)<1rr 90.

ll~ Corte r D H, CO<.iO del Pemtl Miguel Costra C(l~fro Senlencl¡; de 25 rIe noviembre dlO 2006 Serie C No 160.
púrr 347: Corlo IU H , Cmw Momero Aronguren JI Ofros· {Rerén de Ca,/n!- Sentlmc¡ü ele 5 de julio cl~ 2006 Serie e No 150.
pMr 139; Cone r OH. Caso Ximenes Lope.5. Sentenr;ia de 4 de julio de 2006 Serie e No 149. párr 245

l~;¡ EleN 4/RES/200 li70

l.tl Corte l.D H . C{l~'o L(1 Cm(U{d Sentcnciü sobre 10neJo, reparaciones y costns Senlencin úe 29 dc noviombre do
2006 Scrie e No 162. pñrr 226; Cone I D H . Caso Cnrp/o N/colla V otrO$ Sonllmcill 2:2 de noviembre. 2004 Selle e No
117. p¡írr 134· Véase tnmúien Corte ID H, C,'$D Almon<1c¡'d Arel/ano Sc.ntoncl<:l sobro ExcepciollGS Pmlimlnrtres. Fondo.
Ruparnetones y Conlas Sentencia de 26 de septiembre de 2006 Sede e No 15'1. párr. 156

~1.
~'l

; \

.. \
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participaron en los hechos relacionados con la desaparición forzada de lván Eladio Torres. los
familiares de la víctima deberán tenerplenoaccesq YC8pacidad de actuar en todas las etapas e
instanc¡a~ de dichas investigaciones¡ de acuerdo con la ley interna y las normas de la Convención
Americana AsimIsmo. el Estado deberá asegurar el cumplimiento efectivo de la decisión que
adopten los tribunales in1ernos, en acatamiento de esta obligación. El resultado del proceso deberá
Ser püblicamente divulgado, para que la sociedad argentina Conozca la verdad";s,

267. Asimismo, el Estado debe emplear lOdos los medios necesarios para investigar,
identifiCar e informar sobre el paradero de lván Eltldlo Torres, o sus restos, segun fuere el caso

268 ~ La CIDH considera, además, que entre las medidas de reparación, el Estado
argentino debe tomar las medidas necesarias para recól1o~~rSUreSI)()r1sabllidad internacional por los
hechos denunciados en el caso mediante la faaUzaclón de un Elcto público y de desagravio de la
víctima V sus ¡'arnmares, en consulta con éstos y destinado a la recuperación de la memoria
histórica

269. Finalmente, el Esti:ldodebe adop18r las f11e~¡das legisfativ8Scorrespondientes. para
tipilisarcorno delito la desap~rición{orzadade personas en Argentina y para adecuar lél Ley 815
··Ley Orgánica de Pollcia" de la provincia del ChublJt a los estándares consagrados en la Convención
Americana

2. Medidas ele compensación

270. La Corte ha establecido los criterios esenciales que deben orientar una justa
indemnización destinada a compensar económicamente/ de una manera adecuada y efectiva, los
dañoS. sufridos producto de las violaciones en contra de los derechos hum~mos Asimismo, la Corte
ha establecido que la indemnización tiene un carácter meramente compensatorio, y que la misma
será otorgada en IEl extensión y medida suficientes para resarcir tanto los daños materiales como
inmateriales causados '~G.

e Los BENEFICIARiOS

271. El artículo 63 1 de la Convención Americana exige la reparaclon de las
consecuencias ele una violación y t1 el pago de una justa indemnización a la parte lesionada" Las
personas con derecho a dicha indemnización son generalmente aquellas directamente lesionadas por
los hechos de la violación en cuestión,

272 En atención El la naturaleza del presente caso. los beneficiarios de las reparaciones
que ordene la Corte como consecuencia de los violaciones a los derechos humanos perpetradas por
el Estado argentino sOn: lván Eladio Torres y sus 1amiliares.

273. Lo Comisión pone en conocímiento de la Corte lnteramericana que de conformidad
con su práctica constante al momento de aprobar el informe "114/09, hizo referencia genérica a los
familiares ele Iván Elfldio Torres En electo, además de la referencia genérica a los familiares, se
mencionó como victimas a la madre, Maria Millacura Llaipén, la hermana, Fabiola Valerla Torres, el

¡.¡~ Corlu\D H. Caso Hutlc;11 Tcc:soe S~nwnc¡n dc 03 Ul! INUl.O do 2005 Serie e No 121. p;lrr- 107; Corte J O H
C;'lSO drJ I.'Js "!erm(}(w'5 Serrano Out. SUntcnciü de O, de m()tlO du 2005 SClfie e No 120. pótr 175: Corle I D H , C,uw
Cmpfo Nic.olle y orros Sentl.!ncla 22 tJe nOvIembre 2004 Ser\ll e !-Jo '17, pllrr. , 28; Corte 1OH, Caso Masacre Pf¡m de
5linr:ile;: Sentcncln UO 19 tle novlemure de 2001l Serie C No 116. ptirr. 88,.

P,I Cocte 1O.H • Cu~o Hiluire. ConS\unline y Benj;lmin V olro$ Sen\cncio do. 21 de junio ue 2002 Sufio e No 94,
PÜrt 204; COrlO 1OH. ClISO G~rti(jo y Bn\gorrin Rcp¡lI,~ciones ¡",I [)3 i Convención AmeriC<lna sobre DI1!Cchos HUlntHiOsl
St.'I,\r.mcill de 27 de t190~\O do 1998. SurJo C No 39. pan 41

HORA DE RECEPCióN ABR \8. 11:57AM HORA DE IMPRESióN ABR 18 12: 14PM



ICIIR

53

544 / 058

hermano Marcos Torres y la sobrlna de Ivátl, Evelyn Pao/a Caba. Tras la aprobación del informe de
fondo y en atención a la práctlca entonces existente, ros peticionaríos informaron a la Comisión
sobre otros familiares Entre ellos se encUentran: su cuiiado .Juan Pablo Caba y dos sobrinas más:
¡vanEl Valaria Torres y Ramina Marcala Rotres. Por estas razones le Comisión incorpora los nombres
ele estas personas en la presente demanda

D. COSTAS Y GASTOS

1

I,
274. De conformidad con la jurisprudencia constante de la Corte, ras costas y gastos

deben entenderse comprendidos dentro del concepto de reparación consagrado en el arHculo 63 1
de la Convenc'lón Americana, puesto que la actividad desplegada por la parte lesionada, sus
derechohabientes o sus representantes para acceder a la justicia internacional implica erogaciones y
compromisos de caracter económico que deben ser compensados1

'l
7

. Asimismo, el Tribunal ha
considerado que las costas comprenden los gastos necesarJos y razonables para acceder El los
órganos de supervisión de la Convenc]ón Americana, figurEindo entre los gastos, los honorarios de
quienes brin,dan asistenciél jurfdlca

275. En la especie. la Comisión lnteramericana solicita a la Corte que, uno Ve? escuchsdos
los representantes do la parte lesionada¡ ordene al Estado argentino el pago de las costas y gastos
debidamente probados por aquéllas, tomando en consideración las especiales características del
presente caso

IX. CONCLUSiÓN

276, La desaparición forzada de Iván Eladlo Torres, la posterior falta de una investigación
diligente, oportuna y completa sobre los hechos, y de sanción de los responsables, así como la
denegación de juslicia y reparación adecuada en perjuicio de los familiares de la víctima. constituyen
violaciones a los derechos humanos de IvÉln Eladio Torres y de sus familiares,

277 En ese sentido, la Comisión concluye que el Estado de Argentina violó, en perjuiclo
de Iviln EJadio Torros, los derechos al reconocimiento de la personalidad jurídica, a la libertad
personal, ü la integridad personal, a la vida¡ a las garantías judiciales y a la protección judicial
consagrados en los artículos 7, 5, 4, 3, 8.1 Y 25, respectivamente, de la Convención Americana, en
relación con el articulo 1 1 de la misma. Adicionalmente, la Comisión concluye que el Estado es
responsable de la violación de los artículos I¡ 111 Y Xl de la Convención Interamericana sobre
Desaparición Forzada y de los ;;:¡rtrculos 1, 6 Y 8 de la Convención lntoramcricana para Provenir y
Sancionar la Tortura¡ en perjuicio de IVéÍn Eladio Torres,

278. Igualmente, la Comisión concluye que el Estado es responsable por la violación de
los derechos a la integridad personal, a las garantías judiciales y a la protección judiciaL consagrados
en los arHculos 5, 8 Y 25 de la Convención Americana, en perjuicio de Jos familiares de la vfctima,
en relación con el artículo 1 1 de la misma

··..'.·1,•• <

279. Finalmente, la CIDH concluye que el Estado argentino incumplió su obligación de
adecuar su derecho interno él la Convención, segun el artículo 2 de la misma, en relación con los
artículos 3, 4. 5,7. 8 '/,25 Y 1.1 del mismo tratado,

\0\1 Corte I OH, C,HO Lo Caf/tuta Scmltmcitl sobre fondo. r~porar;:iones y costos· Sentencia de 29 de noviembre d8
2006 Serie e No 162. pórr 243; Cor1c ! OH. CD.SO de! PenEl! Miguel C,'lsrro C,n(ra Senlenc-in de 25 oe: novIembre de
2006 Sorio e No 160. pftrr 455; Con!:! 1OH. C,7$O Tfr1b,7j;9dofas C(iSr1dOS del CongílJso (Agu¡¡do AlIara y otroft} Senlencl<l
!wbro EXCt!pcionos ProJiminnrcs. Fondo. Rormrnciones y Castos Sfmtenciü de 24 de Noviarnbrc de 2006 Serie e No 158,
parr 152
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280. Con fundamento en los argumentos de hocho y de derecho expuestos, la Comisión
InTeramericana de Derechos Humanos solicita a la Corte que concluya y declare que:

el El Estado de Argentina es responsable de la violación del derecho al reconocimiento de la
personalidad jurídica, ti la libertad personal, a la integridad personal, a la vida, a las garantras
judiciales y () la protección judicial consagrados en los artículos 7, 5, 4, 3, 8.1 Y 25,
respectivamente, de lo Convención Americana, en relación con el artículo 1 1 del mismo
instrumento, en perjuicio de Ivén Eladlo Torres,

• Adicionalmente. el Estado es responsable de ia violación de ios articulas 1. 111 Y XI (le la
Convención lnreramericana sobre Desaparición Forzada y dc ,los artículos 1, 6 Y 8 de la
Convención InteramericClna para Prevenir y Sanclonar la Tortura, en perjuicio de Iván Eladia
Torres.

Igualmente, el Estado es responsable por )a violación de los derechos a la integridad
personal, a las garantfas judiciales y a la protección judicial, consagrados en los artículos 5,
8 V 25 de la Convención Americana. en relación con el arUculo 1.1 del citado instrumento,
on perjuicio de los familiares de la vlctima.

• Finalmente. la CIDH concluye Que el Estado argentino incumplió su obligación de adecuar su
derecho interno a la Convención, según el articulo 2 de la misma, en relación con los
articulas 3. 4. 5. 7, 8.1, 25 Y 1.1 del mismo tratado

281. Como consecuencia de lo anterior, la Comisión Interamericana solicita a la Corte Que
ordono al Estado:

Q Investigar de manera completa, imparcial y efectiva el destino o paradero de: lván Eladio
Torres. En casO que llegase él establecerse Que la víctima no se encuentra con vida, adoptar
las medidas necesarias para entregar sus restos él los famillares

Realizar una investigación completa, imparcial, efectiva y pronta de los hechos. con el objeto
de establecer V snncionar la responsabilidad intelectual y material de todas las personas que
participaron en los hechos relacionE:ldos con la detención arbitraria, la tortura V la
desaparición forzada de lván Eladio Torres

Realizar una investigación completa, impclrciaL efectiva y pronta respecto de las personas
adscritas a los diferentes órganos estatales que han estado involucradas en las
investigaciones y procesos llevados él cabo con ocasión de los hechos del presente caso. a
fin de determinar la responsabilidad (administrativa, disciplinaria, penal O de otra rndale que
apliqlJe} por las deficiencias en la investigación V procesamiento de los hechos, que ha
derivado en la impunidad.

o Reali7af un acto público de reconocimiento de su respons0bilidad en relación con los hechos
de este caso y de desagravio de la víctima y sus familiares, así como dar oficialmente el
nombre de Ivén Eludia Torres a una plaza o calle de la ci\Jdad de Comodoro Rivadavia.
destinado a la recuper~clón de la memoria his1órlca
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o Adoptar las medidas legislativas correspondientes, a fin de que la Ley 815 "Ley Orgánica do
Policía" de la provincia del Chubut se adecue él los estandares consagrados por la
Convención Americana

a Adoptar las medidas JegísJatfvas que fueren necesarias para tipificar corno delito la
desapsrición forzada de personas en Argentina.

o Otorgar una roparación plena a Jos famillares de ¡ván Eladio Torres que incluya, no sólo una
indemnización por Jos daños materiales y morales y las costas y costos del litigio, a nivel
nacional e internacional, sino también la celebración de ciertos actos de importanc'la
simbólica que garanticen la no reitoración de los delitos cometidos en el presente caso

XL RESPALDO PROBATORIO

A PRUEBA DOCUMENTAL

282, A continuElción se ofroce una relación de la prueba documental disponible éll
momento:

APÉNDICE 1: CIDH, Informe de Fondo No 114109, Caso 12.533, Iván Eladio Torres y otros, 28 de
octubre, de 2009.

APÉNDICE 2: CIDH, Informe de Admisibilidad No 69/05, Caso 12.533, Iván Eladio Torres, 13 de
octubre de 2005,

APÉNDICE 3: Expediente del trámite del caso 12.533 anle la CIDH

1

ANEXO 1: Centro de Estudios Legales y Socíales ¡CELS) y Human Rights Watch, "Inseguridad
Policial Violencia de las fuerzas de seguridad en la Argentina," Editorial Eudeba,
1998

ANEXO 2:

ANEXO 3:

ANEXO 4:

ANEXO 5:

ANEXO 6:

ANEXO 7:

ANEXO 8:

ANEXO 9:

Informe de 29 de junio de 2006 sobre la Desaparición de Iván Torres elaborado por el
Centro de Estudios Legales y Sociales (CELS)

Expediente de la causa "Millacura L1aipen, Marfa Leontina Millacura L1aipén slDcía
Desaparición de Personall

Ley 815 "Ley Orgánica de Policla" de la provincia del Chubut

Informo interno de tebrero de 2004 elaborado por personal de la Secretarfa de Derechos
Humanos del Ministerio de .Justlcia, Seguridad y Derechos Humanos del Estado
argentino

Recortes de prensa

Copia del parte diario del Comando Radioeléctrico de 25 y 26 de septiembre do.
2003.

Nota del Estado SG 334 de 7 de noviembre de 2005, dirigida a la Comisión
lnteramericana.

Carta de David Hoyes de 10 de enero de 2005.

I

'1
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ANEXO 1O: Copia del parte diario de novedades de 3 de octubre de 2003 de la Comisaria
Seccional Primera

ANEXO 11: Solicitud de medidas cautelares de 10 de enero de 2005

ANEXO 12: Petición presentada por la senara Millacllra Llalpén anle la CIDH el 14 de noviembre
de 2003,

ANEXO 13: Copia del recurso preselltado por Valeria Torres el 27 de octubre de 200:3.

ANEXO 14: Copla de la sentencia int.rlocutoria 516107 de 15 de octubre de 2007.

ANEXO 15: Copia de la sentencia 4212008 de 28 de febrero de 2008

ANEXO '16: Inf'Ormes y demanda de la Comisión lnteramericana:

• Informe No, 53101, Caso 11.565 Ana, Beatriz y Celia GOl1zález Pére1. México, 4 de abril de
2001, párr. 23

• In [arme 35196, Caso 10832, Luis L/zardo Cabrera, República Dominicana, 7 de abril de
1998, parr 66
Informe Anual 1997, Informe No. 55197, Caso 11 137 (.Juan Carlos Abella y OlfOS),

Argentina, párr 412 Sobre el mismo tema, Ver 'también: CIDH, Informe Anual 1997,
Informe NO, 52197, Caso 11,218 (Arges Sequeira Mangas), Nicaragua, parr, 96 y 97,

• Inlorme 40/00 Caso 12,588 Y otros Isabela Velásquez y otros Argentina, 13 de abril de
2000, párr 64,

• Demanda de la CIDH ante la Corte IDH, RAINER IBSEN CARDENAS y JOSE Luís IBSEN
PEÑA vs, BOLIVIA, 12 de mayo de 2009 Disponible en
htlp: IIwww.ciclh.oas.orgldemamla..ldemandasESP2009.htm .

ANEXO 17:

ANEXO 18:

Poder de representación

Curriculum ¡dtae de los peritos ofrecidos por la Comisión,

283. La Comisión aclara desde ya, que las copias de algunos de los documentos que
remite como anexos, cíertas' piezas de procesos judiciales y administrativos adelantados en el
ámbito interno, son lí:l~¡ mejores con que cuenta y ha podido obtener hasta el momento. Algunos de
sus folios se encuentran incompletos o ilegibles.

284, Visto lo anterior, la Comisión solicita a la Corte Se sirva requerir al Ilustre Estado de
Argentina la remisión de copias certificadas de la totalidad de los documentos relacionados con los
procesos deS(l(fOlladas en el ámbito de la jurisdicción interna en reloci6n Con los hechos, asl como
copia 8utenticada de toda la legislación y disposiciones reglamentarias aplicables.

B. Declaraciones de peritos

285. Por otra parte. la Comisión lnteramericana ofrece los siguientes peritajes:

al Perito por deiinir, Declarará sobre los abusos policiales CO!llra jóvenes de escnsos
recursos ocurridos a nivel federal y provincial, así como sobre la falta de investigación y sanción de
los responsables de dichas violaciones y la {alta de acceso a 1.:1 justicia a eSe respecto. La Comisión
considera que este caso refleja cuestiones sustanciales en cuanto a los abusos por agentes estatales
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en Argentina y que han sido un obstáculo para la obtención del interós de la justicia y para asegurar
la impunidad.

b) Perito por definir Declarará sobre el rol de las autoridades federales argentinas con
las provincias y la incidencia o falta de incidencla en ellas. La Comisión considera que este caSQ

refleja cuestiones sustanciales en cuanto a la interrelación y efectos de la federación con las
provincias argentinas y que han sido un obstáculo para la obtención del interés de la justicia y para
asegurar la impunidad

XII DATOS DE LOS REPRESENTANTES DE LAS V!CTIMAS

286 De conformidad con lo dispuesto en el Reglamento de la CortB, la Comisión
lnteramerlcana presenta [a siguiente información:

287, María Leontina MilIacura Llaipén otorgó poder fl nombre propio y de sU hijo lván
Eladia Torres, a las abogadas Verónica Heredia y Silvia de los Santos, para que los representen ante
Jos órganos del Sistema Interamericano También otorgaron poder a las mismas abogadas, Valerla
Torres y los :;eñores .Juan Pablo Caba y Marcos Alejandro Torres Millacura, a nombre propio y de SLlS

hijas

288. Las wpresentam8S de las víctimas han fijado su domicilio en Calle Onas 1I 1848.
Rada T'illy, CP 9001, Chubllt, Argelina. Tel/Fax: 54-297-448-6918 y 54-297-447-3780

1

-1

'1
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INFORME No. 114/09'
CASO 12 533

FONDO
IVÁN ELADIO TORRES

ARGENTINA
28 de octubre de 2009

1. RESUMEN

1 El '14 de noviembre de 2003 la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en
adelante la IJComisión lnteramerlcana ll , la NComisión ll o I'la CIDH") recibió una petición presentada
por la señora Maria Leontina Millacura L1aipén y la Asociación Grupo Pro-Derechos de los Niños ("los
peticionarios"), en la cual se alega la responsabilidad internacionai del Estado de Argentina ("el
Estado") por la detención ilegal, incomunicación, tortura V desaparición forzada de Iván Eladio Torres
(ciudadano chileno, de 26 afias, residente en Argentina) en Comodoro Rivadavia, Provincia de
Chubut· La denuncia se refiere también a la supuesta denegación de protección y garantlas judiciales
por la falta de investigación adecuada y sanción de los agentes estatales que supuestamente
torturaron V desaparecieron a la presunta vrctima.

2. En sus comunicaciones iniciales, los peticIonarios sostuvieron que los hechos
denunciados configuran la violación de los articulas 50) (derecho a la integridad fisica, pslquica y
moral), 5(2) (prohibición de la tortura, tratos crueles, inhumanos o degradantes), 7 (derecho a la
libertad personal) y 8(1) (garantras judlciaies) de la Convención Americana sobre Derechos Humanos
(en adelante la "Convención Americana"), en concordancia con el artrculo 1(1) (obligación general de
respetar los derechos). Asimismo, los peticionarios sostuvieron que ei Estado es responsable por la
vio!aclón de los artrculos 1, II Y XI de la Convención interamericana sobre Desaparición Forzada de
Personas.

3. En su Informe de Admisibilidad N' 69/05, la Comisión decidió que los alegatos de los
peticionarios sobre violación a la integridad personal, a la libertad personal y a las debidas garantlas
judiciales garantizados por los artrculos 5(1), 5(2), 7 Y 8r 1) en concordancia con el articulo 1(1} de
la Convención Americana, y los articulas 1, 11 Y XI de la Convención Interamericana sobre
Desaparición Forzada de Personas cumplran con los requisitos de admisibilidad previstos en ios
artículos 47(b) de la Convención y 31 Y 41 lb) del Reglamento de la Comisión por cuanto exponen
hechos que podrlan caracterizar una violación de los derechos garantizados por la Convención. La
CIDH, en virtud del principio jura novit curia, también consideró que los hechos alegados, de
probarse su veracidad, podrían establecer violaciones al deber de adoptar disposiciones de derecho
Interno y al derecho a un recurso rápido, consagrados en los artrculos 2 y 25, en conjunción con el
articulo 111} de la Convención. Asimismo, la Comisión consideró necesario evaluar la situación relativa
a la violación del articulo 4 de la Convención durante la etapa de fondo, así como la posible aplicación
de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura.

4. Durante el procedimiento en la etapa de fondo, los peticionarios alegaron que además
de las violaciones establecidas en el Informe de Admisibilidad 69/05, el actuar del Estado habrra violado
también, el articulo 1( 1) de la Convención Americana, en relación con el 4 1 Y 19, así como el 2, 10,
11, 17(1), 24 Y 25 de la misma Convención. Por otra parte, alegaron violaciones a los artículos 1, 6, 7,
8 Y 9 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura y 111, IV Y IX de la
Convención lnteramerlcana sobre Desaparición Forzada

I El Comisionado Vlctor E Abramovich, de nac\onalld¡:¡d argentina, no participó en las deliberaciones ni en la
decisión del presente caso, de conformidad con 10 dispuesto en el artkulo 17(2l\a} del Reglamento de la Comisión
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5 En relación con los reclamos admitidos, los peticionarios sostienen que el Estado es
responsable por la conducta de sus agentes, tanto por la presunta detención arbitraria, la
incomunicación, tortura y desaparición forzada de Iván Eladio Torres como por la posterior
denegación de protección y garantfas judiciales en perjuicio de la vlctima y sus familiares El Estado,
en SUs observaciones, en ningun momento ha negado los hechos; se ha limitado a referir que se
siguen algunas hipótesis de fnvestigaclón, proporcionando información acerca de las acciones
llevadas a cabo dentro de la investigación de los hechos

6. EllO de enero de 2005, los peticionarios presentaron a la Comisión una solicitud de '1
medidas cautelares a favor de testigos de hechos relacionados con la desaparición de lván Eladio
Torres, asl como de los familiares de éste último, toda vez que estarlan siendo amenazados y --;1
hostigados por oficiales de poliela de la provincia de Chubut. El 18 de enero, la Comisión solicitó al
Estado argentino la adopción de medidas cautelares para proteger la vida y la integridad personal de
dichas personas. El 20 de junio de 2006, la Comisión presentó arite le Corte Interamericana de
Derechos Humanos una solicitud de medidas provisionales a fin de que la República de Argentina
tomara las acciones necesarias para proteger la vida y la integridad flsica de los beneficiaros de las '.I
medidas cautelares, pues éstas no habrran producido los efectos de protección requeridos y existla -1
un riesgo de daño irreparable, acrecentado Las medidas provisionales fUeron otorgadas por la Corte
y las mismas contlnuan vigentes.

7. En el presente Informe, la Comisión concluye, con base en la posición de las partes y
el análisis de las constancias que obran en el expediente del caso, que el Estado es responsable por
haber violado en perjuicio de lván Eladio Torres, el derecho al reconocimiento de la personalidad
jurtdica, el derecho a la vida, el derecho a la integridad personal, el derecho a la libertad personal, a
las garantías judiciales, y a la protección judicial consagrados en los articulas 3, 4, 5, 7, 8( 11 Y 25
de la Convención Americana, en concordancia con las disposiciones de los artlculos 1(11 y 2 de
dicha Convención; asl como los artlculos 1, 111 Y XI de la Convención lnteramericana sobre
Desaparición Forzada de Personas y los artículos 1, 6 Y 8 de la Convención Interamericana para
Prevenir y Sancionar la Tortura. Igualmente, concluye que el Estado es responsable de la violación
del derecho a la integridad personal, a las garantíes judiciales y a la protección judicial, consagrados
en los articulos 5, 8 y 25 de la Convenc',ón Americana, en perjuicio de los familiares de la vlctima en
relación con la obligación general de respeto y garantra del artículo 1(11 Y con el deber de adoptar
disposiciones de derecho Interno esteblecido en el articulo 2 del cltedo instrumento Internacional.

11. TRÁMITE ANTE LA COMISiÓN POSTERIOR AL INFORME DE ADMISIBILIDAD \

8 La Comisión adoptó SU informe de admisibilidad N° 69/05 el 13 de octubre de 2005.
El informe fue remitido a los peticionarios y al Estado el 6 de diciembre de 2005. En dichas
comunicaciones, la Comisión se puso a disposición de las partes a fin de facilitar una solución
amistosa y solicitó a los peticionarios que presentaran sus observaciones sobre el fondo en el plazo
de 2 meses.

9. Mediante comunicaciones del 14 y 27 de diciembre de 2005, y 6 de febrero de
2006, los peticionarios presentaron sus observaciones referentes al informe N' 69/05 Asimismo,
expresaron su interés en iniciar un proceso de solución amistosa Y, al respecto, refirieron que el 26
de enero de 2006 presentaron al Estado una propuesta de solución amistosa, la cual, debido a que
lván Eladio Torres lIevarta 28 meses desaparecido, consistra en algunes medidas con plazo cierto de
cumplimiento para ei 3 de febrero de 2006 y, puesto que el Estado no habrla actuado de manera
alguna, consideraron que habría declinado la etapa de solución amistosa, por lo que solicitaron a la
Comisión que se siguiera el trámite dentro de la etapa de fondo De dicha información se dio
traslado al Estado a través de comunicación del 10 de febrero de 2006

'1

\
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10 El 8 de marzo de 2006, dentro del 1240 periodo de sesiones de la Comisión, se llevó
a cabo una reunión de trabajo, en la que participaron representantes de la señora Maria Leontina
Millacura L1aipén, asl como representantes del Gobierno Provincial y del Gobierno Federal Con
motivo de dicha reunión, el Estado remitió la nota OEA 73 dei 10 de marzo de 2006, mediante la
cuai presentó un informe sobre los desarrollos de la causa en que se investiga la desaparición de
Iván Eladio Torres, expediente caratulado "MILLACURA LLAIPÉN, Maria Leontina si Desaparición de
Persona", anexando un cerificado de la denuncia que el Gobernador de la Provincia del Chubut y el
Fiscal del Estado elevaron al Superior Tribunal de .Justicia de la Provincia del Chubut, en relación COn
la apertura de causa de enjuiciamiento al Juez de instrucción de la ciudad de Comodoro Rivadavia
l/por mal desempeño de sus funciones., en la instrucción de causas ,. '/ entre las que se encuentra el
expediente Millacura L1aipén, Maria Leontina slDenuncia Desaparición de personas (N° 1138/031 en
la que se investiga la desaparición de Iván Eladio Torres"

11. Mediante comunicación del 20 de marzo de 2006, la Comisión dio traslado al Estado
de las observaciones de fondo realizadas por ios peticionarios en fechas 14 de diciembre de 2005,
16 de febrero y 6 de marzo de 2006, otorgándole el plazo de un mes para presentar las
observaciones correspondientes.

12· El 9 de mayo de 2006, ios peticionarlos solicitaron una prórroga a fin de presentar
sus alegatos finales. El 15 de mayo de 2006, se recibió la nota OEA '141, mediante la cual el Estado
solicitó una prórroga por el plazo de un mes para presentar observaciones a la información
proporcionada por los patlcionarios.

13. Mediante comunicación del 29 de junio de 2006, la Comisión dio traslado a los
peticionarios de la información proporcionada por el Estado ellO de marzo de 2006, solicitando
presentaran observaciones al respecto, dentro del plazo de un mes.

14. El 11 de julio de 2006, el Centro de Estudios Legales y Sociales (CELS) remitió a la
Comisión Un informe que elaboró respecto de la desaparición de Iván Eladlo Torres, con motivo de
una visita que hiciera personal del CELS a la ciudad de Comodoro Rivadavia el 30 de octubre y 4 de
noviembre de 2005, habiendo realizado diversas entrevistas y un análisis del expediente Judicial.

15. El 26 de juJlo de 2006, la Comisión envió al Estado una nota reiterando la solicitud
que se le hiciera mediante comuniceción del 20 de marzo de 2006, a fin de que se sirviera enviar
sus observaciones sobre el fondo, otorgándole un plazo de dos meses, de conformidad con el
articulo 38{ 1) de su Reglamento

16, Mediante comunicación del 31 de agosto de 2006, el Estado Informó que se
continuaban los esfuerzos de diálogo con los peticionarios, con el objeto de evaluar la posibilidad de
arribar a una solución amistosa del caso, como hebrfa quedado establecido en el acta del 9 de
agosto de 2006, suscripta con motivo de la reunión de trabajo celebrada a efectos de consensuar la
adopción de las medidas provisionales dictadas por la Corte Interamericana de Derechos Humanos.

17. Mediante nota 286 del 14 de septiembre de 2006, el Estado solicitó una prórroga de
un mes para presentar las observaciones sobre el fondo. El 3 de octubre de 2006 la Comisión
otorgó la prórroge por el plazo de 12 dlas.

18 Mediante nota OEA 331 del 24 de octubre de 2006, el Estado reiteró el interés en
arribar a una solución amistosa con los peticionarios respecto del caso, solicitando la cooperación de
ia Comisión para lograr un acuerdo al respecto, De dicha información se corrió traslado a los
peticionarios mediante comunicación del 20 de noviembre de 2006.
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19. A través de comunicaclon dei 10 de diciembre de 2006, se informó a los
peticionarios que la Comisión efectuaría una visita de trabajo a la Argentina del 3 al S de diciembre
de 2006, convocando a las partes a una reunión de trabajo que se llevaría a cabo el 7 de diciembre
de 2006

20. El 6 de diciembre de 2006 se recibió una nota de los peticionarios, informando que
no podrían presentarse a la reunión de trabajo convocada, en razón de que estimaron que el Estado
no habra organizado con tiempo ei traslado de la madre de Iván Eladio Torres ni de sus
representantes.

21. Ei 21 de diciembre de 2006 se recibió escrito de la parte petrcionaria mediante la
cual contestaron el traslado que se les hiciera el 20 de noviembre de 2006 Dicha información se
transmrtió al Estado mediante comunicación del 30 de enero de 2007. En la misma fecha se envró
tanto a Jos peticionarios como al Estado, para su conocimlento¡ una copia del informe elaborado por
el CELS sobre "la desaparición de Iván Eladio Torres"

22. EI14 de agosto de 2007 la Comisión envió tanto a los peticionarios como al Estado,
una solicitud de 'Información actualizada. Al Estado, en la misma comunicación, se le Informó que la
Comisión cuenta con copia de diversas documentales que forman parte de los expedientes judiciales
relacionados con la desaparición de Iván Eladio Torres y, a pedido del Estado, el 6 de septiembre de
2007, la Comisión le remitió copia de dicha documentación, otorgándole ei plazo de un mes para
presentar las observaciones correspondientes Mediante nota OEA 255 del 13 de septiembre de
2007, el Estado solicitó una prórroga, que le fue otorgada el 3 de octubre de 2007.

23. Mediante correo electrónico del 14 de noviembre de 2007, los peticionarías hicieron
Iiegar a la Comisión copia de la sentencia emitida el 15 de octubre de 2007, por la Juez Federal Eva
L. Parcia de Seleme, dentro de la causa N°7020 "Millacura Llaipé, María Leontina s/Denuncia
Desaparición Forzada de persona". De dicha información, se dio :raslado al Estado mediante
comunicación del 26 de noviembre de 2007.

24. El 1 ¡ de enero de 2008, la Comisión recibió copia ,e escrito presentado por los
peticionarios ante la Juez Federal Parcia manifestando que no harían uso de su facultad de recurrir ia
sentencia

25. Mediante nota OEA 29 del ¡ 7 de enero de 200S, el Estado envió respuesta a la
solicitud de información actualizada que le fuera requer'lda por la Comisión, misma que fue remitida
el 26 de marzo de 2008 a los peticionarios, para su conocimiento,

26. A través de comunicación del 23 de enero de 2009, la Comisión remitió tanto a los
peticionarios como al Estado una serie de preguntas especificas a fin de completar el análisis del
caso en cuestión.

27, Mediante comunicación del 23 de febrero los peticionarios enviaron respuesta a las
preguntas de la Comisión aportando, a su vez, información adicional. De dicha respuesta, la
Comisión dio traslado al Estado mediante comunicación del 6 de marzo de 2009. El Estado, por su
parte, envió respuesta a través de la nota OEA 2S0 del 10 de julio de 2009.

A. Medidas Cautelares

28 EllO de enero de 2005, los peticionarios presentaron a la Comisión una solicitud de
medidas cautelares a favor de David Hayes, quien se encontraba cumpliendo pena privativa de
libertad en la Comisarra Secclonal Primera de Comodoro Rivadavia, Chubut, el dla que desapareció
¡van E!adio Torres Los peticIonarios argumentaron que David Hayas habrfa declarado como testigo
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en la investigación que se sigue por \a desaparición de lván Eladio Torres, y que su vida estaría en
peligro puesto que, por ello, habría sido amenazado de muerte por personai de la misma Comisaría
Seccionai Primera.

29. De igual manera, ios peticionarías alegaron que Gerardo Colin y Patricio Oliva •
ambos de t7 años - habrlan visto por última vez a Iván en una piaza del centro de la ciudad y
habrían denunciado ante los fiscales de la causa que se sigue por la desaparición, que ia policía los
hostiga permanentemente, por lo cual se encontraban temerosos por su íntegridad flsica y por su
grupo iamiliar. Los peticionarios señalaron que no obstante haber presentado la denuncia, no se
habrían tomado medidas de protección para ninguno de los dos

30 Los peticionarios también hicieron referencia al caso de la señorita Tamara Bolívar
quien, según lo relatado, habría sido víolada por Un policia que le preguntó si era la hermana de lván
y luego de violarla le dijo "te espero en la Seccional Primera para que hagas la denuncia" Los
peticionarios señalan además que Walter Mansilla, otro testigo de lo sucedido a lván Eladio Torres,
sufrió varias amenazas de la policía desde que declaró en autos,

31 De igual manera, señalaron que los miembros de la familia de lván Eladio Torres -
madre, hermana, hermano y sus respectivas familias- habrían sido constantemente hostigados,
amenazados y que algunos habrlan sido detenidos por oficiales de policía

32. Mediante comunicación telefónica del 18 de enero de 2005, los peticionarios
informaron que David Hayes habrla muerto, el 17 de enero de 2005, apuñalado en una riña dentro
de la Alcaidía de Comodoro Rivadavia, bajo la custodia de agentes del Estado. Asimismo, las
representantes legales de la señora María Leontina Millacura Llaipén solicitaron se otorgaran medidas
cautelares a su favor, en razón de temer por su seguridad e integridad personal. De igual manera,
informaron de otro testigo involucrado en la desaparición de lván Eladio Torres, Miguel Ángel.
Sánchez, quien habrla manifestado a la madre de Iván, temor por su integridad física,

33. El 18 de enero da 2005 la Comisión solicitó al Estado argentino la adopción de
medidas cautelares para proteger la vida y la Integridad personal de Maria Leontina Millacura Llaipén,
la madre de Iván Eladio Torres, Gerardo Colín, Patricio Oliva, Tamara Bolívar, Walter Mansilla, Silvia
de ios Santos, Verónica Heredia y los familiares de Iván Eladio Torres Asimismo, la CIDH instó al
Estado a concertar con los beneficiarios y los peticionarios, ias medidas a adoptarse y, adoptar
medidas a fin de esclarecer judicialmente los hechos.

34 El 21 de enero de 2005, la Comisión solicitó al Estado se ampliaran las medidas
cautelares a favor de Juan Pablo Caba, yerno de Maria Mlllacura Llaipén quien presuntamente habría
presenciado lo ocurrido a David Hayes y por ello habria recibido amenazas, asi como a favor de
Miguel Sánchez, quien habría sido objeto de amenazas por su condición de testigo en el proceso
seguido por la desaparición de lván Eladio Torres.

35 El 25 de enero de 2005, la Comisión solicitó al Estado se ampliara la vigencia de las
medidas cautelares a favor de todos los integrantes de la familia de David Hayes.

36 El 11 de febrero de 2005, los peticionarios pidieron a la Comisión que solicitara a la
Corte Interamerlcana de Derechos Humanos (en adelante la "Corte Interamericana" o "la Corte")
medidas provisionales a los beneficiarios de las medidas cautelares, comunicación que fue
transmitida al Estado el 15 de febrero de 2005 con un plazo de 5 días para informar respecto de la
situación de los beneficiarlos de las medidas cautelares Mediante nota recibida el 2 de marzo de
2005, el Estado envió la información respectiva, de la cual se dio traslado a los peticionarios el 31
de marzo de 2005 y se les solicitó información adicional
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37 El 3 de mayo de 2005, los peticionarios enviaron sus observaciones respecto de los
informes presentados por el Estado y remitieron sus propuestas sobre ras medidas que consideraban
que debia tomar el Estado para cumplir con lo indicado por la Comisión

38. Dei análisis realizado a la información proporcionada tanto por los peticionarios,
como por el Estado, la Comisión advirtió que ias medidas cautelares habrian sido implementadas en
cierta medida por el Gobierno Federal, por lo que ello de julio de 2005, la Comisión determinó
rechazar la solicitud de medidas provisionales y mantener vigentes las medidas cautelares.

B, Medidas Provisionales

39. El 13 de marzo de 2006, en el marco de las medidas cautelares, los peticionarios
remitieron una comunicación¡ mediante la cual solicitaron nuevamente a la Comisión que presentara
a la Corte Interamericana una solicitud de medidas provisionales. El 21 de marzo de 2006, la
Comisión envió tanto al Estado como a los peticionarios, solicitudes de información respecto de las
medidas cautelares. Los peticionarios remitieron la información mediante comunicación del 25 de
abril de 2006 y el Estado respondió mediante nota OEA/53 del 8 de mayo de 2006.

40. El 20 de junio de 2006, la Comisión presentó ante la Corte una solicitud de medidas
provisionales a fin de que la República de Argentina tomara las acciones necesarias para proteger la
vida y la integridad física de los beneficiarios de las medidas cautelares, por existir un riesgo de
daño irreparable, acrecentado en los meses anteriores. La Comisión manifestó que las medidas
cautelares no habrlan producido los efectos de protección requeridos, toda vez que con
posterioridad al otorgamiento de las mismas, habrfan continuado las amenazas hacia los
beneficiarlos y, en abril de 2006, la hermana del desaparecido Iván Eladio Torres, Valeria Torres,
habrla sido objeto de una presunta golpiza por parte de funcionarios de la Comisaria Seccional
Tercera de Comodoro Rivadavia

41. El 21 de junio de 2006, el Presidente de la Corte Interamericana solicitó al Estado
argentino que adoptara "de forma lnmedlata, todas las medidas que sean necesarias para proteger
los derechos a la vida y a la integridad personal de Maria Leontina Millacura Liaipén, Marcos y
Valeria Torres, Juan Pablo Caba, Gerardc Colln, Patricio Oliva, Tamara Salivar, Walter Mansilla,
Miguel Ángel Sánchez, Silvia de los Santos y Verónica Heredia, y Viviana y Sonia Hayes, para lo
cual tome en consideración la gravedad de la situación y las circunstancias particulares de riesgo" y
convocó a las partes a una audiencia pública a celebrarse el 6 de julio de 2006.

42. El 26 de junio de 2006, los peticionarios presentaron sus observaciones respecto de
las medidas de protección. Al respecto, solicitaron que se incluyera también como beneficiarlo a
Iván Eladio Torres y solicitaron que se dispusiera la realización de una pericia en investigación y
criminalis!ica a fin de encontrarlo. Asimismo, solicitaron que se protegiera la vida e inte9ridad de las
personas alcanzadas por las medidas cautelares; en especial, la de Miguel Ángel Sánchez, a quien
pidieron se le trasladara a una unidad de detención en Rlo Grande, en la Provincia de Tierra de
Fuego. De Igual manera, solicitaron el traslado de Juan Pablo Caba a un lugar seguro; que se
continuara ccn la custodia domiciliara para Maria Leontina Millacura Llalpén y su grupo familiar; que
se asistiera económicamente a la señora Millacura Llaipén y se dispusieran fondos para que
continuara el trámite ante el sistema interamerJcano. Requirieron que se continuara con la custodia
domiciliaria para la familia Hayes; que se otcrgaran fondos para la colocación de sistemas de
seguridad en los domicilios de las abogadas de los beneficiarios: Silvia de los Santos y Verónica
Heredia; se elaborara un programa de protección a testigos a favor de Gerardo Colln, Patricio Oliva,
Tamara Bolivar y Walter Mansilla, así como se requiriera al Estado argentino que garantizara el
acceso a ia jurisdicción Internacional de María Millacura Llaipén y de las representantes legales de
los beneficiarios de las medidas, en especial para que pudieran acudir a la audiencia convocada por
la Corte
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43. El 6 de julio de 2006, la Corte Interamericana celebró la audienoia publica y, ese
mismo dla, emitió una resolución deolarando "que a pesar de las medidas adoptadas por el Estado
tendientes a proteger ios derechos a la vida y a la Integridad personai de los beneficiarios, persiste
una situación de extrema gravedad y urgencia y de posible irreparabliidad de daños a los derechos a
la vida e integridad personal de los beneficiarlos de las medidas" Por ello, la Corte determinó
ratificar en todos sus términos la resolución del Presidente de la Corte Interamerioana de Dereohos
Humanos del 21 de junio de 2006

44. Mediante escrito dei 28 de julio de 2006, las representantes de los beneficiarlos
indicaron a la Corte que el Estado no habrla llevado a cabo ninguna acción tendente a oumplir oon lo
ordenado por la Corte en su resolución del 6 de julio de 2006, ni con el acta de oompromiso
levantada en esa misma fecha

45. Mediante oomunioaoión del 3 de agosto de 2006, la Corte remitió a la Comisión
información proveniente del Estado, asl oomo Una copia del esorito de 27 de julio de 2006,
mediante ei cual el Director Ejeoutlvo del Centro de Estudios Legales y Sooiales (CELS¡ presentó, en
calidad de amicus curiae, el "Informe sobre la desaparioión de Ivén Eladio Torres".

46. El 19 de septiambre de 2006, se recibió en la Comisión una comunioaoión de la
parte peticionarla, en la que se informó que el 9 de agosto de 2006 se habrla llevado a oabo Una
reunión oon representantes del Estado, en la que habrlan llegado a varios acuerdos tendentes al
oumplimianto de las medidas solicitadas por la Corte,

47 El 28 de septiembre de 2006, la Corte remitió a la Comisión y a las representantes
de los beneficiarios, el informe presentado por el Estado en torno a las aotuaciones realizadas para
dar cumplimiento a las medidas provisionales. El Estado informó que el traslado de Miguel Ángel
Sánohez a la Unidad de Detención No. 1 de Rlo Grande, Provincia de Tierra de Fuego, se habrla
efectivizado el 17 de agosto de 2006. El 12 de octubre de 2006 las representantes de los
beneficiarios enviaron a la Corte sus observaciones a dioho informe estatal y la Comisión lo hizo el
21 de noviembre de 2006. Mediante el escrito de observaciones de 14 de junio de 2007, las
representantes Informaron a la Corte sobre el fallecimiento del beneficiario Walter Mansilla, quien,
"egun informaoión extraoficial brindada a la señora Millacura Llalpén, habría muerto a causa de una
riña.

48 Mediante comunicaCión del 20 de octubre de 2008, las representantes remitieron
información adicional en la que se refirieron a una presullta amenaza de muerte que habrfa recibido
la señora Maria Leontina Millacura Llaipén por parte de un hombre no Identificado, a las afueras de
la Comisaria Seccional Primera de Policla de Comodoro Rivadavia, sobre lo cual la Corte solicitó
Información al Estado a traves de nota del 23 de octubre de 2008.

49. El 29 de ootubre de 2008, las representantes de los beneficiarlos presentaron ante la
Corte Interamericana sus observaciones al Informe estatal del 17 de septiembre de 2008 y
remitieron copia de la sentencia de la Cámara Federal de Apelaoiones de Comodoro Rivadavla, de
fecha 15 de octubre de 2007; de una foja del libro de defunoiones, referente al fallecimiento de
Walter Mansilla; asl oomo de un Amlcus Curiae presentado, en julio de 2008, por la organización no
gubernamental Cllnica Jurfdica y Social Patagónica ante el Grupo de trabajo de Desaparición Forzada
o Involuntaria de Naciones Unidas
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111.

A

POSICIONES DE LAS PARTES

Posición de los peticionarios

"1

I

50. Los peticionarios sostienen que Iván Eladio Torres, de 26 años de edad al momento
de los hechos, fue vrctlma de desaparición forzada, presumiblemente a manos de agentes del
Estado. Según la petición, Iván Eladio Torres hacfa trabajos eventuales de albañilerla y, antes de su
desaparfción, era el sostén económico de su familia

51. Los peticionarios señalan como antecedente que Iván Eladio Torres habría sido
"levantado" por el patrullero N o 469 en septiembre de 2003, "lo llevaron cerca de un cerro, lo
golpearon y amenazaron de muerte, diciéndole "corre porque te vamos a matar", mientras que le
disparaban con un revólver '. "2

52. Refieren que Iván Eladio Torres salió de sU casa el 2 de ootubre de 2003 entre las 15
y 16 horas, que se encontró oon Luis Patrioio Oliva, Gerardo Atilio Colin y Walter Mansilla, en la
plaza España y luego se dirigió oon los dos primeros a la plaza Bitto Aproximadamente alás 00
horas del 3 de ootubre de 2003 Luis Patrioio Oliva y Gerardo Atilio Colin (entonoes menores de
edad), mientras entraban a una heladería en el parque, vieron cómo Se le acercaba a Iván Eladio
Torres el patrullero 469, dentro del que ',ban tres polioías. Añaden que al salir Oliva y Colfn del local,
Iván ya no estaba y tampooo el patrullero. Alegan que Iván Eladio Torres se enouentra desapareoido
desde entonoes

53, Los petioionarios informaron a la CIDH que ei señor Dante Caamaño declaró haber
sido detenido con Iván Eladio Torres el 3 de ootubre de 2003 por funcionarios policiales, aclarando
que fueron lIevedos a la Comisaria Seccional Primera de Comodoro Rivadavia, donde fueron
separados y que no volvió a ver a Iván Eladio Torres. Poster'lormente, los peticionarios informaron a
la CIDH que el señor Dante Caamaño falleció de un impaoto de bala en la cabeza el 23 de mayo de
2005 por causas nO esclarecidas 3

54 Los peticionarios alegan que el señor David Alberto Hayes l quien se encontraba
detenido en la Comisaria Seocional Primera, habría observado en ia madrugada del dra 3 de ootubre
de 2003 oómo a Iván Eladio TOrres varios policlas lo habrlan golpeado hasta que oayó desmayado y
que vío cómo lo sacaron arrastrado por una escalera mientras otro policía limpiaba el rastro de
sangre Agregan que el 9 de enero de 2005, estando detenido en la Comisaria, David Hayes esoribió
una nota ante la señora Millacura L1aipén - que le entregó a ésta- indicando, además, que el
Comisario lo habra amenazado de muerte y que ál estaba dispuesto a atestiguar ante la "Corte
Norteamericana".4

55. Los petioionarios informaron que el '17 de enero de 2005 el señor David Alberto
Hayes fue asesinado, apuñalado, en la Aloaldía Policial, en una supuesta reyerta durante un recreo'
Consideran que en realidad habrra sido asesinado con el fin de que no prestara su declaraoión
respecto de lo sucedido a Iván Eladio Torres.

2 Petición original recibida el 14 de nov'lembre de 2003 y testimonios de Tamara Bolfvar, Walter Mansilla. Patricio
OJiva y Gerardo AtUio Co1/n dentro de la causa" fv1il!acura Ualpén, [ViarIa Leomina s/Deia Psta DesaparicIón de personas e
Rivadavis.2003"

3 Nota del Diario la Crónica. Comodoro R'lvadavia, 23 de mayo de 2005, www.diariocronica.com.ar

~ Testímonio manuscrito de David Hayes recibido como pEIne de la solicitud de medIda cautelar de techa 10 de
enero de 2005

5 Nota del diario la Crónica. 1 \ de febrero de 2005, www.diarlocroníca.com.ar
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56. Los peticionarios alegan que el señor Iván Eladio Torres se encontraba el 3 de
octubre de 2003 bajo custodia policial en la Comisaria Seccional Primera y que su desaparición es el
producto de acción y omisión del Estado. Afirman que agentes de la policia lo detuvieron, torturaron
V desaparecieron Los peticionarios alegan además, que Iván Eladio Torres desapareció "en el marco
de una práctica sistemática de vioiación de derechos humanos por parte de la policla de la provincia
contra niño's, adolescentes y adultos que deambulan en la caBe: torturas, violaciones, simulacros de
fusilamiento, invento de causas judiciales, etc." Como parte de la petición, los peticionarlos han
presentado información indicando que desde principios de la dácada de. los 90, han tenido
conocimiento de situaciones de violaciones a derechos humanos en las que habrían estado involucrados
funcionarios policiales de la provincia de Chubut y, más especlficameme, de la ciudad de Comodoro
Rivadavia. Señalaron que dichos abusos han consistido en maltratos, detenciones arbitrarias,
amenazas, intimidaciones, prohibiciones de circular por el centro de la ciudad, traslado de jóvenes a
sectores alejados de la ciudad en horas de la noche, quitándoles las zapatillas, el buzo o la remera y
realizando simulacros de fusiiamiento, entre otras.

57.
de octubre
escrito.

La señora Mlllacura Liaipán alega que intentó denunciar los hechos los dias 4, 6 Y 8
de 2003 en la Comisaría Secclonal Primera, donde rehusaron tomarle la denuncia por

58 La denuncia fue formalmente recepcionada, por escrito, por la Policía de la
Provincia del Chubut, el 14 de octubre de 2003, luego de que la noticia da la desaparición de Iván
Eladlo Torres fuera publicada por la prensa, dándose asl origen a los autos por desaparición de
persona ante ei Juzgado de instrucción N o 2 de Comodoro Rivadavia, caratulada "Mlllacura Liaipén,
Maria Leontina slDenuncia Presunta Desaparición de Parsona C. Rivadavia 2003". El 22 de octubre
de 2003 el Ministerio Público Flscai le tomó a la señora Millacura su formal denuncia y, el 5 de
noviembre de 2003, ésta solicitó que la caUsa "Millacura Liaipén, Maria Leontina slDenuncla
Presunta Desaparición de Persona C Rivadavia 2003" fuera recaratulada a "desaparición forzada de
persona" por considerar que en la desaparición de su hijo se encontrarían involucrados agentes del
Estado.

59. Indicaron que el 27 de octubre de 2003 la hermana de Iván, Valerla Torres, presentó
recurso de habeas corpus ante el Juzgado de Instrucción N° 2 de Comodoro Rlvadavia, a fin de que
se estableciera el paradero de su familiar, originándose la causa "Torres, Valeria si habeas corpus"
Expediente No 1139103. Los peticionarios alegan que dicho recurso de habeas corpus habrla sido
archivado inmediatamente, sIn que se realizara ninguna- diligencia conducente a verificar los
hechos.

60. Los peticionarios denuncian que han existido graves irregularidades en la
investigación de la desaparición del señor Iván Eladio Torres En ese sentido, señalan que el proceso
fue inicialmente instruido por la Comisaría Secclonal Primera, con conocimiento y consentimiento dei
Juez de Instrucción N° 2, Osear Ricardo Publio Herrera, no obstante que dicha Comisaria estarla
imputada dentro de la causa. Por tai motivo, la señora Millacura L1aipén denunció la actuación de
dicho juez y, al respecto, el Superior Tribunal de Justicia del Chubut habria solicitado su "Jury de
Enjuiciamiento" y, el Consejo de la Magistratura habrla decidido avanzar con el juicio politico ai Juez
de Instrucción.

61· Respecto de las acciones llevadas a cabo dentro de la investigación, ios peticionarios
señalaron que si bien se tomó la deciaración informativa a los funcionarios policiales de apellidos
Lelva y Gómez, quienes se encontraban a bordo dei móvil policial 469 el 2 de octubre de 2003, no
se dictó ninguna medida cautelar sobre los mismos.
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62. De igual manera¡ refieren que se encuentra constatado y admitido por las
autoridades que ei 26 de septiembre de 2003, fueron detenidos Iván Eladio Torres y Diego Áivarez,
sin que obre dicha detención en el Libro de Parte Diario y no existe ninguna persona sancionada, ni
administrativa ni judicialmente, por esa omisión, a pesar de que la pericia realizada dentro de la
causa I/MllIacura L1a'tpén, Maria Leontina s/Denuncia Presunta Desaparición de Persona C. Rivadavia
2003" dio resultado positivo en cuanto a la adulteración del Libro de Parte Diario No 1O '

63 Refieren que ei Estado no ha dado importancia a las declaraciones presentadas por
Lidia Muñoz dentro de la Causa "Millacura L1aipén, Maria Leontina s/Denuncia Presunta Desaparición
de Persona C. Rivadavia 2003". Al respecto, señalan que la señora Muñoz manifestó que en Una
reunión se comentó que el "pibe Gajardo" habrla estado preso al mismo tiempo que Iván Eladio
Tones. Las peticionarias aclaran que Luis Alberto Gajardo ingresó detenido a la Comisaria Seccional
Primera el dia 1 de octubre de 2003 y que debla haberse solicitado su deciaración

64 Los peticionarios Informaron a la CIDH que el 2 de enero de 2004 se creó la Brigada
de Investigaciones Busqueda de Personas Desaparecidas, integrada por policras, ia misma que ellos
consideran inconstitucional por llevar Una investigación paralela a la judlctal sin control de un juez e
interrogando a testigos fuera de un proceso lega!. Los peticionarios denunciaron dicha
inconstitucionalidad al Fiscal del Estado el 2 de marzo de 2004, así como al Defensor del Pueblo de
la Nación y al Procurador General de la Nación el13 de septiembre de 2004

65" Los peticionarías indican que los hechos que han denunciado, relativos a la
detención arbitraria y posterior desaparición de Iván Eladio Torres, se encuentran probados con las
deciaraciones de David Alberto Hayes, Tamara Boiívar, Walter Mansilla, Dante Caamaño, Gerardo
Colín y Patri9io Oliva" Asimismo, refieren que, por estar relacionadas en la causa de investigación
por la desaparición de Iván Eladio Torres, dichas personas han sido objeto de amenazas y maltratos
y, que en algunos casos, como el de Davrd Alberto Hayes, Luis Alberto Gajardo7

, Dante Caamaño'
V Walter Mansilla9

, dichas amenazas han resultado en su muerte.

66 AS'lmismo, indican que "Walter, Mauricio, Tamara y Cristian, denunciaron que Iván
fue levantado por el oficial Sahamonde y que era amenazado por la poliera de la Primera"; fueron
citados reiteradas veces por los fiscales y siempre ratificaron sus declaraciones; sin embargo, los
peticionarios denuncian que no se ha tomado ninguna medida respecto de lo declarado, na existe
persona alguna procesada y, todo el personal policial presuntamente involucrado en los hechos,
permanece trabajando para la Policia de la Provincia del Chubut. De igual manera, los peticionarios
consideran que no obstante que las autoridades cuentan con diversas declaraciones que indicarían
que el personai que circulaba la noche del 2 de octubre de 2003 en el móvil policial 469 estarian
involucrados, no se \es habrían sancionado de manera alguna,

a Cabe señalar que la Comisión cuenta con copias de [os primeros tomos que. forman parte del Cuerpo Judicial de la
Causa "MWacura llaipén, Marfa Leontina si desaparición de persona". '.proporcionadas por los peticionarios, en las que
constan las actuaciones reatizadas dentro de la investigación .

7 los peticlonarios aclaran que fa persona fallecida era homónimo de un testIgo en la causa de fa desapar'tc'lón de
Ivan Elad'lo Torres

o Los peticionarios afirman que Dante Caamaño declar6 el i 4 de noviembre de 2003 denunciando la prIvacIón
ilegflima y golpiza que sufri6 a manos de tres polic{as de la Seccional Primera y, que el 23 de mayo de 2005 perdió la vida en
un hecho confuso

9 Mediante comunicación del 14 de junio de 2007, los peticionarios injormaron a la Corte Interamericana d~

Derechos Humanos, dentro del procedlmlento de las medidas provisIonales, de la muene de Waller !v1¡:msllla acaecfda a
princlpios de junio, corno producto de una supuesta rilia

.)
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67. Mediante escrito del 14 de junio de 2007, los peticionarios informaron que,
finalmente, la causa "MllIacura Llaipén, María Leontina s/Denuncia Desaparición de Persona" habrla
sido recaratulada a "desaparición forzada", según sentencia del 13 de marzo de 2007.

68. En escrito del 11 de octubre de 2007, los peticionarios indicaron que el señor Osear
Publio Herrera se encontrarla ejerciendo la profesión de abogado y que no habrian recibido ninguna
respuesta a sus denuncias de inconstitucionalidad respecto de la Brigada de Investigaciones
Búsqueda de Personas Desaparecidas y no se habrla realizado ninguna acción desde ninguno de los
poderes del Estado Asimismo, informaron que ei 15 de agosto de 2007, la Juez Federal citó a
declarar a los señores Narke Alejandro Fonrouge y Eduardo Manuel Arizaga, quienes habrlan
formado parte de la Unidad Especial de Investigación. En esa ocasión, las peticionarias informaron
también que el 1o de octubre de 2007, fueron notificadas de la decisión de la Juez Federal, de
tomar declaración indagatoria y detener a los oficiales Tlller!a, Montecino, Chemin y Bahamonde.
Asimismo, habrlan prestado declaración, los agentes que se encontraban manejando el móvil 469 el
2 de octubre de 2003, Ortiz, Leiva y Ruiz.

69. Los peticionarios informaron que por Resolución del Ministerio del Interior N o

1309/07 del 13 de junio de 2007, se habria dispuesto una recompensa de $100.000 a quienes, sin
haber participado del delito, proporcionaran información útil sobre el paradero de lván Eladio Torres.
La publicación habrla salido en los diarios nacionales Clarin, Cronista y La Nación los días 3 y 4 de
agosto de 2007 y, en los diarios provinciales, el 11 de septiembre de 2007.

70. Los peticionarios alegan que la falta de investigación es clara, entre otras razones,
porque se ordenó el archivo inmediato del recurso de habeas corpus, interpuesto por Valeria Torres,
sin realizar ninguna diligencia conducente a verificar los hechos denunciados Por otra parte, en el
contexto de las Investigaciones de la causa "Millacura Llaipén, Maria Leontina s/ desaparición de
persona", la señora Millacura estuvo a disposición dal Estado a fin de realizarse la prueba da ADN
desde enero de 2005, y la misma se realizó el 3 da febrero de 2006. Agregan qua las fotos
originales y a color de Iván Eladio Torres que se encontrabán en poder de las autoridades no habrlan
sido agregadas al expadiente judicial sino con posterioridad; los fiscales habrían concluido qua no
existfa mérito para solicitar declaración indagatoria a persona alguna; se ordenó la excavación en Un

pozo petrolero da la ciudad en busca de restos humanos, a la cual se le habría negado la
participación a la señora Millacura Llalpén, no obstante su calidad de querellante. Sobre todo, alegan
que no es aceptable que después de 6 años de la desaparición da Iván Eladio Torres, el Estado
argantino continuara sostaniendo tres' hipótesis de investigación: al que afectivamente estuviera
involucrado parsonal policial; b) que Iván Eladio Torres haya tanido problemas con el joven Galiardo
o, cl que se haya ido por sus propios medios

71. El 15 de octubre de 2007 se emitió auto sentencia intarlocutoria 5'16/07 dentro de la
causa "Millacura Llaipén, Maria Leontina s/Denuncla Dasaparición Forzada de Persona", en la cual la
juez federal a cargo de la instrucción conciuyó qua no contaba con elementos suficientes que
permitieran encuadrar la ausencia de Iván Eladio Torres en la figura de desaparición forzada da
personas. La juez resolvió que se continuara la causa "según profundizar la busqueda de Iván Eladio
Torres como asi también las averiguaciones respecto a cuáles serian las razones de su injustificada
ausencia hasta estos dias" 10 El Fiscal Federai da primera instancia apeló el falio, lo que motivó que
al Superior Tribunal mediante sentencia 42/2008" del 28 de fabrero de 2008 revocara el falio del

10 Comunicación enviada vla correo electrónico el 14 de noviembre de 2007, mediante la cual los peticionarios
remitieron copia de la sentencia emitida el \ 5 de octubre de 2007 por la ·Juez. Federal Eva L Parclo de Saleme dentro de la
causa" lv1l1lacura Llaipen Marla Leontina s/deia Desaparición Forzada de Persona

\1 Copla de la sentencia, envi¡Jda a la Comisión por parte del Estado
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15 de octubre de 20071 en relación con los sobreseimientos, señalando que no existía falta de
mérito y ordenó que se siguiera con las investigaciones en el marco de la causa.

72. Los peticionarios han mantenido, durante el trámite del caso ante la ComisIón, que el
Estado no ha tomado las medidas eficaces para investigar la desaparición de Iván.

73· Cabe señalar que en sus observaciones sobre el fondo, los peticionarios solicitaron
que la Comisión agregara a varias, personas como víctimas del caso Seiialaron a Alejandra del
Carmen Sales, Mónica Elizabeth Acuña, Miguel Ángel Linares, Benjamln Pairo; Pablo Andrés
Placencio, Silvia Mabel Picón, Luciano Emmanuel Veiásquez, Hernán Enrique Soto; quienes refieren
que se encontrarfan desaparecidos. Adolfo Enrique Sandoval Farias y Cristian Castillo que
"aparecieron por sus propios medios" Gustavo Cruz y Dante Caamaño, quienes habrfan fallecido,
Patricio Oliva, Walter Mansilia, Gerardo Colin y Tamara Bolivar, beneficiarios de las medidas
provisionales otorgadas por la Corte Interamericana, Hugo César Álvarez quien, alegan, se habrfa
suicidado, Mariano Eduardo Haro a quien aparentemente le flagelaron los testfculos en la Comisarfa
Secclonal Segunda de Comodoro Rivadavia mientras cumplia pena prfvativa de libertad. Tambián
señalan como vlctima a David Alberto Hayes. Al respecto, la Comisión envió comunicaciones a los
peticionarios, en fechas 14 de agosto de 2007 y 23 de enero de 2009, señalando que los reclamos
bajo análisis en la etapa de fondo son en principio los admitidos a través del informe de admisibilidad
69/05, relacionados a Iván Eladio Torres, a sus hermanos y a su madre, Marfa Leontina Millacura
L/aipén.

74, En sus argumentos en la etapa del fondo, los peticionarios sostienen que los hechos
denunciados configuran violaciones a los articulas 4, 5, 7, 8, 10, 11, 17, 19, 24 Y 25 Y las
obligaciones contenidas en los art/culos 1(11 Y 2, todos, de la Convención Americana sobre
Derechos Humanos; asl como 1, 11, 111, IV Y XI de la Convención Interamericana sobre Desaparición
Forzada de Personas y 1, 6, 7, 8 Y 9 de la Convención interamericana para Prevenir y Sancionar la
Tortura, todos éstos producto de la detenolón, sometimiento a actos de tortura y posterior
desaparición forzada de Iván Eladio Torres Asl mismo, consideran que los hechos configuran
violaciones a la integridad psíquica y moral y denegación de justicia en perjuicio de María Leontina
Mlllacura L/aipén, Valeria Fablola Torres y Marcos Torres, familiares directos de la víctima
desaparecida

B, Posición del Estado

75. En su comunicación del 17 de marzo de 2005, en respuesta a la solicitud de
medidas cautelares 09-05, el Estado acompañó un ínforme de la Fiscal a cargo de la caUsa
caratulada "Millacura Uaipén, Marla Leontina s/Denuncia Presunta desaparición de persona e
Rivadavia 2003".

76 En su nota SSG 334 del 7 de noviembre de 2005, el Estado señaló haber propuesto
a los peticionarios la apertura de un espacio de diálogo en el que participaría tanto el Gobierno de la
Provincia de Chubut, como las autoridades competentes del Estado nacional, a efectos de evaluar
distintas alternativas que permitieran profundizar en las investigaciones actualmente en curso
Refirió que las Investigaciones relativas a la desaparición de Iván Eladio Torres estarlan en plena
sustanciación

77. Tanto en el informe enviado como anexo a la comunicacwn del 17 de marzo de
2005, como en sus posteriores comunicaciones, el Estado ha señalado que en cuanto se recibió la
denuncia de la madre de la presunta víctima, se habría in'telado una exhaustiva investigación con el
fin de conocer el paradero de Iván Eladio Torres Asf, señala que el 14 de octubre de 2003 se habrra
recepcionado la denuncia interpuesta por la señora María Leontina MHlacura Uaipén por la presunta
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desaparición de su hijo Iván Eladio Torres, ante la Comisaria Seccional Primera de la localidad de
Comodoro Rivadavia, Provincia de Chubut.

78 Asimismo, ei Estado hizo referencia a las acciones lievadas a cabo por las
autoridades correspondientes en relación con la Investigación de la desaparición de Iván Eiadio
Torres. Al respecto, afirmó que inmediatamente de recibida ia denuncia por ia desaparición, se
libraron oficios a la red policiai provincial y a la Brigada de Investigaciones locales y Unidades
Regionales; se habria oficiado también a Gendarmeria Nacional a efectos que informara sobre la
posible salida de Iván Eladlo Torres por los pasos fronterizos del pals, informándose que el mismo no
registró salida del pals; se habrla oficiado también a los medios de comunicación locales y a ios
medios nacionales y, posteriormente a Ii~TERPOL y a la Policía Federal Argentina Por intermedio de
INTERPOL se habrlan solicitado averiguaciones en Chile, efectuadas las mismas en las zOnas de
Puerto Mont, Puerto Varas y Región de Cosme. Todas arrojaron resultados negativos,

79 Agregó que en sede provincial se receptaron las declaraciones testimoniales de
Walter Mansllia, Mauricio Damián Aguero y Tamara Elizabeth Bolfvar. Agregó que el 23 de octubre
de 2003, comparecieron espontáneamente Gerardo Atilio Colín y Luis Patricio Oliva a quienes se les
tomó su declaración respecto de los hechos

80 El Estado refirió que habria constatado que Iván Eladio Torres fue "identificado" junto
a Cristian Damián Gamln y a Carlos Javier Gamln 12. Señaló que se receptó declaración de Cristian
Eduardo Gamln Refirió que se receptó declaración a Roxana Garrido quien se desempeñaba la noche
del 2 de octubre de 2003 en la Heladeda Bitto y, ai respecto, señaló que no recuerda
especfficamente qué ocurrió esa noche, manifestando no reconocer a Iván Eladio Torres segun la
fotograf(a que le fuera exhibida.

81. Asimismo, indica que se habría ordenado, a solicitud de la FiscaHa, ia intervención
del abonado telefónico de la familia Torres y que el 27 de octubre de 2003, el juez y el actuario se
habrlan constituido en la Comisaria Seccional Primera a efectos de inspeccionar el libro de parte
diario numero 10

82. Señaló que se receptaron declaraciones testimoniales de los funcionarios policiales
Betbede y Thiers, quienes cubrieron la guardia de la noche del 2 de octubre de 2003, quienes
manifestaron no recordar que esa noche Iván Eladio Torres hubiera sido detenido; sin embargo
habrlan señalado que en septiembre de 2003 habrla sido trasladado a la Comisaria Seccional
Primera, junto a Walter Mansilla, Matlas Damián Barrasa y Pedro Samuel Gómez, con fines de
identificación. Informó que de igual manera se habría tomado declaración informativa a los
funcíonarios policiales de apellidos Leiva y Gómez quienes se encontraban a bordo del móvil 469 y
que se receptó declaración informativa a los funcionarios policiales: Bahamonde, Héctor Cacha,
Roberto Soto, Nicolás Fajardo, Santiago Rodríguez Y Sebastián Sifuel1tes.

B3. Ei Estado indicó que se habrla receptado la declaración de Dante Caamaño quien
manifestó no reconocer a Iván Eladio Torres, sólo refirió que a él lo llevaron a la Comisaria Seccional
Primera donde io golpearon y que no vio en esa oportunidad a Iván Eladio Torres. Asimismo, se
receptó declaración testimonial a Miguel Sánchez quien se encontrarla detenido en la Comisaría
Seccional Primera desde el 19 de septiembre de 2003, quien manifestó recordar haber visto, en una

l~ De la búsqueda realizada por personal de la Comisión. se advierte que el Brtlculo 10, inciso bl de la Ley 815,
señala como atribuclones de la policla "Detener a toda persona de la cual sea necesarlo conocer sus antecedentes V medios
de vida en circunstancias que lo justIfiquen o cuando se nieguen a identificarse La demora o detención del causante no podrá
prolongarse más del tiempo indispensable para su identificación. averiguación de domicilio. conducta y medios de vida, sin
exceder el plazo de 24 horas"
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oportunidad, a Torres junto a un paliara y que no Jo vio más De igual manera, se receptó
declaración de David Alberto Hayes, quien se encontraba detenido en la Comisaria Seccional Primera
de policía y reflrió recordar haber visto a Iván Eladlo Torres en esa Secoiona! a fines de septiembre I

que Iván Eladio Torres le dijo que había un par de verdugos que lo cascaban pero no le dio más
datos· El Estado agregó que habría prestado declaración Luis Alberto Gajardo, quien se encontraría
detenido en ia Comisaria Seccíonal Primera y refirió no recordar haber visto a Iván Eiadio Torres; que
se receptó declaración testimonial a Alejandro Javier Lezcano quien estuvo detenido en la Comisaría
Seccional Primera ei día 2 de octubre de 2003 quien señaló no conocer a Iván Eladio Torres, que no
lo vio esa noche y que ni esa noche ni al día siguiente vio O escuchó nada anormal. El Estado señaló
que se habría tomado la declaración del señor Papalardo, quien se encontraba detenido en ia
Comisaria Seccional Primera de policía, señalando "que Aguero le dijo que lo hablan llevado porque
la yuta sabía que él conocía a Torres"

84 El Estado indica que se recibió el parte diario del Comando Radioeléctrico
correspondiente al dla 25/9/2003 al 26/9/2003, del cual surgió que a raiz de un llamado telefónico
alertando sobre la presencia de dos personas sospechosas, se dio intervenoión a la Comisaría
Seccional Primera de policía concurriendo el móvil 469, llevando detenidos a Iván Eladio Torres y a
Diego Álvarez

85. El Estado indicó que en el proceso de la investigación de la desaparición de Iván
Eladio Torres, desde un principio se habrían manejado treS hipótesis: 1) que personal policial se
encuentra involucrado, 2) que el hecho pueda atribuirse a los Gallardo, 3) que Torres se haya ido de
la ciudad por sus propios medios ya que estaba próximo a celebrarse un juicio en su contra en la
Cámara del Crimen

86. Agregó que se habrla ordenado una pericia por parte de personal de Gendarmer!a
Nacional en los calabozos y móviles de la Comlsar!a Seccional Primera de poliera y se procedió al
levantamiento de muestras en diversos móviles y de cuatro rastros dactilares aptos para cotejo del
interior de la Comisaria Seccional Primera. Se ordenó el cotejo de rastros papilares levantados en la
Seccional con las huellas de Torres, diligencia que arrojó resultado negativo,

87, El Estado argentino informó que el 6 de julio de 2004 la Procuración General de la
Provincia mediante resoiución 47/04 resolvió crear una Unidad Especial para la investigación de la
presunta desaparición forzada de Iván Eladio Torres.

88. Se ordenó la realización de una perícia caligráfica sobre las inscripciones que se
encontraban en los calabozos de la Comisaria Seccional Primera de policla y que rezaban "Iván
Torres" Al respecto, ei Estado informó que los peritos dictaminaron: "No es factible establecer la
identidad dei autor de los escritos que rezan "iVAN TORRES" localizados en los calabozos de la
Comisada Primera de Comodoro Rivadavia¡ por carecer éstos de elementos caligráficos fisonómicos
y estructurales en cantidad y calidad suficientes".

89 Asimismo¡ se habría ordenado pericia caligráfica, con autorizaclon de la señora
Millacuia Liaipén, sobre las inscripciones que obraban en una pared del cuarto de la casa que
habítaba la presunta víctima, a fin de compararlas con aquellas de los calabozos, Tambián, señala
que se ordenó una pericia sobre el Libro de Parte Diario No. 10 Año 2003, en la cual se encontraron
adulteraciones del mismo.

90. El Estado informó que el 16 de marzo de 2005 se habrían dispuesto las siguientes
medidas de prueba: testimoniales de Nicolás Bolivar, Valeria Torres, Fabiana Áivarez, Diego Álvarez
y Luis Patricio Oliva; asimismo, se concertó el viaje de la señora Millacura y de su hija Valeria Torres
a Buenos Aires para que se llevara a cabo una extracción de muestras de sangre y cabellos
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91. El Estado agregó que al surgir del libro de Parte Diario de Novedades de la Comisaria
Seccional Primera, que el 2 de octubre de 2003 se encontraban detenidos en esa dependencia
policial Luis Aiberto Gajardo, Miguel Ángel Sánchez y David Hayes. Indicó que el 1 \ de noviembre
de 2005, Miguel Ángel Sánchez refirió que no prestada declaración testimonial puesto que habla
recibido un mensaje claro y conciso del Comisario Sarmiento y dei Subcomisario Bustos en el
calabozo, al decirle que era "un detenido que hablaba mucho" Ese mismo dla, la tiscalia habrla
remitido al Jefe de Defensores de la Defensoría Pública y al Presidente de la Cámara Primera en lo
Criminal, copla de la declaración del señor Sánchez

92. Señaló que desde \a Flscalla se libraron oficios a la totalidad de las provincias
argentinas, al Ministerio del Interior y al Ministerio de Salud, conteniendo los datos filiatorlos de Iván
Eladio Torres y caracterlsticas flslcas, adjuntando un juego de tióhas dactiloscópicas escaneadas y una
fotografla, a efectos de averiguar si habrla estado internado o habrla recibido asistencia médica en
algún centro de salud provincial como también si estuvo detenido. Los resultados fueron negativos.

93. Aclaró que la pericia qulmlca biológica realizada por la pollcia cientiflca de Gendarmeria
Nacional sobre las muestras levantadas en la Comisarfa Seccional Primera determinó la presencia de
pelos de origen humano y de vestigios de sangre.

94, El Estado agregó, mediante nota OEA 73 del 10 de marzo de 2006, que "el juez y el
actuario realizaron Una inspección en el lugar en el que se habrlan encontrado Colln y Oliva [en la
plaza Bitto, el 2 de octubre de 20031, concluyendo que la visibilidad a las 23:00 horas desde ese
lugar es prácticamente nula. It

95, A los fines de realizar la pericia correspondiente, Se habría pedido a la Cámara Penal
-V a los Juzgados de Instrucción iniormaclón sobre cartas, comunicaciones V escritos que fueran
realizados de puño y letra por David Hayes

96. El 24 de octubre de 2005, la señora Millacura habría prestado deciaración
testimonial en la que refirió haber recibido un llamado en su teléfono celular y que una voz
masculina le dijo que no diera tantas vueltas; que la policía entregó a su hijo a la mafia y que se lo
llevaron. El 14 de noviembre de 2005 se fijaron audiencias testimoniales para Carlos Ferrada,
Comisario Carmen Casas y el Sargento Omar Bastidas; las dos últimas, a pedido de la parte
querellante.

97. Agregó que el 23 de noviembre de 2005 se solicitó a los Ministerios de Gobierno de la
Nación y a las distintas provincias, ia actualización de la búsqueda de Iván Eladio Torres,
adjuntándose al oficio copia de tres fotograf'ias presentadas por Maria Leontina Millacura Llaipén.

98. Indicó que el 25 de noviembre de 2005 las fiscales Escribano, ibáñez y Tassello,
conjuntamente con la señora Miilacura Llaipén y la abogada Verónica Heredia, se constituyeron en la
zona denominada HPuesto BlancoH ¡ ingresaron a un inmueble abandonado V realizaron Una
inspección ocular. Posteriormente, se trasladaron hasta una vivienda abandonada a 200 metros de
la primera, la cuai se inspeccionó y filmó.

99 El Estado argentino señaló que el 19 de diciembre de 2005 el .Juzgado de Instrucción
N° 3 remItiD la nómina de causas de suicidio V tentativa de suicidios. Asimismo, a efectos de
realizar un rastrillaje a cargo de Gendarmerla Nacional, se habrla requerido a la Municipalidad la
nómina completa de personas NN que hubieran sido sepuitadas en los cementerios de la ciudad
desde ellO de octubre de 2003

100. El 2 de enero de 2006 la Comisaria Diadema habria informado sobre los expedientes
que tramitaron en esa comisaria por la búsqueda de Iván Eladio Torres: la reailzación de un rastrillaje
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en zona rural y búsqueda de Iván Eladio Torres en el 2003; otros dos del 2004 y uno del 2005;
tambián informaron que no téndrran fotograflas de Iván Eladio Torres En el mismo sentido, el 02 de
enero de 2006 la Comisaría Sexta informó que no contaba con copias de actuaciones realizadas ni
recibidas sobre la desaparición de Iván Eladio Torres El 06 de enero de 2006 la Comisaría Seccíonal
Cuarta y la Comisaria del I(m. 8 informaron que no consta en su poder actuaciones ni fotografias de
Iván Eladio Torres

101. El 9 de enero de 2006 se habrla presentado ante la fiscalía, la señora María Millacura
L1aipán diciendo que recibió llamados telefónicos de una mujer y que le dijeron que sabían que a su
hijo aparentemente se lo llevó el Comisario Tillerla a Santa Cruz con otros policías. El mismo día se
habrla librado oficio a la compañia Telefónica de Argentina para que remitíera ei listado de llamadas
entrantes al teléfono fijo de la señora Millacura L1aipén

102. El Estado indicó que ellO de enero de 2006 la Comisaría Laprida informó que no
tenían fotografías ni actuaciones referidas a la desaparición de Iván Eladio Torres, En el mismo
sentido, el 25 de enero de 2006, ia Comisaria Seccional Quinta comunicó que no se labraron
actuaciones con respecto a la desaparición de iván Eladio Torres y nO existlan archivos fotográficos
del mismo. El 30 de enerO de 2006 se habría recibido un informe de la provincia del Chaco,
indicando que no fue posible individualizar ni ubicar a Iván Eladio Torres. El 02 de febrero de 2006 Se
habrla recibido informe de la provincia de Entre Ríos, indicando que se actualizó la búsqueda de Iván
Eladio Torres

103 El 9 de febrero de 2006 se reiteró a la Municipalidad local el pedido de la nómina
completa de personas NN que hubieran sido sepultadas en los cementerios de la ciudad desde ello
de octubre de 2003, soilcitando que se indicara el lugar exacto en donde se inhumaron los restos. El
22 de febrero de 2006 la Municipalidad iocal informó que existen cuatro inhumaciones de NN en el
cp.menterío local a partir de octubre de 2003, dos corresponden al 2004· V las restantes al 2005.

104 En su comunicación del 17 de enero de 2008, el Estado presentó información
adicional solicitada por la Comisión En ese sentido, indicó que el abogado Oscar Ricardo Plubio
Herrera, ex Juez de Instrucción N °2 1 quien en un principio, habría estado a cargo de la causa
seguida por la desaparición de Iván Eladio Torres, habría presentado su renuncia al Consejo de la
Magistratura, previo a que se instaran los pedidos de Juicio Político, por parte dei Gobernador, ei
Fiscai del Estado y miembros del Superior Tribunal de Justicia de Chubut, por las irregularidades en
la tramitación de la Causa sobre la desaparición de Iván Eladio Torres

105. Asimismo, Informó que la Unidad Especial creada mediante resolución del 6 de julio
de 2004 tenia como objetivo principal investigar la presunta desaparición forzada de Iván Eladio
Torres, Destaca que en el curso de su labor, miembros de la Unidad realizaron una compulsa de las
actuaciones Judiciales y solicitaron ciertas medidas probatorias que habrían resultado en la reunión
de diversos elementos que, a criterio de ciertos miembros de la Unidad conformaban indicios
suficientes como para solicitar los procesamientos de diversos agentes de la policía provincial en
virtud de ser sospechados de haber participado en la desap?rición forzada de Iván Eladio Torres, El
Estado aclara que, ai no llegar a un acuerdo respecto dEi este punto, se habría optado por no
solicitar los procesamientos hasta que surgieran nuevos elementos de prueba

106. El Estado ratificó que de acuerdo con lo resuelto por la Corte Suprema de Justicia de
la Nación en fecha 13' de marzo de 2007, las actuaciones habrian pasado a tramitar por ante el
Juzgado Federal de Comodoro Rivadavia. Reiteró que desde la recepción de la denuncia por parte de
ia señora Marra Leontina Millacura L1aipén el 14 de octubre de 2003 las autoridades judiciales
habrlan llevado a cabo diversas actuaciones tendentes a la investigación y resolución de ios hechos
denunciados,

I
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107 Por ultimo, cabe señalar que durante el trámite del presente caso, el Estado
argentino ha señalado su voluntad de lograr una solución amistosa Sin embargo¡ en diferentes
oportunidades, ha hecho del conocimiento de la Comisión que no habrfa podido avanzar en el
diálogo o medidas tendentes a soiucionar dicha solución puesto que ei gobierno de la Provincia de
Chubut se rehusaba a aceptar responsabilidad por la desaparición de Iván Eladio Torres. As!, en
reunión de trabajo llevada a cabo el 8 de marzo de 2006, dentro del 124o periodo de sesiones de la
Comisión, el Estado argentino manifestó que no le era posibie aceptar responsabilidad internacional,
en tanto que el gobierno provincial se negara a aceptarla.

IV. VALORACiÓN DE PRUEBAS

108 En el Sistema Interameric.ano de Protección de los Derechos Humanos, al momento
en que la Comisión estudia las peticiones Individuales que contienen denuncias sobre violación a los
derechos humanos por parte de los Estados y durante el procedimiento contencioso seguido ante la
Corte Interamericana, se han establecido criterios menos formales pera la valoración de los
diferentes medios probatorios que los existentes en las legislaciones internas. En este sentido, la
Corte Interamericana ha subrayado de manera consistente que no es aplicable una rlgida
determinación del quantum de la prueba necesaria para fundar un fallo, teniendo en cuenta que los
tribunales Internacionales tienen la potestad de apreciar y valorar las pruebas según las reglas de la
sana crftica. 13

109. En efecto, además de la prueba directa, sea testimonial, paricial o documental,
resulta de especial Importancia, para el caso bajo estudio, la valoración y alcanca del conjunto de
presunciones que surgen de los hechos y que, de acuerdo a la experiencia, resultan válidas y lógicas
cuando no hay prueba directa de los mismos". Más aún en casos de desaparición forzada, cuyo
propósito sea borrar toda huella material del crimen. Corresponde señalar que la Corte
Interamerlcana se ha valido de la "prueba circunstancial o indirecta, o ambas, o por inferencias
lógicas pertinentes" para establecer las violaciones."

110. En igual forma, la jurisprudencia de la Corte Interamericana, ha otorgado como medio
probatorio, un valor significativo a los recortes de periódicos, especialmente en casos de
desaparición forzada", destacando que, aún cuando éstos no constituyan prueba documental
propiamente dIcha, pueden ser valorados l/cuando recojan hechos públicos o notorios, declaraciones
de funcionarios del Estado o corroboren lo establecido en otros documentos Q testimonios recibidos
en el proceso"\?,

13 Corte lDH, Caso de los Hermanos Gómez Paquiyauri vs Perú, Sentencia de 8 de julio de 2004, Serie e N° 110,
parr 41, cItando Caso Maritza Urrutia. Sentencia de 27 de noviembre de 2003, Serie e No 103, parro 48,' Caso Myrna Mack
Chango Sentencia de 25 de noviembre de 2003 Serie e No 10\, parro 120: Caso Bulaclo- Sentencia de 18 de septiembre de
2003 SerIe e l\jo 100, párr 42: Caso Juan Humberto Sánchez Interpretación de Sentencia sobre Excepciones Preliminares,
Fondo y ReparacIones lart, 67 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos) Sentencia de 26 de noviembre de
2003 Serie e No 102, párr 42

l~ Corte I D,H. Caso Cantoral BenaVldes, Sentencia de 18 de agosto de 2000, párr 47; Caso de los Nifios de la
CaNe (Villagrán Morales y Otros\' Sentencia de 19 de noviembre de noviembre de 1999, párr 69¡ Caso Castillo Petruz:rj ~'

Otros, Sentencla de 30 de mavo de 1999, párr 62: y Caso el eafaCeZO, Sentencia de Reparaciones. 29 de agosto de 2002,
parr.55

H. Corte lDH, Caso Velásquez Rodrlguez., Sentencla de 29 de julio de 1988 Seríe e No 4, parr 131, sobre la
Importancia de la prueba indiciaria o presuntiva

la Corte IOH, Caso Juan Humbeno Sánchez Sentencia de 7 de junio de 2003. Serie C N° 99. párr, 56 Caso
Canios vs Argentina Sentencia de 28 de noviembre de 2002 Serie C lijO 97, párr 39: Caso Baens Ricardo y otros
Sentencia de 2 de febrero de 2001 Serie e w 72. párr 78: Caso de la Comunidad Mayagna (Sumo) Awas Tingni Sentencia
de 31 de agosto de 2001. Serie e N° 66, parr 94

17 Corte 1D H Ca.so de los Hermanos Gómez Paqui'{auri vs Pen), Sentencia de 8 de Julio de 2004, pan 51
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V. FONDO

A. Consideraciones iniciales de hecho

1. Respecto a la desaparición forzada de lván Eladio Torres

111. Iván Eladio Torres nació en Castro, Chile, el 24 de noviembre de 1976 y, antes de su
desaparición, vivía con su madre, Maria Leontina Millacura LJaipén, su hermana Valeria y la hija de
ésta, en una vivienda humilde en el centro de la ciudad de Comodoro Rivadavia, Provincia de
Chubut, Argentina. iván era el sostén económico de su madre, hermana y sobrina. Iván trabajaba en ei
área de la construcción haciendo diversas tareas; en ocasiones, junto a su hermano Marcos, y solía
reunirse con sus amigos y conocidos en calles y plazas del centro de la ciudad

112. Iván Eladio Torres, al igual que sus amigos, era vigilado por la policía de Comodoro
Rivadavia" y, con frecuencia, detenido y llevado a comisarías de ía Provincia de Chubut; en especial, a
la Comisaría Seccional Primera". Según consta en los expedientes judiciales, las detenciones realizadas
por los agentes policiales estaban basadas en la Ley 815 "Ley Orgánica de Pollcra" 20; más
específicamente, para averiguación de antecedentes, conductas y medios de vida Tanto Iván Eladio
Torres como su grupo de amigos, por ser jóvenes de e~casos recursos que solían reunirse en plazas de la
ciudad, eran vigilados por la poiicía y frecuentemente eran objeto de abusos por parte de elementos de la
misma21

. Estas prácticas por parte de agentes policiales han sido reportadas, desde 1995, en varios
medios informativos de la re916n,22

lB El Centro de Estudios Legales y Sociales (CElS¡ y la organización no gubernamental HumDn Rlghts Watch (HRW) han
emitido Informes sobre la insegurldad pollclal en Argentina y, en especifico, el CELS se ha pronunciado sobre las amenazas, las
detenciones arbitrarlas y IEI nplicación de apremios Ilegales, coma prácticas habituales de la policía de Comodoro Rivadevla Cp.ntro
de Estudios legales y Sociales, Human Rlghts Watch, "Inseguridad Policial Violencia de las fuerzas de seguridad en la
Argentina" Editor¡el Eudebél, 1998 "Informe sobre la Desaparición de Iván 1"orres" del 29 de Junio de 2006, remitido por el
CELS a la ComIsión

19 Declaración testimonial de los oficiales Sebastíán Florentino S¡fuentes y Sergio Omar Th1ers, ambas del 11 de
noviembre de 2003 y que constan en folios 123 y 126 de! Torno 1, del Cuerpo .Judlcial de la causa "Millacura L1aipén, Maria
Leontina Millacura Uaipén s/Dcia DesapMidón ne Persona":

"sr lo conozco [a lviln Torres) porque el nombrado ha estado preso en varias ocasiones por
Ley 815" (Sifuentes)

"Hay casos que de manera preventiva la pollda cuenta con la Ley Orgánica Nro 81 5 para
averiguacIón de antecedentes y medios acltos de vida; no obstante, en la función policial preventiva se
puede Identificar en la vfa pública en dist1ntas circunstancias, a personas que deambulan en un lugar
determinado "(ThiersJ

20 El artfculo 10, inciso b) de la ley 815, señala como atribucIones de la palie la "Detener e toda persona de la cual
sea necesario conocer sus antecedentes V medios de vida en circunstancias que lo justifiquen o cuando se nieguen a
identificarse. la demora o detenCIón del causante no podrá prolongarse maS del tiempo ¡ndispe~sable para su identificación,
averiguación de domicilio, condUcta y medios de vida, sin exceder el plazo de 24 horas"

21 La situación de vigilancia y abusos a Jóvenes de escasos recursos tue inclu1da en un intorme Interno elaborado en
lebrero de 2004, por personal de la Secretarfa de Derechos Humanos del Ministerio de Justicia, Seguridad y Derechos HumaliCls de
del Estado argentino, concluyendo que en Comodoro Rlvadavla "los jóvenes de origen humilde locales sufren permanentemente de
abusos por parte de la policfa y los magistrados locales" Este informe fue resultado de la investigación llevada el cabo por dicho
personal sobre el caso ··MiIlacura lIalpen, Maria Leontina sI denuncia desaparición de personas" realizado durante los dlas 24,25. y
26 de tebrero de 2004

22 Mediante comunicación del 14 de diciembre de 2005, los peticionarios remitieron diversas copias de notas
periodlsticas relativas a los maltratos de jóvenes por parte de la policla de la provincia de Chubut Entre ellas se encuentran
las siguientes:

Diario El Chubut, Comodoro Rivadavia, Gr13ves acusaciones contra policréis, jueves ¡t médicos de 113
Legislatura, 1o de octubre de 1998

Continúa
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11 3 En septiembre de 2003, polioías de la Comisaria Seccional Primera detuvieron a Iván
Eladio Torres y lo llevaron a un paraje desolado de las afueras de la oludad, oonocldo como km 8,
donde lo sometieron a un simulacro de fusilamiento. 23

114. La señora IIIIllIaoura L1aipén señaló en su denuncia penal que sospechaba de la policía
porque "aproximadamente un mes y medio [antes], a mi hijo lo suben al patrullero y lo tiran en el I<m
8, Desoonozco de dónde lo subieron, lo llevaron ah! y lo bajaron diciéndole l/ahora te vamos a
matar", le pegaron y le sacaron las zapatillas, después le dispararon intimidándolo y mi hijo, según
me contó él después, se arrastró entre las matas para que no lo maten'¡, 24

115. Consta el Parte Diario del Comando Radioeléctrioo oorrespondiente a los dias 25 y
26 de septiembre de 200325 y, del mismo, surge que siendo las 3:12 horas del 26 y a ralz de Un
llamado telefónico alertando sobre la presencia de dos personas sospechosas, se da intervención a
la Secolonal Primera de Pollcla oonourriendo el móvil 469, llevando detenidos a Iván Eladio Torres y
a Diego Álvarez En sus oomunicaclones, el Estado señaló que "respeoto de esa detención, se ha
constatado su efectiva oourrenola y que la misma no fue asentada en el parte diario [de la
Comisaría)'1.26

116. Aproximadamente a las 18:00 horas del 2 de ootubre de 2003, Iván Eladlo Torres se
encontró con sus amigos en la Plaza España de la ciudad de Comodoro Rivadavia, donde

continuación
El Patagónico, Cuatro madres denuncian brutalidad policIaca, 2 de marzo de 1999,

El Patagónico, Para los familiares de desaparecidos "es una fatta de respeto a nuestro dolor Encima dijo
que era de un indio", Chodl1' "el juez mandó a incinerar una calavera", 21 de julio de 2002

PoHcíales, Interpo! estada investigando nuevos datos sobre Una joven desaparecida en Comodoro, (fecha
ilegible)

Policiale~, Asesinos de Mónica Acuña no se acuerdan dónde la enterraran, {fecha lIegible}

El Patagónico, Apremi'os ilegales. remueven B 30 ofiCiales, 2 de mayo de 2003

El Patagónico, Imegrantos del CELS, o/armados por fas deoi1pariciones de personas ftn COnlodoro, (fer.:pf.\
ilegible)

Crónica, Ca-so Gramajo procesaron al oficial Leguizamón y al sf,lfgento Caro, 17 de febrero de 2004

El PatagónIco, A Gramajo lo fusilaron cuando estaba arrodillado, 17 de febrero de 2004

Policlales, Desaparecidos en Comodoro, una deuda pendiente con la sociedad, una lista demasiado grande
en los últimos 10 años con muchas incógnitas sobre el paradero de personas, 11 de abril de 2004

Crónica, Angustiada madre denuncia vio/emo accion~rpolicial contra su hijo, 11 de julio de 2004

El Patagónico, En Chubut denuncian abusa policial y discriminación, 2 de septiembre de 2004

El Patagónico, El mismo grUa de hace un año "que aparezca Iván", 3 de octubre de 2004

Crónica, A sieTe años d~ otra misteriosa desaparici9n,' la de Mónl~a Efizabeth Acuñe, 20 de julio de 2005

23 Declaraciones testimoniales de Walter Marcos Mancilla¡ Meuricio David Agüero, Tamara Ellzabeth Bolfvar. Crlstlao
Eduardo Gamón, Gerardo Atilio Colfo V DaVid Alberto Hayes, contenidas en la causa judicial "1v1i11acura Millacura L1Bipén,
Mada Leontina s/Dcla Desaparición de Persona"

24 Copla de la denuncia presentada por la señora Marra leontina l""illacura lIaipén, follo 1, Tomo 1, del Cuerpo
·Judlclal de la CaUSB "Mlllacura Llaipén, MarIa Leontina tv'll1lacllra L1alpén slDcia DesaparicIón de Persona"

2;' Copia del parte diario, enviada por el Estado como anexo a sus comunicaciones

;¡¡¡ Nota de! Estado SG 334 del 7 de noviembre de 2005



84
20

permanecieron hasta cerca de la medianoche, para después ir a la plaza Brino con dos de sus
amigos quienes, por Unos momentos¡ entraron a una heladería y desde allí vieron pasar cerca de
Iván al patrullero 469, con tres policras en su interior Pocos minutos después, al regresar a la plaza,
no encontraron a !ván y no volvieron a verlo más .27

117. Ivén Eladio Torres fue visto por ultima vez en las primeras horas del 3 de octubre de
2003, por Luis Patricio Oiiva y Gerardo Atilio Colfn en la "Plaza Bitto" y por David Hayes, en la
Comisarla Secciona! Prlmera¡ donde en esa fecha se encontraba detenido,

118 Del parte diario de novedades de la Comisarra Seocional Primera, copia del cual las
peticionarias remitieron a esta Comisión¡ se advierte que David Hayas se encontraba detenido el 3
de octubre de 2003 en dicha dependencia, junto con Luis Alberto Gajardo y Miguel Ángel Sénchez

119 El 9 de enero de 2005 David Hayes, encontrándose cumpliendo pena privativa de
libertad en la Comisarfa Seccional Primera, escribió con su propio puño una carta que entregó a la
señora María Leontina Minacura Uaípén, cuya copia consta en el expediente y que se transcribe a
continuac'lón de manera textual:

Bueno yo soy David Hayes y yo soy testigo del caso de lvan Torres pero mI vida está en
pellgro fuy amenzado de muerte V cuando tomaron declaración no dije todo lo que [sé] por
miedo a que me maten pero estoy dispuesto a declarar en la Corte Norteamericana, yo bi
cuando a Iban le pegaban desde una ventana que está en un baño, le pegavan barios políelas
entre ellos estaba el oficial Montesino, el comisario Tayaría el fue quien me amenasó de
muerte, yo puedo identificar a los polidas que estuvieron esa noche y puedo senaJar el lugar a
donde Iban cayó desmayado y lo agarraron y lo sacaron a la rastra asta una escalera que da a
la unidad regIonal y otro policía limpiaba la escalera de la unidad regional yeso fue a la
madrugada que yo bi cuando trajeron a Iban y le pegaron pero no le dije todo lo que bi pero
tambien le dije que si podla ampliar mi declaración y me dijo que yo estaba en todo mi derecho
pero él después estaba con el comisario Tiyeria y me miraban y se reían por eso me quede
cayado. David Hayes 28.451142 2B

120. EllO de enero de 2005, los peticionarios presentaron a la Comisión una solicitud de
medidas cautelares a favor de David Alberto Hayes, argumentando que éste era testigo de que Iván
Eiadio Torres habia estado en la Comisarío Seccional Primera el 3 de octubre de 2003 y que su vida
estaría en peligro puesto que habría sido amenazado de muerte por personal de la misma Comisaría
Secciona1 Primera.

121. La Comisión lamenta profundamente el hecho de que el 17 de enaro de 2005, un dla
antes de que se solicitara al Estado argentino que tomara las medidas necesarias para salvaguardar
la vida e integridad de David Hayes, éste falleciera, apuñalado, en las Instalaciones de la Seccional
Primera de Comodoro Rivadavia, donde se encontraba bajo custodia del propio Estado.

122 Luis Alberto Gajardo, en sus primeras declaraciones refirió no haber escuchado nada
el 3 de octubre de 2003, ni haber visto o conocido a lván Eladio Torras; sin embargo, el 14 de
octubre de 2005 declaró sentirse perseguido por la policla y tenerle miedo. El 11 de noviembre de

27 Copla de las declaraciones test'lmoniales de Walter Marcos 1v'lancUla, Crístian Eduardo Gamfn, Gerardo Atllio Colin
y Luis Patricio OliVa que obran en el Cuerpo .Judicial de la causa "lviillacura Uaipén. María Leontina !v1l1lacura Uaipén s/Dcia
Desaparición de Persona"

2B Carta que anexaron los peticionarios a su solicitud de medidas cautelares, der 10 de enero de 2005 y que
igualmente consta en el expediente de medidas provisIonales

I
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2005, Miguel Ángel Sánchez se negó a deolarar por encontrarse amenazado." Asimismo, familiares de
Iván Eladio Torres y testigos han recibido amenazas o han estado sujetos a actos de hostigamiento

123 Iván Eladio Torres no ha aparecido de nuevo, despuás de haber sido visto el 3 de
ootubre de 2003 por David Hayes

124. Con base en las anteriores consideraciones, la Comisión concluye que cuenta con
eiementos suficientes para concluir que Iván Eladio Torres fue vlctima de desaparición forzada a
manos de agentes del Estado, sin perjuicio del análisis de responsabilidad internacional que más
adelante se efectuará, con base en las disposiciones relevantes de \a Convención Americana,

2. Respecto de las averiguaciones judiciales

125 El 4 de octubre de 2003, al no tener notiolas de su hijo, la señora María Leontina
Millaoura L1aipén se comunicó a la Comisaria Seccional Primera de Comodoro Rlvadavla a fin de
averiguar si su hijo se encontraba detenido¡ recibiendo una respuesta negativa¡ l/entonces me
presenté en esta Comisaria informando de la desaparioión de mi hijo y me tomeron los datos de mi
hijo y me dijeron que lo iban a buscar"'o. Los dias 6 y 8 de ootubre de 2003 aoudió nuevamente a la
Comisaria a preguntar por el paradero de Iván, obteniendo la misma respuesta negativa y no fue
receptada su denuncia

126. El 14 de octubre de 2003, la señora Maria Leontina Millacura L1aipén compareció a
ia Comisaria Seccionai Primera de Comodoro Rivadavia denunciando que "hace aproximadamente
catorce dlas no tengo noticias de mi hijo iván Eladio Torres ... "aproximadamente a las '15:00 horas
del 10 (sicl de octubre de 2003 salió de casa solo, que ida a la Plaza España y me dijo mamita yo
vengo temprano"; que Walter Mansilla le comentó que habla estado con Iván y con otros chicos ese
dla en la Plaza España, siendo la última vez que lo vio.

127. AsI, el 14 de octubre de 2003 se Inició la causa "Millacura Llaipén, Maria Leontina
Millacura L1aipén slDcia Desaparición de Persona", a cargo del Juez de Instrucción N o 2, Oscar
Ricardo Publio Herrera. En dicha causa fueron indagados los agentes Fabián Alcrdes Tillerla, Juan
Sandro Montecino, Marcelo Miguel Alberto Chemln, José Luis Bahamonde, Pablo Miguel Rulz, Mario
Alberto Gómez, Hernán Eliseo Leiva, Rosana Ellsabet Soler, Nicolás Alberto Fajardo, Sergio Omar
Thiers, Sebastlán Florentino Sifuentes, Santiago Antonio Rodrlguez, Héctor Enrique Concha y
Roberto Damián Soto, por su presunta participación en los hechos denunciados.

128. Aunado a la denuncia interpuesta por la señor Millacura L1aipén, Valeria Torres,
hermana de Iván Eladio Torres, interpuso el 27 de octubre de 2003 un recurso de habeas corpus
ante el Juez de Instrucción No 2, Oscar R. P Herrera, que conocía de la causa por desaparición"

129. El 15 de octubre de 2007 se emitió auto sentencia interlocutoria 5'16/07 dentro de ia
causa "Millacura L1aipén, Marla Leontina slDenuncia Desaparición Forzada de Persona", en la cual la
juez federal a cargo de la instrucción concluyó que no contaba con elemantos suficientes que
permitieran encuadrar la ausencia de Iván Eladio Torres en la figura de desaparición forzada de

29 Consta dicha declaración en el expediente de la causa "MiHacura Ualpén sfDcia DesaparicIón de Persona": Que
no voy a proceder a declarar debido a que en la última semana que anlecede, reclbl mensaje claro y conciso del comisario
Sarmiento y Sub Comisario Bustos en mi calaboz.o, aHrmando que yo era "Un detenido que hablaba mucho" y que "nosotros
sabemos qllién es el que habla de mas, quién es el que se va de boca

30 Segun lo señalado en la petición presentada por la señora Mlllacura Uaipén ante la CIDH el 14 de noviembre de
2003

31 Copia del reCurSD presentado por Valerte Torres, remItida por los peticionarios
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personas. La juez resolvió el procesamiento, en libertad, a los oficiales Fabián Alcides Tilleria y Juan
Sandro lVIontecino en orden al delito de privación ilegal de la libertad y al oficial lVIarcelo lVIiguel
Alberto Chemin, en cuanto al dento de violación de domicilio, por los hechos sucedidos con
anterioridad a la desaparición de Iván Eladio Torres [detención ocurrida en septiembre de 2003J. Por
otra parte l resolvJó sobreseer a los tres anteriores, asf como a José Luis Bahamonde, Rasana
Elisabet Soler, Pablo Miguel Ruiz, lVIario Alberto Gómez y Hernán Eliseo Leiva, "en cuanto al
presunto delito de desaparición forzada de persona, segun la Convención Americana" ..32 Los demás
indagados por otros delitos, relacionados con los hechos de la causa, fueron también sobreseídos.

130 En dicha sentencia, la juez ordenó una pericia callgráflcá, asl como la localización de
Luis Patricio Oliva y Luis Alberto Bollvar, con el objeto de recibirseles declaración testimonial Por
último, la juez resolvió que se continuara la causa "según profundizar la búsqueda de Iván Eladlo
Torres como así tambIén las averiguaciones respecto a cuáles sedan las razones de su injustificada
ausencia hasta estos días".

131. El Fiscal Federal de primera instancia apeló el fallo, lo que motivó que el Superior
Tribunal mediante sentencia 42/200B33 del 2B de febrero de 2008 revocara ei fallo del 15 de
octubre de 2007, en relación con los sobreseimientos, señalando que no existía falta de mérito y
ordenó que se siguiera con las investigaciones en el marco de la caUsa. Entre las consideraciones
vertidas por el Tribunal se encuentran:

(J Se advierte que para resolver la cuestión, la sentencia de grado gravita sobre
varias premisas de signo contradictorio, culminando por afectar el razonamiento que
lleva a la conclusión en estudio.
(.)

Otro dato a tener en consideración es que la manifestación inicial de la denunciante
rospecto del hostigamiento de personal policial para con Iván, fue objeto de
permanente confirmación por parte de distintos testigos de la causa.
( .. )

Los elementos reseñados alcanzan a componer un cuadro que por Jo menos impide el
cierre definitivo de la caúsa respecto de los imputados sobreserdos.
( )
Si bien es cierto que no se ha acreditado mediante prueba directa la participación de
funcionarios de la Seccional Primera de Policía en la desaparición de Torres, existen
indicios racionales de que las cosas pueden haber ocurrido de un modo similar a
como lo plantea la querella. (Negritas fuera de texto)

132. AsI pues, el Tribunal en su resolutivo primero revocó los sobreseimientos de Fabián
Alcides Tillerra, Juan Sandro lVIonteclno, Marcelo Miguel Alberto Chemín, José Luis Bahamonde,
Rosana Elizabeth Soler, Pablo lVIiguel Rulz, lVIario Alberto Gómez, Hernán Eliseo Leiva, Jorge
Alejandro Bahamonde, Nicolás Alfredo Fajardo, Sergio Omar Thiers, Sebastién Florentino Slfuentes,
Santiago Antonio Rodrlguez, Háctor Enrique Concha y Roberto Damián Soto Declarando que no
existe mérito para procesarlos o sobreseerlos, por Iq que ordenó que se prosiguiera la
investigación,34 .

3'2 Copia de la sentencia del 15 de octubre de 2007 fue enviada !'anto por los peticionarios como por pane del
Estado y consta agregsda en el eXPediente del presente caso

33 Copia de la sentencia. enviada a le Comisión por parte del Estado

34 Según lo into"rmado por el Estado en su nota del 10 d¡;; julio de 2009 y anexos, entre los que se encuentra el
escrito de apelación
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133. Del análisis realizado a la información con que cuenta la Comisión, se puede advertir
que desde el 4 de octubre de 2003, las autoridades argentinas ten[an conocimiento de la
desaparición de Iván Eladio Torres, a través de la información brindada por la señora María Leontina
Millacura Llaipén quien, ese día y en diversas ocasiones hasta [a fecha, se ha presentado ante la
Comisaria Seccional Primera de Comodoro Rivadavla y ante otras autoridades para Indagar sobre el
paradero de sU hijo La señora Millacura L1aipén y sus representantes legales se han mantenido
activas en la búsqueda de Iván Eladio Torres; han aportado pruebas y solicitado se realicen
diligencias tendientes a la resolución del caso En definitiva, han transcurrido más de 6 años sin que
los hechos hayan sido esclarecidos por parte del Estado, no se ha dado con el paradero de Iván
Eladio Torres ni hay persona alguna sancionada por su desaparición

4. Análisis de Derecho

A. Consideraciones generales sobre desaparioiones forzadas

134. El articulo I de la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de
Personas, de 9 de junio de 1994, establece que los estados partes se comprometen a:

8, No practicar, no permitir, ni tolerar la desaparición forzada de personas, ni aun en
estado de emergencia, excepción o suspensión de garantfas individuales;
b Sancionar en el ámbito de su jurisdicción a los autores, cómplices y encubridores del
delito de desaparición forzada de personas, asf como la tentativa de comisión del mismo,
C· Cooperar entre sr para contribuir a prevenir, sancionar V erradicar la desaparición
forzada de personas; y
d Tomar las medidas de carácter legislativo, administrativo, judicial o de cualquier otra
lndole, necesarias para cumplir con los compromisos asumldos en \a presente Convención.

1.'35.. .11,1 ratificar dicha Convención, el 28 de febrero de 1996, el Estado de Argentina
asumió el compromiso de cumplir con ello.

136. La Corte se ha referido a la práctica de las desapariciones forzadas señalando que:

La desaparición forzada o involuntaria constituye una de las más graves y crueles violaciones
de los derechos humanos, pues no sólo produce una privación arbitraria de la libertad Sino que
pone en peligro la imegridad personal¡ la seguridad y \a propia vida del detenido Además, le
coloca en un estado de completa indefensión, acarreando otros delitos conexos, De ahl la
Importancia de que el Estado tome todas las medidas necesarias para evitar dichos hechos,
los investigue V sancione a los responsabies V además informe a los familiares el paradero del
desaparecido y los indemnice en su C8S035 .

137. En ia jurisprudencia del sistema se ha establecido que la desaparición forzaóa de
personas constituye un hecho ilícito que genera una violación múltiple y continuada de varios
derechos protegidos en la Convención Ademas, supone el desconocimiento del deber óe organizar
el aparato del Estado para garantizar los derechos reconocidos en la Convención". Al efectuar
directamente o tolerar acciones dirigidas a realizar desapariciones forzadas o involuntarias, al no
investigarlas de manera adecuada y al no sancionar, en su caso, a los responsables, el Estado viola
el deber de respetar los derechos reconocidos por la Convención Americana y de garantizar su líbre
y pleno ejercic;o.37

3S Corte ¡OH, Caso Blake. supra, párr. 66

3& Corte IOH, Caso 19 Comerciantes vs Colombia, Sentencia de 5 de julio de 2004, Serie e No 109. párr 142

37 Corte lDH . Caso Paniagva Morales y otros, Sentencia de 8 de marz.o de 1998, Serie e N° 37, párr 90
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13'8, La Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas incluye los
elementos esencJales que diferencian la desaparición forzada de otras modalidades delictivas como
el secuestro, la detención ilegal o el abuso de autoridad. El articulo 11 de la Convención
Interamerioana sobre Desaparición Forzada de Personas¡ incorpora el concepto de "desaparición
forzada" desarrollado en la jurisprudencia de la Comisión y la Corte Interamerlcanas de Derechos
Humanos, en los siguientes términos:

Para los efectos de la presente Convención, se considera desaparición forzada la privación de
la libertad a una o más personas¡ cualquiera que fuere su forma, cometida por agentes del
Estado o por personas o grupos de personas que actúen con la autorización, el apoyo o la
aquiescencia del Estado, seguida de la falta de Información o de la negativa a reconocer dicha
privación de libertad ° de Informar sobre el paradero de la persona, con lo cual se impide el
ejercicio de los recursos legales y de las garantras procesales pertinentes_"

139 De conformidad con los articulas 111 y VII de dicho instrumento, el delito de
desaparición forzada "será considerado como continuado o permanente mientras no se establezca el
destino o paradero de la víctima " y la acción penal respectiva no estará sujeta a prescripción. De
similar manera ha interpretado la Corte el carácter continuo del fenómeno de la desaparición
forzada, al establecer que,

[i]mplica la violación de varios derechos reconocidos en los tratados internacionales de
derechos humanos, entre ellos la Convención Americana, y que !<?s efectos de estas
infracciones, aun cuando algunas, como en este caso, se hubiesen consumado, pueden
prolongarse de manera continua o permanente hasta el momento en que se establezca el
destino o paradero de la vfctima. 36

140. Si bien estas disposiciones reafirman obligaciones que el Estado argentino ya había
contraído en cuanto Estado parte de la Convención Americana, su Importancia para el prese"te caso
radica en la especificidad que la primera otorga a la obligación estatal de investigar en el ámbito
concreto de las desapariciones forzadas y en el énfasis que impone la segunda en la necesidad de
una adecuada tipificación del delito, como se analizará ínfra

141. Asi, la Corte ha establecido que, "ante ia particular gravedad de estos delitos y la
naturaleza de los derechos lesionados, la prohibición de desaparición forzada de personas y el
correlativo deber de investigarlas y sancionar a sus responsables han alcanzado carácter de jus
cogens" .39

142. De acuerdo con su jurisprudencia consolidada, .Ia Comisión considera que la
desaparición forzada es una violación de derechos humanos compleja que continúa en el tiempo
hasta tanto el paradero de la vlctima o de sus restos continúa desconocido'o Debe tomarse en
consideración que, para la familia y la sociedad en general, la experiencia vívida es la de una
desaparición forzada, con todas sus consecuencias, hasta tanto el paradero de la víctima o sus
restos son ubicados e identificados

38 Corte IDH Caso Blake, Excepciones Preliminares, Sentencia de 2 de juno de 1996 Serie e No 27; párr 39

3!l Corte IDH Caso Golburú y otros vs Paraguay Sentencia sobre Fondo, Reparaciones y Costas Sentencia de 22
de septiembre de 2006· Serie e No 153. párr 84

·10 CIDH Caso 12 588 Y otros- lsabela Velasquez y otros Guatemala Informe 40/00 de fecha 13 de abril de 2000,
parr 64, CIDH, Demanda ante la Corte IDH, RAJNER JBSEN CÁRDENAS )1 JOSÉ Luís JaSEN PEÑA I'S BOLIVIA, 12 de mayo
de 2009 Disponible en http://www.cidh.oas.org/demandasfdemandasESP2009.htm
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143 La Comisión considera que cuenta con suficientes elementos de juicio para concluir
que en la desaparición de Iván Eladio Torres participaron agentes del Estado. En particular, ia
Comisión considera relevantes las declaraciones de amigos, familiares y de agentes policiales que
obran en ei expediente judicial y que dan cuenta de que Iván Eladlo Torres era permanentemente
controlado por ia policía, asl como de las anteriores detenciones de que éste fue objeto por parte de
la misma, especialmente la ocurrida en septiembre de 2003.

144 Al respecto, es de resaltar la declaración del 16 de octubre de 2003 de Waiter
Marcos Mansilla, quien señaló que:

Ilván} una vez me comentó que lo hablan levantado en un patrullero y lo llevaron al km B.
Oue después de ello lo cargaron a palos V se tuvo que venir caminando en patas hasta su
casa Al

145. En la declaración que el 21 de octubre de 2003, emitió Tamara Elizabeth BoHvar ante
la Comisaria Seccional Primera de Comodoro Rívadavía, refirió que a Iván:

en una oportunidad lo hablan levantado y llevado al km 8. lo dejaron descalzo, todo
ramillado, golpeado, V me habla dicho que le habran tirado un par de tiros y luego al Iván 10
hablan dejado en el km 8 en cercanía de un cruce, habiendole sacado la ropa V también el
calzado. 42

146. El 22 de octubre de 2003, compareoió ante la Comisaria Seooional Primera de
Comodoro Rivadavia, Cristian Eduardo Gamfn, quien al respecto señaló que:

[Ivánl en alguna oportunidad comentó que lo habra agarrado la peliera y lo dejó en el km 8, a
pata pelada, sin zapatillas 43

147 El 23 de ootubre de 2003, el entonces menor de edad, Gerardo Atilio Colfn prestó su
declaración y, a la pregunta que se le hiciera de si con anterioridad a su desaparición, iván Eladio
Torres le manifestó que tuviera algún problema o miedo, el declarante respondió:

sr. con anterioridad, dos o tres dfas antes de su desaparición, me manifestó que la palida lo
molestaba) Incluso IEls veces que yo andab¡:¡ cor. él lo amenaz.aba siempre la pollera, Una vez
que estábamos en las piedras de la playa y llegó un patrullero de la Seccional 10 y nos
empezaron a tomar los datos y cuando lo ven a lván dijeron vamos a agarrar al otro, V a
nosotros nos dejaron que nos fuéramos Con posterioridad lván Torres me contó que lo hablan
llevado al km 8 y Que le pegaron y le hacfan el juego de tiro, yo recuerdo que en esa
oportunidad andaba un palida de apellido Bahamonde, es morocha, gordito, más bajo que yo,
10 conozco porque siempre me pegaba 1\4

148. El mismo 23 de octubre de 2003, el también entonces menor de edad, Luis Patrioio
Oliva deolaró:

<11 Copla de la declaración testimonIal de Walter Marcos Mansllla que obra en el folio 11, Tomo L del Cuerpo
.Judiclal de la causa '''M\I1acura Llaipén, Maria Leontina Millacura Uaipen s/Dóia Desaparición de Persona".

~2 Copla de la declaración lestimonial de Tamara Elizabeth Salivar, del 21 de octubre de 2003, que obra en el follo
26, Tomo 1, del Cuerpo .Judicial de la causa "lvliIlecura Ualpén, María leontina Mlllacura Llaipén s/Dcia Desapariclón de
Persone" ,

43 Copia de la declaración testimonial de Cristian Eduardo Gamín, del 22 de octubre de 2003, que obra en el follo
31, Tomo 1, del Cuerpo ,Judicial de la causa "MlIlacura Llaipén, lv1arfa Leontina MlIlacura Llaipen s/Dcla Desaparición de
Persona"

l., Copia de la declaración testimonial de Gerardo Atmo Colin, del 23 de octubre de 2003, que obra en el folio 47,
Tomo 1, del Cuerpo Judicial de la causa "lv1ll1acura Ualpén, Maria LeontIna Millacura Uaipén stDcla Desaparición de Persona"
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dos o tres dras antes Ilvánl me dijo que estaba amenazado y siempre por la gente de la
Secciona! Primera, incluso a mf en cuatro oportunidades polieras de la Seccional Primera, uno
de ellos de nombre Bahamonde . Me declan que le diga a Iván Torres que se cuide ,que a
mi me iba a pasar lo mismo que él, en el semido en que me iban a llevar y pegar aparte, yo
he visto que a lván Torres se 10 llevaban por nada 4&

·149. En el mismo sentido, Mauricio David Aguero declaró que:

en una oportunidad Walter Mansilla V los chicos dijeron que a Jván lo hebl'a levantado la
policía, dejándolo en el km ocho 45

150. En cUanto a la participación de agentes del Estado en la desaparición de Iván Eladio
Torres, la Comisión considera como un elemento de particular valor probatorio la carta, de fecha 9
de enero de 2005, escrita a mano por David Hayes, quien se encontraba detenido en la Comisaría
Seccional Primera el día de los hechos, 3 de octubre de 2003 y que al respecto señala:

Bueno yo soy David Hayes y yo soy testigo del caso de ¡van Torres pero mi vida está en
peligro fuy amenzado de muerte y cuando tomaron declaración no dije todo lo que [sé] por
miedo a que me maten pero estoy dispuesto a declarar en la Corte Norteamericana, yo bl
cuando a Iban le pegaban desde una ventana que está en un baño, le pegavan barios policias
entre ellos estaba el oficial Montesino, el comisario Teyeria el fue quien me amenasó de
muerte, yo puedo identificar a los policfas que estuvieron esa noche y puedo senalar el lugar a
donde Iban cayó desmayado y lo agarraron y lo sacaron a la rastra asta una escalera que da a
la unidad regional y otro policía limpiaba la escalera de la unidad regional yeso fue a la
madrugada que yo bi cuando trajeron a Iban y le pegaron pero no le dije todo lo que bi pero
tambien le dije que si podra ampliar mi declaración y me dijo que yo estaba en todo mi derecho
pero él después estaba con el comlsarlo Tíyerla y me miraban y se reran por eso me quede
cayado DavId Hayes 28 451142 47

151, Dicha carta afirma que Iván Eladio Torres estuvo en la Comisaría Seccional Primera,
después de haber sido detenido por agentes de la policía provincial de Chubut, así como que David
Alberto Hayes, ultima persona que lo habria visto antes de su desaparlc',ón, no habría manifestado
todo lo que sabfa en su declaración testimonial por encontrarse amenazado de muerte.

152, La Comisión, con base en la revisión realizada de toda la información presentada por
las partes, toma nota de que mientras ei Estado se ha referido a tres posibles hipótesis para explicar
la no aparición de Iván Eladio Torres, no ha aportado pruebas o indicios que podrían explicar o
fundamentar las distintas hipótesis de la desaparición mientras Iván Eladio Torres estuvo en manos
de la policía,

153, Encontrándose todos los elementos de desaparición forzada presentes en el caso,
corresponde señalar que al ratificar la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de
PersonEis, el 28 de febrero de 1996, el Estado argentino asumió el compromiso de "no practicar, no
permitir, ni tolerar la desaparición forzada de personas, ni aun en estado de emergencia, excepción o
suspensión de garantías individuales", de conformidad con el artículo Ila) de dicho instrumento. En

AS Copia de la declaración testimonial de Luis Patricio Oliva. del 23 de octubre de 2003, que obra en el folio 50,
Tomo 1, de! Cuerpo Judicial de la causa "MiUacura Uaipén, Maria Leontina Millacura Llalpén s/Dcia Desaparición de Persona"

~6 Copla de la declaración testimonial de lv1auricio David Aguero, del 20 de octubre de 2003, que obra en el tolío
1a, Tomo 1, de! Cuerpo ,Judicial de la causa "Millacura llaipen, ¡viarla Leontina IVlillacura Uaipén s/Dcia Desaparición de
Persone"

1.:7 Carta que anexaron los peticionarios a su solicitUd de medidas cautelares, del 10 de enero de 2005 y que
igualmente conSta en el expediente de medidas provisionales
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segundo término, el delito de desaparición forzada es de carácter continuado o permanente. Sus
efectos se prolongan en el tiempo mientras no se establezca el destino o paradero de la vfctima
Entre ias características distintivas de una desaparición, se encuentran los medios a través de la cual
se lleva a cabo para ocultar toda evidencia de ios hechos, de la correspondiente responsabilidad y
del destino de la vlctima Asimismo, se encuentra la forma en la cual la falta de esclarecimiento de
los hechos y de determinación de responsabilidades, Inflige terror no sólo en la victlma directa, sino
también en sus familiares y en la sociedad en general. Estas caracterlsticas colocan al Estado en una
situación de violación continua de sus obligaciones internacionales, por 10 cual la Convención
Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas es aplicable al presente caso

'154. Por todo lo anterior, en el presente caso, la Comisión concluye que mediante la
desaparición forzada de Ivén Eladio Torres, el Estado Argentino ha incumplido con las obligaciones
establecidas en el artículo I de la Convención lnteramericana sobre Desaparición Forzada de
Personas.

B. Derecho a la libertad personal bajo el artículo 7 de la Convención Americana

155. El articulo 7 de la Convención Americana consagra el derecho a la libertad personal.
Dicho articulo establece que

Toda persona tiene derecho a la libertad y a la seguridad personal.

2. Nadie puede ser privado de su libertad frslca, salvo por las causas y en las condiciones
fijadas de antemano por las Constituclones Polfticas de los Estados partes o por las leyes
dictadas conforme a ellas

3 Nadie puede ser sometido a detención o encarcelamiento arbitrarios

4. Toda persona detenida o retenida debe ser informada de las razones de su detención y
notificada, sin demora, del cargo o cargos formulados contra ella.

5. Toda persona detenida o retenida debe ser llevada, sin demora, ante un juez u otro
funcionario autorizado por la ley para ejercer funciones judiciales y tendrá derecho a ser
juzgada dentro de un plazo razonable o a ser puesta en libertad, sin perjuicio de que continúe
el proceso Su libertad podrá estar condicionada a garantfas que aseguren su comparecencia
en el juicio.

6 Toda persona privada de libertad tiene derecho a recurrir ante un juez o tribunal
competente, a fin de que éste declda, sin demora, sobre la legalidad de su arresto o detención
y ordene su llbertad si el arresto o la detención fueran Ilegales En los Estados partes cuyas
leyes prevén que toda persona que se viera amenazada de ser privada de su I1bertad tiene
derecho a recurrir a un juez o tribunal competente a fin de que éste decida sobre la legalidad
de tal amenaza, dicho recurso no puede ser restringido ni abolido Los recursos podrán
interponerse por sf o por otra persona.

156. La Corte Interamericana ha señalado que ios numerales 2 y 3 del artrculo 7 establecen
límites al poder publico que prohrben expresamente tanto las detenciones ilegales como las arbitrarias.
Al respecto, ia Corte ha sostenido que

!s}egún el primero de tales supuestos normativos, nadJe puede' verse privado de la libertad
sino por las causas, casos o circunstancias expresamente tipificadas en la ley (aspecto
materia!), pero, además, con estdcta sujecIón a los procedimientos objetivamente definidos en
la misma (aspecto formal). En el segundo supuesto, se está en presencia de una condición
segun la cual nadie puede ser sometido a detención o encarcelamiento por causas y métodos
que waun calificados de legales- puedan reputarse corno incompatibles con el respeto a los
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derechos fundamentales del individuo por ser, entre otras cosas. Irrazonables, imprevisibles o
faltos de propofcionalidad4B

'157 En el mismo orden de ideas, la Comisión ha establecido que el análisis de la
compatibilidad de una privación de libertad con los numerales 2 y 3 del artículo 7 de la Convención
Americana debe efectuarse siguiendo tres pasos,

El primero de ellos consiste en la determinación de la legalidad de la detención en sentida
material y formal, a cuyo efecto se debe constatar si es compatIble con la legislación interna del
Estado en cuestión. El segundo paso se cumple medlante el análisis de dichas normas internas a
la luz de las garantras establecidas en la Convenoión Americana, a fin de establecer si aquéllas
son arbitrarías. Finalmente, ante una detención que cumpla Jos requisitos de una norma de
derecho Interno compatible con la Convención Amerlcana, corresponde determinar si la
apHcación de la ley al caso concreto ha sido arbitraria 49

1. Respecto a las detenciones anteriores a la desaparición de lván Eladio Torres

158 Con anterioridad a su desaparición, Iván Eladio Torres fue privado de sU libertad en
más de una ocasión y sin las órdenes de detención correspondientes; las declaraciones testimoniales
de Maria Leontina Mlllacura Uaipen, Walter Marcos Mansilla, Tamara Elizabeth Bolívar, Luis Patdclo
Oliva y Gerardo Atilio Colín, así io demuestran, Las m'lsmas declaraciones de personal policial
refieren que Iván era frecuentemente detenido con "fines ldentiflcatorios", con base en la ley 8 '15,
Asimismo, los testimonios de famillares y amigos de Iván Eladio Torres han hecho referencia a la
detención de que meses antes de su desaparición habría sido objeto y, mediante la cual, fue llevado
ai popularmente conocido como km 8, donde agentes policiales lo habrían sometido a un simulacro
de fusilamiento,

159 De igual manera, consta la declaración del funcionado policial Martln Betbade quien
informó que en septiembre de 2003, Iván Eladio Torres fue trasladado junto con otros tres jóvenes
con fines identlficatorios, de conformidad con la ley 815, y recuperaron la libertad poco tiempo
después. 50

160 Por otra parte, en los Informes presentados por el Estado a la Comisión, se informó
que, dei Parte Diado del Comando Radioeléctrico correspondiente al día 25/9/2003 al 26/9/2003,
surge que siendo las 3: 12 horas y a raíz de un llamado telefónico alertando sobre la presencia de
dos personas sospechosas se dio intervención a la Seccional Primera de palicfa concurriendo el
móvil 4,69 llevando detenidos a Iván Eiadio Torres y a Diego Áivarez, En sus comunicaciones, ei
Estado admitió que respecto de esa detención! se habría constatado su efectiva ocurrencia y que la
misma no fue asentada en el parte diario.

161, Al respecto, el Comisario Fabián Alcides Tlllería declaró dentro de la causa Millacura
Llaipen 51 y, a la pregunta de si conocía a Iván Eladio Torres, y si sabía o le constaba que ei mismo

411 Corte 1 OH, Caso Juan Humberto Sánchez Sentencia de 7 de Junio de 2003 Serie e No 99, párr 78, Corte
lO H . Caso de lo_s Hermanos Gómez Paqv;yauri Sentencia de Bde julio de 2004 Serie C No 110, p¿rr 83

49 ClDH. Informe No 53/01, Caso 11 565 Ana, Beatriz y CeNa Gomá/ez Pérez México, 4 de abril de 2001, párr
23

so Copia de la declaración testimonial del oficial Martln Ornar Betbede, del 11 de noviembre de 2003, que consta en
el folio 124, Tomo 1, del Cuerpo .Judicial de la causa "Iviillacura lIaipén, Marla LeontIna MilIacura Ualpen s/Dcla DesaparicIón
de Persona"

SI Copia de la declaración testimonial del Comisario Fabilln Alcides Tilleda del 11 de diciembre de 2003, que consta
en el 10110 298, Tomo H. Cuerpo -Judicial de la causa ·'Iv1i1lacura Uaipén, Maria LeontIna MiUacurs Uaipén s/Deia Desaparición
de Persona··
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tue detenido o demorado en la Seccional Primera durante los meses de septiembre y octubre de
2003, contestó:

Oue conoce a lván Torres Que respecto de la detención o demora, sí le consta que fue traído
a la dependencia el dia 26 de septiembre del corriente año a las 3 horas aproximadamente en
compania de otro individuo ,respecto de Torres no habla nada pendiente en su contra, ni
motivos o mérito para su detención, de modo que dispuse su retiro de la dependencia Que
el dla 26~9-03 lván Eladio Torres Ingresó a la ComIsaria y no se asentó en el Ubro Parte
Diario , por criterio del ofielal de guardia, no sabe por qué no lo asentó, pero debió haberlo
hecho.

'162, Asimismo, consta la declaración testimonial del oticiallnspector de poliela Juan Sandro
Montesino, quien refirió:

Que en techa 25 de septiembre se anotid6 que exist!an dos personas de actitud sospechosa
encapuchadas sobre las 3: 10 horas aproximadamente, no intervine en forma personal en la
demora practicada de ias dos personas..se me informa que uno resultada ser de apellido Álvarez
y el restante Torres De forma inmediata anoticio al Jefe de Comisada Tellerfa, mediante vfa
telefónica a su domicllio particular a las 3:30 horas. disponiendo su superior que a Torres a
quien conoce el mismo Comisario, se 10 identifique y se lo largue, es declr, que se redre de la
Comisaría. 52

163, Por otra parte, consta que el 6 de noviembre de 2003, la Brigada de Investigaciones
de Comodoro Rivadavla, de la Policía de ia Provincia de Chubut emitió un informe dirigido al Jefe de ia
Unidad Regional, en el que refiere:

Me dirijo a Ud a fin de dar cumplimiento a lo dispuesto e informarle que en relación B la
desaparición de lván Eladio Torres y respecto a las declaraciones efectuadas por testIgo de
identidad reservada, se ha podido determinar que efectivBmerlte la detención de esta porsona
IIván Torres1 se produjo el 26-09-03 en horas de la madrugada,

La información se confirma a partir del informe del Comando Radioelectrico de ese dla. 53

'164, As( pues, la Comisión advierte que Iván Eladio Torres era privado de su libertad, sin
las órdenes de detención correspondientes y con fines identiflcatorios, de conformidad con ia Ley
815, En especifiCo, de ias mismas declaraciones de personal policIal de ia provincia del Chubut se
desprende que efectivamente; el 26 de septiembre de 2003 fue detenido por personai que circulaba
en el móvil 469 y llevado a la Comisaria Seccional Primera, de donde ese mismo dla fue liberado, sin
que se hubiera asentado en el Parte Diario de la Comisaria, como correspondía,

2, Respecto a la detencIón que originó su desaparición

'165, Iván Eladlo Torres fue detenido en ia madrugada del 3 de octubre de 2003 por
agentes de la pollcla provincial de Chubut, quienes circulaban en el patrullero 469 por la zona de la
Plaza 81tto, Fue visto por ultima vez en la Comisaria Seccional Primera, El Estado se limitó a señalar
que se han seguido tres hipótesis aoerca de la desaparición de Iván Eladio Torres: al que personal

52 Copla de la dec'laracion testimonial del inspec10r de policía ,Juan Sandro Montesino, del 13 de enero de 2004, que
COnsta en el folio 413, Tomo ll, Cuerpo Judicial de le causa "MiUacura Uaípén. MarIa Leontina Mlllacura L1eipén s/Dcia
Desaparición de Persona"

53 loiorme que consta en el -Iolio 426, Tomo 11, Cuerpo Judidal de la causa "Mmacura Uaipén, Maria Leontina
lvilllacura Llaipén s/Deia DesaparicIón de Persona"
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policial se encuentre involucrado, b) que el hecho pueda atribuirse a "los Gallardo"5<l, e) que Torres
se haya ido de la ciudad por sus propios medios"

166. En cuanto a los hechos del 3 de octubre de 2003, es de destacar que Iván Eladio
Torres no se encontraba cometiendo hechos delictivos en flagrancia; por el contrario, se ha
demostrado que la víctima se encontraba esperando a sus amigos en la zona de la Plaza Sitto, cuando
agentes estatales procedieron a su detención sin contar con orden judicial

167. Respecto a la arbitrariedad de la detención, en anteriores ocasiones la CIDH ha
manifestado que el término "arbitrario" es sinónimo de "irregular¡ abusivo, contrario a derecho" y que
una detención es arbitraria cuando: I'a; se efectua por motivos o conforme a procedimientos distintos
a los prescritos por la ley, o b) conforme a una ley cuya finalidad fundamental sea incompatible con el
respeto del derecho del individuo a la libertad y seguridad,"" Por su parte, el Comité de Derechos
Humanos de Naciones Unidas ha dicho que la noción de "arbitrario" no sólo debe ser equiparada con
"contrario a la ley" sino también interpretada en forma más amplla para incluir elementos tales como
inapropiado o injusto 57

168. En la especie, la Comisión considera que el Estado ha violado los numerales 2 y 3 del
artículo 7 de la Convención, pues, como se ha evidenciado a través del expediente, Iván Eladio Torres
fue privado de su iibertad ilegal y arbitrariamente, al margen de los motivos y condiciones establecidos
en la legislación argentina y en los estándares internadonales.

169. Al respecto, el párrafo primero del artículo XI de la Convención Interamericana sobre
Desaparición Forzada de Personas establece que "toda persona privada de libertad debe
ser ..presentada sin demora, conforme a la legislación interna respectiva, a la autoridad judicial
competente",

170 Ha quedado probado que la detención de la vlctima no se realizó con el fin de llevarlo
ante un juez U otro funcionario autorizado por ley a fin de que éste decidiera sobre la legalidad de su
detención; ni siquiera fue asentada su detención en el libro de parte diario de la Comisaria Seccional
Primera de Comodoro Rivadavia, el cual a la vez, se comprobó que fue alterado en 2003, segun la
información remitida por las partes,

171. Al respecto, consta la pericia que se realizó sobre el Libro de Parte Diario No. 10 del
año 2003, a efectos de determinar si presentaba adulteraciones. Los peritos de la policia cíentffíca
de Gendarmerfa Nacional dictaminaron que:

Del exhaustivo análisis a que fuera sometido el libro "Registro Parte Diario" N° 10/03, surge en
primera instancia la falta de correlatividad registrada a fojas 184, luego de la cual la foliatura
vuelve al numero 177, sin que Gxista salvedad alguna asentada A partir de este ultimo, la
eorrelatividad se mantiene hasta la foja numero 200, con la que culmina el libro Asimismo, existe
un importante deterioro en centro de encuadernación del libro, entre las fojas 186 y 187, Y una

54 De las constancias que obran en el e>:pedlente, se advierte que en su declaración testimonial Tamara Efizabeth
Bolivar señaló que "convivló con Miguel Gallardo, con quIen tuvo un bebé; que se separaron por problemas de convivencia y
a ella le quitaron el bebé y como no tenia donde vivir comenzó a quedarse en la casa de Fabl01e Torres y que de allí los
Gallardo comenzaron a tener problemas con Iviin"

ss Informe de la Brigada de Investigaciones de Comodoro Rivadavia, del 21 de octubre de 2003, que Qonsta en el
iolio 423, Tomo !l. Cuerpo Judicial de la causa rMiIlacura Ualpén, I""arfa Leontina MiIlacura L1aipén s/Dcia Desaparición de
Persona"

~6 CIDH, Intorme 35/96, Caso 10832, Luis Uz'Jfdo Cabrera. República Dominicana, 7 de abril de 1998, párr 66

;;7 HRC, Comunicación N° 56011993, A \1 Australia, 30 de abril de 1997, sección 92.
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unión irregular de las páginas El gráfico [\lo 19, demuestra que la foja numero 186 se encuentra
cortada y unida de ex proteso con sigun pegamento a la foja siguiente, mientras que en otros
sectores, se observa como cruza por debajo del cuadernH10 que contiene a las fojas 187 a 198,
V se adhiere sobre el follo nümero 199. Todos los cuadernillos del libro se componen de cuatro
páginas dobles costuradas con hilo blanco en el centro; sin embargo, el lugar donde se produce la
falta de eorrelatividad de la foliatura (fojas 184, seguida de la foja 177) da origen también a dos
cuadernillos que contienen solo dos páginas dobles cada LJno Respecto de los escritos de todo
el cuaderno, presentan sobre traz.ados en algunos de e\los que no revisten mayor relevancia Sin
embargo, a fojas 59, en las Hneas número 20 y 21, se observan enmiendas efectuadas sobre
escritos anteriores. que fueron obliterados con liquido corrector. Lo mismo ocurre en las Hneas
numero 2 '\ al 24 del follo numero eO!! Para concluir "El libro "Registro Parte Dial (o" número
10/03 de la Comisaria Primera de Comodoro Rivadavla, presenta alteración en su
encuadernación, registrándose falta de correlatividad en la foliatura luego de fojas numero 184
El libro mencionado en el punto anterior, presenta obliteraciones reallzadas con Hquido conector¡
a fojas numero 59 (!fneas numero 20 y 21) Y fojas número 60 (líneas numero 21 al 24),
resultando infructuosas las operaciones realizadas para dilucidar los escritos subyacentes.

172, Lo anterior deja claro que personal de la Comisaria Seccional Primera manipuló el
"Registro Parte Diario", cortando hojas y haciendo enmiendas, de lo cual no se asentó explicación
en el mismo, como correspondía.

173. La Comisión considera, por último, que el Estado ha violado el artículo 7(6} de la
Convención al no haber permitido a Iván Eladio Torres la posibilidad de interponer por sus propios
medios un recurso rápido y electivo que le permitiera definir la iegalidad de su detención y, también,
al mantenerlo privado de la libertad en un lugar distinto a los sitios oficiales de detención o
habilitados para el electo, sin ningún control institucional como registros o minutas que permitieran
establecer la fecha, forma y condiciones de detención de la victima.

17 4. En ese sentido, la Comisión ha constatado que de Igual manera se ha violado el
articulo XI de la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas, el cual
establece que:

Toda persona privada de libertad debe ser mantenida en lugares de detención ofiCialmente
reconocidos y presentada sin demora, conforme a la legislación interna respectiva, a \a
autoridad judicial competente

Los Estados partes establecerán y mantendrán registros oficiales actualiz.ados sobre sus
detenidos y, conforme a su legislación interna, los pondrán a disposlclón de los familiares,
jueces, abogados, cualquier persona con interés legItimo y otras autoridades

175. En suma, el articulo 7 de la Convención Americana establece obligaciones de
carácter positivo que imponen exigencias especificas al Estado y a los terceros que actúan bajo su
aquiescencia o tolerancia". Al respecto, la Comisión considera que el Estado no ha respetado tales
exigencias. La ausencia de este conjunto de protecciones legales mínimas, coincide ademés con
antecedentes de abuso por parte de la policla de Comodpro Rivadavia. En efecto, como quedó
anteriormente asentado, ia práctica de detenciones arbitraria.s y maltrato a jóvenes en esa ciudad ha
sido denunciada por representantes de la sociedad civil y documentada por diversos medios
periodisticos

176 En ese sentido, la Corte Interamericana ha considerado que las prácticas policiales
que incluyen detenciones por averiguaciones de identidad son incompatibles con el respeto a los

56 Corte ¡DH, Caso .Juan Humberto Sanchez. SentenCia de 7 de junto de 2003 Serie e No 99. párr 81



96
32

derechos fundamentales, entre otros, de la presunclOn de inocencia y de la existencia de orden
judicial para detener -salvo en hipótesis de flagrancia 59

.

177. La Comisión considera que los anteriores elementos son suficientes para concluir que
tanto las detenciones anteriores de Iván Eladío Torres, asf como aquella que generó su desaparición,
constituyeron un acto de abuso de poder, no fueron ordenadas por autoridad competente ni tuvieron
por finalidad ponerlo a disposición de un juez u otro funcionario autorizado por la ley para que
decidiera acerca de la legalidad de la misma60

178 Por todas estas consideraciones, la Comisión declara que el Estado argentino violó el
articulo 7 de la Convención Americana, en concordancia con el artfculo 1(1) del mencionado
instrumento internacional, en perjuicio de Iván Eladio Torres, asl como el artículo XI de la Convención
Interamerlcana sobre Desaparición Forzada de Personas.

Derecho a la Integridad Personal bajo el articulo 5 de la Convención Americana e
incumplimiento de las obligaciones de investigar y sancionar la tortura en los términos de la
Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura

179 El articulo 5 de la Convención Americana establece que:

Toda persona tiene derecho a que se respete su integridad ffsica, psfquica y moral

2. Nadie debe ser sometido a torturas ni a penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes.
Toda persona privada de libertad será tratada con el respeto debido a la dignidad inherente al
ser humano

II

180 Para fijar el contenido y alcance de la disposición general contenida en el artículo
512) de la Convención Americana, la Corte ha tenido en cuenta la Convención Interamericana para
Prevenir y Sancionar la Tortura6

' La Corte ha puesto especial atención al artfculo 2 de dicha
Convención que define la tortura como:

{ ,,]todo acto realizado intencionalmente por el cual se inflijan {) una 'persona penas o
sufrimientos ffsicos o mentales, con fines de investigación cr'tmlna!' como medio intímidatorio,
como castigo personal¡ como medida preventiva¡ como pena o con cualquier otro fin Se
entenderá también como tortura la aplicación sobre una persona de métodos tendientes a
anular la personalidad de la vfctima o a disminuir su capacidad fisica o mental, aunque no
causen dolor trslco o angustia psfquica f. ]62

181. Estas garantlas son inderogables y deben ser aplicadas en toda circunstancia. Las
personas detenidas tienen el derecho a condicJones compatibles con la dignidad humana y el Estado es

59 Corte IDH Caso Bu/aeio Fondo, Reparaciones y Costas Sentencia de 18 de Septiembre de 2003 Serie e No
100, párr 137

GO Corte 1D H, Caso La Cantuta Sentencia de 29 de noviembre de 2006 Serie e No 162· Pérr 109

6\ Corte 1 D H . Caso Tibi vs Ecuador, Sentencia de 7 de septiembre de 2004, Serie e No 114, parr 145

G2'Convenci6n Interamericana para PrevenIr y Sancionar la Tonura. Adoptada en Cartegena de Indias, Colombia, el
9 de diciembre de 1985 en el decimoquinto periodo ordinario de sesiones de la Asamblen General Firmada por el Estado de
Argentina el 10 de febrero de 1986

..~

1

,1

]

I~
'"



97
33

responsable de garantizar su integridad personal63 lila torma en que se trata a un detenido debe estar
sujeta al escrutinio más estricto, tomando en cuenta la especial vulnerabilidad de aquét ll64

,

1B2. En tal sentido, es Importante recordar que el estado de detención ilegal y arbitraria,
de por si, coloca a la victima en una situación de vulnerabilidad de la cual surge el riesgo de que se
violen otros derechos como el derecho a la integridad personal y de ser tratado con dignidad·'.

1B3. Los articulas 1, 6 Y B de la Convención interamericana para Pravenir y Sancionar la
Tortura establecen que

Articulo 1
Las Estados partes se obligan a prevenir y a sancionar la tortura en los términos de la l l
Convención

Articulo 6
De conformidad con lo dispuesto en el articulo " los Estados partes tomaran medidas
efectivas para prevenir V sancionar la tortura en el ámbito de su jurisdicción.

Los Estados partes se asegurarán de que todos los actos de tortura y los intentos de cometer
tales 8CtOS constItuyan delitos conforme a su derecho penal, estableciendo para castigarlos
sanciones severas que tengan en cuenta sU gravedad.

Igualmente, los Estados partes tomarán medidas efectivas para prevenir y sancjonar, además,
otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes en el ámbito de su jurisdicción,

Articulo 8
Los Estados partes garantizarán a toda persona que denuncie haber sido sometida a tortura en
el ámbito de su jurisdicción el derecho a que el caso sea examinado imparcialmente.

Asimismo, cuando exista denuncia o razón fundada para creer que se ha cometido un acto de
tortura en el ámbito de su jurisdicción, los Estados partes garantizarán que sus respectivas
autoridades procederán de oficio V de inmediato a realizar una investigación sobre el caso y a
iniciar, cuando corresponda, el respectivo proceso penal.

Una vez agotado el ordenamiento jurídico interno del respectivo Estado y los recursos que este
prevé, el caso podrá ser sometido a instancias Internaclonales cuya competencia haya sido
aceptada por ese Estado,

184-. En el presente caso, es importante tomar en consideración no sólo los hechos del 3
de octubre de 2003, que dieron lugar a la desaparición de Iván Eladio Torres y las circunstancias en
que se produio su detención y desaparición, sino a la incertidumbre del desenlace de su privación de
libertad, que permiten suponer razonablemente que lván Eladio Torres experimentó miedo, angustia,
vulnerabilidad e Indefensión durante el perfodo de su detención. Es razonable presumir que la
integridad psiquica V moral de la vlctima se vio afectada como consecuencia de su detención, su

liJ Corte I D H , Caso Bu/acio Sentencia de 18 de septiembre de 2003. Sene e ¡-Jo. 100, parrs. 126 y 138; Caso de
Hila/re, Consramine y Benjamm y Ofros Sentencia de 21 de junio de 2002 Serie e No 94, pan 165; y Caso Cantoral
Benavides. Semencia de \8 de agosto de 2000 Serie e No 139, parro 87

ll4 Corte 1 D H , Caso Bulaclo, supra, pan '26, que cita Eur Court H R., Iwanczuk e Polonia lApp 251196/94)
Sentencia del 15 de Noviembre de 2001, párr. 53

os Corte 1D H , Caso Juan Hl1mberto -Sanchez Sentencia de 7 de junio de 2003 Serie e No 99, párr 96 citando
Corte 1 D H , Caso Bámaca Velásquez Sentencia de 25 de noviembre de 2000 Serie e No 70 pan 150; Corte 1D H , CasO
Cantoral Benavides Sentencia de 1B de agosto de 2000 Serie e No 69, parr 90; Corte ID H , Caso de los "Niños de la
Calle" (VfI!agrán Morales y ocros) Sentencia de 19 da noviembre de 1999 Serie e, l\jo. 63, párr 166 Véase en Igual
sentido, ECHR, Case ollreland v the Unired K/ngdom, Judgment 01 18 January 1978, Series A No 25 para 167
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incomunicación y finalmente su desaparición; también es importante considerar el trato que las
autoridades policiales le proferlan en aquellas ocasiones en que fue detenido, como ha sido
establecido con las diferentes testimoniales de sus amIgos y femUlares y con la carta escrita por
David Alberto Hayes, en la que refiere haber presenciado la manera en que Iván fue maltratado por
personal policial, dentro de la Comisaría Seccíonal Primera, el día de su desaparición

185 En adición a lo anterior, la Comisión considera importante destacar que las
circunstancias en que se produjo la privación de libertad de Iván Eladio Torres facilitaron la
vulneración a la integridad personal de la vfctima por el aislemientó y la incom.unicación coactiva a la
que fue sometldo 66 en la Comisaría Seccional Primera, Jo que habría generado la afectación de su
integridad psíquica y moral

i 86, Desde su primer caso contencioso, la Corte Interamericana ha determinado que la
incomunicación coactiva representa, por sr misma, una forma de tratamiento cruel e inhumano,
lesiva de la libertad psíquica y moral de la persona y del derecho de todo detenido al respeto debido
a la dignidad inherente al ser humano, lo que constituye, por su lado, una violación del artrculo 5 de
la Convención6

' Se ha establecído, además, que aún en los casos en que la privación de la libertad
es legítima

fu)na de las razones por las cuales la incomunicación es concebida como un instrumento
excepciona! es por ¡os graves efectos que tiene sobre el detenido, En efecto, el aislamiento del
mundo exterior produce en cualquier persona sufrimIentos morales y perturbaciones psfquicas,
la coloca en una situación de particular vulnerabllidad G!I

187. La Corte Interamericana ha establecido iguaimente que "las amenazaS y el peligro
real de someter a una persona a lesiones ffsicas produce, en determinadas circunstancias, una
angustia moral de tal grado que puede ser considerada tortura psicológica"·', y que "es propio de la
naturaleza humana que toda persona sometida a agresiones y vejámenes, r, .') (detención ilegal,
tratos crueles, inhumanos y degradantes y muerte) experimenta dolores corporales y un profundo
sufrimiento y angustia moral, por lo que este daño no requiere pruebas"70.

188. Si bien no se cuenta con elementos probatorios que permitan determinar con
exactitud el tiempo que duró la privación de libertad de iván Eladio Torres, la Comisión considera
que basta que la detención haya durado tan sólo unos instantes para que se haya configurado una
vulneración a su integridad pslquica y moral, de acuerdo con estándares del derecho internacional de
los derechos humanos, presumiéndose además que el trato de que fue víctima durante ei perlado
que permaneció incomunicado fue inhumano, degradante y agresivo. 71

'189, La Comisión observa además que la falta de debida diligencia dei Estado ha quedado
de manifiesto al no haber realizado, a partir de las denuncias presentadas por los familiares de la
v¡ctima, una Investigación seria, imparcial y efectiva, dentro de un plazo razonable conforme a los

{¡ti ONU Derechos Humanos "Desapariciones Forzadas Q Involuntarias". Folleto informativo N° 6. Ginebra, 1993
Pags 1 y 2

ti1 Corte IDH . Caso Vefasquez Rodríguez Sentencia del 29 de julio de 1988 Sede C W 4, párr 156

{jI! Corte IDH , Caso SuiJrez Rosero Sentencia de 12 de noviembre de 1997 Serie e N° 35, párr 90

{m Corte IDH, Caso Marltza Urrutia Sentencia de 27 de noviembre de 2003 Serie C No 103, patr 92

10 Corte lOH , Caso" 19 Cpmerclantes" Sentencia de 5 de julio de 2004 Serie e No 109, parr 248

1\ Corte IDH Caso .Juan Humberto Sánchaz, Sentencia de 7 de junio de 2003 Serie e No 99, párr. 98 Caso
Bamaca Velásquez, parrs 126 y '¡50; Caso Camoral Benavides, párrs 82 y 83; Caso de los "Niños de la Calle" (VilJagrán
Morales y oiros). párrs 162 y 163
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principios del debido proceso, para esclarecer los hechos y, en particular, para identificar y sancionar
a los autores materiales e intelectuales de los mismos, en cumplimiento de su obligación establecida
en el articulo 1(1) de la Convención de garantizar el derecho a la Integridad personal.

190 Con base en las consideraciones precedentes, la Comisión concluye que el Estado de
Argentina violó el artfculo 5 de la Convención Americana en perjuicio de Iván Eladio Torres, tanto en
el trato que le era proferido por las autoridades en las diferentes detenciones de que fue objeto,
como ha quedado estabiecido anteriormente, como en aquella que produjo su desaparición, en
concordancia con el articulo 1( 11 del mencionado instrumento internacional. Asimismo, el Estado
vulneró de los articulas 1, 6 y 8 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la
Tortura

4. Derecho a la vida bajo el articulo 4 de la Convención Americana

191. El articulo 4{ 11 de la Convención Americana establece que:

[tloda persona tiene derecho a que Se respete su vida, Este derecho estara protegido por la
ley V. en general. a partir del momento de la concepción. Nadie puede ser privado de la vida
arbitrariamente

192, En relación al derecho a la vida, la Corte Interamericana ha manifestado que:

El derecho a la vida juega un papel fundamental en la Convención Americana por ser el corolario
esencial para la realización de los demás derechos Al no ser respetado el derecho a la vlda l

todos los derechos carecen de sentido· Los Estados tienen la obligación de garantizar la
creación de las condiciones que se requieran para que no se produzcan violaciones de ese
derecho inalienable y, en partIcular, el deber de impedir que sus agentes atenten contra él. El
cumplimiento del artIculo 4, relacionado con el artfculo 1.1 de la Convención Americana no s610
presupone que ninguna persona sea prlvada de su vida arbitrariamente (obligación negativa),
sino Que además requiere que los Estados tomen todas las medidas apropiadas para proteger y
preservar el derecho a la vida (obligación positlva), bajo su deber de garantizar el pleno V libre
ejercicio de los derechos de todas las personas bajo su jurisdicción. ,72

193. Como parte de las múltiples violaciones a la Convención que conlleva la desaparición
forzada de personas, la Corte ha manifestado que ésta incluye "Ola ejecución de los detenidos, en
secreto y sin fórmula de juicio, seguido de ocultamiento del cadáver con el objeto de borrar toda huella
material del crimen y de procurar la impunidad de quienes lo cometieron, lo que significa una brutal
violación del derecho a la vida reconocido en el articulo 4 de la Convención"".

194 iván Eladio Torres fue detenido por agentes policiales en la madrugada del 3 de
octubre de 2003 y, hasta la fecha, se desconoce su paradero, Al respecto, la Comisión estima que
el hecho de que iván Eladio Torres esté desaparecido desde hace 6 años, tomando en cuenta los
antecedentes de amenazas, hostigamiento y abuso que oficiales de la Comisaría Secclonal Primera
tenian para con Iván Eladio Torres, es un indicio suficiente para concluir que se ha creado una
situación de evidente riesgo para su vida, por parte de agentes oficiales

72 Corte lDH. Caso \9 Comerciantes V5 Colombia, parrafo 153¡ V Caso de los "Niños de la Calle" {Villagran
Morales y Otrosl. párrs 144-145 En igual sentido, Comentario General N° 6 {Décimo sexta sesión, 19821, pan 3; MarIa
Fannv Suárez de Guerrero v ColombIa, Comunicación NP R 11/46 (5 de febrero de 19791. U.l~ Doc. Supp N° 40 IA/37/401
en 137 tl982j, pag 137 Citado por la Corte lDH, en Caso Sánchez vs Honduras, parra10 110

7;1 Corte lDH, Caso Velésquez Roddguez, Sentencfa de 29 de julío de 1988, párrafo 157
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195 La Comisión resalta que la jurisprudencia del Sistema Interamericano busca
precisamente establecer el alcance completo de la responsabilidad internacional en casos de
desaparición forzada en los cuales es Innegable el riesgo intrlnseco que implica para la vida de las
personasf31 , Asimismo, se busca que los Estados adopten todas las medidas a su alcance para
establecer el paradero de las víctímas y, de ser el caso, desvirtuar la presunción de violación del
derecho a la vida.

196, En su posición de garante, el Estado debía ofrecer explicaciones sobre el paradero de
la víctima y realizar en forma expedita una investigación sobre los hechos" En ese sentido, la
Comisión encuentra que el Estado no ha cumplido con su obligación de garantizar el derecho a la
vida a través de Una investigación serial diligente e imparcial Del materlal probatorio se desprende
que pese la existencia de investígaclones, éstas han mostrado estar caracterizadas por
irregularidades, dilaciones y falta de efectividad,

197 Aunado a lo anterior es importante destacar que el recurso de habeas corpus,
interpuesto por la hermana de Iván Eladio Torres, resultó a todas luces ineficaz, no obstante que
dicho recurso es uno de los remedios adecuados para la protección del derecho a la vida, Así, I
consta que dicha acción fue archivada por las autoridades jurisdiccionales, sin llevar a cabo ninguna k''.

actuación.

198 Con respecto a las personas e instituciones involucradas en esta obligación, la Corte ;:¿~1
lnteramericana ha establecido

leIste protección integral del derecho a la vida por parte del Estado no sólo involucra a sus " ..)
legisladores, sino a toda institución estatal, y a quienes deben resguardar la seguridad, sean
éstas fuerzas de la pollera o sus fuerzas armadas. En razón de lo anterior, los Estados deben
tomar todas las medidas necesarias, no sólo para prevenir, juzgar y castigar la privación de la
vida como consecuencia de actos criminales, en general, sino también para prevenir
ejecuciones arbitrarias por parte de sus propios agentes de seguridad75

199 La Comisión resalta que ei objeto del proceso interno es determinar la
responsabilidad individual por la vulneración de derechos fundamentales cometidas ya sea por
agentes del Estado o por personas que no ostenten tal carácter, mientras que el objeto dei proceso
internacional es establecer si existe responsabilidad internacional del Estado por la violación a
derechos humanos consagrados en tratados y otros instrumentos internacionales, De manera que I
mientras en ei proceso interno es imprescindible determinar el autor de la violación para poder"
condenario, en el proceso internacional no es indispensable conocer la identidad del agente estatal
que cometió la vioiación de derechos humanos, Basta que se haya determinado que la violación la
cometió un agente del Estado, aun cuando su identidad no se haya establecido, para que surja la
responsabilidad internacional dei Estado, Asimismo, aUn cuando no se haya determinado el autor
individual de la violación, corresponde al Estado indemnizar a la victima, o a sus familiares, si tal
violación fue cometida por un agente estatal, Por otra parte, la Comisión considera importante
mencionar que en su jurisprudencia, la Corte Interamericana ha expresado que "[eJl Estado debe
respetar el derecho a ia vida de toda persona bajo su jurisdicción, consagrado en el artículo 4 de la
Convención Americana [,,] La condición de garante del Estado con respecto a este derecho, ie
obliga a prevenir situaciones que pudieran conducir, por acción u omisión, a la afectación de aquél
Efectivamente, en su condición de garante el Estado tiene tanto la responsabiiidad de garantizar los

1
7~ Corte IDH Caso Juan Humbeno Sánchez. Sentencia de 7 de Junio de 2003 Serie e No 99, párr 112

¡; Corte! D H , Caso de lo.s Hermanos Gómez PaQuiyauri Ser'ltencia de 8 de julio de 2004 Serie e l~o 110, parr
129

Iir
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derechos del individuo bajo su custodia como la de proveer la lni"ormación y las pruebas relacionadas
con lo que suceda al detenido"".

200 Durante el proceso ante la Comisión, el Estado no ha proveido a la misma de una
expiicación satisfactoria y convincente de lo sucedido a iván Eladio Torres, quien desapareció a
manos de agentes del Estado argentino el 3 de octubre de 2003, a pesar de que -como lo ha
manifestado la Corte- "en su condición de garante tiene tanto ia responsabilidad de garantizar los
derechos del individuo bajo su custodia como la de proveer ia información y las pruebas relacionadas
con el destino .. .'m Por ello, la Comisión determina que el Estado argentino incumplió su obligación
de respetar el derecho a la vida de Ivan Eladio Torres, en vioiación del articulo 4( 1) de la Convención
Americana en relación con el articulo 1('1).

5. Violación de ios derechos a las garantías judiciales y a la protección judicial bajo la
Convención Americana

201. La Comisión Interamericana considera que el Estado argentino Incumplió su
obligación de investigar efectiva y adecuadamente la detención ilegal y desaparición de Ivan Eladio
Torres, en violación de los artlculos 8,25 Y 1(1} de la Convención Americana.

202. El articUlo 8 de la Convención establece que

{t)oda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantlas y dentro de un plazo
razonable, por un juez o tribunal competente, independiente e imparcial. establecido Con
anterioridad por la ley, en la sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra ella,
o para la determil1ación de sus derechos y obllgaclones de orden civil, laboral, fiscal o de
cualquier otro carácter

203. A su vez, el articulo 25 de la Convención dispone,

lt]oda persona tiene derecho a un recurso sencillo y rápido o a cualquier otro recurso efectivo
ante los jueces o tribunales competentes. que la ampare contra actos que violen sus derechos
fundamentales reconocidos por la Constitución, la ley o la presente Convención, aun cuando
tal violación sea cometida por p~rsonas qU8 actúen en ejercicio de sus funciones oficiales

204. Por su parte, el articulo 1(1) de la Convenoión Americana establece que,

{nos Estados partes en esta Convención se comprometen a respetar los derechos y libertades
reconocidos en ella y a garantizar su libre y pleno ejercicio 8 toda persona que esté sujeta a su
jurisdicción, sin discriminación alguna por motivos de raz.a, color, sexo, idioma, religión,
opiniones polfticas o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica,
nacimiento o cualquier otra condición soda!.

205. De acuerdo con lo dispuesto en el articulo 1(1) de la Convención Americana, los
Estados parte del sistema Interamericano de derechos humanos tienen la obligación de investigar y
sancionar a los responsables de violaciones a derechos humanos, y en su caso, de indemnizar a las

16 Corte ID H, Caso Bulacio Sentencia de Reparaciones del 30 de septiembre de 2003 Serie e !'Jo 100, part
138 Véase también, Corte [ OH. Caso de la Cárcel de Ursa 8ranco, Medidas Provisionales, Resolución del 22 de abril de
2004. punto consldennlvo G·

n Corte 1O H., Caso Bulacia Sentencia de Reparaciones del 30 de septiembre de 2003 Serie C [>.Jo 100. párr
138;; Caso Camoral Benavides. pérralo 55; Caso Bamaca Velásquez, párrs. )52·153 En este mismo sentido. la COfie
Europea de Derechos Humanos ha tormulado una extensa jurisprudencia; Eur Court HR, Aksol' v Turkey, parr 61; Eur
Court H R, Ribt'tish v AUSTrIa, parr 34 y Eur Court HR, Case of Tomas/ v France, parr 108·111 Citado por la Corte
1D H , Caso Sanchez vS, Honduras, op clt , párral0 111
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víctimas de tales violaciones, o a sus famillares- En relación con las normas convencionales
anteriormente transcritas, la Corte ha explicado que,

[el artrculo 25 con relación al articulo 1(1) obliga al Estado a garantizar a toda persona el
acceso a la administración de justicia VI en particular, a un recurso rápido y sencillo para
lograr que los responsables de las violaciones de derechos humanos sean juzgados y para
obtener una reparación del daño sufrido Como ha dicho esta Corte, "el articulo 25 constituye
uno de los pilares básicos, no s610 de la Convención Americana sino del propio Estado de
Derecho en una sociedad democrática en el sentido de la Convención"7ll

206. En este sentido, ei contenido del artfculo 25 guarda estrecha relación con el artículo
S( 1) que consagra el derecho de toda persoha a ser arda con las debidas garantras dentro de un
plazo razonable por un juez o tribunal independiente e imparcial y confiere a la vlctima el derecho a
que las violacíones a los derechos protegidos en la Convención Americana sean efectivamente
investigadas por las autoridades, se siga un proceso judicial contra los responsables, se impongan
las sanciones pertinentes y se reparen adecuadamente los perjuicios sufridos,79En efecto, el artículo
8 de la Convenoión Americana establece una serie de requisitos que deben observarse en las diversas
etapas procesales a fin de que pueda hablarse de verdaderas y propias garantras judiciales'"' Dicho
artículo comprende distintos derechos y garantías que provienen de un valor o bien jurídico comun y
que considerados en su conjunto conforman un derecho único no definido específicamente, pero cuyo
inequívoco propósito es en definitiva asegurar el derecho de toda persona a un proceso justO. 91

207. Asimismo, tanto el artrculo 8 como el 26 de la Convención Americana "constituyen
condiciones necesarias para que los instrumentos procesales, regulados por la Convención, puedan
considerarse como garantras judiciales"", El artículo 26(1) de la Convención Americana incorpora el
principio reconocido en el derecho internacional de los derechos humanos, de la efectividad de los
instrumentos o medios procesales destinados a garantizar tales derechosS3 , Para que tal recurso
exista, la Convención requiere que sea realmente idóneo a fin de establecer si se ha incurrido en una
violacióh de los derechos establ ecldos en la Convención y proveer lo necesario para remediarla". En
este sentido, la Corte Interamericana ha concluido que "[n)o pueden considerarse efectivos aquellos
recursos que, por las condiciones generales del pars o incluso por las circunstancias particulares de un
caso dado, resulten ilusorios"as

208. Al respecto, la jurisprudencia interamericana ha establecido que toda vez que se
cometa un delito perseguible de oficio, el Estado tiene la obligación de promover e impulsar el

'6 Corte I D H, Caso de le Comunidad Mayegna (Sumol Awas Tingni Sentencia de 31 de agosto de 2001 Serie e
No 79, parr 52; y Corte I D.H., Caso Ivcher 8ronste;n Sentencia de 6 de febrerc de 2001 Serie e No. 74, párr 135

'!l Corte I D H , Caso de la Comunidad Moiwana Sentencia de 15 de junio de 2005 Serie e No 124, párr 205:
Corte I D H , Caso Durand l' Ugarte Sentencia de 16 de agosto de 2000 Serie e No. 68, párr 130,

00 Corte ¡OH, Garantlas Judiciales en Estados de Emergencia (arts ; 27 2. 25 Y 8 de la Convención Americana sobre
Derechos Humanos), Opinión Consultiva o-e 9/87 del 6 de octubre de 1987, Serie A N~ 9, párrafo 27.

al Corte Europea de Derechos Humanos, Caso Golder, Sentencia de121 de febrC:tfo de 1975. Series A, NI¡ lB, párrafo
28, en relación al artIculo 6 de ta Convención Europea de Derechos Humanos, el que sustancialmente comprende los mismos
derechos y garantías del artículo 8 de fa Convención Americana

al Corte IDH , Opinión Consultiva OC-9IS7, párra-fo 30

113 Corte IDH , Opinión Consultiva OC-g/a7. párrafo 24

l!~ ldem, párralo 24

115ldem

]
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proceso penales y que, en esos casos, éste constituye la vía idónea para esclarecer los hechos¡
juzgar a los responsables y establecer las sanciones penales correspondientes, además de posibilitar
otros modos de reparaoión.

209. Aunado a lo anterior, la Corte ha entendido que de la obligación general de garantizar
los derechos humanos consagrados en la Convención, contenida en ei artículo 1,1 de la misma,
deriva la obligación de investigar los casos de violaciones del derecho sustantivo que debe ser
amparado, protegido o garantlzadoB7

. Ase en casos de ejecuciones extrajudiciales, desapariciones
í'orzadas y otras graves violaciones a los derechos humanos, el Tribunal ha considerado que la
realizaclón de una investigación ex offtcio, sin dilación, seria, imparcial y efectiva, es Un elemento
fundamental y condicionante para la protección de ciertos derechos que se ven afectados o
anulados por esas situaciones, como los derechos a la libertad personal, integridad personal y vida"

210. La detención y desaparición de Iván Eladio Torres por parte de agentes del Estado
eXlgla a las autoridades emplear todos los esfuerzos para realizar una búsqueda inmediata, con las
pesquisas urgentes y necesarias, lo cuai no ocurrió, pese a los reciamos de la madre, hermanos y
amigos de ia víctima, desde ias primeras horas de su desaparición, El Estado fue omiso en Investigar
debidamente las circunstancias del hecho desde esos primeros momentos",

211 Consta que las autoridades conoelan de la desaparición de Iván Eladio Torres desde
el dia siguiente de sucedidos los hechos, pues la madre de éste, se presentó en varias ocasiones a la
Comisada Secclonal Primera a investigar sobre el paradero ~e su hijoi sin embargo, ninguna acción
encaminada a su localización fue llevada a cabo, En ese sentido, el Comisario Tellería declaró
respecto de su conocimiento de la desaparición de la vlctima:

Que tomó conocimiento de ello a través de la mama de lván Torres, quien pone en
conocimiento en la guardia de la dependencia, que buscaba a su hijo, argumentando que no
llegaba a la casal a partir del 2 de octubre del corriente año. Que con posterioridad tomó
conocimiento que anteriormente tal señora habla andado por la guardia en busca de su hijo,
preguntando si estaba su hijo detenido en ésta u otra dependencia... Que el dfa sábado once
cuando el oficial Rulz le pasa la novedad, le manifiesta al mismo que se formalice la denuncia
de tal mujer y la manda a citar.. en tanto, el domingo el tema tomó estado publico a través
de la prensa, donde Vfl Re actls~ha a la policfa de haberlo hecho desaparecer. Después en el
expediente, ante esta acusación directa se le dio intervención al .Juez de Turno Herrera.

212. De las constancias que obran en el expedíente, la Comisión advierte que las
autoridades judiciales competentes fueron pronta y adecuadamente informadas sobre la
desaparición de Iván Eladío Torres, lo que las obligaba a seguir una investigación efectiva, Ninguna
información ha sido acompañada por el Estado, dentro del proceso ante la Comisión, que permita
señalar que se hubieran tomado medidas importantes en los dlas cruciales seguidos a la
desaparición,

80 Corte 1D H, Caso Baldean Garela Sentencia de 6 de abril de 2006 Serie C!'Jo 147; Cona! D H, Caso de la
Masacre de Pueblo Bello, Sentencia de 31 de enero de 2006 Serie e !'Jo 140; Véase tambIén Informe Na 52/97, Caso
11 21 B, Arges Sequeira Mangas, !nlorme Anual de la CIDH 1997

li1 Cfr. Caso de /a Masacre de Pueblo Be/Jo Vs Colombia Fondo, Reparaciones y Costas SentencIa de 3i de enero
de 2006 Seríe e No 140, párr 142; Ci'lSO Zambrano \lélez y otros, supra nota 17. párr 8B, y Caso La Cantuta, supra nota
\6. párr 110

88 Corte 1D H Caso Heliodoro Portugal vs Panam¿. Sentencia del 12 de agosto de 2008 , párrafo '115,

89 Véase Declarad6n óe la seilora Marla Leontina !v1mcura Llaipen del i 4 de octubre de 2003
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213 En el referido marco normativo internacional, corresponde señalar que la obligación
estatal de investigar y sancionar las violaciones a los derechos humanos debe ser emprendida por
los Estados de manera seria. La Corte ha señalado al respecto que

[eln ciertas circunstancias puede resultar dificil la investigación de hechos que atenten contra
derechos de la persona La de investigar es, como la de prevenir, una obligación de medio o
comportamiento que no eS incumplida por el solo hecho de que la 'Investigación no produzca
un resultado satisfactorio Sin embargo, debe emprenderse con serledad y no como una
simple formalidad condenada de antemano a ser infructuosa. Debe tener un sentido y ser
asumida por el Estado como un deber jurídico propio y no como una simple gestión de ]
intereses particulares, que dependa de la iniciativa procesa! de la víctima o de sus familiares o
de la aportación privada de elementos probator'los, sin que la autoridad publica busque
efectivamente la verdad Esta apreciación es válida cualquiera sea el agente al cual pueda
eventualmente atribuirse la violación, aun los particulares, pues¡ si sus hechos no son e"]
investigados con seriedad, resultarfan, en cíerto modo, auxiliados por el poder público, lo que
comprometería la responsabilidad internacional del Estado 90

214 Ahora bien, la obligación estatal de Investigar no se incumple solamente porque no j
exista una persona condenada en la causa o por la cJrcunstancia de que, pese a los esfuerzos .~.

realizados, sea imposible la acreditación de los hechos. Para astablecar en forma convincente y .
creíble que este resultado no ha sido producto de la ejecución mecánica de ciertas formalidades
procesales sin que el Estado busqua afectivamente la verdad, éste debe demostrar que ha realizado
una investigación inmediata, exhaustiva, seria e imparcial 91

.

215. Es Importante señalar que ios oficiales que fuaron encomendados a la investigación j
de la desaparición de Iván Eladio Torres, eran precisamente aquallos a los que se les imputaban los .
hechos. Mediante escrito presentado ello de diciembre de 2003", la señora Maria Leontina .
Millacura L1aipén llamó la atención del juez local de instrucción No. 2 al respecto, y solicitó que se
arbitraran los medios para que la investígacíón sobre el paradero de su hijo la realizara persona! que
no perteneciera a la policía de la provincia de Chubut; sin embargo, el juez instructor no aprobó la
solicitud, con lo cual, es posible afirmar que no se ha cumplido con la imparcialidad debida, durante
la invastlgaclón del caso.

216. El 16 de febrero de 2004, el juez de instrucción No. 2, Oscar R. P. Herrera, intentó
su excusación para seguir entendiendo en la causa "Millacura Uaipen, Marra Leontina s/Denuncia
Desaparición de Persona", debido a que la señora María Millacura L1alpén habría declarado dentro de I
la misma "que a ella le fueron a decir que el juez Herrera había mandado a asesinar a su hijo Iván .:
Torres"." Sin embargo, mediante resolución del 25 de febrero de 2004, la Cámara Primera en lo
Penal determinó rechazar la excusación del juez Herrera, por no haberse advertido elementos que '1
llevaran a presumir fundadamente que existiara posibilidad de parcialidad, aunado a que la actuación
de dicho juez no habría sido cuestionada por el titular de la acción pública ni tampoco por la parte
querellante"

90 Corte IDH , Caso Vel¿squez Rodríguez Sentencia de 29 de julio pe 19S8 SerIe e No 4, parr 177

~1 ClDH.lnforme Anual 1997, ¡niorme No. 55/97, Caso 11 \37 (.Juan Carlos Abella y otros), Argentina, párr 412
Sobre el mismo tema, Ver también: CIDH, Informe Anual 1997, Informe I~O 52./97, Caso 11 218lArges Sequeira Mangasl.
Nicaragua, pan 96 y 97

n Copía de escrito de la sei'iora Ml1lacura Uaipen, del 1o de dicIembre de 2003, que consta en el folio 21 1, Tomo 1,
de la Causa "Iv'llllacura Uaipen, Marra Leontina s/Denuncia Desaparición de Persona"

93 Actuación judicial que consta en el follo 604, Tomo 11, de la Causa "MillaclIra Uaipen, Maria Leontina s/Denuncia
Desaparición de Persona"

!l4 Resolución que consta en el folio 646, Tomo 11, de la Causa "'v1illacura Llaípen, IVlarla Leontina sfDenuncia
Desaparición de Persona"
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217 El Estado informó a la Comisión que el 26 de mayo de 2004 el Gobernador de la
Provincia y el Fiscai de Estado Interpusieron ante el Consejo de la Magistratura una solicitud de .Jury
de Enjuiciamiento en contra del juez Osear Ricardo Publio Herrera Según el informe enviado por el
Estado, los fundamentos esgrimidos en la presentación fueron los de mal desempeño de sus
funciones, imputándose cinco casos diferentes, dentro de los cuales se cuenta el de Iván Eladio
Torres VI sobre el particular, el mayor reproche al juez Herrera se encuentra relacionado con haberle
encomendado durante largo tiempo la investigación de la denuncia de la madre de Iván Eladio Torres
al propio personal de la Comisaria Primera, que se hallaba sospechado. Asimismo, el Superior
Tribunal de .Justlcia de la Provincia de Chubut, mediante Acordada 3382 solicitó el Jury de
Enjuiciamiento al juez Herrera pero con motivaciones diferentes: la morosidad en la resolución de
causas judiciales.

218. Por otra parte, ha quedado constatado a lo largo de este informe, que personal
policial de la provincia del Chubut manlpuió el Registro Parte Diario de la Comisaria Seccional
Primera y ni siquiera asentó la detención de Iván Eladio Torres que ocurrió en septiembre de 2003.
Asl mismo, ha quedado establecido que varios testigos se encontraban de una u otra manera
amenazados por el mismo personal, lo que a todas luces obstaculizó una adecuada Investigación de
los hechos.

219. La obligación de investigar todo hecho que implique una violación de los derechos
protegidos por la Convención y la consiguiente sanción de sus responsables requiere que se
investigue, juzgue y sancione, no sólo a los autores materiales de los hechos vlolatorios de derechos
humanos, sino también a los autores intelectuales de tales hechos95

; en la especiel ni uno ni otros
han sido debidamente investigados por las autoridades argentinas

220. En consecuencia, el Estado tiene el deber de investigar lao violaciones de los
derechos humanos, procesar a los responsables y evitar la impunidad, la cual ha sido definida como
"la falta en su conjunto de investigación, persecución, captura, enjuiciamiento y condena de los
responsables de las violaciones de los derechos protegidos por la Convención Americana"". En ese
sentido, la COrle Interamerlcana ha señalado que "el Estado tiene la obligación de combatir tal
situación por todos los medios legales disponibles ya que la impunidad propicia la repetición crónica
de las violaciones de derechos humanos y la total indefensión de las vlctimas y sus familiares""

221. Es de destacar que se emitió sentencia del 15 de octubre de 2007, dentro de la
causa "Mlllacura L1alpén, Maria Leontina s/Denuncia Desaparición Forzada de Persona", en la que la
.Juez Federal determinó dictar procesamiento, en libertad, a los oficiales Fanlan Alcides Tillerla y
Juan Sandro Montecino en orden al delito de privación ilegal de la libertad y sobreseerlos a elJos y a
los oficiales Marcelo Miguel Alberto Chemin, José Luis Bahamonde, Rosana Elisabet Soler, Pablo

95 La Corte ha señalado, por ejemplo, que "La Convención Americana garantiza a toda persona el acceso a la
justicIa para hacer valer sus derechos. recayendo sobre los Estados Partes los deberes de prevenir, investigar, identiflcar y
sancionar a los autores Intelectuales y encubridores de violaciones de los derechos humanos" Cone 1 D,H , Caso del Tribuna!
Constirucional Sentencia del 29 de septiembre de 1999 Serie e N° 71, párr 123 Ver asimismo Corte 1D H , Caso Mi'ma
Macl: Chang Sentencia de 25 de noviembre de 2003. Serie e NO 101, párr 275; Caso Juan Humberto Sánchez Sentencia
de 7 de junio de 2003, Serie e NO 99, párr 186; Caso Blake, Reparaciones, Sentencia de 22 de enero de 1999, Serie e hJO
48, parr 65

% Corte IDH, Caso de los Hermanos Gómez Paqulyaurl Sentencia de 8 de julio de 2004 Serie e filo 110, párr
148; Corte IOH, Caso "'9 Comerciantes". Sentencia de 5 de julio de 2004 Serie e I-Jo 109, párr. 175; Corte 1OH, Caso
Bamaca Velásquez Reparaciones. (8rt 63' ConvencIón Americana sobre Derechos Humanos), Sentencia de 22 de febrero
de 2002 Serie e No, 91, párrafo 64

97 Corte lDH , Caso Loayza Tamayo, SentencIa sobre Reparaciones, 27 de novIembre de 1998, Serie e, No 42,
párr 169y170
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Miguel Ruiz, Mario Alberto Gómez y Hernán Eliseo Leiva, en cuanto en orden al presunto delito de
desaparición forzada de persona, segun la Convención Americana y ordenó que continue la causa
segun profundizar la búsqueda de lván Eladio Torres, asf como también las averiguacíones respecto
a cuáles sarran las razones de su injustificada ausencia hasta estos d(as. 9B

222, La Com',sión advierte que la jueza a cargo del proceso penal resolvió el
sobreseimiento de los presuntos inculpados, por insuficiencia de prueba En ese sentido, la clDH ha
podido identificar deficiencias evidentes en la investigación efectuada por las autoridades: primero,
la negativa a recibir la denuncia de desaparición de Iván Eladio Torres; segundo, la falta de medidas
inmediatas para establecer su paradero; y, entre otras, la asignación de las diligencias indagatorias a
los mismos agentes policiales señalados por familiares y amigos de lván como presuntos culpables
de la desaparición

223. Por otra parte, se advierte el retardo en que incurrieron las autoridades, tanto en el
desarrollo de cada medida u obtención de prueba, como en la sustanciación general del proceso que,
desde su denunci a tardó más de 4 años para que se dictara sentencia de primera instancia,
tratándose de un caso de desaparición en el que la celeridad de las actuaciones resulta crucial.

224, Dichas deficiencias obstaculizaron la posibilidad de que el proceso se siguiera
conforme a los principios de la debida diligencia, Una mala o incompleta investigación de los hechos
hace dificil establecer responsabilidades y puede conducir a la impunidad de los mismos Así lo ha
considerado el mismo Estado, cuando el Fiscal Federal de primera instancia apeló el fallo del 15 de
octubre de 2007 Con el argumento de que las circunstancias de la desaparición de Iván Eladio
Torres no estaban debidamente acreditadas, io que motivó que el Superior Tribunal mediante
sentencia 42/2008" del 28 de febrero de 2008 revocara el fallo del 15 de octubre de 2007, en
relación con los sobreseimientos, señalando que no existfa falta de mérito y ordenó que se siguiera
con las investigaciones en el marco de la caUSa,

225, No obstante, la Comisión no ha recibido mayor Información por parte del Estado
respecto de las líneas de investigación que, posterior a dioha sentencia, se estarían siguiendo V,
advierte que, hasta el momento, ninguna persona ha sido sancionada, lo cual ha generado, además,
impunidad,

226, Las investigaciones realizadas por la desaparición forzada de Iván cladio Torres,
según se desprende de los elementos probatorios obrantes en el expediente de la CIDH, se han
caracterizado por la negligencia de las autoridades judiciales en la recolección de la prueba, el
encaminamiento del proceso y, especialmente, en la tardanza en la conclusión de aquél y el
consecuente enjuiciamiento de los presuntos responsables intelectuales y materiales

227 Con relación a las garantlas procesales, la Corte ha establecido que

[pIara que en un proceso existan verdaderas garantfas judiCiales, conforme a las disposiciones
de! artrculo 8 de la Convención, es preciso que se observen todos los requisitos que sirvan
para proteger, asegurar o hacer valer la titularidad o ejercicio de un derecho,lOO

Da Cop¡'a de sentencia emitida el 15 de octubre de 2007 por la Ju~z Federal Eva L. Parcio de Seleme, remHida por
los peticionarios en su comun'icación electrónica del 14 de noviembre de 2007

gg Copia óe la sentencia, enviada a la Comisión por pane de! Estado

101ICorte lOH., Caso Juan Humberto Sánchez Sentencia de 7 de junio de 2003 Serie e No 99, párr 124

'1,
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228 En el caso especffico de la desaparición forz.ada de personas t la Corte lnteramericana
ha establecido que

lalste fenómeno supone, además, "el desconocimiento del deber de organizar el aparato del
Estado para garantizar los derechos reconocidos en la Convención/O. En raz.ón de lo ciJal, al
llevar a cabo o tolerar acciones dirigidas a realizar desapariciones forzadas o involuntarias, al
no investigarlas de manera adecuada V al no sancionar, en su caso, a los responsables, el
Estado viola el deber de respetar los derechos reconocidos por la Convención y de garantizar
su libre y pleno ejercicio, tanto de la vrctlma como de sus familiares, para conocer el paradero
de aquélla, 1(}\

229, De hecho, la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas
establece en su artículo Ilb) que

l!los Estados partes en esta Convención se comprometen a:

b) Sancionar en el ámbito de su Jurisdicción a los autores, cómplices y encubridores del
delito de desaparición forzada de personas, asf como la tentativa de comisión del mismo;

230 En efecto, los órganos interamericanos han entendido que el deber de investigar con
debida diligencia, incluye la obligación de llevar a cabo todas las actuaciones necesarias en un plazo
razonable lO', Asimismo, se han establecido tres criterios fundamentales para ia determinación de tal
razonabilidad: a) compiejldad del asunto, bl actividad procesai del Interesado y cl conducta de las
autoridades ludlciales '03

c

231 Preliminarmente al análisis de los eiementos señalados, la Comisión indica que el
análisis del plazo razonable en los procesos internos se entiende, en principio, desde el momento en
que las autoridades tUl/ieron conocimiento de los hechos hasta que se dicte sentencia definitiva y
firme y, particularmente en materia penal, el plazo razonable debe comprendar todo el
procedimiento, incluyendo los reCUrsoS de Instancia que pudieran eventualmente presentarse104,

232, En cuanto a ia complejidad del presente asunto, la Comisión estima que frente a la
detención y posterior desaparición forzada de Iván Eladio Torres, el Estado no procuró de manera
pronta y efectiva los medios de prueba que permitieran la Identificación de los responsables, no
obstante contar con la información brindada por los familiares de la victima, amigos y conocidos, en
sus respectivas declaraciones, Adicionalmente, la CIDH observa que el Estado no ha ofrecido
Información especifica o concreta que señale que el presente caso se caracterice por niveles de
complejidad que dificuiten ei esclarecimiento judicial de las circunstancias denunciadas, Por lo
tanto, tampoco puede justificarse el retardo en este sentido, con el fundamento de una posible
complejidad del asunto,

233 e Como ya se indicara, la CIDH considera que la detención y posterior desaparición de
Iván Eladio Torres constituyeron hechos realizados por agentes del Estado cuya actuación arbitraria

101 Corte 1,0 H , Caso 8¿maca Vel8.squez Sentencia de 25 de noviembre de 2000 Serie C No 70 parr 129

\02 Corte lDH , Caso de las Hermanas Serrano Cruz Sentencia de 01 de marzo de 2005 Serie C t~o 120 PlIrr 65

103 Corte IDH Caso de la Comunidad Iv'lolwana. Sentencia de 15 de Junio de 2005 Serie C No 124 PlIrT 160 En
igual sentido European COUrt al Human Rights. Wimmer v Germany, no. 60534/00, § 23, 24 ll/iay 2005; Panchenl<o v·
Russia. no 45100/98, § 129,8 February 2005. ylodorov v Bulgaria, no 39832/98, § 45,18 January 2005

IO( Corte IOH, Caso "19 Comerciantes" Sentencia de 5 de julio de 2004 Serie e No 109, párr 189, Citando
Corte 1D H , Caso Juan Humberto Sánchez Sentencia de 7 de junio de 2003· Serie C No 99. pán 120; Corte 10 ,H , CasO
HUslre. Constantine y Benjamln y otros Sentencia de 2 \ de junio de 2002 Serie C l>Jo 94; Y Corte I D H , Caso Suárez
Rosero Sentencia de 12 de noviembre de 1997 Sede C l'>lo 35. parr, 71
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e ilegal const'ituyó un grave indicio de que había ocurrido una desaparición forzada. Este grave
indicio exigla que los fiscales, funcionarios policiales y demás autoridades pertinentes emplearan
todos los esfuerzos para realizar una búsqueda efectiva y una investigación eficiente aoorde con la
gravedad y la magnitud de los hechos denunciados, lo cual no ocurrió

234 De lo anterior se desprende que las investigaciones impulsadas por la rama judicial
del Estado mostraron indicios de manipulación de la recabo de prueba, obstrucción de justicia, y
retardo procesal

235. De lo analizado, la Comisión concluye que Estado argentino violó la garantia de plazo
razonable y la debida diligencia en el desarrollo de las investigaciones relacionadas con la detención
y posterior desaparición forzada de Iván Eladio Torres. Las contravenciones de los articulas 1, 8(1) y
25 de la Convención Americana, asf como de la Convención lnteramericana sobre Desaparición
Forzada de Personas, se consumaron cuando el Estado argentino omitió llevar a cabo
invest'lgaoiones y procedimientos internos efectivos.

)

I
I

'''j•••

a. Derecho a la verdad y la obligación de combatir ia situación de Impunidad

236. La jurisprudencia del sistema ha establecido que el derecho de acceso a la justicia
debe asegurar, en tiempo razonable, el derecho de las presuntas víctimas o sus familiares, a que se
conozca la verdad de lo suoedido y se sancione a los eventuales responsables'05. En efecto, la Corte
lnteramericana ha establecido que el derecho a la verdad se encuentra subsumido en el derecho de
la victima o de sus familiares a obtener de los órganos competentes del Estado el esclarecimiento de
los hechos violatarios y las responsabilidades correspondientes, a través de la investigación y el
juzgamiento que previenen los artículos 8 y 25 de la Convención'o,. Especificamente en los casos de
desaparición forzeda, que se trata de violaciones de ejecución continuada,'07 la jurisprudencia del
sistema interamericano ha establecido el deber del Estado de investigar los hechos mientras se
mantenga la incertidumbre sobre [a suerte de la persona desaparecida, y la necesidad de brindar un
recurso sencillo y rápido para el caso, con las debidas garantfas 10B.

237. Los fundamentos de este derecho se basan en la convicción de que el conocimiento
de la verdad es una de las medidas más eficaces para prevenir la recurrencia de graves vioiaciones a
los derechos humanos y de consolidación del sistema democrático en un Estado de Derecho. Más
aún, el Estado tiene la obligación de poner a disposición de las victimas y sus familiares, toda la
información a su disposición, y debe utilizar todos los medios a sU alcance para producir dicha
información.

238. Asimismo, de conformidad con la jurisprudencia del sistema interamericano, en
casos de graves violaciones a los derechos humanos, las obligaciones positivas inherentes al
derecho a la verdad exigen la adopción de los diseños institucionales que permitan que este derecho
se realice en la forma más Idónea, particlpativa y completa posible y no enfrente obstáculos legales
o prácticos que lo hagan ilusorio. l0' Por lo tanto, se resalta que la satisfacción de la dimensión
colectiva del derecho a la verdad exige la determinación. procesal de la més completa verdad
histórica posible, lo cual incluye la determinación judicial de lbs patrones de actuación conjunta y de

105 Corte lDH, Caso del Penal Miguel Castro Castro, Sentencia del 25 de noviembre de 2006, párr, 382

\O~ Corre IDH. caso la Cantuta. Sentencia de 29 de noviembre de 2006, párr 147

107 Corte lDH , Caso Bamaca Velásquez, sentencia de fondo del 25 de noviembre de 2000, párr 201

lOS Idem, pan 197

\09 Corte IDH. caso Le Cantuta. Sentencia de 29 de noviembre de 200G, pan 195

\
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todas las personas Que de diversas formas participaron en dichas violaciones y sus correspondientes
responsabilidades Dicha investigación debe ser asumida por el Estado como Un deber jurldico
propia V no como una simple gestión de intereses particulares, que dependa de la iniciativa procesal
de las v[ctimas o de sus familiares o de la aportación privada de elementos probátorios,

239. La Comisión considera que el derecho a la verdad surge como consecuencia básica e
indispensable para todo Estado parte de la Convención Americana, puesto que ei desconocimiento
de los hechos relacionados COn violaciones a los derechos humanos significan en la práctica, contar
con un sistema de protección incapaz de garantizar la identificación y eventual sanción a los
responsabies.

240, Tal como se advierte de la información suministrada tanto por los petipionarios como
por el Estado, han transcurrido 6 años desde la desaparición forzada de Iván Eladio Torres y, a la
fecha de elaboración del presente informe aún se desconoce su paradero y las circunstancias de su
desaparición y na se ha sancionado a persona alguna por los hechos. Ello, a criterio de la CIDH,
configura una situación de Impunidad frente a la detención y la desaparición forzada de Iván Eladio
Torres ocurrida en la madrugada del 3 de octubre de 2003,

,
241. La Comisión remarca que la falta de sanción a los perpetradores de las violaciones

aqui analizadas contribuye a prclongar el sufrimiento de los familiares de Iván Eladio Torres, causado
por la violación de los derechos fundamentales y constituye un deber del Estado proporcionar Una
respuesta judicial adecuada. En el presente caso, las declaraciones de la señora Maria Leontina
Millacura L1aipén, madre de Iván Eladio Torres, que obran en la causa judicial y en el expediente de
la Comisión, dan cuenta del sufrimiento y angustia causados tanto a la víctima oomo a sus
familiares mediante las violaciones cometidas por miembros del Estedo argentino, las cuales han
causado un profundo daño moral cuyas secuelas persisten hasta el dia de hoy.

242. Es importante señalar que la señora Millacura L1aipén aun espera a su hijo con
vida."o Iván Eladio Torres era el sustento de la familia; en especial de su madre, hermana y sobrina.
Segun Información proporcionada por la señora Mlllacura a la Secretaria Ejecutiva de la CIDH, ella se
encuentra l/acampando" en las ai'ueras de la Comisada Seccional Primera! desde hace más de año V
medio, esperando con eso obtener algUna información sobre el paradero de su hijo

243. En tanto el sistema judicial Se mantenga inactivo y encubridor mediante la omisión o
falta de una investigación adecuada, los hechos permanecen en la impunidad, La jurisprudencia del
sistema Interamericano ya ha establecido que la falta de sanción permite la repetición de las
violaciones investigadas. El fuzgamiento y sanción de los autores responsables tiene una función
preventiva para que hechos de esa miSma naturaleza no vuelvan a suceder.

244 En conclusión, ia Comisión considera que el Estado argentino no ha cumplido su
obligación de proveer a la víctima y sus familiares¡ un recurso judicial efectivo, tendente al
esclarecimiento de los hechos, la sanción de los responsables y la obtención de una eventuai
reparación por los danos sufridos, en violación a los articulas 8 y 25 de la Convención Americana,
en relación con el articulo 1{ 1) de la misma·

110 Durante la reunión de trabajo llevada a cabo el 8 de marzo de 2006, la señora Maria leontIna lvil\lacura Llalpén
iniormó a personal de la Secretada E¡ecuiiva que todos los dias esperaba que su hIjo regresara con vida a su hogar, aclarando
que 51 ella se vela en la necesidad de salir de la casa, siempre le dejaba una nOia a Iván lndicaodole a dónde habla ido y a qué
hora regresaria, para en caso de que él se apareciera cuando ella estuviera fuera
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,'" 6, Derecho al reconocimiento de la personalidad juridica bajo el articulo 3 de la
Convención Americana

245 El artículo 3 de la Convención Americana señala que toda persona tiene derecho al
reconocimiento de su personalidad jurídíca, Este derecho es un requisito fundamental para el
disfrute de todas ías libertades básicas, toda vez que confiere el reconocimiento del individuo ante la
ley. Asimismo, el derecho a la personalidad jurídica se encuentra protegido por numerosos
instrumentos internacionales y, en ningún caso, debe ser suspendido 111.

246, La desaparición forzada que tuvo lugar en contra de Iván Eladio Torres y la situación
de extrema vulnerabilidad en que se encontraba, ocasionó su exclusión del orden jurídico e
institucional del Estado argentino, En este sentido, la desaparición forzada de personas implica
negación de la propia existencia como ser humano revestido de personalidad jurídica 11.2_

247. La Comisión estima que la conexión entre la desaparición forzada y la violación del
reconocimiento a la personalidad jurídica radica en el hecho de que el objetivo preciso de la
desaparición forzada es sustraer al individuo de la protección legal que le es debida; el objetivo de
quienes ia ejecutan es operar al margen del imperio de la ley, ocultando toda evidencia del delito y
procurando escapar a su sanción, sumado a la intención clara y deliberada de eliminar la posibilidad de
que la persona interponga acción legal alguna respecto del ejercicio de sus derechos,

248. La CIDH considera que la desaparición como violación de múltiples derechos, busca
y produce la anulación de la personalidad jurídica de la víctima, El objetivo es mantener fuera del
mundo real y ¡urldico a la persona desaparecida, ocultar su paradero e Impedir que ésta -mientras se
encuentra con v¡da~ pueda acudir ante un juez o bien, ejercer cualquier derecho.

249, En este sentido, el derecho al reconocimiento de la personalidad jurídica está el1 la
base misma de la noción de sujeto de derecho, lo que determina su existencia efectiva ante la
sociedad y el Estado y que le permite ser titular de derechos y de obligaciones, ejercer sus derechos
asr como tener capacidad de actuar.

250 Al respecto, la Corte Interamerlcana ha afirmado que

toda persona, tiene derecho a que se re reconozca en cualquier parte como sujeto de derechos
y obligaclones, V a gozar de los derechos civiles fundamentales. El derecho al reconocimiento
de la personalidad jurídica implica la capacidad de ser titular de derechos (capacidad y gacel y
de deberes; la v]olación de aquel reconocimiento supone desconocer en términos absolutos la
posibilidad de ser titular de esos derechos y deberes l \3

251, Recientemente, ia Corte Interamericana ha reconocido que, dado su carácter múltiple
y complejo, la desaparición forzada de personas puede conllevar una violación especifica del derecho
al reconocimiento de la personalidad jurldlca, Específicamente, la Corte indicó que "más allá de que

III Ver Declaración Universal de Derechos Humanos, artíc~lo 6i Pacto InternacIonal de Derechos Civiles y Políticos,
artIculo 16; D.eclaraclón Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, articulo XVlI, y Carta Afrlcana de Derechos del
Hombre y de los Pueblos. articulo 5

m La Declaración sobre la protección de todas las personas contra las desapariciones forzadas, articulo 1 2, define
a la desaparición como "una violación de las normas del derecho internacional que garantizan a ¡-oda ser humano el derecho al
reconoclmíento de la personalidad jurídica" Resaluc'lón de la Asamblea General de las Naciones Unidas 47/133, 18 de
diciembre de 1992

ll~ Corte IDH Caso de las I-.Jíñas Vean y Bosico vs Aepublica Dominicana Sentencia de B de septiembre de 2005
Serie e No 130, párr 176 y Corte 1D H, Caso Bemaca Verasquez. Sentencia de 25 de N.oviembre de 2000, Serie C No
70, párr 179
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la persona desaparecida no pueda continuar gozando V ejerciendo otros, y eventualmente todos, los
derechos de los cuales también eS titular I su desaparición busca no sólo una de las más graves
formas de sustracción de una persona de todo ámbito del ordenamiento jurldico, sino también negar
su existencia misma y dejarla en una suerte de limbo o situación de indeterminación jurídica ante la
sociedad, el Estado e inclusive la comunidad internacional "114,

252 En el presente caso, el objetivo de quienes perpetraron la desaparición forzada de Iván
Eladio Torres consistió en actuar al margen de la leYI sembrar miedo, ocultar todas las pruebas de sus
delitos y escapar a toda sanción. La Comisión entiende que durante el tiempo de su desaparición,
los perpetradores pretendieron crear un vacío jurídico, instrumentándolo a través de la negativa del
Estado de reconocer que Iván Eladio Torres se encontraba bajo su custodia, provocando en forma
deliberada la imposibilidad de la vlctima de ejercer sus derechos y manteniendo a sus familiares en
una completa incertidumbre respecto de su paradero o situación.

253. Con base en los argumentos de hecho y de derecho antes señalados, la Comisión
encuentra que el Estado de Argentina violó en perjuicio de Iván Eladlo Torres el derecho al
reconocimiento de la personalidad jurídica, consagrado en el artículo 3 de la Convención Americana,

7, Obligación de respetar y asegurar derechos protegidos bajo el artículo 1(1) de la
Convención Americana

254, En el presente caso, el Estado Argentino no ha cumplido con su obligación respecto
del artículo 1(1) de la Convención Americana de "respetar los derechos y libertades reconocidos en
ella y a garantizar su libre y pleno ejercicio a toda persona que esté sujeta a su jurisdicción", dado
que violó los derechos establecidos en el articulo 5, 7, 8 Y 25 de ese tratado

255, La primera obligación de todo Estedo Parte de la Convención Americana es la de
respetar los derechos y libertades protegidas de aquellos sujetos a su jurisdicción, Como la Corte
Interamericana lo ha indicado, "es un principio de Derecho internacional que el Estado responde por
los actos de sus agentes realizados al amparo de su carácter oficíal y por las omisiones de los
mismos ~un sí actúan fuera de los limites de su competencia o en violación del derecho interno, "115

Asimismo, ha establecido que "en principio, es Imputable al Estado toda violación a los derechos
reconocidos por la Convención cumplida por un acto del poder público o de personas que actlian
prevalidas de los poderes que ostentan por su carácter oficial",

256, La segunda obligación establecida en el artículo 1(1) es la de asegurar el libre y total
ejercicio de los derechos y libertades reconocidas en la Convención, En este sentido los Estados
partes tienen la obligación de "organizar todo el aparato gubernamental y, en general, todas las
estructuras a través de las cuales se manifiesta el ejercicio del poder público, de manera tal que
sean capaces de asegurar jurldicamente el libre y pleno ejercicio de los derechos humanos Como
consecuencia de esta obligación los Estados deben prevenir, Investigar y sancionar toda violación de
los derechos reconocidos por la Convención .. " "", La violación de un derecho protegido también
genera la obligación de adoptar las medidas necesarias de reparación

t:

257, El Estado, de cara a los alegatos de desaparición forzada, tiene la obligación de
aclarar los hechos y de Identificar y sancionar a las personas responsables, En el caso analizado en
el presente informe l estas obligaciones esenciales no se cumplieron Es por esto que la ComIsión

1\" Corte 1 D H , Caso Kennerh Nel' Anzualdo, Sentencia de 22 de septiembre de 2009. párr 90
\\$ Corte IDH, Caso Velásquez Rodrlguez. parrs 170,166

IlG Id . párrs 166
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concluye que el Estado ha violado el articulo 1(1) de la Convención porque no garantizó la ejecución
de los derechos y garantlas de Iván Eladio Torres y de su familia, como lo establece este InfQrme.

258 Resulta preciso manifestar que, con independencia del reparto interno de
competencias, el Estado argentino debió procurar que la Provincia de Chubut adoptara las medidas
tendientes a asegurar el cumplimiento de los derechos establecidos en la Convención y, en especial,
debIda diligencia e investigación de los hechos denunciados por los familiares de Iván Eladlo Torres.

259. En este sentido, la finalidad de salvaguarda de los Derechos Humanos impuesta por
la Convención Americana en general, y las disposiciones mencionadas en particular, prescinden de
cualquier referenoia a la distribución interna de competencias u organización de las entidades
componentes de una federación A este respecto, no puede olvidarse que los Estados de la
federación, en tanto parte del Estado, se encuentran igualmente vinculados por lo dispuesto en los
tratados internacionales ratificados por el gobierno federal

8. Deber de adoptar disposiciones de derecho interno, según lo establecido en el
artículo 2 de la Convención Americana, así como en el artículo 111 de la Convención InterBmericana
sobre Desaparición Forzada de Personas.

260. Los Estados partes de la Convención Americana han asumido la obligación de
respetar y garantizar todos los derechos y libertades estipulados en la Convención con respecto a
las personas comprendidas en su jurisdicción y de adoptar las medidas iegislativas o de otro carácter
de manera de permitir el goce y ejercicio de esos derechos y libertades.

261 . El artículo 2 de la Convención Americana establece lo siguiente:

5J en el ejercido de los derechos y libertades mencionados en el artículo 1 no estuviere ya
garantizado por disposiciones legislativas o de otro carácter, los Estados partes se
comprometen a adoptar, con arreglo a sus procedimientos constitucionales y a las
disposiciones de esta Convención, las medidas legislativas o de otro carácter que fueren
necesarias para hacer efectivos tales derechos V libertades>

262. POI' su parte, el artfculo III de la Convención IntDrDmericana sobre Desaparición
Forz.ada establece lo siguiente:

"Los Estados partes se comprometen a adoptar, con arreglo a sus procedimientos
constitucionales, las medidas legislativas que fueren necesarias para tipificar como delito la
desaparición forzada de personas, y a imponerle una pena apropiada que tenga en cuenta su
extrema gravedad. Dicho delito será considerado como continuado o permanente mientras na
se establezca el destino o paradero de la v{ctirna It

263, Estos artfculos Incluyen la obligación positiva de los Estados que han ratificado la
Convención Americana de derogar la iegislaclón que sea 'Incompatible Con su objeto V fin

264. Al respecto, la Corte Interam¿ricana ha establecido que

El deber general del artfculo 2 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos implica
la adopción de medidas en dos vertientes. Por una parte, la supresión de las normas y
prácticas de cualquier naturaleza que entrañen violación a las garantfas previstas en la
Convención Por la otra, la expedición de normas y el desarrollo de prácticas conducentes a la
efectiva observancia de dichas garantías \\7

\17 Corte 1 q H , Caso Castillo PerruZ'li y orros Sentencia de 30 de mayo de 1999 Serie e No 52. párr 207
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1" A nivel provIncial

265, De las constancias con que cuenta la Comisión y, de lo analizado previamente en el
presente informe, se advierte que la ley 815 de la Provincia de Chubut, que regula la actividad
policial en la provincia y que se encuentra en plena vigencia, faculta a los oficiales a detener a las
personas que, según su arbitrio, requieran de Uidentificaclón" I llevándolos a las comisarías, donde se
les toman totografias y se dejan asentados sus datos y las actividades que realizan, para veriticar
que éstas sean -como la ley señala- "medios licitas de vida", Al respecto, la Comisión advierte que
dicha normativa es incompatible con el objeto y tin de la Convención Americana; en especrtico, Con
lo que establece el articulo 7 de dicho instrumento,

2. A nivel federal

266, Cabe señalar que el 11 de octubre de 1995 se promulgó en Argentina la iey 24,556
mediante la cual el Estado aprobó la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de
Personas, agregando su texto a dicha ley y otorgándole rango constitucional mediante la ley 24820,

267 La Comisión observa que las autoridades judiciales que han cOMcido del presente
caso, en especial la Jueza Federai de Primera Instancia, prosiguió la investigación de los hechos y a
los presuntos implicados, respecto del delito de desaparición forzada de persona, siguiendo lo
establecido en la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas, aún cuando
dicho delito no se encuentra eún debidamente tipificado en la legislación penal nacional.

268, La Comisión advierte que a la fecha de elaboración del presente informe, el Estado
de Argentine no ha cumplido de manera concreta con lo establecido en el articulo lIi de la
Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada, en tanto que el delito de desaparición
forzada no se encuentra aún tipificado en la legislación argentina y, hasta el momento, no se ha
producido debate legislativo sobre el mismo.

269. En consecuencia, la Comisión concluye que el Estado argentino Incumplió su
obligación de adecuar su derecho interno a ia Convención, según el articulo 2 de la misma, en
relación con los articulas 3, 4, 5, 7, 8( 1), 25 y 1.1 del miSmo tratado, Asimismo, ha incurrido en el
incumplimiento de su obligación contenida en ei arHculo 111 de la Convención Interamericana sobre
Desaparición Forzada de Personas, de adoptar las medidas necesarias para tipificar como delito la
desaparición forzada de personas! imponerle una pena apropiada que tenga en cuenta su extrema
gravedad V considerarlo como delito continuado o pennanente mientras no se establezca el destino
o paradero de la vlctima

Derecho a la Integridad Personal bajo el articulo 5 de la Convención Americana con
respecto a los familiares de Iván Eladio Torres

270 La Comisión también considera que los, derechos protegidos por el articulo 5 de ia
Convención Americana fueron violados con respecto' a los familiares de la vlctima Iván Eladio
Torres"', ya que como ha seiialado la Corte interamericana "la violaciÓn de la integridad pslquica y
moral de [los) familiares, es una consecuencia directa de [Ial desaparición forzada, Las
circunstancias de dicha desaparición generan sufrimiento y angustia, además de un sentimiento de
inseguridad, frustración e impotencia ante la abstención de las autoridades públicas de investigar los

na Los famlliares considerados corno víctimas del caso Incluyen a su madre, llllaria Leontina lv1illacura Ualpén y
hermanos. Velerla y tv1arcos Torres
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hechos"'" Ha quedado demostrado que al acudir la madre de lván Eladio Torres ante las
autoridades para obtener "nformación respecto de su hijo y, a fin de presentar la denuncia de su
desaparición, los funcionarios de la Comisaría Seccional Primera negaron tener conocimiento de su
paradero V, lo que es peor¡ ni siquiera recepcionaron la denuncia de la señora Millacure Llaipén sino
hasta que la noticia de la desaparición fue presentada por los medios de comunicación, el 14 de
octubre de 2003

271 En efecto, el sufrimiento experimentado por los familiares de Iván a raíz de la
privación ilegal y arbitraria de la libertad de la victima, del desconocimiento de su paradero, de su
desaparición y de la falta de investigación de lo ocurrido, así como la impotencia y angustia
soportadas durante años de inactividad por parte de las autoridades estatales para esclarecer los
hechos y sancionar a los responsables, no obstante las reiteradas solicitudes y denuncias ante las
autoridades durante 6 años, constituyen razones por las cuales los familiares deben Ser

considerados víctimas de tratos crueles, inhumanos y degradantes 120, A la fecha, la única respuesta
que ha obtenido la familia, por parte de las autoridades judiciales es que "existen indicios racionales
de que las cosas pueden haber ocurrido de un modo similar a como lo plantea la querella".'"

272. La Corte ha considerado que

lila frustración de no contar con la ayuda y colaboración de las autoridades estatales para
determInar lo sucedido con !las v{ctimas] v, en su caso, castigar a los responsables, as! como
determinar el paradero de aquellas y lograr el reencuentro famtliar, ha provocado graves
afectaciones en la integr'ldad ffsica y psicológica de los famillares 1?2

273 Asimismo, la Corte ha expresado en el pasado que es razonable concluir que las
aflicciones sufridas por la vlctima se extiendan a los miembros más cercanos de la familia,
particularmente aquéllos que tenian un contacto afectivo estrecho con ella. ,>,

274. La Comisión observa además que la falta de debida diligencia del Estado ha quedado
de manifiesto al no haber realizado, a partir de las denuncias presentadas por los familiares de la
vfctima, una investigación seria, imparcial y efectiva, dentro de un plazo razonable conforme a los
principios del debido proceso, para esciarecer los hechos y, en particular, para identificar y sancionar
a los autores materiales e intelectuales de los mismos, en cUlTlplirniento de su obligación establecida
en el articulo 1(1) de la Convención de garantizar el derecho a la integridad personal.

275. Con base en las consideraciones precedentes, la Comisión concluye que el Estado de
Argentina violó el articulo 5 de la Convención Americana en perjuicio de los familiares más cercanos
de Iván Eladio Torres: su madre, hermana y hermano, en concordancia COn el articulo 1(1) del
mencionado instrumento internacional.

119 Corte IDH, Caso Blake vs República de Guatemala Sentencia de 24 de enero de 1998, parr 114

120 Corte IDH, Caso .Juan Humberto Sénchez Sentencia de 7 de Junío de 2003 Serle C 1'110 99. párr 101; Ver
también, Corte IDH-, Caso de los Hermanos Gómez Paquiyauri Sentencia de 8 de julio de 2004 Serle C No 1101 párr 118

121 Copia de la sentencia 42/2008 1 de! 28 de febrero de 2008, emitida por el Trlbunal de Apelaciones

m Corte I OH., Caso de las Hermanas Serrano Cruz. Sentencia de 1 de marzo de 2005 Serie e No 120, parr
114

\23 Corte IDH, Caso Tlbi Sentencia de 7 de septiembre de 2004 Serie C I-Jo i 14, Párr '60; Corte ¡DH Caso
"Instituto de Reeducación del Menor" Sentencia de 2 de septiembre de 2004 Serie e No 1 12, párr i 91; Corte !OH , Caso
"'19 Comerciantes" Sentencia de 5 de juilo de 2004. Serie e No. 109, párr 249; Corte ¡DH, Caso Marilza Urrutla
Sentencia de 27 de noviembre de 2003 Serie e No 103, párr , 62; Corte 1D H, Ceso Sulacio Sentencia de 18 de
septiembre de 2003 Serie e No 100. párr 98
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VII. CONCLUSIONES

276 Con base en el análisis precedente, la Comisión concluye que el Estádo de Argentina
es responsable de la violación del derecho al reconocimiento de la personalidad jurídica, a la libertad
personal, a la integridad personal, a la vida, a las garantias judiciales y a la protección judicial
consagrados en los artlculos 7, 5, 4, 3, 8(1} Y 25, respectivamente, de la Convención Americana,
en relación con los articulas 1(11 y 2 del citado instrumento internacional en perjuicio de Iván Eladio
Torres Igualmente, concluye que el Estado es responsable por la violación de los derechos a la
integridad personal, a las garantlas judiciales y a la protección judicial, consagrados en los articulas
5, 8 y 25 de la Convención Americana en perjuicio de los familiares de la víctima: en específico de
la madre, el hermano, la hermana y sobrina, en relación con el articulo 1(1) y 2 del citado
instrumento internacional

277 Adicionalmente, la Comisión concluye que el Estado es responsable de la violación
de los artlculos 1, 111 y XI de la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada y de los
artículos 1, 6 Y 8 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura, en perjuicio
de Iván Eladio Torres.

278. Por otra parte la Comisión considera que, de las presentaciones de las partes y del
material presentado en el expediente del caso, no cuenta con elementos suficientes para probar
violaciones a los artículos 10, 11, 17, 19 y 24 de la Convención Americana, alegadas por los
peticionarios.

279. Asimismo, en el presente informe efectúa las recomendaciones pertinentes al Estado
argentino,

VIIl.. RECOMENDACIONES

280. Con fundamento en el análisis y las conclusiones del presente informe, la Comisión
Interamericana considera que el Estado argentino debe,

1. Realizar un acto público de reconocimiento de su responsabilidad en relación con los
hechos de este caso y de desagravio de la víctima y sus familiares, así comp dar oficialmente el
nombre de Iván Eladio Torres a una plaza o calle de la ciudad de Comodoro Rivadavla, destinado a la
recuperación de la memoria histórica.

2. Investigar de manera completa, imparcial y efectiva el destino o paradero de Iván
Eladlo Torres. En caso que llegase a establecerse que la vlctima no se encuentra con vida, adóptar
las medidas necesarias para entregar sus restos a los familiares,

3. Realizar una investigación completa, imparcial, efectiva y pronta de los hechos, con
el objeto de establecer y sancionar la responsabilidad intelectual y material de todas las personas
que participaron en los hechos relacionados con la detención arbitraria, la tortura y la desaparición
forzada de Iván Eladio Torres .

4 Realizar una investigación completa, imparcial, efectiva y pronta respecto de las
personas adscritas a los diferentes órganos estatales que hah estado involucradas en las
investigaciones y procesos llevados a cabo con ocasión de ios hechos del presente caso, a fin de
determinar la responsabilidad (administrativa, disciplinaria, penal o de otra índole que aplique) por las
deficiencias en la investigación y procesamiento de los hechos, que ha derivado en la Impunidad.

5 Reparar adecuadamente a ios familiares de Iván Eladio Torres, incluyendo tanto el
aspecto moral como el material, por las violaciones de sus derechos humanos
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6, Adoptar las medidas legislativas correspondientes, a fin de que la Ley 815 "Ley
Orgánica de Policía", de la provincia del Chubut, se adecue a los estándares consagrados por la
Convención Americana.

7, Adopter las medidas legislativas que fueren necesarias para tipificar como delito la
desaparición forzada de personas en Argentina

Dado y firmado en la ciudad de Washington, D,e" a los 28 días del mes de octubre de 2009,
(Firmado): Luz Patrica Mejia, Presidenta; Felipe González, Segundo Vicepresidente; Sir Ciare i( Roberts
y Paolo G Carozza, Miembros de la Comisión,

El que suscribe, Santiago A, Cantan, en su carácter de Secretario Ejecutivo de la Comisión
Interamericana de Derechos Humanos, de conformidad con el artículo 47 del Reglamento de la
Comisión, certifica que es copla fiel del original depositado en los archivos de la Secretaria de la
CIDH,
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